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Capítulo 1
Introducción

1.1. Agricultura y bienes públicos

Seguramente haya leído o escuchado en alguna ocasión la famosa frase sine agricultura 

nihil (i. e., sin agricultura, nada), que sintetiza el objetivo esencial de la actividad agraria; 

esto es, la provisión de alimentos necesarios para la supervivencia de la especie humana. 

La frase nos recuerda el papel fundamental que ha representado y representa esta 

actividad para el desarrollo de las sociedades, ya sea alimentándolas, o proveyéndolas 

de productos primarios como fibras, aceites no alimentarios, etc. Efectivamente, al ser 

preguntado por la principal función de la actividad agraria, a ciencia cierta al lector 

se le vendrá a la cabeza en primera instancia la provisión de alimentos. Sin embargo, 

seguramente al lector, como a la mayoría de los individuos de las sociedades modernas, 

no solo le interesará qué alimentos produce la agricultura, sino también cómo los produce.

Sin duda, los ciudadanos están cada vez más interesados en que los alimentos 

y fibras que consumen se produzcan al tiempo que se conservan los recursos 

naturales, se emplean trabajadores bajo condiciones de trabajo justas, y se favorece 

el desarrollo de los territorios donde se localiza la actividad. En este sentido, se 

podría decir que estas demandas respecto del cómo se producen los alimentos 

no difieren en lo básico de las exigidas al resto de actividades económicas (sector 

industrial, energético, turístico, etc.), en la medida que la sociedad exige de todas 

ellas una producción sostenible, que haga que las futuras generaciones no vean socavado 
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su potencial de desarrollo. Sin embargo, el hecho de que la agricultura produzca 

bienes que ingerimos, junto con la vasta extensión donde esta se realiza, suponen 

aspectos diferenciadores claves respecto de las exigencias sociales en relación con 

una producción agraria sostenible económica, ambiental y socialmente. Así, el 

agricultor es visto no solo como la persona encargada de producir alimentos sino, 

cada vez más, como un gestor (de la mayor parte) del territorio y de los recursos 

existentes en el mismo, tanto de carácter ambiental (p. ej., suelo, agua, biodiversidad, 

etc.) como sociocultural (paisajes, patrimonio cultural, etc.). En la medida que 

este produzca alimentos conservando los recursos existentes, estará posibilitando 

que las generaciones futuras puedan seguir alimentándose y disfrutando del resto 

de funciones asociadas a la actividad agraria. De esta manera, cabría parafrasear 

la proposición introductoria con el siguiente matiz: sin una agricultura adecuada 

(sostenible, multifuncional), nada.

El estudio de esta agricultura contemporánea implica, por tanto, considerar que 

la agricultura produce una serie de funciones ambientales y socioculturales, junto 

con la función tradicional de producción de alimentos y fibras. De esta manera, desde 

una perspectiva económica, cabe contemplar a la agricultura como una actividad 

productora de bienes privados (alimentos y fibras, fundamentalmente) y bienes públicos 

(BB.PP.) ambientales (p. ej., mitigación del cambio climático, conservación del suelo 

y el agua, biodiversidad, etc.) y socioculturales (p. ej., conservación del paisaje y del 

patrimonio cultural, etc.) de forma conjunta1. Las características diferenciales de 

1	 Cabe señalar otras aproximaciones conceptuales previas procedentes básicamente de ámbitos 
diferentes al de las ciencias económicas y que, con seguridad, serán más familiares para el lector. 
Entre los enfoques a destacar están: a) el enfoque más transversal de la sostenibilidad, a través del 
cual se analiza la agricultura desde la perspectiva de su capacidad producir alimentos y fibras con-
servando los recursos naturales y socioculturales de una forma sostenida en el tiempo (Raman, 
2006; Pretty, 2008); b) el enfoque de servicios ecosistémicos (MEA, 2005c; de Groot et al., 2010; 
Power, 2010), procedente del ámbito de la ecología, y donde se analizan los ecosistemas –entre 
ellos los agrarios– desde el punto de vista de los diferentes servicios que proveen y que son útiles 
para la sociedad; y c) el enfoque de la multifuncionalidad agraria (OECD, 2001; Gómez-Limón y 
Barreiro-Hurlé, 2007; Renting et al., 2009), proveniente fundamentalmente del ámbito de las 
ciencias agrarias y sociales, el cual pone el énfasis en que al tiempo que se producen alimentos se 
produce un conjunto de bienes y servicios ambientales y socioculturales igualmente demandados 
por la sociedad. Así, el enfoque de la provisión de bienes públicos se puede considerar como una 
evolución de este último enfoque, realizándose un reconocimiento explícito de cuáles son estos 
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ambos tipos de bienes hacen que el agricultor pueda ser remunerado más fácilmente 

por la provisión de los primeros en comparación con la de los segundos. En efecto, 

los bienes privados pueden ser intercambiados en el mercado, de manera que los 

agricultores pueden recibir señales claras a través de los precios sobre hasta qué 

punto la sociedad demanda tales productos. Así, a través del mercado, el agricultor 

podrá proveer estos productos en las cantidades y calidades demandadas por la 

sociedad, de manera que estas serán satisfechas adecuadamente. Por el contrario, el 

mercado no puede garantizar que la provisión de BB.PP. satisfaga adecuadamente su 

demanda social. Efectivamente, el hecho de que estos bienes carezcan de mercados 

donde poder intercambiarse dificulta notablemente –si no imposibilita– que un 

mecanismo descentralizado de precios pueda garantizar su adecuada provisión. 

Esta circunstancia hace que los BB.PP. constituyan un ejemplo típico de lo que la 

Teoría Económica denomina fallo de mercado, es decir, un desajuste entre la oferta y la 

demanda de los bienes producidos que genera una pérdida de bienestar al conjunto 

de la sociedad. Como resultado de todo ello, en ausencia de medidas correctoras 

adecuadas, los agricultores no tendrán incentivo alguno para proveer BB.PP., ya 

que no son retribuidos en los mercados por su producción. En consecuencia, su 

producción se limitará a la que se produce como consecuencia de su producción 

conjunta con los bienes privados (por los cuales sí reciben incentivos, en forma de 

remuneración monetaria). En este tipo de situaciones puede ser recomendable la 

intervención del Estado al objeto de corregir tales fallos de mercado y, por tanto, 

incrementar el nivel de bienestar social. Así, al contrario que para alimentos y fibras 

(bienes privados), para los cuales el mercado sí puede garantizar la adecuación de la 

oferta de estos bienes a su demanda, los BB.PP. producidos por la agricultura suelen 

requerir de la acción gubernamental para adecuar su provisión a las demandas 

sociales. De esta manera, cabe señalar, por tanto, que el diseño e implementación 

de políticas agrarias orientadas a la mejora de la provisión de BB.PP. está sustentada 

en una base teórica firme.

otros bienes y servicios, qué características presentan, en qué niveles se proveen, y hasta qué 
punto son demandados por la sociedad (Cooper et al., 2009; Vanni, 2014).
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1.2. Oferta y demanda de bienes públicos: fallos de 
mercado e implementación de políticas

Como se ha comentado arriba, los agricultores proveen bienes privados y públicos 

(ambientales y socioculturales) al conjunto de la ciudadanía. Para estos productores, 

la producción de alimentos (bienes privados) supone su actividad económica 

“principal”, utilizando para ello diversos factores productivos (tierra, mano de 

obra, semillas, fertilizantes, maquinaria, etc.), que son combinados mediante 

técnicas de producción agronómicas o zootécnicas. Sin embargo, a la vez que se 

producen alimentos, los agricultores también producen BB.PP. de forma conjunta. 

Se trata esta de una producción “secundaria”, en la mayoría de las ocasiones no 

intencionada, de manera que el productor no suele estar atento a la producción de 

estos bienes, al no generarle renta alguna. Así, los agricultores no adquieren factores 

productivos específicos para la producción de BB.PP., y suelen ignorar las técnicas 

productivas que impactan positivamente sobre el nivel de provisión de tales bienes. 

En cualquier caso, no obstante, es su comportamiento productivo el que determina 

la cantidad y la calidad de BB.PP. provista al conjunto de la sociedad. Por ejemplo, 

las decisiones que toman los agricultores respecto de la gestión de su producción 

principal (alimentos) pueden influir sobre la diversidad de especies de fauna y flora 

(biodiversidad) presentes en su explotación. Así, un agricultor que realice un uso 

excesivo de los productos fitosanitarios seguramente estará impactando de forma 

negativa a la biodiversidad, mientras que otro que emplee un control biológico de 

plagas y enfermedades apenas tendrá un impacto en este sentido (o incluso podría 

tener un impacto positivo). Se puede decir, por tanto, que el segundo agricultor 

estaría proveyendo una mayor cantidad del BP asociado a la biodiversidad. De forma 

similar, un agricultor puede realizar labores profundas en la dirección a favor de 

pendiente, favoreciendo la erosión del suelo, y otro puede emplear técnicas de 

conservación del suelo (no laboreo y uso de cubiertas vegetales), mejorando su 

fertilidad y funcionalidad. En este caso, este último productor estaría proveyendo 

una mayor cantidad del BP asociado a la conservación del suelo.
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Los dos ejemplos anteriores se refieren a BB.PP. ambientales, dentro de los cua-

les cabe añadir otros como son los relativos a la lucha frente al cambio climático, la 

gestión de los recursos hídricos, el riesgo de incendios e inundaciones, etc. Pero no 

conviene olvidar que la actividad agraria también produce BB.PP. de carácter socio-

cultural, como son: la conservación del patrimonio agrario (material e inmaterial), 

los paisajes agrarios, la vitalidad de las zonas rurales, etc. Estos BB.PP. también se 

producen de forma no intencionada a través de procesos de producción conjunta 

y, al igual que en el caso de los BB.PP. ambientales, la cantidad y calidad provista 

dependen en última instancia del comportamiento productivo de los agricultores.

Tras la lectura de las líneas anteriores, al lector seguramente le comiencen a 

surgir ya algunas preguntas. Teniendo en cuenta los ejemplos mostrados, se puede 

adivinar que los agricultores no siempre proveerán bienes públicos propiamente 

dichos, es decir bienes y servicios que impacten positivamente al bienestar social. 

Así, si el agricultor provoca con sus decisiones un aumento de la erosión del suelo, 

se puede decir que se estará impactando negativamente al bienestar social, en la me-

dida que el conjunto de la sociedad estará perdiendo parte de su potencial producti-

vo para satisfacer necesidades de generaciones futuras. Igualmente, si un agricultor 

realiza un uso excesivo de fertilizantes nitrogenados y parte de ellos se filtra hasta 

las masas de agua, este estará impactando también negativamente al bienestar social 

debido a la contaminación ocasionada. En estos casos, por tanto, más que producir 

un “bien”, el agricultor estaría produciendo un “mal” público. En este sentido, cabe 

preguntarse: ¿cuándo se puede afirmar que el agricultor está proveyendo un “bien” 

o, por el contrario, está produciendo un “mal” público? O, dicho de otra forma, 

¿dónde debe ponerse el nivel de provisión de referencia que distinga entre los agri-

cultores productores de bienes y males públicos? Y una vez se distinga entre unos y 

otros, ¿debe remunerarse mediante subvenciones a los productores de bienes públi-

cos?, ¿debe multarse económicamente a los que producen males públicos?

Otra pregunta que le habrá podido surgir al lector se refiere a la relación 

de producción entre bienes privados y públicos. Siguiendo con el ejemplo del 

agricultor que emplea técnicas de conservación del suelo, supongamos que este 
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está empleando cubiertas vegetales en su plantación de frutales. El productor sabe 

que debe tener cuidado en que esta no se extienda demasiado tanto espacial como 

temporalmente, para evitar que dicha cubierta compita con los árboles por el agua y 

los nutrientes contenidos en el suelo. Si decide que la cubierta vegetal se desarrolle 

alcanzando una gran altura y la corta –digamos que– en junio, seguramente esté 

mejorando la fertilidad del suelo, pero a su vez muy probablemente estará afectando 

negativamente a la producción final de fruta (bien privado), en la medida que la 

plantación dispondrá de menos agua y nutrientes. En otras palabras, en esa situación 

estaría aflorando una relación de competencia entre la provisión del bien privado 

(fruta) y la del BP conservación del suelo, de manera que a medida que el agricultor 

aumenta el nivel de provisión del segundo disminuye el del primero (y viceversa). 

Así, cabe preguntarse: ¿en todos los casos la producción conjunta de bienes 

privados y públicos es de carácter competitivo?, ¿existen casos donde las relaciones 

de producción de bienes privados y públicos sean de carácter complementario (a 

mayor producción de bien privado, mayor cantidad de bien público)?, ¿qué opciones 

tecnológicas existen para convertir relaciones de carácter competitivo en relaciones 

de carácter complementario? El presente libro trata de aportar un marco teórico 

a través del cual poder responder a todas estas preguntas referidas a la producción 

conjunta de bienes privados y públicos por parte de la actividad agraria.

Las preguntas anteriores están formuladas desde la perspectiva agraria, es decir, 

desde el lado de la oferta de BB.PP. Sin embargo, como se ha apuntado previamente, 

es el conjunto de la sociedad la que se ve beneficiada (perjudicada) por la mejora 

(empeoramiento) en la provisión de BB.PP. por parte de la agricultura. Por este 

motivo, resulta igualmente relevante tener en cuenta la demanda de BB.PP., es decir, 

el valor que la sociedad da a estos bienes. No debe olvidarse que, en última instancia, 

el estudio de los BB.PP. provistos por la agricultura tiene como principal finalidad 

la satisfacción de las demandas de la ciudadanía, tratando de maximizar el bienestar 

social asociado a la producción de tales bienes. En este sentido, el análisis de los BB.

PP. no se diferencia demasiado de los bienes privados (alimentos), en la medida que 

la producción de ambos está siempre condicionada por sus respectivas demandas. La 
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única diferencia es que, mientras que en el caso de los bienes privados tales deman-

das se evidencian en el mercado, en el caso de los BB.PP. la demanda es mucho más 

difícil de precisar en términos monetarios.

Efectivamente, la valoración del bienestar social vinculado a la provisión de BB.

PP. no está exenta de complejidad, debiéndose recurrir a complejas técnicas de valo-

ración que, mediante la generación de diferentes “escenarios de valoración”, tratan 

de estimar la equivalencia monetaria de las variaciones de bienestar asociadas a cam-

bios en la cantidad y calidad provista de tales bienes (Bateman y Willis, 2001; Hanley 

y Barbier, 2009; Madureira et al., 2013; Colombo et al., 2016). A pesar de ello, nu-

merosos estudios muestran evidencias de que la sociedad está dispuesta a remunerar 

a los agricultores por los BB.PP. que producen, tanto a nivel nacional (Colombo et 

al., 2006; Kallas et al., 2006; Kallas et al., 2007; Rodríguez-Entrena et al., 2012; 

Salazar-Ordóñez et al., 2013; Bernués et al., 2014; Rocamora-Montiel et al., 2014a; 

2014b; Rodríguez-Entrena et al., 2014; Rodríguez-Entrena et al., 2017) como in-

ternacional (Hanley et al., 2007; Scarpa et al., 2007; Bateman et al., 2013; Brander 

et al., 2013; Aanesen et al., 2015; entre otros). Gracias a los anteriores trabajos de 

valoración de la demanda social de BB.PP. agrarios, se ha podido determinar que en 

muchos casos existe un diferencial entre la cantidad producida por la agricultura y 

la demandada por la sociedad; es decir, se ha constatado la existencia de fallos de 

mercados que justifican la intervención pública para la mejora en la provisión de 

los mismos. Esta misma evidencia, confirmada igualmente en diferentes estudios 

demoscópicos realizados durante los últimos años (CMA, 2009; EC, 2013b; 2014), 

es la que ha provocado que los gobiernos de los países desarrollados cambien la 

orientación de sus políticas agrarias, incrementando la importancia de los objetivos 

relacionados con la adecuada provisión de BB.PP. por parte de la agricultura, en de-

trimento de los objetivos puramente productivistas (de bienes privados). Un buen 

ejemplo de ello es la Política Agraria Común (PAC) de la Unión Europea (UE), que 

mediante sucesivas reformas está dando cada vez más importancia al objetivo de 

provisión de BB.PP. como forma de mejorar la legitimidad social de esta política 

(EC, 2010). Muestra de ello es el diseño e implementación de nuevos instrumentos 
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políticos, tales como la condicionalidad de los pagos directos, introducido con la 

reforma de la PAC de 2003, o el “pago verde” incluido en la última reforma de la 

PAC para el período 2014-2020.

En línea con lo señalado anteriormente, cabe asimismo preguntarse si en todos 

los casos donde existan fallos de mercado (diferencias entre el nivel de provisión y 

las demandas sociales de BB.PP.) es recomendable la acción pública para corregir tal 

situación. O, en otras palabras, ¿en qué circunstancias está justificada la intervención 

pública para alcanzar el objetivo de satisfacer las necesidades sociales en relación 

con los BB.PP.? Asimismo, cabría interrogarse sobre qué instrumentos disponen los 

decisores políticos para conseguir tal objetivo. Y, para el caso específico de la PAC, 

¿son los actuales instrumentos dirigidos a promover la adecuada provisión de los 

BB.PP. por parte de la agricultura eficientes para la consecución de tal objetivo?, 

¿qué opciones se barajan para futuras reformas? Todas estas preguntan son objeto de 

atención en el presente libro, donde se recogen directrices generales sobre el diseño 

óptimo de las políticas públicas orientadas a este fin.

1.3. Objetivos del libro

El principal objetivo del libro es analizar los BB.PP. producidos por los sistemas 

agrarios, así como los instrumentos de política disponibles para una adecuada provi-

sión de los mismos, todo ello desde una marcada vocación divulgativa. Para alcanzar 

dicho objetivo general, se articulan los siguientes objetivos específicos:

a)	conceptualizar convenientemente qué son los BB.PP. agrarios y establecer una 

clasificación operativa de los mismos;

b)	analizar de forma pormenorizada la provisión de los principales BB.PP. produci-

dos por los sistemas agrarios;

c)	explicar las bases teóricas que justifican el diseño e implementación de políticas 

públicas orientadas a la mejora de la provisión de BB.PP. por parte de sistemas 

agrarios;
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d)	explicar las principales alternativas de instrumentos de política disponibles para 

promover la adecuada provisión de BB.PP. por parte de la agricultura, analizan-

do de manera crítica los instrumentos actualmente implementados para tal fin 

dentro de la PAC.

Con el fin de complementar mejor el alcance de estos objetivos, se ha utilizado el 

sistema agrario del olivar de montaña de Andalucía como caso de estudio ilustrativo, 

analizándose para el mismo tanto su provisión efectiva y potencial de BB.PP., como 

la contribución de los instrumentos de la PAC actualmente implementados para 

promover la adecuada provisión de los mismos.

1.4. Estructura

Con el propósito de alcanzar los objetivos arriba descritos, el libro está estruc-

turado en siete capítulos, contando con el presente Capítulo 1, de carácter introduc-

torio. Tras este, el documento continúa con dos capítulos en los que se desarrolla el 

marco teórico sobre el que se fundamenta este trabajo. Esta parte comienza con el 

Capítulo 2, donde se explica qué son los BB.PP., qué particularidades presentan que 

hacen que deban recibir un tratamiento específico, y los tipos de BB.PP. que existen. 

En el Capítulo 3 se analiza la producción de BB.PP. por parte de la agricultura, expli-

cando la producción conjunta de bienes privados y públicos, los factores que están 

detrás de la gran heterogeneidad existente respecto de dicha producción, así como 

los fallos de mercado asociados a estos bienes. A resultas de estos dos capítulos, se 

ha desarrollado el Capítulo 4, donde se provee una clasificación de los principales 

BB.PP. producidos por la agricultura para, posteriormente, realizar una extensa ex-

plicación de cada uno de ellos, sus principales características (grados de no-rivalidad 

y no-exclusión, escala, etc.), y una descripción de los principales aspectos relativos a 

la gestión de las explotaciones agrarias que determinan su producción.

Una vez conocidas las bases teóricas de la provisión de BB.PP. en los sistemas 

agrarios, tanto de forma general como particularizando en cada bien público, el 

Capítulo 5 se centra en el papel del Estado como promotor de la adecuada provisión 

de estos bienes por parte de los sistemas agrarios, con el fin de corregir los fallos 
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de mercado relativos a estos bienes. Así, en este capítulo se explican las condiciones 

que justifican la intervención del Estado, los instrumentos de los que dispone para 

tal fin y, dado el contexto del presente estudio, cuáles son las medidas dentro de la 

PAC más relevantes en este sentido.

Por su parte, el Capítulo 6 aplica el marco teórico presentado en los capítulos 

previos al caso de estudio del olivar de montaña de Andalucía. Este sistema agrario 

ha sido seleccionado para su análisis por su carácter especial de proveedor de BB.PP. 

(biodiversidad, paisaje, patrimonio cultural, vitalidad del medio rural, etc.) y el mal 

público erosión del suelo, todo ello en un contexto de elevado riesgo de abandono. 

Así, aparte de aportar extensa información respecto de este sistema (en relación 

con su caracterización y el medio natural y socioeconómico en el que se realiza la 

actividad agraria asociada), en este capítulo se efectúa un análisis pormenorizado de 

los principales BB.PP. que este provee y de los instrumentos implementados actual-

mente a través de la PAC para promover su adecuada provisión.

El Capítulo 7 comprende las conclusiones más destacadas de la investigación, 

recopilando para ello los principales resultados del análisis realizado sobre la provi-

sión de BB.PP., tanto de carácter general como de carácter específico para el caso 

de estudio del olivar de montaña. Asimismo, se recogen los aspectos más destacados 

en relación con los instrumentos de la PAC encaminados a promover la provisión 

inteligente de estos bienes y servicios. Finalmente, en este mismo capítulo se rese-

ñan las líneas de investigación más relevantes que deberían explorarse en un futuro 

en este campo.

Los autores confiamos que, a través de las explicaciones dadas a lo largo del 

conjunto del libro, los lectores puedan encontrar respuestas a todas las preguntas 

planteadas en esta introducción, así como otras que puedan plantearse en relación 

con la provisión de BB.PP. por parte de la agricultura.



 Capítulo 2 
Conceptualización 

de los bienes públicos

Recientemente se ha intensificado el debate sobre los bienes públicos que provee 

la agricultura a la sociedad, si bien este no es sino la continuación de un debate 

más prolongado en el tiempo sobre la multifuncionalidad agraria, es decir, sobre 

las diferentes funciones que la agricultura debe desempeñar y los diferentes bienes 

y servicios no comercializables que esta debe proveer. En cualquier caso, un análi-

sis en profundidad de los bienes públicos (BB.PP.) requiere una contextualización 

teórica previa, al objeto de poder entender adecuadamente las particularidades de 

este tipo de bienes, tanto relacionadas con su provisión como con su consumo. Por 

lo tanto, en este segundo capítulo del libro se abordan el concepto de bien público 

y su discusión desde las perspectivas económica y sociopolítica. De esta forma, en 

este capítulo se tratan de aportar: i) los conceptos básicos asociados a los BB.PP., 

fundamentalmente su definición e implicaciones teóricas; ii) describir el marco teó-

rico construido a partir de estos conceptos; y iii) la presentación de una tipología de 

estos bienes que será de utilidad para su posterior análisis empírico.
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2.1. Los bienes públicos desde las perspectivas 
económica y sociopolítica

2.1.1. El concepto de bienes públicos desde la perspectiva 
económica

Los BB.PP. han supuesto un fértil terreno para la investigación dentro de la cien-

cia económica. En efecto, desde los artículos seminales de Samuelson (1954, 1955) 

y Musgrave (1959), han sido numerosos los autores que se han interesado por este 

tipo de bienes, si bien hasta hace relativamente poco tiempo no han sido objeto de 

atención por parte de los economistas agrarios. Estos primeros autores se centraron 

inicialmente en la definición del concepto de bien público desde una perspectiva 

económica. Samuelson (1954, 1955) analizó el atributo de consumo compatible o 

conjunto de estos bienes para separar entre bienes de consumo privado (divisibles y, 

por tanto, distribuibles entre los consumidores) y los de consumo colectivo (para los 

que cada cantidad consumida por un individuo no conduce a la sustracción del bien 

consumido por el resto). Por su parte, Musgrave (1959) centró su análisis en el 

atributo de exclusión, es decir, si alguien puede ser excluido o no de beneficiarse del 

bien una vez este es producido.

En la actualidad, la visión más aceptada sobre el concepto de BB.PP., fruto del 

debate entre estos dos autores y de las posteriores aportaciones de Bator (1958), 

Buchanan y Stubblebine (1962), Olson (1965), Coase (1974), Head (1974) y Cor-

nes y Sandler (1996), entre otros, radica en incluir los dos criterios antes mencio-

nados como definitorios de dichos bienes. De esta forma, los bienes públicos son 

aquellos bienes y servicios que presentan las siguientes características:

•	 No rivalidad, que implica que, si el bien es consumido por una persona, no se 

reduce con ello la cantidad (y calidad) disponible para que estos sean consumidos 

por los demás; o lo que es lo mismo, el coste adicional asociado al consumo de 

otra nueva persona es nulo.

•	 No exclusión, que supone que, si el bien está disponible para una persona, las de-

más no pueden ser excluidas de los beneficios que este confiere.
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Con el objeto de aportar mayor claridad al concepto de BP, conviene detenerse 

en estas dos características. En el caso de la no rivalidad en el consumo, esta pue-

de ser denominada también como la no divisibilidad de beneficios (Cornes y Sandler, 

1996). Así, un bien o servicio es no rival o indivisible cuando una unidad de dicho 

bien o servicio puede ser consumida por un individuo sin detraer, en lo más mí-

nimo, las oportunidades de consumo todavía disponibles para el resto; es lo que 

Baumol y Oates (1988) denominan como la naturaleza no agotable de los BB.PP. Por 

ejemplo, el hecho de que un individuo contemple (disfrute o consuma) un deter-

minado paisaje agrario no implica que este no pueda ser contemplado (disfrutado 

o consumido) por más individuos a un nivel parecido. Esta característica diferen-

cia claramente los BB.PP. de los bienes privados –como la comida, la gasolina o la 

ropa–, que presentan rivalidad en el consumo o perfecta divisibilidad; el consumo 

por parte de un individuo de una unidad de los mismos elimina cualquier beneficio 

que pueda ser derivado de dicha unidad para el resto de individuos.

Por su parte, la no exclusión se presenta plenamente cuando los beneficios deri-

vados del consumo de estos bienes están disponibles para todos los individuos una 

vez que dicho bien es producido. Así, por ejemplo, una vez que se genera un paisaje, 

un gran número de individuos (idealmente todos) pueden disfrutar de él, sin posi-

bilidad de negar a nadie su contemplación. Esta característica discrimina igualmente 

entre BB.PP. y bienes privados, cuyos beneficios pueden ser retenidos sin coste al-

guno (o con coste despreciable) por parte del propietario o proveedor y que, por lo 

tanto, generan beneficios excluibles.

No obstante, la manifestación plena de ambas características no suele darse con 

demasiada frecuencia. Así, en el caso de la no rivalidad, con frecuencia tal caracte-

rística está sujeta a la intensidad del uso (dependiente del número de usuarios o del 

propio nivel de uso de cada uno), de manera que pueden aparecer efectos de con-

gestión. Esto implica que, a partir de un cierto nivel o intensidad de uso, el disfrute 

o beneficio experimentado por los usuarios disminuye. Es decir, existe congestión 

cuando el uso del bien por parte de un usuario reduce los beneficios o la calidad del 

servicio aun disponible para el resto de usuarios (Cornes y Sandler, 1996). Como se 
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apunta en OECD (2001), la congestión puede aparecer en forma de mayores espe-

ras, servicio más lento o peores condiciones (de ruido, espacio, etc.) cuando se con-

sume el bien, entre otros. Por su lado, la no exclusión podrá acontecer en la medida 

que sea inviable el establecimiento de mecanismos técnicos de exclusión. Dicho de 

otra forma, el potencial de exclusión estará acorde con los costes asociados a esta y, 

por tanto, con la tecnología disponible y las características biofísicas del bien.

De esta manera, dado el diferente grado en que se manifiestan las características 

de no rivalidad y de no exclusión, dentro de los BB.PP. se distinguen entre aquellos 

en los que ambas se manifiestan plenamente, a los que se denomina bienes públicos 

puros, del resto, denominados bienes públicos impuros, que se caracterizan por presen-

tar ambas características de manera incompleta. En cualquier caso, normalmente 

cuando se hace referencia a los BB.PP., sin particularizar ninguna otra circunstancia, 

se consideran ambos tipos, tanto BB.PP. puros como BB.PP. impuros. Por consi-

guiente, se puede concebir un espectro continuo “de lo privado a lo público”, cuyos 

extremos son los bienes privados puros y los BB.PP. puros. Así, el espacio entre am-

bos se completa con los BB.PP. impuros, los cuales presentan casos particulares que 

merecen especial atención, básicamente derivada de la posible aparición de fallos de 

mercado y de su diferente forma de gestionarlos, por lo que sobre ello se volverá 

más adelante.

Por último, cabe contextualizar el concepto de BB.PP. dentro del concepto más 

amplio que suponen las externalidades o economías externas, tan presente en la rama 

ambiental de la ciencia económica. Según Baumol y Oates (1988), una externalidad 

aparece cuando se cumplen las dos condiciones siguientes: i) que la función de utilidad 

o de producción de un individuo A incluya variables reales (no monetarias) cuyo 

valor es elegido por otro individuo B sin tener en cuenta el bienestar del primero; 

y ii) que A no compense a B (o no reciba compensación de este, dependiendo del 

signo de la externalidad) en cantidad igual al beneficio (o perjuicio) que el segundo 

genere sobre el primero. Si, como consecuencia de la acción del individuo B, la 

utilidad o la producción del individuo A aumentase, aparecería una externalidad 

positiva (economía externa), y negativa (deseconomía externa) si esta disminuyese. 



Capítulo 2. Conceptualización de los bienes públicos

33

Sobre la relación entre ambos conceptos, externalidad y bien público, la visión 

más aceptada radica en tratar a los bienes públicos como casos particulares dentro 

del concepto más general de externalidades, tal y como apunta buena parte de la 

bibliografía especializada (Cornes y Sandler, 1996; OECD, 2001). Efectivamente, la 

utilidad de un individuo A que se beneficia de (o es afectado negativamente por) la 

producción de un bien público está condicionada por las decisiones que toma otro 

individuo B, el productor de dicho bien público, sin que este último tenga en cuenta 

el nivel de bienestar del primero derivado de tal producción. Además, debido a las 

características de no rivalidad y no exclusión propias de los BB.PP., el individuo A 

no compensa al (o recibe compensación del) individuo B en cantidad igual en valor 

al beneficio (o perjuicio) generado por aquel.

2.1.2. El concepto de bienes públicos desde la perspectiva 
sociopolítica

Si bien existe un amplio consenso en cuanto al concepto económico de BP, al-

gunos autores como Head (1974) o Ver Eecke (1999) manifiestan sus dudas al res-

pecto. En este sentido cabe resaltar la visión crítica de Malkin y Wildavsky (1991), 

que después de estudiar las diferentes definiciones utilizadas con mayor frecuencia, 

concluyen que los BB.PP. son una construcción social, arguyendo que un determinado 

bien no se puede definir como público a través de criterio objetivo alguno, sino que 

es la sociedad la que decide tratarlo como tal o no. Esta visión da pie a una concep-

tualización más amplia, pero también más ambigua de los BB.PP.

De esta forma, desde el ámbito político se ha extendido el uso del término 

“bienes públicos” para representar aspiraciones sociales u objetivos políticos, tales como 

la sostenibilidad, que no cumplen sensu stricto la definición económica de BP. Sin 

embargo, el amplio consenso social respecto de estos asuntos ha servido para 

que sean equiparados a BB.PP. Este enfoque de bien público como construcción 

social es defendido por algunos autores (p. ej., Dwyer et al., 2015), que sostienen 

que el carácter de BP no tiene por qué estar intrínsecamente relacionado con las 

características de no rivalidad y no exclusión antes mencionadas, sino que resulta de 
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decisiones colectivas e institucionales sobre lo que se considera que proporciona un 

beneficio público.

En el ámbito agrario, es de destacar la notoriedad que alcanzó este concepto en 

el debate en torno a la última reforma de la PAC. El término “bienes públicos” entró 

por primera vez en el debate sobre el futuro de la PAC en 2007, de la mano de las 

organizaciones no gubernamentales (ONG) ambientalistas. Desde entonces, se ha 

ido infiltrando en el debate político y social como “palabra de moda” (buzz-word), 

apareciendo en documentos y discursos de la Comisión Europea, el Parlamento 

Europeo y los Estados miembro (EE.MM.). La creciente visibilidad del concepto 

de BB.PP. en la arena sociopolítica, sin embargo, se ha hecho sobre la base de su 

acepción como construcción social, dando lugar a diferentes interpretaciones según 

los agentes implicados. Así en función de las diferentes prioridades políticas de los 

interlocutores en este debate, se ha venido utilizando el concepto de BB.PP. con el 

propósito de proporcionar legitimidad a distintos enfoques estratégicos para la PAC. 

Por ejemplo, el COPA-COGECA2 y otros agentes con posiciones agraristas 

(incluyendo la mayoría de EE.MM. del sur de Europa) han venido utilizando el 

término bien público para referirse principalmente a la seguridad alimentaria 

y la vitalidad de las zonas rurales, al objeto de justificar el mantenimiento de la 

dotación presupuestaria de la PAC y su orientación más tradicional, bajo la que se 

incluyen numerosos instrumentos encaminados al mantenimiento de la actividad 

agraria. Por el contrario, las ONG ambientalistas (y buena parte de los EE.MM. del 

norte de Europa) minimizan el papel de la agricultura europea en la provisión de 

la seguridad alimentaria y vitalidad de las zonas rurales, centrando el concepto de 

BB.PP. procedentes de la agricultura en aspectos ambientales como la biodiversidad, 

la fijación de carbono (cambio climático) o la calidad de las aguas. De esta manera, 

estos últimos interlocutores apuestan por un cambio de calado en la actual política 

2	 COPA-COGECA es una organización europea que agrupa a las organizaciones agrarias y a las 
cooperativas de los distintos EE.MM., actuando como representante de estas y aquellas ante las 
autoridades europeas.
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agraria europea, según la cual deberían incrementarse las medidas encaminadas a la 

mejora de la provisión de bienes públicos de carácter ambiental (IEEP, 2010).

2.2. Consecuencias de la no rivalidad y de la no 
exclusión

Como es bien conocido, la principal consecuencia de la no rivalidad y la no 

exclusión es la posibilidad de que exista un fallo de mercado; es decir, que la pro-

ducción de los BB.PP. no resulte óptima desde una perspectiva social, bien sea por 

infraproducción (no satisfaga la demanda social) o sobreproducción (se incurra en costes 

de producción superiores a los deseados socialmente). Efectivamente, como evi-

dencian Samuelson (1954) y Bator (1958), en caso de que se manifiesten ambas 

características plenamente, dado el nulo coste de provisión del bien a un individuo 

adicional y dada la imposibilidad (o el elevado coste) de excluir de dicho consumo 

a este, ningún sistema de precios descentralizado puede garantizar la provisión de 

BB.PP. en un nivel óptimo, siendo este nivel aquel donde se iguala el coste marginal 

de la provisión de los mismos con el incremento marginal de bienestar social aso-

ciado a esta provisión.

Samuelson (1954) demostró que la característica de no rivalidad de los BB.PP. 

provoca que su provisión óptima, desde el punto de vista paretiano3, solo se produz-

ca cuando se dan unas condiciones concretas realmente restrictivas y de difícil ocu-

rrencia; cuando la suma de las relaciones marginales de sustitución entre los bienes 

privados y públicos de todos los individuos de la sociedad sean iguales a la relación 

marginal de transformación del bien público con el privado (Condición de Samuelson o 

de Bowen-Lindahl-Samuelson). Efectivamente, sin intervención del Estado, lo normal 

es que los BB.PP. se provean de forma subóptima (la cantidad producida sea inferior 

o superior a la económicamente óptima; es decir, aquella que maximiza el nivel de 

3	 Para el lector menos familiarizado con los fundamentos económicos básicos, se habla de óptimo 
paretiano para referirse a la situación en la que no es posible aumentar la utilidad de un individuo 
sin disminuir la utilidad de otro.
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bienestar social). El motivo fundamental radica en el conocido problema del “go-

rrón” o free-rider, consecuencia directa de la no exclusión, que permite a los indivi-

duos consumidores de tales bienes contribuir menos (o nada) de la proporción que 

deberían por su disfrute, en la creencia de que el resto de consumidores se hará car-

go de la contribución total necesaria para la adecuada provisión del correspondiente 

bien público. Así, los individuos productores de tales BB.PP. no presentan incentivos 

para incluir las valoraciones marginales de la sociedad a la hora de decidir su propia 

contribución a la provisión de los BB.PP. (Cornes y Sandler, 1996). Por este motivo, 

la provisión voluntaria de BB.PP. está seriamente condicionada, debido a la práctica 

ausencia de incentivos para contribuir a dicha provisión, existiendo un elevado ries-

go de infraprovisión de tales bienes y servicios. A pesar de ello, resulta conveniente 

resaltar que, aunque sea de forma subóptima, no es del todo infrecuente la provisión 

voluntaria de BB.PP. Entre las cuestiones motivadoras de esta provisión se pueden 

destacar la satisfacción de haber “contribuido su granito de arena” o la búsqueda del 

respeto o del buen juicio del resto (Bergstrom et al., 1986).

Tampoco resulta tarea sencilla estimar el nivel óptimo de provisión, en la medida 

que su determinación exige conocer la función de utilidad social o de bienestar en 

relación con cada BP analizado. La determinación de tales funciones resulta farrago-

sa teniendo en cuenta que el número de beneficiarios de los BB.PP. suele ser cierta-

mente elevado y su identificación no es inmediata. Además, a la hora de preguntar a 

los beneficiarios respecto de sus preferencias acerca de los BB.PP. pueden aparecer 

respuestas o comportamientos estratégicos por parte de los individuos, ya que estos 

ejercicios de valoración no presentan los incentivos necesarios para que estos reve-

len sus verdaderas preferencias (OECD, 2001).

2.3. Marco analítico: bienes y males públicos

Análogamente al concepto de externalidad, para el cual se distingue entre ex-

ternalidades positivas y negativas, dentro del concepto de BP cabe distinguir entre 

“bienes públicos” propiamente dichos y “males públicos” (MM.PP.). Respecto de estos 

últimos, los MM.PP., no existe unanimidad dentro de la bibliografía especializada 
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sobre su definición, siendo frecuente referirse a ellos de forma imprecisa. No obs-

tante, se hace necesario delimitar claramente ambos conceptos. Así, en este aparta-

do se definen tanto los BB.PP. como los MM.PP., de cara al posterior análisis.

Siguiendo la definición expuesta en el inicio de este capítulo, se entiende por 

bien público aquel que presenta no rivalidad y no exclusión y que, al ser consumido, 

la utilidad de la sociedad o del colectivo aumenta. En contraposición, se considera mal 

público cuando cumpla ambas características y la utilidad de la sociedad se vea reducida 

al ser consumido. Existe, por tanto, un nivel neutro para el cual, al consumir el bien, 

el nivel de utilidad no varía, no teniendo sentido hablar ni de BP ni de MP.

Al aplicar dichas definiciones de BB.PP. y de MM.PP. afloran numerosos ejem-

plos. En efecto, una mayor biodiversidad, la calidad de un paisaje atractivo, la esta-

bilidad climática, la estabilidad financiera o política, o la seguridad alimentaria, son 

ejemplos recurrentes de BB.PP. dentro de la literatura especializada. A su vez, una 

pobre biodiversidad, un paisaje con baja calidad visual, el cambio climático, la ines-

tabilidad financiera o política, o la inseguridad alimentaria, son ejemplos de MM.PP. 

Aplicando la definición propuesta, es claro que el disfrute de un paisaje atractivo 

por parte de la sociedad implica un aumento de su bienestar, mientras que sufrir 

una situación de inseguridad alimentaria supone una disminución de este bienestar.

Sin embargo, en la bibliografía especializada suele ser más habitual nombrar 

otros ejemplos de MM.PP., como son la generación de sustancias contaminantes, ya 

sean para la atmósfera, el agua o el suelo, o la sobreexplotación de recursos natura-

les, entre otros. En esencia, se puede percibir cómo existen diferencias entre estos 

últimos ejemplos y los mencionados en el párrafo anterior. Así, los del párrafo ante-

rior se refieren fundamentalmente al nivel de provisión o “estado” del bien público, 

mientras que estos últimos se refieren al proceso de cambio que influye en el nivel 

de provisión o variación de este “estado”, ya sea en calidad o cantidad. Reconocer 

dicha diferencia se considera relevante sobre todo de cara al análisis y al tratamien-

to político de cada BP. En efecto, a pesar de que se pueden analizar los BB.PP. per 

se, lo que en la práctica se analizan son las acciones o “presiones”, generalmente de 

origen antrópico, que modifican la cantidad o la calidad de los BB.PP. suministrados 
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a la sociedad. A pesar de ello, en buena parte de la bibliografía especializada no se 

repara en esta diferencia, confundiéndose a menudo el propio estado del bien (can-

tidad o calidad) con las presiones que lo modifican. El análisis de ambos, estado y 

presión, aporta la necesaria referencia para poder discernir entre aquellas presiones 

producidas por ciertas actividades humanas que modifican substancialmente el BP, y 

aquellas otras cuya repercusión sobre el bien es menor.

Por consiguiente, se hace necesario delimitar cuándo se habla del propio bien 

(“estado”) y cuándo de las acciones que lo hacen variar su nivel de provisión (“pre-

siones”). Para ello, en el presente documento se propone un marco lógico que per-

mite resolver la mencionada confusión en lo relativo a los BB.PP. Este marco pro-

puesto se apoya en el modelo DPSIR, tal y como se explica a continuación.

2.3.1. Modelo DPSIR

El denominado modelo DPSIR constituye el marco de análisis de la Agencia Eu-

ropea del Medio Ambiente (AEMA, o EEA por sus siglas en inglés), que sirve de 

referencia a sus estudios sobre el estado y evolución del medio ambiente y las in-

teracciones entre la sociedad y el mismo (EEA, 1999). El origen de este modelo 

se encuentra en otro más simple de la OCDE, el cual planteaba que el análisis del 

impacto de la actividad humana en los ecosistemas se debía realizar mediante el es-

tudio de tres dimensiones: presiones, estado y respuesta, denominadas por sus iniciales 

inglesas PSR (Pressures, State, Response). La AEMA añadió posteriormente dos concep-

tos adicionales al modelo propuesto: las fuerzas motrices y los impactos (Driving forces e 

Impacts), constituyendo finalmente el modelo DPSIR (Driving forces, Pressures, States, 

Impacts, Responses).

El marco DPSIR se fundamenta en una perspectiva sistémica, en la medida que 

centra el análisis de sistemas de interés concretos, definidos mediante la fijación 

de unas fronteras explícitas o implícitas. En la presente investigación, el sistema 

a analizar es el medio asociado a los sistemas agrarios, entendiendo “medio” en 

sentido amplio, es decir, como los contextos natural, sociocultural y económico 

característicos del sistema analizado. Así, las fuerzas motrices (driving forces) son las 



Capítulo 2. Conceptualización de los bienes públicos

39

causas subyacentes que hacen variar el sistema. Por ejemplo, el crecimiento de la 

población mundial puede provocar una intensificación de las técnicas de cultivo en 

los sistemas agrarios más productivos, mientras que la globalización de la actividad 

económica supone un incremento de la competencia que puede fomentar el 

abandono de la actividad de los sistemas más marginales. Otros ejemplos de fuerzas 

motrices son la evolución de la situación macroeconómica nacional e internacional, 

los cambios en las preferencias sociales (patrones de consumo), etc. Por tanto, las 

fuerzas motrices hacen variar las actividades económicas del sistema analizado; en 

el caso de los sistemas agrarios la principal actividad es, lógicamente, la agricultura.

La existencia de las anteriores fuerzas motrices influye en cómo las actividades 

económicas (la agraria en nuestro caso) ejercen una serie de presiones (pressures) sobre 

el sistema, que tienden a modificarlo. Entre las presiones que ejerce la agricultura se 

encuentran la emisión de nutrientes y productos fitosanitarios al medio, el consumo 

de agua, la erosión motivada por las prácticas agrarias, la generación de empleo, 

etc. La intensidad y magnitud de estas presiones dependerá en buena medida tanto 

de las propias características del sistema agrario analizado, como de la dirección 

y magnitud en que se manifiesten las fuerzas motrices antes comentadas. Dentro 

de la propia agricultura, cada sistema agrario presenta un nivel de uso de factores 

productivos y un modo de combinar estos (técnicas de producción). Así, las fuerzas 

motrices pueden promover diferentes cambios en la forma de realizar la actividad 

agraria en los distintos sistemas agrarios (combinación de insumos y selección de 

técnicas de producción), motivando variaciones en las presiones que esta ejerce 

sobre el medio, afectando a los atributos económicos, socioculturales y ambientales 

que caracterizan cada sistema.

En esencia, el estado (state) se refiere a los atributos (económicos, socioculturales 

y ambientales) que caracterizan al sistema analizado y que reflejan su condición. En 

la lógica del marco DPSIR, las variables de estado miden los cambios observables en 

estos atributos (fundamentalmente en calidad y cantidad de cada uno), que a su vez 

reflejan el estado global del sistema. Es decir, el estado global del sistema viene dado 

por el estado de los diferentes aspectos o atributos que lo componen. De esta forma, 
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el medio en el que se realiza la actividad agraria se puede estudiar a través de los 

estados de cada uno de sus atributos y de las presiones que inciden sobre ellos. Por lo 

tanto, resulta útil estudiar los sistemas agrarios analizando las presiones que ejerce 

esta actividad productiva sobre el estado del agua, la biodiversidad o la vitalidad de 

las comunidades rurales, por decir tan solo algunos ejemplos de atributos o estados 

que lo caracterizan.

De lo comentado hasta el momento, cabe reparar que el estudio de los sistemas 

a través del modelo DPSIR supone implícitamente el conocimiento de las condicio-

nes iniciales propias de cada sistema en estudio. Por lo tanto, el estado del sistema 

agrario en un inicio (las condiciones iniciales) se verá modificado por las presiones 

que produce la actividad agrícola y ganadera (cambios en el uso de factores y de 

técnicas de producción). Ello podrá implicar una serie de impactos (impacts) sobre el 

medio y, finalmente, sobre la sociedad. Dependiendo de la magnitud del impacto, 

podrá surgir una respuesta (response) por parte de la sociedad, bien sea de grupos 

de individuos (cambios en las estrategias empresariales y en los movimientos ciu-

dadanos), o de la sociedad en su conjunto, representada por el Estado a través de 

reformas en las políticas públicas. La respuesta tratará de resolver los problemas 

generados por los impactos, actuando sobre estos y/o incidiendo sobre el resto de 

elementos (fuerzas motrices, presiones y estado). A su vez, las estrategias/políticas 

a adoptar a la hora de diseñar la respuesta podrán ser correctoras, mitigadoras, pre-

visoras o compensatorias, fundamentalmente.
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Gráficamente, este marco lógico se ilustra en la Figura 1:

Figura 1. Modelo DPSIR aplicado a la presente investigación

Fuente: elaboración propia a partir de la EEA (1999).

Tomando como ejemplo uno de los atributos del medio a analizar se pueden 

entender mejor los elementos que componen el marco DPSIR en el contexto del 

presente trabajo. Siguiendo la Figura 1, tómese como atributo del medio agrario la 

biodiversidad contenida en el mismo. La globalización de los mercados (facilidad de 

acceso de productos alimentarios extranjeros) supone una fuerza motriz que provoca 

el aumento de la competencia con los productores internos, lo cual puede derivar 

en que estos adopten una estrategia de intensificación en su producción. Esta inten-

sificación se puede traducir en un incremento en el uso de productos fitosanitarios 

(presión), lo cual influye negativamente sobre la biodiversidad (estado), produciendo 

una reducción de esta. La pérdida de especies y de su material genético implica un 

impacto sobre el conjunto de la sociedad, en la medida que provoca una disminución 

del bienestar social. La respuesta de la sociedad aparece, entre otras, tratando de 

corregir las prácticas que provocan estos impactos. Para ello, las administraciones 
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públicas pueden obligar a los productores a que se cumpla un determinado código 

de buenas prácticas agrarias en lo que respecta al uso racional de los fitosanitarios, 

actuando en este caso sobre la presión (política mitigadora).

2.3.2. Bienes públicos y males públicos en el contexto del 
modelo DPSIR

Dentro del marco propuesto, el presente trabajo se centra en las presiones que 

ejerce la agricultura y el estado de los atributos que caracterizan su medio, los cuales 

en buena medida son asimilables a bienes públicos. Así, cada BP presenta dos aspec-

tos a identificar: el estado del atributo del medio agrario (es decir, el bien público en 

sí mismo) y la presión o presiones ejercidas por la actividad productiva que pueden 

modificar dicho estado o bien público. Al primero se denomina el estado del BP o 

BP-Estado (BPe), y al segundo la presión o presiones del BP o BP-Presión (BPp). Dada la 

importancia de estos conceptos conviene definir de forma precisa qué se considera 

BPe y qué BPp.

Los BPe (y los MP-Estado, MPe) se ajustan a la definición apuntada al inicio de este 

capítulo, de manera que un BP-Estado (BPe) es aquel bien o servicio que presenta las 

características de no rivalidad y no exclusión y que, al ser consumido/disfrutado, 

la utilidad o el bienestar de la sociedad o del colectivo aumenta. Por el contrario, 

se denomina MP-Estado (MPe) cuando se cumplen ambas características y la utilidad 

de la sociedad se ve reducida al ser consumido/padecido. La Figura 2 ilustra esta 

diferenciación.

Figura 2. BP-Estado (BPe) y MP-Estado (MPe)

Fuente: elaboración propia.

BP-Estado (BPe)MP-Estado (MPe)
Nivel neutro

̶ +
Nivel de utilidad de la sociedad
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Como se puede observar en la Figura 2, cuando al consumir el bien o servicio 

la utilidad de la sociedad aumenta, se denomina BPe, mientras que, si disminuye, se 

denominará MPe, habiendo un nivel neutro para el cual la utilidad del bien o servicio 

consumido es nulo. Como se apuntaba previamente, como ejemplo de BPe puede 

citarse la biodiversidad y como ejemplo de MPe el cambio climático.

Los BPp son aquellas acciones que implican una variación de la calidad o la canti-

dad de los BPe, resultando así en una variación de la utilidad de la sociedad. Dentro 

de los BPp se pueden distinguir igualmente entre BB.PP. y MM.PP.-Presión:

•	 Se denominará BP-Presión (BPp) en caso de que la presión produzca una variación 

en la calidad y/o cantidad del BPe que implique un aumento del bienestar de la 

sociedad.

•	 Se denominará MP-Presión (MPp) en caso de que la presión produzca una variación 

en la calidad y/o cantidad del BPe que implique una disminución del bienestar de 

la sociedad.

Cabe apuntar que estas definiciones de BPp y MPp son aplicables indistintamente, 

incidan bien sobre BPe o bien sobre MPe. Conviene matizar, además, que no se puede 

hablar de BPp si la presión producida por la agricultura no modifica el BPe y, por 

tanto, si no supone una variación del bienestar social.

Dos aspectos justifican la aplicación del marco teórico propuesto. Primero, su 

aplicación permite distinguir entre los BB.PP. en sí mismos (BPe) y las acciones o 

presiones que ejerce la agricultura sobre ellos y que provoca que estos cambien 

(BPp). Esta diferenciación es relevante porque permite conceptualizar las acciones 

o presiones de origen antrópico (BPp) como las variables sobre las cuales deben in-

cidir los poderes públicos a través de la implementación de diversos instrumentos 

políticos. Así, incentivando una modificación en tales presiones se podrá conseguir 

la caracterización deseada de los bienes públicos propiamente dichos (BPe).

En segundo lugar, el modelo teórico planteado permite distinguir entre aquellas 

presiones producidas por los sistemas agrarios que modifican substancialmente un 

determinado BP, de aquellas otras cuya repercusión sobre ese bien público es poco 
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significativa. En este sentido cabe comentar que la agricultura no es la única activi-

dad que ejerce presiones sobre los diferentes atributos que caracterizan el estado del 

medio (sistemas agrarios en nuestro caso). Por ello es útil distinguir entre aquellos 

BPe sobre los que la actividad agraria influye significativamente a través de los BPp 

que esta genera, de aquellos otros BPe en los que la influencia de esta resulta ser mí-

nima. Por ejemplo, es claro que la agricultura presenta presiones significativas sobre 

el BPe relacionado con los recursos hídricos, ya sea en su cantidad (disponibilidad de 

agua) como en su calidad. En relación con la cantidad de agua, cabe señalar cómo 

en algunas cuencas el consumo directo de agua para regar supone más del 80% de 

los recursos disponibles (caso, por ejemplo, de la del Guadalquivir). En cuanto a 

la calidad del agua, puede apuntarse igualmente el ejemplo de la contaminación 

difusa debida, entre otros, al uso de fertilizantes y biocidas. Como puede suponer-

se, ambos casos pueden considerarse MPp que influyen significativamente sobre el 

BPe relacionado con la cantidad y la calidad de agua del sistema. Por el contrario, la 

agricultura presenta una menor importancia en lo que respecta a la contaminación 

del aire con partículas o gases tóxicos (separando estos de los gases de efecto inver-

nadero, GEI). Efectivamente, aunque se trata de un MPp, su importancia relativa no 

puede compararse con otros MPp derivados de otras actividades productivas como 

la energética o el transporte, que sí contribuyen sustancialmente a elevadas tasas de 

contaminación atmosférica.

Para tratar de ilustrar mejor los conceptos de BPe, MPe, BPp y MPp, la Tabla 1 

recoge varios ejemplos de cada uno de ellos relacionados con la actividad agraria.
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Tabla 1. Ejemplos de BB.PP. y MM.PP. Estado
y Presión en la agricultura

Bienes públicos Males públicos

Estado

BP-Estado (BPe)
Agua con calidad apta para el consumo

Estabilidad climática
Vitalidad de zonas rurales

Seguridad alimentaria

MP-Estado (MPe)
Agua contaminada

Inestabilidad climática
Zonas rurales despobladas

Inseguridad alimentaria

Presión

BP-Presión (BPp)
Uso de prácticas que reducen la 

emisión de contaminantes del agua
Captura de CO2 por la actividad agraria
Creación de empleo en las zonas rurales

Aumento de la producción agraria 
mejorando la seguridad alimentaria

MP-Presión (MPp)
Uso de prácticas que incrementan  la 
emisión de contaminantes del agua

Emisión de CO2 por la actividad agraria
Disminución de empleo en las zonas 

rurales
Disminución de la producción agraria 
reduciendo la seguridad alimentaria

Fuente: elaboración propia.

En este sentido cabe comentar que, como se aprecia en la Tabla 1, el análisis de 

bienes públicos derivados de la agricultura suele centrarse en los BPp y MPp, en la 

medida que se relacionan más directamente con la propia actividad productiva. En 

cualquier caso, como se comenta posteriormente, todas ellas están asociadas a un 

determinado BPe (o MPe).

Utilizando los ejemplos de la Tabla 1, el agua con una calidad suficiente para 

ser considerada apta para el consumo humano se puede entender como el estado 

que hace aumentar la utilidad de la sociedad cuando consume dicho bien; es decir, 

puede considerarse un BPe. Por el contrario, el agua altamente contaminada, al ser 

consumida supone una merma en la utilidad de los individuos, lo que hace que la 

consideremos como un MPe. Sea apta para el consumo o esté altamente contaminada, 

las acciones que mejoren (BPp) o empeoren (MPp) el nivel de calidad del agua, 

implicarán variaciones en la utilidad de los individuos al consumirla. Otro ejemplo 

parecido puede ser la seguridad alimentaria. El hecho de que esta exista supondrá 

un BPe. En caso contrario, es decir, en caso de que exista inseguridad alimentaria, 
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supondrá un MPe. Las acciones que varíen estos estados supondrán BPp, caso por 

ejemplo de un aumento de producción de alimentos, o MPp, en el caso contrario.

Finalmente, para no inducir a error, conviene advertir que, en el presente libro, 

cuando se mencionen los BB.PP., sean Estado o Presión, se entenderán incluidos los 

MM.PP., salvo que se especifique lo contrario.

2.4. Tipología de bienes públicos

La clasificación de los BB.PP. permite la diferenciación a grandes rasgos de los 

diferentes tipos de estos bienes, lo cual puede resultar útil al objeto de analizar las 

políticas públicas que pueden implementarse para corregir los posibles fallos de 

mercado. Hasta ahora, en el texto han aparecido varios elementos o variables que 

pueden servir para separar varios tipos de BB.PP. Ya desde la definición de BB.PP. 

desde su perspectiva económica se dejó claro que existen diferentes grados en los 

que se pueden manifestar las características de no exclusión y no rivalidad, por lo 

que una y otra pueden servir para distinguir entre tipos de BB.PP. Junto a estos 

dos criterios de clasificación, otro criterio relevante es el relativo al alcance o a la 

extensión del bienestar derivado de la producción del BP analizado. Así, del tamaño 

del grupo afectado por los beneficios (o perjuicios) que provee el bien (mal) cabe 

diferenciar entre BB.PP. locales, regionales, nacionales e internacionales o globales.

A la hora de clasificar los BB.PP., la mayoría de los autores opta por utilizar como 

criterios los grados de manifestación de sus dos características definitorias, es decir, 

la no rivalidad y la no exclusión (Randall, 1980; OECD, 2001; Romstad, 2002; 

Sandler, 2002; Kaul y Mendoza, 2003, entre otros). Así, se muestra francamente útil 

emplear dichos criterios –junto al criterio de alcance– para poder distinguir entre 

diferentes BB.PP., tal y como muestra la Tabla 2. En todo caso debe reiterarse que, 

aunque en la Tabla 2 se presente una tipología en forma dicotómica (rivales frente a 

no rivales y excluibles frente a no excluibles), la realidad de los BB.PP. hace que esta 

deba entenderse más como un continuo horizontal (de no rival a rival) y vertical (de 

no excluible a excluible).
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Tabla 2. Clasificación de los bienes públicos

No rivales Congestionables Rivales

No excluibles

Bienes públicos 
puros globales

(p. ej., secuestro de 
carbono por parte 
de la agricultura)

Recursos de libre acceso (RLAs)
(p. ej., aguas subterráneas, pesquerías)

Los beneficios o daños 
solo atañen a una 

pequeña jurisdicción

Bienes públicos 
puros locales

(p. ej., control 
de incendios)

Solo excluibles para los 
que no pertenecen al 

colectivo

Recursos de propiedad colectiva (RPCs)
(p. ej., pastos comunales, aguas subterráneas)

Excluibles

Bienes no rivales 
y excluibles 

(p. ej., parques 
nacionales acotados 

con pago de entrada)

Bienes de club 
(p. ej., pertenencia 

a ATRIAs o 
denominaciones 

de origen)

Bienes privados
(p. ej., alimentos y 
fibras que provee 

la agricultura)

Fuente: elaboración propia a partir de OECD (2001) y Randall (1980).

Respecto a lo mencionado en el apartado anterior, sirva mencionar que en cada 

una de las clases mostradas en la Tabla 2 se podrán encontrar tanto BPe como BPp 

(o, en su caso, MM.PP.). Así, debe observarse que en dicha tabla aparecen ejemplos 

de unos y otros; así, por ejemplo, los pastos comunales se podrían considerar un 

“estado” con características de recurso de propiedad colectiva (i. e., RPC-Estado), 

mientras que el secuestro de carbono de la actividad de una explotación agraria sería 

una “presión” con características de BP puro global (i. e., BP puro global-Presión).

Igualmente, debe comentarse que un mismo BP puede presentar un grado di-

ferente de rivalidad y exclusión dependiendo de la tecnología de provisión y las 

normas de gobernanza aplicadas (Kaul y Mendoza, 2003; Vanni, 2014). Un ejemplo 

de ello puede ser las aguas subterráneas. Tradicionalmente han sido recursos de libre 

acceso (RLAs), puesto que se consideraba que el agua del subsuelo podría ser explo-

tada libremente por los titulares de las tierras situadas por encima de los acuíferos. 
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No obstante, un cambio en los derechos de propiedad (norma de gobernanza) ha 

hecho que la explotación de tales recursos esté supeditada a la obtención de un 

derecho administrativo por los propietarios de la tierra, pasando de esta manera a 

ser RPCs.

También puede ocurrir que se puedan diferenciar “componentes” dentro del 

mismo BP que permitan clasificarlo como diferentes tipos de BB.PP. siguiendo la 

tipología expuesta en la Tabla 2 (p. ej., un BP puede ser en parte BP puro local 

y en parte BP puro global). Para separar dichas “componentes”, la OECD (2001) 

distingue entre los valores asociados a cada bien, fundamentalmente entre valor de 

uso y valor de no uso. Así, dependiendo de cuál predomine se puede denominar a 

un BP de un tipo u otro. Un ejemplo de ello puede ser un determinado paisaje, por 

ejemplo, el de los arrozales del sudeste asiático, para el cual existirá un valor de 

uso por parte de los residentes de la zona, lo que haría de él un BP puro local, y un 

valor de no uso para el resto de la humanidad, lo que haría de él un BP puro global, 

debiéndose tratar por separado o comparar cuál prevalece, de cara a ser analizado 

como un único tipo de BP.

A continuación se abordan brevemente cada uno de los tipos de BB.PP. expues-

tos en la Tabla 2, si bien la explicación se detendrá en mayor medida en los BB.PP. 

puros, globales y locales, y en los RPCs, ya que como se analiza en capítulos poste-

riores, son los más habituales en el caso de la agricultura.

2.4.1. Bienes públicos puros

Como ya se ha comentado, los BB.PP. puros son aquellos que manifiestan com-

pletamente las características de no exclusión y no rivalidad. Asimismo, se han men-

cionado las consecuencias que presenta la manifestación completa de ambas caracte-

rísticas, principalmente la posibilidad de fallo de mercado.

Existen dos problemas fundamentales asociados a la provisión de BB.PP. puros. 

Primero, la infraprovisión asociada a la provisión voluntaria, consecuencia del 

problema del “gorrón” (free-riding). Y segundo, la dificultad de estimar el nivel 

óptimo de provisión, debido a que los individuos no tienen incentivos para revelar sus 
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verdaderas preferencias, o presentan incentivos para revelarlas de manera sesgada, 

circunstancias que favorecen la aparición de fallos o fracasos políticos (policy failure).

Otra característica diferente a la no exclusión y no rivalidad es el tamaño (o 

alcance) del grupo que se beneficia del bien, lo cual, trasladado al ámbito político, 

se refiere a la “jurisdicción”. Ello merece especial atención porque la jurisdicción 

política y el ámbito de influencia económica no tienen por qué coincidir. Esto implica 

que el disfrute o padecimiento de los BB.PP. puros no tiene por qué limitarse a las 

fronteras que delimitan las jurisdicciones políticas donde se producen. Así, Cornes 

y Sandler (1996) apuntan que, cuando la jurisdicción política es más reducida que el 

ámbito de influencia económica, se puede predecir que existirá provisión subóptima 

de BB.PP. puros. Ello se explica porque los individuos que se ven beneficiados 

(o perjudicados) diferirán de aquellos otros que deciden el nivel de provisión, 

representados estos últimos por el gobierno de la jurisdicción política donde se 

originan tales BB.PP. puros. Un ejemplo de esto es el caso de la contaminación de las 

aguas en muchas de las cuencas de los grandes ríos que cruzan varios países. El caso 

contrario, esto es, aquel en que la jurisdicción política exceda al ámbito de influencia 

económica, no tiene porqué implicar provisión subóptima, aunque sí presenta otras 

connotaciones respecto de la equidad o de la legitimidad del gasto público. Ello se 

debe a que, para conseguir una adecuada provisión de un determinado BP puro (o 

MP puro), se requiere gravar a toda la población de la jurisdicción política, a pesar 

de que tales BB.PP. puros (o MM.PP. puros) solo los disfrutan (o padecen) una parte 

de la población (ámbito de influencia económica).

De esta manera, merecen distinguirse dos tipos de BB.PP. puros principalmente: 

los bienes públicos globales y los locales, tal y como se describe a continuación.
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Bienes públicos puros globales
Estrictamente, los BB.PP. puros globales son aquellos que presentan ambas carac-

terísticas definitorias de los BB.PP. y pueden ser consumidos de igual forma por la 

gran mayoría de la población mundial (idealmente toda)4.

Como cabe suponer, existen varios hándicaps a los que se hacen frente en la 

provisión de este tipo de bienes. Primero aparece el ya mencionado problema ju-

risdiccional, que se plantea al haber discrepancias entre la “zona de influencia” del 

BP y los límites nacionales donde se implementan las políticas. Segundo, y aso-

ciado a este, aparece el problema de la participación, referido al hecho de que la 

cooperación internacional se centra fundamentalmente en la cooperación entre los 

gobiernos, cuando sería necesario la participación de otros actores como ONGs, or-

ganismos internacionales, etc., para abordar correctamente la provisión de este tipo 

de BB.PP. A estos dos se une la falta de incentivos para la cooperación internacional, 

consecuencia de que los gobiernos se enfrentan en cierta medida al “dilema del pri-

sionero”5, de manera que resulta insuficiente la persuasión moral para que corrijan 

la generación de MM.PP. puros globales o colaboren para la correcta provisión de 

BB.PP. puros globales.

En el caso de la agricultura, puede citarse como ejemplo de este tipo de BB.PP. el 

caso del secuestro neto de carbono, como BP puro global-Presión que influye sobre 

la estabilidad climática (BP puro global-Estado).

4	 En un sentido más amplio, se pueden definir asimismo los BB.PP. puros internacionales como aque-
llos que presentan ambas características definitorias y pueden ser consumidos por la población 
de varios países. No obstante, dado que en ambos casos el reto político que envuelven es similar 
(Kaul et al., 1999), resulta útil hablar simplemente de BB.PP. puros globales.

5	  Dicho dilema se refiere al “juego” donde dos arrestados por el mismo delito, incomunicados 
entre sí, prefieren culpar al otro frente a quedarse en silencio, por temor a que el otro le culpe, 
y por el incentivo de salvarse culpando al otro. El resultado del juego es que, al culparse mutua-
mente, pierden los dos, cuando la mejor solución para ambos hubiese sido no haberse culpado 
mutuamente. Puede consultarse una explicación más detallada del “dilema del prisionero” en 
Cornes y Sandler (1996).
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Bienes públicos puros locales
La característica que diferencia un BP puro local del resto de BB.PP. puros radica 

en que los beneficios se circunscriben únicamente a una pequeña jurisdicción, tal 

como un núcleo de población, municipio o comarca. Ello afecta además tanto a la 

extensión del “fallo de mercado”, como al nivel del “fallo político” que puede estar 

asociado a la provisión del BP puro. En relación con el primer punto, cabe comentar 

que es más probable la provisión voluntaria de BB.PP. puros locales y acercarse al 

nivel Pareto-óptimo que en el caso de BB.PP. puros a mayor escala. En efecto, los 

productores de tales BB.PP. puros tendrán un mayor incentivo en su producción, en 

la medida que son ellos mismos, sus familias y sus vecinos, los que más se benefician 

de ella. En relación con el segundo aspecto, debe señalarse que en el caso de este 

tipo de bienes públicos los individuos tienden a revelar sus preferencias de forma 

más precisa, sobre todo si son los gobiernos locales los que financian la provisión de 

estos. Tal circunstancia permite determinar de manera más precisa el nivel óptimo 

de provisión local y, por tanto, una acción pública más acorde con las demandas de 

las comunidades afectadas (OECD, 2001). Sin embargo, si la provisión de este tipo 

de BB.PP. es financiada por el gobierno central, existe el riesgo de sobrestimar el 

nivel óptimo de provisión de los BB.PP. puros locales, debido a que los gobiernos 

locales puedan adoptar una estrategia de maximización de su presupuesto. Efecti-

vamente, en estos casos los gobiernos locales pueden aprovecharse de que la juris-

dicción económica difiere de la política para, siguiendo una estrategia de captación 

de fondos (rent seeking), sobrestimar los beneficios obtenidos del BP como vía para 

maximizar el presupuesto que les transfiere el gobierno central.

Existen bastantes ejemplos de BB.PP. puros locales, siendo este tipo el 

predominante en el caso de la agricultura. Así, cabe citar como ejemplos las presiones 

sobre el paisaje, sobre la prevención frente a incendios o sobre la prevención frente a 

inundaciones, entre otras, que la agricultura produce y que afectan principalmente 

al bienestar de las comunidades que residen en los territorios donde estos se 

suministran. En estos casos normalmente predomina el valor de uso de estos BB.PP. 

por parte de los residentes, en detrimento del de no uso por parte del resto de 
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individuos. Esta circunstancia justifica considerarlos como BB.PP. puros locales, y 

no como BB.PP. puros globales.

2.4.2. Recursos comunes

Los recursos de libre acceso y los de propiedad colectiva (RLAs y RPCs, res-

pectivamente) son, ambos recursos comunes (common-pool resources o simplemente 

commons en la bibliografía anglosajona). Los recursos comunes se pueden definir 

como aquellos que son suficientemente grandes o extensos como para hacer dema-

siado costosa (aunque no imposible técnicamente) la exclusión de los beneficiarios 

potenciales de obtener beneficios de su uso, mientras que sí existe o puede existir 

rivalidad en su consumo (Ostrom, 1990).

Respecto a la gestión de los recursos comunes (i. e., tanto RLAs como RPCs), 

según Ostrom (1990) se debe dar respuesta a dos tipos de problemas fundamental-

mente: el de la apropiación y el de la provisión. El primero se refiere al problema de 

exclusión de los beneficiarios potenciales y la distribución de los flujos a extraer, lo 

cual se puede resolver a través de varios medios, como mediante acuerdos en los 

que se establezca el reparto del recurso entre los posibles usuarios. Por su parte, los 

problemas de provisión se refieren a la generación del recurso, el mantenimiento 

o mejora de su aptitud productiva y los relacionados con evitar su destrucción. Es 

decir, los problemas de apropiación se refieren al flujo de uso o de extracción del 

recurso, mientras que los de provisión hacen referencia a la cantidad o stock del 

mismo (Ostrom et al., 1994). Teniendo en cuenta ambos aspectos, no es difícil en-

tender que el problema de los recursos comunes se proyecte en el tiempo y, por lo 

tanto, sea recomendable su análisis desde una perspectiva dinámica.

Recursos de libre acceso

Los RLAs son aquellos bienes que presentan rivalidad en el consumo, pero no 

exclusión, de forma que cada individuo, al consumir el bien o el recurso, reduce 

la cantidad disponible para el resto de individuos, imponiéndoles por lo tanto ex-

ternalidades negativas, sin que exista para ninguno de ellos acceso limitado. Así, a 
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diferencia de los RPCs, suelen ser resultado de la falta (o la acción fallida) de un 

titular claro de los derechos de propiedad y de la consecuente ausencia de sistemas 

de gestión adecuados (Bromley, 1991; Ostrom, 2003).

Dentro del ámbito agroambiental puede citarse como ejemplo de RLA el caso 

de la explotación de los acuíferos para riego. En este caso ocurre que cada uno de 

los regantes, persiguiendo la maximización de su beneficio o de su utilidad, decide 

consumir una cantidad de recurso superior a la socialmente óptima. El resultado 

de la agregación de estos comportamientos individuales es la sobreexplotación del 

acuífero. De esta manera, los regantes no alcanzan el óptimo (i. e., uso sostenible de 

la masa de agua subterránea), sino que todos salen perjudicados por el agotamiento 

del recurso en el largo plazo. Es por ello por lo que suele recurrirse a la famosa 

paradoja de la tragedia de los comunes, acuñada por Hardin (1968) para ilustrar este 

fenómeno, si bien en lo esencial representa el dilema del prisionero antes apuntado.

En cualquier caso, trabajos posteriores han matizado dicha paradoja poniendo 

de relevancia la omisión en el análisis por parte de Hardin de las posibilidades de 

acción colectiva en la gestión de los recursos comunes (Bromley, 1991; Dietz et al., 

2003). Así, está documentado que en numerosas ocasiones los individuos adoptan 

estrategias de cooperación que refuerzan sus ganancias conjuntas sin la presencia de 

asesores externos, siendo la comunicación un factor determinante para la adopción 

de estas estrategias (Ostrom et al., 1994).

Recursos de propiedad colectiva

Los RPCs son un tipo de recursos comunes que se distinguen en presentar la 

propiedad colectiva como régimen de derechos de propiedad. Como apunta Ostrom 

(1990), un grupo de individuos se considera que comparten derechos de propiedad 

colectiva cuando componen una organización que ejerce al menos los derechos de 

explotación de los recursos y de exclusión de los individuos que no pertenecen 

al colectivo titular del bien. Esta autora precisa además que los colectivos suelen 

establecer frecuentemente medios de gobierno propios para ejercer tales derechos. 

Asimismo, donde los colectivos son plenos propietarios, los miembros de los 
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mismos tienen el derecho a vender su acceso, uso, exclusión y gestión, todo ello 

sujeto a menudo a la aprobación del resto de miembros del colectivo.

El régimen de propiedad colectiva supone por lo general un régimen de dere-

chos de propiedad preferido a otros regímenes como la propiedad individual, estatal 

y la ausencia de la misma, tal y como queda de manifiesto en numerosos estudios 

realizados ya sea sobre pastos comunales de propiedad colectiva (en Suiza o en Ita-

lia), o sobre agua para riego (en España o en el sudeste asiático), entre otros. Cornes 

y Sandler (1996) ofrecen varias razones que explican en parte esta preferencia. Pri-

mero, porque el régimen de propiedad colectiva supone un sistema menos costoso a 

la hora de ejercer los derechos de propiedad. Segundo, porque a través del colectivo 

se puede controlar el número de usuarios (miembros), y por lo tanto reducir el 

riesgo de sobreexplotación del recurso. Tercero, redundando en este último punto, 

porque al ser práctica habitual establecer límites o cuotas en estos RPCs, se controla 

mejor el nivel de explotación total realizado por el colectivo.

El establecimiento y la gestión de los RPCs resultan complejos, existiendo un 

nutrido número de trabajos que los analizan (Olson, 1965; Netting, 1976; Ostrom, 

1990; Sandler, 1992; Schlager et al., 1994; Ostrom, 2003; 2010, entre otros). En 

estos trabajos se hace hincapié en los factores que determinan la adopción de regí-

menes de propiedad colectiva. Entre dichos factores, además de la mejora de la ges-

tión de los recursos, destaca la importancia de compartir riesgos (Ostrom, 2003). 

Asimismo, también ha atraído la atención de diversos autores el estudio de los fac-

tores de los que depende el buen funcionamiento del establecimiento y la gestión 

de los RPCs. Entre los trabajos que ahondan en dicho conocimiento destacan los 

de Olson (1965), Sandler (1992) y Ostrom (1990), entre otros, proponiéndose en 

este último los principios básicos para el correcto diseño de la acción colectiva de 

los recursos comunes.

Como puede observarse, la propiedad colectiva resulta tan atractiva como 

compleja en lo que respecta a la adecuada provisión de BB.PP. En el caso de los 

recursos hídricos para el riego, sin ir más lejos, ello se pone de manifiesto en las 
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comunidades de regantes españolas, donde los agricultores miembros se encargan 

de gestionar una determinada cantidad de agua, presentando muchas de las 

características mencionadas en este subapartado.

2.4.3. Otros bienes con similitudes con los BB.PP.: los 
bienes de club

Se define “club” como un grupo voluntario de individuos que comparten los cos-

tes de producción y/o consumen un mismo bien (Cornes y Sandler, 1996). Así, un 

bien de club es aquel cuyos beneficios en el consumo son excluibles, en tanto que se 

limitan a la pertenencia voluntaria a dicho club, y para el cual existe cierta rivalidad 

en su consumo entre los miembros; es decir, están expuestos a que pueda producir-

se congestión. Por consiguiente, su carácter excluible hace posible alcanzar el óptimo 

social a través de cierta combinación de dos variables: el número de miembros o 

usuarios y el nivel de provisión (Cornes y Sandler, 1996). La relación entre ambas 

variables de elección es clara: a medida que el número de miembros aumenta apa-

recen tanto costes (debidos a una mayor congestión) como beneficios (resultantes 

de la reducción en los costes medios de provisión). En esencia, sobre ello descansa 

la estrategia de alcanzar la eficiencia económica a través de la formación de clubs, 

si bien debe tenerse en cuenta que los costes de transacción6 pueden llegar a ser 

importantes en este tipo de bienes (OECD, 2001).

Existen algunas características que pueden distinguir los BB.PP. puros de los 

bienes de club, además de la exclusión y la congestión (Cornes y Sandler, 1996). 

Primero, como se comentaba, los clubs deben ser voluntarios, lo cual evita que 

existan “males de club”, dado que ningún individuo sería miembro de tal club. 

Segundo, como también se ha comentado ya, debe afirmarse que las decisiones 

características de la gestión de estos bienes deben tomarse tanto en relación con el 

número de miembros como al nivel de provisión del bien de club, a diferencia de los 

BB.PP. puros, para los cuales solo se tiene en cuenta el nivel de provisión. Tercero, la 

6	  En el apartado 5.3.2 se aborda con mayor detalle el concepto de costes de transacción.
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presencia de mecanismos de exclusión mediante los cuales prevenir el uso por parte 

de los no miembros.

Por lo tanto, en el contexto del análisis económico, el concepto de club es útil, 

principalmente cuando los bienes exhiben en cierto grado tanto las características 

de exclusión como las de rivalidad en el uso. No obstante, abordar la provisión de 

los BB.PP. a través de su adaptación a bienes de clubs resulta una estrategia inefi-

ciente, tanto más cuánto menor rivalidad y exclusión presente el bien en cuestión.

En el sector agrario los bienes de club son menos frecuentes, si bien pueden 

encontrarse casos en los que se mejore la provisión de BB.PP. a través de la creación 

de clubs orientados a esta provisión. Existen varios ejemplos de clubs de producto-

res orientados a la mejora de la provisión de BB.PP. En este sentido sobresalen las 

Asociaciones de Tratamientos Integrados Agrarios (ATRIA) y las Asociaciones de 

Producción Integrada (API), que implican la contratación por parte de los miem-

bros de la asociación (club) de servicios de asesoramiento para la aplicación de tra-

tamientos fitosanitarios y, en el caso de las APIs, otras prácticas como el laboreo, el 

riego, la fertilización y el manejo de cubiertas vegetales, favoreciendo unas prácticas 

agrarias con un menor impacto ambiental. De forma similar, puede citarse el caso 

de las Asociaciones de Defensa Sanitaria Ganadera (ADSG), ya que presentan un 

funcionamiento parecido, pero relativo a la sanidad animal en los sectores ganaderos 

(OECD, 2013).

Entre otros ejemplos de clubs con impacto en la provisión de BB.PP. cabe apun-

tar las cooperativas de consumidores y productores ecológicos, mediante las cuales 

los consumidores miembros pagan una cuota a cambio de los productos ecológicos 

producidos por los agricultores y ganaderos asociados. En estos casos, los produc-

tores se comprometen a realizar prácticas de agricultura ecológica y, en algunos 

casos, prácticas más restrictivas. Otros ejemplos son las Denominaciones de Ori-

gen Protegidas (DOP), Indicaciones Geográficas Protegidas (IGP) y otras figuras de 

calidad, que contribuyen especialmente al mantenimiento del patrimonio cultural 

agroalimentario.



Capítulo 3

El carácter 
multifuncional 

de la agricultura

El anterior capítulo ha contextualizado el concepto de BP y las múltiples considera-

ciones a tener en cuenta en el análisis de los BB.PP. que provee la agricultura. Este 

capítulo complementa el marco teórico ya descrito, introduciendo en el análisis el 

carácter multifuncional de la agricultura y sus implicaciones para la provisión de 

BB.PP.

El carácter multifuncional o multifuncionalidad de la agricultura se refiere a una 

visión amplia de la actividad agraria, recogiendo, junto a la tradicional función de 

producción de alimentos y materias primas, todas aquellas funciones realizadas por 

la agricultura que van más allá de esta, tales como la función ambiental (soporte de 

hábitats, etc.) y la función social (contribución a la vitalidad de las zonas rurales, la 

protección del patrimonio cultural, etc.) (Reig, 2007). Así, elementos clave de la 

multifuncionalidad son, por una parte, la existencia de múltiples bienes y servicios 

que son producidos de manera conjunta por la agricultura y, por otra, el hecho de 

que algunos de ellos exhiben características de externalidades equiparables a BB.PP. 

(OECD, 2001). Por lo tanto, la multifuncionalidad de la agricultura se puede definir 
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igualmente como la provisión conjunta de bienes privados y públicos que realiza la 

actividad agraria.

En consecuencia, la multifuncionalidad de la agricultura se caracteriza funda-

mentalmente por tres aspectos: i) el carácter conjunto de su producción, ii) que 

buena parte de los bienes que produce son BB.PP., y iii) la posible ocurrencia de 

fallo de mercado (OECD, 2001). Por otra parte, la provisión de BB.PP. no es ex-

clusiva de la producción agraria por lo que, a la hora de analizar un posible fallo de 

mercado, es necesario tener en cuenta la producción no agraria de dichos BB.PP.

3.1. Producción conjunta

En general, se entiende por producción conjunta aquella situación en que una 

empresa o entidad produce dos o más bienes cuyos procesos de producción están 

interrelacionados entre sí (Heady, 1952). En el caso de los BB.PP., esta interrelación 

puede aparecer debido fundamentalmente a tres razones (Boisvert, 2001):

a)	Existencia de interdependencias técnicas o biológicas en los procesos productivos.

b)	Existencia de bienes o productos que son producidos a partir de un factor de 

producción no asignable.

c)	Existencia de factores de producción fijos y asignables.

En primer lugar, las interdependencias técnicas en los procesos productivos ocurren fun-

damentalmente cuando la producción de un bien se ve influida por la de otro bien 

(Reig, 2007). Se distinguen básicamente dos tipos de relaciones en la producción 

de outputs técnicamente interdependientes: relaciones complementarias y compe-

titivas. Si un aumento en la producción de uno aumenta la producción del otro, 

ambos bienes serán técnicamente complementarios. En cambio, si un aumento de 

la producción de un bien hace decrecer la producción del otro, ambos bienes serán 

técnicamente competitivos.

En algunos casos la relación entre los bienes producidos puede ser calificada 

como predominantemente complementaria (p. ej., la producción alimentaria 
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y la vitalidad de las zonas rurales a través de la creación de empleo) y en otros 

predominantemente competitiva (p. ej., en el caso del uso de agua para riego 

en acuíferos sobreexplotados, donde la producción alimentaria compite con la 

sostenibilidad de las masas de agua y los ecosistemas asociados). Sin embargo, suelen 

ser numerosos los procesos en los que la relación varía en función de la cantidad 

producida del bien privado. De esta manera, como suele apuntarse para el caso 

agrario, la producción conjunta de bienes privados y públicos es a veces del tipo 

complementario-competitivo (Romstad et al., 2000; Wossink y Swinton, 2007). 

Tal es el caso, por ejemplo, del beneficio de la ganadería extensiva (producción 

alimentaria) sobre el mantenimiento de los pastos de montaña (biodiversidad), que 

puede ser creciente para cargas ganaderas bajas, constante para un cierto rango 

de cargas (entre la mínima y la máxima recomendada), y decreciente para cargas 

ganaderas superiores a la máxima recomendada (Atance y Tió, 2000). Otro ejemplo 

de BB.PP. producidos conjuntamente con bienes privados agrarios que ilustra este 

tipo de relación puede ser el paisaje en la medida que, a menudo, sistemas con un 

manejo de intensidad media proveen de un mayor nivel de este BP frente a sistemas 

con gestiones más extensiva o más intensiva (Novo et al., 2015).

Este mismo fenómeno puede observarse mejor en la Figura 3 donde, aparte del 

paisaje, se representa la provisión de otros BB.PP., tales como el balance de carbono 

(BP estabilidad climática), la biodiversidad, el paisaje y el esparcimiento o recrea-

ción, en función de la intensidad de la gestión realizada en las explotaciones agrarias. 

Observando la figura, se puede apreciar cómo la mayor provisión de los BB.PP. re-

presentados por parte de los sistemas agrarios suele darse para niveles modestos de 

intensidad de gestión (es decir, en explotaciones más extensivas), mientras que para 

niveles elevados de intensidad (explotaciones intensivas) se suele reducir bastante la 

provisión de estos bienes, llegando a ser negativa (es decir, produciéndose MM.PP.) 

en algunos de ellos. En general se puede afirmar que los sistemas agrarios con una 

gestión intensiva se asocian con altos niveles de MM.PP. y bajos niveles de BB.PP.; 

por el contrario, los sistemas con una gestión más extensiva se asocian con niveles 

relativamente altos de provisión de BB.PP. y niveles relativamente bajos de MM.PP.
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Figura 3. Curvas de provisión de los BB.PP. producidos por la
agricultura en función de la intensidad de la gestión

 

Fuente: elaboración propia a partir de Novo et al. (2015).

Sobre las relaciones de producción entre bienes privados y públicos cabe 

realizar una aclaración. Cuando se trata no de la producción conjunta de BB.PP., 

sino de MM.PP., merece distinguir de alguna forma esta situación. Por ejemplo, 

no parece apropiado hablar de que, en explotaciones muy intensivas, la producción 

de emisiones de contaminantes del agua es complementaria a la de alimentos. En 

este ejemplo, cuando aumenta la producción de alimentos, aumenta la de emisiones 

de contaminantes al agua, pero el impacto sobre la sociedad es negativo, dado 

que se reduce la calidad del agua. En estos casos se cree más razonable hablar de 

complementariedad no deseada o negativa, para distinguirla de la complementariedad 

deseada o positiva (que sería la empleada en los casos de producción conjunta 

de bienes privados y públicos). En el caso de la competencia, no hará falta esta 
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producción conjunta de bienes privados y MM.PP.

a b c d e

Esparcimiento

Biodiversidad

Paisaje

Balance	de	carbono

a:	sin	gestión	agraria	(abandono)						b:	gestión	extensiva
c:	gestión	intermedia d:	gestión	semi-intensiva
e:	gestión	intensiva

Ni
ve
l	d
e	
pr
ov
isi
ón

BP

MP

Nivel	de	intensificación
de	la	producción



Capítulo 3. El carácter multifuncional de la agricultura

61

En segundo lugar, la existencia de factores de producción no asignables puede crear 

también producción conjunta cuando varios bienes son producidos a partir de, 

al menos, un mismo factor de producción (Boisvert, 2001), proporcionando por 

tanto economías de alcance (Reig, 2007). Las economías de alcance se dan cuando 

resulta menos costoso producir varios bienes de forma conjunta que por separado. 

Ejemplos bastante citados en este sentido son la carne de cordero y la lana en las 

explotaciones ovinas, o la producción de paja y grano en la producción cerealista. 

En efecto, en ambos ejemplos, casi todos los factores de producción no se pueden 

asignar aisladamente a la producción de ninguno de los dos productos. De este 

tipo de producción conjunta existen igualmente numerosos ejemplos relativos a 

los BB.PP. agrarios, sobre todo teniendo en cuenta que la gran mayoría comparten 

con la producción de los bienes privados el empleo del insumo tierra, como base 

biofísica común para la producción de ambos tipos de bienes y servicios. En realidad, 

se puede afirmar que, en mayor o menor medida, prácticamente todos los BB.PP. 

agrarios son producidos junto al resto de bienes privados a partir de dicho insumo.

En tercer lugar, la existencia de factores de producción fijos y asignables a diferentes 

bienes comporta igualmente producción conjunta. En este caso, la cantidad del 

factor empleada en la producción de cada bien puede ser distinguida de la cantidad 

del mismo factor empleada para la producción del resto, si bien la cantidad total 

disponible del factor es fija para la empresa (Boisvert, 2001). Así, resulta evidente 

que un aumento o reducción de la producción de uno de los bienes modifica 

la cantidad del factor fijo disponible para la producción del resto de los bienes. 

Como cabe suponer, el uso de factores de producción fijos y asignables implica 

una fuente de producción conjunta habitual en la actividad agraria. Justamente, 

para los agricultores esto es de especial importancia en el caso particular de dos 

factores productivos fijos: la tierra7 y la mano de obra propia (OECD, 2001). Tal 

7	 Como puede observarse, el uso de la tierra puede suponer una fuente de producción conjunta 
en dos sentidos, tanto por su carácter de input fijo y asignable, como por su carácter de input 
no asignable. En el primero, suponiendo una restricción para la producción de bienes privados 
y públicos por parte del agricultor, y en el segundo, una vez decidida la distribución de usos 
de la superficie de la explotación, en la medida que cada parcela servirá para la producción de 
bienes privados en conjunción a la de BB.PP., sin que pueda asignarse parte alguna de ella a cada 
producción.
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circunstancia resulta relevante y debe ser tenida en cuenta cuando se le pide al 

agricultor un mayor desempeño multifuncional. Por ejemplo, destinar parte de la 

superficie de la explotación a la plantación de setos con el objeto de mejorar la 

calidad visual y las condiciones de vida de las especies asociadas a los agrosistemas, 

supone una menor superficie (y una menor demanda de mano de obra –generación 

de empleo) para la producción de bienes privados.

La plena distinción entre estos tres tipos de producción conjunta no siempre se 

corresponde con la realidad. Efectivamente, el efecto de la producción conjunta es a 

menudo el resultado de la combinación de los diferentes tipos mencionados arriba, 

cuya importancia relativa resulta difícil de evaluar (Boisvert, 2001; Van Huylenbro-

eck et al., 2007). No obstante, resulta conveniente su estudio al objeto de analizar la 

producción de BB.PP. por parte de la agricultura y, por ello, es de utilidad diferen-

ciar entre las tres fuentes de producción conjunta enumeradas.

Como cabe entrever de lo escrito anteriormente, la naturaleza exacta de la 

producción conjunta en cada caso resulta ser una cuestión empírica, y diferirá 

seguramente entre técnicas de producción y regiones (Boisvert, 2001). Ello 

presenta implicaciones políticas, fundamentalmente derivadas de las características 

diferenciales de los distintos sistemas agrarios sobre la base de las técnicas o 

prácticas productivas empleadas y de la base de recursos naturales (clima, suelo 

y disponibilidad de agua de riego) con las que cuentan. Es común la existencia 

de un cierto nivel de producción del bien privado a partir del cual se reduce de 

forma significativa la producción de BB.PP. (o aumenta la de MM.PP.). En tales 

circunstancias, las políticas cuyo objetivo sea mejorar la provisión del BP a través 

de la producción de bienes privados no tendrían efecto a partir de dicho nivel 

crítico. Por ejemplo, la biodiversidad en los sistemas de pastos permanentes suele 

sostenerse a niveles aceptables hasta una cierta carga ganadera, superada la cual 

la provisión de este bien público decrece considerablemente. Las políticas que 

pretendan fomentar la biodiversidad en estos sistemas a través del mantenimiento 

de la actividad ganadera deberán tener en cuenta este nivel crítico de carga ganadera 

para asegurar una provisión adecuada de este BP. En este sentido cabe apuntar 
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que, muy probablemente, este hecho ocurra a un nivel productivo que varía según 

técnicas de producción o regiones. Por consiguiente, si se implementan este tipo de 

políticas de manera homogénea a escala suprarregional, esto es, sin distinguir entre 

técnicas o regiones, existe el riesgo de que la eficiencia de las mismas se reduzca.

3.2. La heterogeneidad en la producción de BB.PP. 
agrarios

Se ha comentado que la actividad agraria se caracteriza por presentar procesos de 

producción conjunta de BB.PP. y bienes privados. Sin embargo, esta producción se 

caracteriza por su heterogeneidad (Kallas et al., 2007; Rossing et al., 2007). Existen 

básicamente cuatro escalones que determinan dicha heterogeneidad:

a)	Base física sobre la que se realiza la actividad agraria, determinada por la 

disponibilidad de recursos naturales.

b)	Aprovechamiento agrario: cultivos, especies ganaderas o aprovechamiento 

mixto.

c)	Gestión integral de los cultivos y especies ganaderas (técnicas agronómicas y 

zootécnicas empleadas).

d)	Gestión táctica de los cultivos y especies ganaderas (prácticas o labores concretas 

empleadas).

Dentro de la base física (primer escalón) se entienden comprendidas las carac-

terísticas edáficas, climáticas, base de recursos naturales, etc. que determinan el 

tipo de producción agraria (Kallas et al., 2007). La base física limita considerable-

mente las alternativas de aprovechamiento agrario (segundo escalón), dado que el 

agricultor tiene poco margen para variar la base física donde realiza la actividad. 

Ello implica que la producción de BB.PP. por parte de la agricultura queda con-

dicionada por los aprovechamientos agrarios que dicha base física permita, entre 

los cuales el agricultor sí tiene capacidad de decisión. Cabe matizar que dentro del 

término “aprovechamiento agrario” se integran las numerosas variantes que ofrecen 

las producciones agrícolas (cereales, hortícolas, leñosos, etc.), ganaderas (vacuno, 
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porcino, ovino-caprino, etc.) y mixtas. Así, una explotación cuyo aprovechamiento 

agrario esté basado en el monocultivo de cereales presentará, para una misma base 

física, un potencial de producción de BB.PP. diferente a otra que presente policulti-

vo de frutales y hortícolas.

Asimismo, dentro de cada aprovechamiento agrícola y ganadero, el productor 

puede decidir entre diferentes técnicas agronómicas y/o zootécnicas (tercer esca-

lón). En efecto, el agricultor/ganadero puede variar el sistema de gestión empleado 

(las técnicas de cultivo/ganaderas) de manera que, para una misma base física y un 

mismo aprovechamiento, podrá variar la producción efectiva de BB.PP. Por ejemplo, 

la producción de BB.PP. de la hortofruticultura convencional difiere –a igualdad del 

resto de condiciones– de la proporcionada por la hortofruticultura ecológica. Final-

mente, dentro del mismo sistema de gestión, dos productores pueden emplear una 

combinación de prácticas diferente (cuarto escalón), lo que también puede implicar 

un diferente nivel de producción de BB.PP. Por ejemplo, para un mismo sistema de 

olivar tradicional en pendiente con manejo químico de las malas hierbas, el empleo 

o no de cubierta vegetal hará que varíen los niveles de provisión de un MP como la 

erosión, o de BB.PP. como la biodiversidad o el paisaje, entre otros.

En realidad, cada escalón no hace sino cambiar las características de la produc-

ción conjunta que caracteriza la provisión de bienes agrarios, de manera que se 

varía el nivel de producción de cada BP. Además, se puede observar que, conforme 

se ascienden escalones hasta el nivel de las prácticas empleadas, resulta más factible 

la actuación del agricultor al objeto de modificar el nivel de provisión de BB.PP./

MM.PP. Es por ello por lo que buena parte de la intervención pública diseñada al 

objeto de mejorar la producción de BB.PP. agrarios se dirige a los dos últimos es-

calones, es decir, a la modificación de las técnicas y de las prácticas empleadas por 

los productores.

Asimismo, dentro de los tres últimos escalones, se suelen enumerar diferentes 

factores que determinan la elección por parte de los agricultores de un determinado 

cultivo (segundo escalón), una determinada técnica (tercer escalón) o unas determi-

nadas prácticas (cuarto escalón). Entre estos factores cabe destacar (Cooper et al., 
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2009; ENRD, 2010; Villanueva et al., 2014a): i) la estructura de las explotaciones, 

destacando su tamaño y la escala a la que operan; ii) las infraestructuras agrarias 

disponibles (p. ej., elementos de riego); iii) los factores históricos (p. ej., prácticas 

tradicionales); y iv) los factores socioeconómicos (edad, formación, etc.). Todos es-

tos factores, como condicionantes de la producción de BB.PP., deberán ser tenidos 

en cuenta debidamente a la hora de diseñar e implementar las políticas públicas 

encaminadas a fomentar una provisión óptima de dichos bienes.

3.3. Producción no agraria

Buena parte de los BB.PP. producidos por la actividad agraria pueden ser produ-

cidos por otras actividades diferentes. Estas actividades alternativas para la produc-

ción de BB.PP. pueden utilizarse para minimizar la ocurrencia de los posibles fallos 

de mercado que pudieran derivarse, si bien resulta fundamental identificar qué for-

ma de provisión (agraria frente a no agraria) resulta más recomendable, asunto que 

se trata brevemente a continuación.

La cuestión de la provisión de BB.PP. no agraria frente a la agraria gira básica-

mente alrededor de tres interrogantes (OECD, 2001): i) ¿qué BB.PP. provistos por 

la actividad productiva agraria pueden ser provistos también por otras actividades 

económicas?; ii) ¿hasta qué punto puede sustituirse la provisión de BB.PP. agrarios 

por una provisión a través de actividades no agrarias?; y iii) ¿puede ser satisfecha la 

demanda de BB.PP. con un menor coste para la sociedad?

La respuesta a las dos primeras preguntas (qué BB.PP. pueden proveerse a través de 

otras actividades económicas y hasta qué punto puede sustituirse la producción de BB.PP. por 

parte de la agricultura) dependerá del BP y su vinculación con la propia actividad 

agraria. Como a menudo se señala, es habitual encontrar en la agricultura elevados 

grados de vinculación para el caso de MM.PP. (Abler, 2004; Van Huylenbroeck et 

al., 2007); piénsese, por ejemplo, en la contaminación de las aguas subterráneas 

por la aportación de nitratos y otras sustancias de origen agrario. Para el caso de 

BB.PP., algunos autores señalan que el vínculo suele ser más débil (Abler, 2004), lo 

cual puede facilitar el hecho de que se pueda producir a través de una actividad no 
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agraria. No obstante, el grado de producción conjunta que presente cada BP es una 

cuestión empírica y, por tanto, poco abierta a este tipo de generalizaciones.

Para ilustrar esto, se presentan dos ejemplos, el primero donde la producción 

no agraria es perfecta sustitutiva de la agraria, y un segundo donde una y otra no 

son sustitutivas. El primer ejemplo se basa en el secuestro de carbono. En este caso, 

la producción agraria y no agraria se pueden considerar perfectamente sustitutivas 

dado que una tonelada de carbono secuestrada por una actividad no agraria y pro-

ductiva (p. ej., una explotación forestal) es perfectamente sustitutiva de una tonela-

da secuestrada en las tierras agrarias. El segundo ejemplo se basa en la biodiversidad. 

Así, la biodiversidad asociada a sistemas agrarios como, por ejemplo, los arrozales, 

difícilmente puede ser producida (mantenida) por otra actividad productiva. Más 

fácil sería mantenerla a través de una actividad no productiva, dirigida específica-

mente a tal fin, pero seguramente se haría a un coste mayor. Así, este último ejemplo 

sirve de enlace con la tercera pregunta, esto es, cómo satisfacer la demanda social 

de BB.PP. al menor coste.

Sobre la satisfacción de la demanda de BB.PP. al menor coste, cabe preguntarse si el 

agricultor presenta una ventaja competitiva frente a las alternativas de provisión 

no agraria. En este sentido, dada la habitual existencia de economías de alcance en 

la producción agraria de bienes privados y públicos, el agricultor presentará con 

frecuencia una ventaja competitiva frente a las alternativas de provisión no agraria 

de BB.PP. (OECD, 2008). Igualmente, el mayor conocimiento de este en lo relativo 

a las propiedades del medio ambiente en sus tierras hará que presente una ventaja 

competitiva añadida, sobre todo en casos específicos. A la posible existencia de eco-

nomías de alcance y al mayor conocimiento del medio, se añade que los agricultores 

suelen ser los poseedores de los derechos de propiedad del uso de gran parte de los 

recursos necesarios para proveer BB.PP., si no todos (Burrell, 2012). Teniendo en 

cuenta esto, a menudo se podrá prever que el agricultor pueda satisfacer la demanda 

de estos bienes al menor coste y, por consiguiente, la respuesta a la tercera pregunta 

podrá apuntar con frecuencia a la provisión agraria como la mejor (menos costosa) 

de las alternativas. Por ejemplo, entre los escasos análisis empíricos en este campo, 
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cabe citar el de Huber (2008), donde se compara la conservación del paisaje de pas-

tos en tierras bajas de Suiza realizada por agricultores y actores no agrarios, llegando 

a la conclusión de que la agricultura –en este caso, la actividad agroganadera– era la 

opción menos costosa para preservar el paisaje.

De cualquier forma, a priori se pueden encontrar ejemplos de BB.PP. que pueden 

ser provistos por actividades no agrarias a un menor coste. No cabe duda de que 

estos ejemplos emergen en el caso de BB.PP. que no estén vinculados íntimamente 

con las tierras agrarias. Así, ejemplos de este tipo son la creación de empleo en zonas 

rurales (BP vitalidad de zonas rurales) o el mantenimiento de edificios históricos en 

estas zonas (BP patrimonio cultural) (OECD, 2001). Respecto a la primera cabe de-

jar constancia de que la agricultura no suele presentar el papel de antaño en las zonas 

rurales, de manera que ya no suele ser la principal actividad por empleo generado, al 

menos en los países desarrollados. En efecto, el peso de la agricultura en la econo-

mía de las zonas rurales es normalmente reducido y presenta una tendencia decre-

ciente (Abler, 2004; EC, 2010). No obstante, no siempre se sostiene la afirmación 

anterior, sobre todo en el caso de sistemas más intensivos, cuyo empleo de mano de 

obra y renta agraria son bastante superiores a los de otros sistemas agrarios.

Por último, un caso especial aparece en zonas donde la actividad agraria se ha 

convertido en una actividad no rentable por la evolución de los mercados (precios 

de productos e insumos agrarios), pero que sigue suministrando algunos BB.PP. 

demandados socialmente. En este caso, la cuestión está abierta a si los agricultores 

que operan en estas zonas están en mejor disposición que el resto de agentes a la 

hora de proveerlos. En el caso de que existan proveedores eficientes externos a 

la agricultura (p. ej., explotaciones forestales), estos podrían empezar a competir 

con los agricultores por los incentivos directos asociados a la provisión de BB.PP. 

Así, la menor rentabilidad privada del agricultor frente a la de estos proveedores 

alternativos podría derivar en mayores exigencias de compensación de los primeros 

por la provisión de BB.PP. de cara a conseguir la viabilidad económica de su 

explotación. No obstante, cabe resaltar que las diferencias potenciales de calidad 

de los BB.PP. provistos por los agricultores y por los no agricultores, y sus efectos 
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sobre la valoración del consumidor, suponen una cuestión a considerar (OECD, 

2001). En estos casos debe advertirse, además, que existen ciertos aspectos relativos 

al estilo de vida tradicional (costumbres y valores, esencialmente), sobre los que 

podría repercutir negativamente un cambio en la provisión de BB.PP., de agraria a 

no agraria.

3.4. Fallo de mercado e intervención pública

Con anterioridad se ha explicado que los BB.PP., debido a sus características, 

pueden no ser producidos de forma óptima a través del libre mercado y que, cuan-

do esta situación se da, existe un fallo de mercado. Ello se manifiesta cuando existe 

discrepancia entre las cantidades demandadas y las ofertadas; es decir, cuando la 

utilidad marginal derivada del disfrute del BP de los individuos de la sociedad difiere 

del coste marginal de provisión de este, sin que el mercado pueda trasladar correc-

tamente esta diferencia (señal) a los productores a través de un precio.

En caso de no existir dicha discrepancia no existiría fallo de mercado alguno, 

de lo que se desprende que la ausencia de mercado no conduce necesariamente a 

que exista tal fallo, tal y como se apunta en OECD (2001, 2015). De esta manera, 

aunque los BB.PP. suelen caracterizarse por la ausencia de mercado para su provi-

sión y asignación, no siempre debe presuponerse la existencia de fallo de mercado 

en el sector agrario. En efecto, es posible que la agricultura, a través de procesos 

de producción conjunta, produzca un determinado BP satisfaciendo las cantidades 

(y/o calidades) demandadas de este bajo condiciones de libre mercado. En este caso 

cabría afirmar que la producción conjunta es la causante de la adecuada provisión 

privada de BB.PP. porque, de no ser por aquella, esta no existiría, dada la ausencia 

de mercado para la mayoría de BB.PP.

No obstante, el hecho de que exista un cierto nivel de provisión de BB.PP. 

agrarios causado por la producción conjunta, habitualmente no significa que este 

coincida con la cantidad socialmente óptima y, por lo tanto, no será infrecuente la 

existencia de fallo de mercado. En efecto, si se asume que el objetivo esencial del 

agricultor es maximizar su beneficio, ello supondrá que sus decisiones productivas 
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estén dirigidas principalmente a la producción de bienes privados en su explotación, 

lo cual podrá favorecer la provisión de algunos BB.PP. y perjudicar la provisión de 

otros, dependiendo de las características de la producción conjunta de tales bienes 

privados y públicos. Así, en línea con lo apuntado previamente, numerosos estudios 

empíricos avalan el hecho de que, a medida que la producción agraria de bienes 

privados supera unos determinados umbrales de intensidad, la provisión de algunos 

BB.PP. disminuye (p. ej., biodiversidad, como apuntan Stoate et al., 2009), mientras 

que la de algunos MM.PP. aumenta (p. ej., caso de contaminación difusa o de la can-

tidad de agua utilizada, como ponen de manifiesto Tilman et al., 2001).

Por lo tanto, se observa que, en lo que se refiere a BB.PP. agrarios, es habitual 

que exista una divergencia entre los objetivos de la sociedad (maximizar la utilidad 

social derivada de la cartera o mix de bienes privados y públicos producidos por el 

sector agrario) y los del agricultor. De forma simplificada, sobre la función a maxi-

mizar por el agricultor (beneficio o renta) únicamente repercuten los bienes que 

produce y que son remunerados por el mercado (bienes privados). Por lo tanto, la 

solución productiva del empresario agrario será una combinación de cultivos y téc-

nicas agrarias encaminadas a la producción eficiente de estos desde una perspectiva 

estrictamente privada. Por su parte, para el conjunto de la sociedad la solución pro-

ductiva óptima pasa necesariamente por una combinación adecuada tanto de bienes 

privados como públicos. De esta manera, ante la ausencia de intervención pública, 

es probable que exista una infraproducción de BB.PP. y/o una sobreproducción de 

MM.PP., producidos conjuntamente con los bienes privados objeto de atención por 

parte de los productores. Es decir, dicha divergencia puede conducir a la existencia 

de un fallo de mercado y, por lo tanto, a que las cantidades (y calidades) demandadas 

de determinados BB.PP. difieran de las realmente ofertadas. Por otro lado, puede 

ocurrir que la provisión actual de BB.PP. sea adecuada, pero que exista un riesgo cla-

ro de que la provisión futura sea inferior a la demanda, siendo por tanto previsible 

la ocurrencia de un fallo de mercado a medio o largo plazo (Westhoek et al., 2013).

Una vez evidenciada la existencia de fallo de mercado (presente o futuro), 

cabe analizar hasta qué punto es recomendable la intervención pública. Básicamente, 
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dicha intervención estará justificada desde una perspectiva económica cuando los 

beneficios esperados de esta superen a sus costes asociados. El cumplimiento de 

esta condición podría verificarse en principio restringiendo el análisis a un único 

BP, es decir, teniendo en cuenta únicamente la oferta y demanda del propio BP. No 

obstante, dado el carácter conjunto de la producción agraria, es de prever que la 

propia intervención afecte tanto a la producción de bienes privados (y, por tanto, a los 

mercados agrarios), como a las producciones del resto de BB.PP. Así, para el análisis 

de si es aconsejable o no la intervención pública, la OCDE aconseja incorporar 

las posibles ganancias o pérdidas derivadas de la producción agregada de bienes 

privados, incluyendo los posibles efectos sobre el comercio, así como las derivadas 

de la posible variación en la producción de otros BB.PP. (OECD, 2001, 2003). Sin 

embargo, evaluar estos aspectos, supone la recopilación de una ingente cantidad de 

información, así como considerar fuertes supuestos relativos a cómo evolucionarán 

los agentes del sector y los mercados internacionales de productos agrarios, entre 

otros. Esta circunstancia hace sensato recomendar que, para el análisis razonable 

sobre si está justificada o no la intervención pública para la corrección del fallo de 

mercado, únicamente se tengan en cuenta las pérdidas y ganancias asociadas al BP 

estudiado y a su propia intervención. Se trata pues de una simplificación necesaria 

para poder abordar de forma empírica estudios en esta línea.

A pesar de que el modo usual de corregir los fallos de mercado es a través de 

la intervención pública en el sector agrario, esta no es necesariamente la única es-

trategia a seguir. Efectivamente, existen estrategias alternativas que pueden ayudar 

a resolver la situación de fallo de mercado, como por ejemplo encomendar la pro-

ducción del BP a actividades no agrarias. Para comprobar si esta estrategia es reco-

mendable, se deben analizar los costes de producción conjunta (provisión por parte 

del sector agrario) frente a los de la producción no agraria (provisión por parte de 

otros sectores), tratando de identificar si existen economías de alcance. Obviamen-

te, en caso de que existan, no será recomendable tal disociación. Como se apuntaba 

previamente, un caso particular de esta situación se da cuando, debido a la baja ren-

tabilidad de la actividad agraria, existe un riesgo de abandono de esta actividad, con 

la consiguiente no provisión de los BB.PP. producidos conjuntamente. En este caso 
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se debe analizar si la intervención pública debe centrarse en el mantenimiento de la 

actividad agraria o si, por el contrario, se debe dejar la provisión de estos BB.PP. en 

manos de agentes no agrarios. La decisión en un sentido u otro deberá tomarse en 

función de los costes asociados a cada alternativa.

En resumen, a la hora de abordar el problema de la provisión de BB.PP. por parte 

de la agricultura (evitar los fallos de mercado), es necesario conocer, básicamente: 

i) las características de la producción conjunta del BP analizado y el bien o bienes 

privados producidos; ii) ídem, pero con respecto a otros BB.PP., fundamentalmente 

para conocer cómo pueden afectar las soluciones a aplicar; y iii) las preferencias de 

la sociedad al respecto de los BB.PP. provistos, aunque sea de forma aproximada. 

Además, no debe olvidarse que existe una acentuada variabilidad temporal y espa-

cial de cada uno de estos tres aspectos. Teniendo en cuenta los puntos mencionados, 

resulta recomendable no limitar el análisis solo a la provisión de un único BP, sino 

que debe considerarse simultáneamente el conjunto de bienes y males públicos más 

relevantes para la sociedad (OECD, 2003). Por ende, a menudo tiene más sentido 

hablar de output-mix o de “paquete de bienes”, lo cual obliga a la adopción de enfo-

ques integrados en lo que a la intervención pública se refiere.





Capítulo 4
Principales bienes 

públicos producidos 
por la agricultura

En los capítulos anteriores se ha establecido el marco teórico para el análisis de la 

provisión de BB.PP. por parte de los sistemas agrarios. El presente capítulo viene a 

identificar de manera más específica qué BPp produce la agricultura, y qué BPe se ven 

modificados por estos, empleando para ello el marco analítico propuesto.

4.1. Clasificación de BB.PP. procedentes de la 
agricultura

Como se ha apuntado en el anterior capítulo, desde el punto de vista de la multi-

funcionalidad, es habitual distinguir entre las diferentes funciones de la agricultura, 

diferenciando entre aquellas del ámbito económico, ambiental y sociocultural. La 

funcionalidad económica de la agricultura cabe analizarla a través de los intercam-

bios de bienes y servicios en los mercados (bienes privados), ya sea de forma directa 

(p. ej., generación de renta para los productores agrarios) o indirecta (p. ej., contri-

bución a la riqueza regional o nacional). No ocurre lo mismo para la funcionalidad 
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ambiental o sociocultural, en la medida que estos ámbitos se relacionan con la pro-

visión de BB.PP. que, como ya se ha explicado, carecen de mercados a través de los 

cuales pueda remunerarse dicha provisión.

Dentro del ámbito ambiental se incluyen las externalidades que pueda generar la 

actividad agraria sobre los ecosistemas que la sustentan y los procesos ecológicos 

desarrollados en el seno de los mismos y, en definitiva, al uso que esta realiza de 

los recursos naturales. Por su parte, dentro del ámbito sociocultural cabe recoger dos 

tipos de externalidades. Las primeras son de índole social, es decir, aquellas que 

inciden sobre la estructura y el funcionamiento de la sociedad. Las segundas son de 

tipo cultural, que se refieren a aquellas externalidades asociadas a rasgos distintivos, 

materiales e inmateriales, que caracterizan a la sociedad o a los grupos sociales que 

la conforman, y que abarcan los modos de vida, los sistemas de valores, las tradicio-

nes y las creencias.

De esta forma, se propone una clasificación de los BPp según su ámbito, tal y 

como se recoge en la Tabla 3, donde se indica igualmente el BPe sobre el que influ-

yen. En ella, se incluyen también los factores antropogénicos que determinan el 

nivel de producción de cada BPp y que, por lo tanto, deben considerarse en cada caso 

para el diseño de las políticas orientadas a fomentar su correcta provisión. Efectiva-

mente, estos factores se refieren a los elementos que son o pueden ser afectados por 

las decisiones de los agricultores, y que finalmente son determinantes del nivel de 

provisión de bienes públicos por parte de la agricultura. Por ejemplo, en el caso del 

BPp relacionado con la fertilidad de los suelos agrarios, se consideran la cobertura 

del suelo y las prácticas culturales relacionadas con el manejo del mismo como fac-

tores antropogénicos determinantes de la erosión, pero no la pendiente. En efecto, 

las primeras pueden ser modificadas (más o menos fácilmente) por el agricultor, 

afectando a la tasa de erosión efectiva, mientras que la segunda resulta muy difícil (y 

extremadamente costosa) de cambiar.
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Asimismo, previamente a la presentación de la Tabla 3, deben puntualizarse las 

siguientes consideraciones:

•	 Los BPp considerados se refieren a aquellos derivados de la gestión de las ex-

plotaciones agrarias. Es decir, se parte del supuesto de que se mantiene la actividad 

agraria en el sistema analizado, y que los cambios en la provisión de los BB.PP. están 

motivados por modificaciones en la gestión de la misma (factores antropogénicos 

de la gestión agraria), y no por un cambio de uso del territorio (p. ej., cambios 

hacia usos forestales).

•	 Los BPp identificados son aquellos cuya repercusión es relevante, por lo que se trata 

de una selección tomada a partir de la “lista amplia” de los BPp producidos por la 

agricultura.

•	 Buena parte de los BPp identificados inciden sobre varios BPe. No obstante, al 

objeto de aportar operatividad a la tipología desarrollada, cada BPp se ha vinculado 

únicamente a un BPe, aquel sobre el que tiene una mayor incidencia.

•	 Debe tenerse en cuenta que la producción de BB.PP. depende de numerosos 

condicionantes, fundamentalmente asociados a la base biofísica donde se realiza 

la actividad y a las técnicas de cultivo y prácticas agrarias que conforman la ges-

tión de los productores, factores que normalmente son específicos de cada sis-

tema agrario. En cualquier caso, la tipología propuesta pretende ser integradora, 

recogiendo todos los BB.PP. producidos por el conjunto de sistemas agrarios existentes.
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Conviene finalmente comentar dos aspectos relativos a los BB.PP. mostrados en 

la Tabla 3. Primero, aunque todos los BPe presentan en grado relevante no rivalidad 

y no exclusión en su consumo, dicho grado varía desde la plena no rivalidad y no 

exclusión, que sería el caso de los bienes públicos puros (p. ej., el Clima global), hasta 

bienes cuya presencia de ambas características resulta menos evidente, aunque sí 

relevante, caso de los bienes públicos impuros (p. ej., el Suelo). Segundo, entre los BPp 

mostrados en la tabla, hay casos que pueden ser considerados estrictamente “bienes” 

(presiones que siempre producen cambios en el BPe que mejoran el bienestar social), 

otros estrictamente “males” (presiones que siempre producen cambios en el BPe que 

empeoran el bienestar social), y otros “bienes” o “males” dependiendo del sentido e 

intensidad de las presiones derivadas de las decisiones que toman los agricultores.

Presentada así la tipología desarrollada, a continuación se pasa a describir en 

detalle cada uno de los BB.PP. producidos por las actividades agrarias. Se sigue el 

orden mostrado en la Tabla 3, esto es, primero los BB.PP. ambientales y después los 

BB.PP. socioculturales.

4.2. Prácticas que varían el balance de gases de 
efecto invernadero (GEI)

La actividad agraria incide sobre el BPe Clima global a través del balance de GEI 

producido en el seno de las explotaciones agrarias. Este BPp es el resultado tanto de 

las emisiones de dióxido de carbono (CO2) y otros GEI derivadas del manejo de la 

explotación (p. ej., por el consumo de energías fósiles para la producción de insu-

mos y la realización de labores), como del secuestro de carbono asociado a la activi-

dad agraria (fijación duradera de carbono en el suelo y en cultivos leñosos). Según 

prevalezcan las primeras o el segundo, se obtendrá un balance negativo o positivo y, 

por tanto, se estará favoreciendo o mitigando el cambio climático.
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4.2.1. Influencia de la actividad agraria sobre el BPe Clima 
global

El Quinto Informe de Evaluación del Panel Intergubernamental sobre el Cambio 

Climático (IPCC) (IPCC, 2013, 2014a) no deja lugar a dudas sobre el hecho de que 

la acción humana es en buena medida responsable de los cambios que está sufriendo 

el clima global, así como del perjuicio neto que estos cambios están provocando so-

bre la sociedad. En efecto, entre los principales cambios que ya se están observando 

aparecen el aumento del nivel del mar, el retroceso de los glaciares, los cambios en 

el régimen e intensidad de las precipitaciones o el aumento de los fenómenos climá-

ticos extremos (sequías o inundaciones), entre otros. Estos cambios están afectando 

no solo a los sistemas naturales (provisión de servicios ecosistémicos), sino también 

a los sistemas antropogénicos, como son los agrarios. Por ello, resulta necesario 

prestar atención a la evolución de los impactos de este proceso de cambio climático, 

así como a las opciones para su mitigación y la adaptación a este (Quiggin, 2010).

Dentro de las actividades humanas que favorecen este proceso de cambio glo-

bal, la actividad agraria presenta un papel importante, no solo por su contribución 

en las emisiones totales de GEI (FAO, 2011), sino por su potencial papel respecto 

al secuestro de carbono (Lal, 2004; Smith et al., 2008; FAO, 2011). En el caso de 

España, las emisiones netas de GEI procedentes del sector agrario (incluyendo las 

emisiones y el secuestro de carbono procedente de los suelos agrarios) ascendieron 

en 2013 a 37,73 millones de toneladas de CO2 equivalente, lo que representó el 

13,1% de las emisiones totales de GEI a nivel nacional (EC, 2015).

Respecto a la emisión de GEI, dentro de las explotaciones agrarias se deben con-

tabilizar aquellas derivadas de (Cole et al., 1997; IPCC, 2001; Lal, 2008; IPCC, 

2014b):

a)	Los procesos biológicos (metabolismo de las plantas, la degradación microbiana 

de la materia de origen biológico del suelo, procesos de nitrificación y desnitri-

ficación bacteriana, etc.).
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b)	Los procesos físico-químicos (principalmente oxidación/mineralización, ero-

sión y lixiviación) que provocan la liberación de CO2 y otros GEI, fundamental-

mente metano (CH4) y óxido nitroso (N2O).

c)	La actuación del ser humano a través de las diferentes labores agrarias genera-

doras de CO2 (consumo de combustibles fósiles en las labores agrarias y en los 

procesos industriales para la fabricación de insumos como los fertilizantes o los 

productos fitosanitarios)8.

Sobresale especialmente la contribución del sector agrario a las emisiones de 

óxido nitroso, fundamentalmente asociadas al empleo y manejo de la fertilización 

nitrogenada. Por ejemplo, en España el 68% de las emisiones de este gas son con-

secuencia de este manejo en los suelos agrícolas (MARM, 2010). También son no-

tables las emisiones agrarias de otros GEI, como el metano, procedentes principal-

mente de los sectores ganaderos. Se estima que aproximadamente el 40% de las 

emisiones mundiales de este gas proceden de la actividad ganadera, principalmente 

debido a la fermentación entérica (Steinfeld et al., 2006). También los arrozales ge-

neran importantes emisiones de metano, aunque en una menor proporción que las 

anteriores (IPCC, 2014b).

Respecto al secuestro de carbono debe comentarse que los ecosistemas agrarios al-

bergan grandes reservas de este elemento (IPCC, 2014c), la mayor parte del mismo 

contenida en la materia orgánica del suelo (Smith et al., 2008)9. Históricamente, 

debido a la acción del ser humano (intensificación y cambios de usos), el suelo de 

los sistemas agrarios ha ido perdiendo una porción relevante de carbono, haciendo 

que el stock actual de este elemento esté sensiblemente por debajo de su máximo 

potencial de almacenamiento. Por este motivo se plantea el importante rol de la 

8	 Según IPCC (2014b), las emisiones derivadas del uso de combustibles fósiles deben contabili-
zarse en el apartado relativo a Energía, mientras que las derivadas de procesos industriales se 
contabilizan en Industria.

9	  Como recoge Lal (2008), la reserva de carbono terrestre consta de tres grandes componentes: 
carbono orgánico del suelo (residuos animales y vegetales en diferentes fases de descomposi-
ción), carbono inorgánico del suelo y carbono correspondiente a la biota (cuerpo de los seres vi-
vos) del suelo. De ellas, la primera es la más importante, albergando más de la mitad del carbono 
terrestre.
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agricultura en relación con la mitigación del cambio climático, en la medida que 

podrían potenciarse prácticas de manejo del suelo tendentes a fijar carbono atmos-

férico, elevando con ello el stock del mismo en toda la superficie agraria (Lal, 2004).

Existen autores que encuentran discutible considerar que el secuestro de car-

bono en tierras agrarias presente un potencial notable para la mitigación del cam-

bio climático, entendiendo que los esfuerzos deben concentrarse en la reducción 

de emisiones de GEI de la agricultura (Powlson et al., 2011). Asimismo, también 

existen autores que sostienen lo contrario, señalando el secuestro de carbono por 

parte de la agricultura como una solución relevante para mitigar el cambio climático 

(Smith et al., 2008). De hecho, Smith et al. (2008) estiman que el 89% del potencial 

de mitigación asociado a la agricultura corresponde al secuestro de carbono en los 

suelos agrarios. Sea como fuera, cabe concluir que, bien sea reduciendo las emisio-

nes de GEI o bien aumentando el secuestro de carbono, la agricultura presenta un 

importante potencial de cara a luchar frente al cambio climático (Smith et al., 2008; 

Paustian et al., 2016).

4.2.2. Características del BPe Clima global y del BPp 
Balance de GEI

El BPe Clima global es un BP puro (no rival y no exclusivo) y global (es disfrutado/

padecido por el conjunto de la población mundial). Dependiendo de si la presión 

ejercida por la agricultura sobre este BP (cuantificable a través del BPp Balance de GEI) 

implica una emisión neta o un secuestro neto de GEI, el impacto sobre el BPe será 

negativo o positivo, respectivamente. Así, el BPp Balance de GEI puede aparecer tanto 

como MP como BP. En ambos casos su producción es difusa, de manera que resulta 

difícil identificar las fuentes de emisión o los sumideros de estos gases; esto es, 

los agricultores responsables de tales fenómenos. Asimismo, debe señalarse que el 

efecto de las diferentes técnicas y prácticas agrarias sobre este BPp depende en buena 

medida de las particularidades ecológicas de cada sistema agrario (a igualdad de 

acción antrópica, el balance de GEI resultante es normalmente distinto en diferentes 

sistemas agrarios), por lo que la estrategia para conseguir un secuestro efectivo de 
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carbono suele variar según la localización y características de los agrosistemas sobre 

los que se desea actuar.

Las relaciones de producción conjunta de este BPp con los bienes privados son 

igualmente de naturaleza indefinida. Para ilustrar este hecho puede imaginarse el 

caso de una explotación agraria muy intensiva, que no haya adoptado prácticas que 

fomenten la fijación de carbono en el suelo (p. ej., mínimo laboreo), ni tampoco 

haya adoptado medidas para la reducción de emisiones de GEI (p. ej., medidas de 

eficiencia energética). En este caso se podría predecir que la producción de este 

BPp es competitiva con la de los bienes privados, esto es, a medida que aumenta la 

producción de estos últimos, el balance de GEI se hará más desfavorable (deterio-

ro del BPe Clima global), evidenciándose así relaciones productivas de sustitución. 

No obstante, en explotaciones similares donde sí se adopten este tipo de prácticas 

o medidas en favor de la mitigación del cambio climático, la relación productiva 

entre bienes privados y el BPp Balance de GEI no resulta tan clara, pudiendo incluso 

aparecer relaciones productivas de carácter complementario (a mayor producción 

agraria, mejor balance de GEI).

4.3. Emisión de contaminantes atmosféricos

Este BPp concierne a la emisión de gases y partículas nocivas diferentes a los GEI, 

que inciden sobre el BPe Aire reduciendo su calidad. Suelen separarse estos gases 

de los GEI por su diferente impacto, dado que estos gases participan de manera 

diferencial en otros procesos perjudiciales como la acidificación, o en procesos que 

inciden negativamente sobre la salud humana, como la emisión de partículas o de 

ozono en capas bajas de la atmósfera, y para el medio ambiente, tales como la eutro-

fización y la acidificación.

4.3.1. Influencia de la actividad agraria sobre el BPe Aire

La agricultura es una fuente de emisión de GEI como se ha apuntado previamen-

te, pero también de otros contaminantes atmosféricos. Estos contaminantes atmos-

féricos producen daños directamente sobre la salud pública, sobre la capa de ozono 
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y sobre los ecosistemas. En efecto, los gases que afectan principalmente a la salud 

humana son las partículas y compuestos tóxicos, destacando dentro de estos últimos 

los precursores del ozono (O3) (WHO, 2006; Schneider et al., 2014). En relación 

con la capa de ozono, la agricultura es responsable de la mayoría de las emisiones an-

tropogénicas de bromuro de metilo, uno de los principales gases causantes de su re-

ducción (UNEP, 2011). Sobre los ecosistemas, entre los principales gases contaminan-

tes que emiten las actividades agrarias cabe diferenciar entre los gases acidificantes 

y eutrofizantes (óxidos de nitrógeno y amoníaco), y los gases precursores de ozono 

en la troposfera (compuestos orgánicos volátiles, monóxido de carbono y óxidos de 

nitrógeno), gas que impacta negativamente sobre la vegetación (EEA, 2015). En la 

Tabla 4 se resumen los principales contaminantes de la atmósfera producidos por la 

agricultura, donde se señalan las labores que causan su emisión y sus efectos sobre 

el bienestar social (salud humana, capa de ozono y ecosistemas).

En Europa occidental, por ejemplo, la agricultura es responsable del 31% de las 

emisiones de gases acidificantes y el 24% de eutrofizantes (Erisman et al., 2008). La 

mayor parte de estas emisiones corresponden a las emisiones de amoniaco, en las 

que la agricultura contribuye en más del 90% (EEA, 2015), gracias a la actividad en 

las explotaciones ganaderas y, en menor medida, al empleo de fertilizantes nitroge-

nados sintéticos. Del resto de gases, la agricultura presenta un papel discreto con 

respecto al total de emisiones de la UE, si bien destaca su estimable contribución 

respecto a la emisión de partículas gruesas (14%).



Capítulo 4. Principales bienes públicos producidos por la agricultura

83

Tabla 4. Principales contaminantes atmosféricos emitidos por la
actividad agraria, fuentes emisoras dentro de la explotación

y tipo de daño que producen

Gases Fuentes emisoras dentro 
de la explotación Efectos sobre el bienestar social

Amoniaco

• Manejo de ganado
• Fertilización nitrogenada
• Quema de residuos
• Manejo de estiércol y su 

aplicación en campo	

• Salud humana (partículas)
• Ecosistemas (eutrofización, 

acidificación, partículas)

Óxidos de nitrógeno
• Manejo de ganado
• Fertilización nitrogenada
• Labores mecanizadas

• Salud pública (partículas 
y ozono)
• Capa de ozono
• Ecosistemas (eutrofización, 

acidificación, partículas y ozono)

Partículas en 
suspensión

• Manejo de ganado
• Quema de residuos
• Fertilización nitrogenada
• Labores mecanizadas

• Salud pública
• Ecosistemas

Compuestos orgánicos 
volátiles no metánicos

• Labores mecanizadas
• Quema de residuos

• Salud pública (partículas 
y ozono)
• Ecosistemas (partículas y ozono)

Monóxido de carbono • Labores mecanizadas
• Quema de residuos

• Salud pública (partículas 
y ozono)
• Ecosistemas (partículas y ozono)

Fuente: elaboración propia a partir de WHO (2006), Erisman et al. (2008) y EEA
(2015).

Cabe, por tanto, centrarse en las emisiones agrarias de amoniaco, por ser el 

principal gas acidificante, eutrofizante y responsable de la emisión de ozono de entre 

los emitidos por la agricultura (Erisman et al., 2008). Entre las fuentes agrarias de 

emisión se pueden destacar los excrementos del ganado (ya sea estabulado o no), el 

manejo del estiércol y su aplicación en campo, el abonado nitrogenado y la quema 

de residuos agrícolas (UNECE, 2011).

Las emisiones de amoniaco provienen principalmente de los sectores ganaderos. 

Sin embargo, en España, el menor peso relativo de la ganadería dentro del sec-

tor agrario hace que las emisiones agrícolas tengan un mayor peso. De esta forma, 

mientras que en la UE-28 las emisiones de origen agrícola suponen algo más de un 

cuarto de las emisiones de este gas, en España esta proporción se eleva por enci-
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ma del 50%, siendo debidas en su mayor parte al uso de fertilizantes nitrogenados 

sintéticos (EC, 2015). Así, el manejo del abonado nitrogenado se torna crítico en 

relación con las emisiones de este gas en las explotaciones agrícolas españolas, de 

manera que una aplicación excesiva de este tipo de fertilizantes y/o un inadecuado 

manejo en el uso de nitrógeno favorecen una mayor volatilización del nitrógeno en 

forma de amoníaco.

Los factores clave que influyen en la volatilización de nitrógeno en forma de 

amoniaco son el tipo de fertilizante utilizado y las condiciones climatológicas y eda-

fológicas (UNECE, 2011). Por ejemplo, los fertilizantes compuestos de urea suelen 

conllevar emisiones de amoniaco mucho mayores que el resto de fertilizantes nitro-

genados en cualquier tipo de suelo. De igual manera, se sabe que los fertilizantes 

compuestos por sulfato de amonio y fosfato de diamonio promueven unas elevadas 

emisiones de este gas en suelos calcáreos (UNECE, 2011).

4.3.2. Características del BPe Aire y del BPp Emisión de 
contaminantes atmosféricos

El BPe Aire es un BP plenamente no rival y no exclusivo (BP puro). La diversidad 

de gases y partículas que se producen dentro de las explotaciones agrarias hace que 

su ámbito de influencia sea variable. En el caso del amoniaco, principal gas emi-

tido por las explotaciones agrarias, aunque sus emisiones pueden afectar a escala 

incluso supranacional, su impacto es fundamentalmente local (Sutton et al., 1998). 

Teniendo en cuenta que la actividad agraria afecta a este BPe emitiendo gases con-

taminantes, fundamentalmente amoniaco, cuantificables a través del BPp Emisión de 

contaminantes atmosféricos, este BPp se considera un MP estrictamente.

Respecto a la relación de producción de este BPp y los bienes privados, se puede 

asumir que es del tipo complementario negativo (a mayor producción de bienes 

privados, mayor producción de emisión de contaminantes), si bien la adopción de 

ciertas prácticas podría disociar esta complementariedad en cierto grado.
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4.4. Emisión de contaminantes al agua

Este BPp se define como las emisiones de compuestos químicos, así como de 

sólidos en suspensión procedentes de fenómenos de erosión, producidas en las ex-

plotaciones agrarias. Estos compuestos son transportados por los flujos hidrológi-

cos hasta incorporarse en última instancia a las masas de agua, reduciéndose así la 

calidad de estas (esto es, empeorando la calidad del BPe Agua). En adelante, cuando 

afecte a la calidad del BPe Agua, se empleará BPe Agua-calidad, y BPe Agua-cantidad 

cuando afecte a la cantidad o disponibilidad.

4.4.1. Influencia de la actividad agraria sobre el BPe Agua-
calidad

La agricultura produce el BPp Emisión de contaminantes al agua que afecta al BPe 

Agua-calidad, de manera que modifica este último a través de una reducción de su 

calidad. En efecto, numerosos estudios ponen de relevancia este hecho, resaltando 

que se trata de una de las presiones más importantes que la agricultura ejerce sobre 

el medio ambiente en general, y sobre los recursos hídricos en particular (Tilman 

et al., 2001; MEA, 2005a; Stoate et al., 2009; Vitousek et al., 2009). Los principales 

contaminantes que emite la actividad agraria son fundamentalmente nutrientes (ni-

trógeno y fósforo, principalmente), biocidas y sólidos en suspensión, pero también 

metales pesados, sustancias ácidas y sales minerales (OECD, 2012).

La contribución de la agricultura a la reducción de la calidad de las aguas con-

tinentales es elevada. La EEA (2005) estima que la agricultura emite entre el 50% 

y el 80% del nitrógeno acumulado en masas de agua dulce y marinas en Europa, 

mientras que, respecto al fósforo, esta actividad supone la principal fuente de sus 

emisiones en muchos países. En la misma línea, la OECD (2008) estima que la agri-

cultura es responsable de más del 40% de las emisiones de nitrógeno y más del 20% 

de las de fósforo en la mayoría de sus Estados miembro. En España, más del 30% de 

las aguas subterráneas y del 10% de las superficiales tienen una mala calidad debido 

a la contaminación por nitratos (EC, 2015). Estos datos revelan la importancia de la 

actividad agraria en lo que se refiere a la pérdida de calidad del BPe Agua, si bien el 
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carácter difuso de sus emisiones hace que sea difícil identificar qué agricultores son 

los que contribuyen a esta en mayor medida.

De esta forma, los sistemas agrarios, a través de la emisión de estos contami-

nantes, producen una serie de impactos sobre el bienestar de la sociedad, ya sea a 

través de los perjuicios producidos sobre los ecosistemas naturales o sobre la salud 

humana. Efectivamente, los sistemas agrarios contribuyen a que se produzcan fenó-

menos como (Tilman et al., 2001; Vitousek et al., 2009; OECD, 2012): i) la eutrofi-

zación, resultante fundamentalmente de la fertilización con nitrógeno y fósforo; ii) 

la contaminación de las aguas con compuestos tóxicos para la salud humana y para 

las especies acuáticas, tales como los fitosanitarios y metales pesados; iii) la turbidez 

producida por elevadas concentraciones de sólidos en suspensión provenientes de 

la erosión, sobre todo de los suelos agrarios, y que perjudica también la vida de las 

especies acuáticas; iv) la desoxigenación de las masas de agua, debido a la deposición 

de sustancias ácidas procedentes, entre otros, de la aplicación de fitosanitarios; v) 

la deposición de sólidos en suspensión en embalses y otros elementos de regulación 

y/o hidrológicos, fomentando su colmatación; y vi) el aumento de la salinidad de 

las masas de agua, por ejemplo, por el uso de aguas de mala calidad en el regadío.

Todos estos fenómenos son la forma en la que este BPp modifica el BPe Agua, 

reduciendo su calidad. No obstante, cabe resaltar que estos procesos no son inme-

diatos. En efecto, los fenómenos mencionados en el anterior párrafo no ocurren 

justo después de la emisión de los contaminantes, sino que tras la “presión” suele 

producirse un periodo de tiempo más o menos prolongado hasta la ocurrencia del 

cambio de “estado” de las masas de agua, lapso de tiempo que es variable según el 

tipo de contaminante y el fenómeno considerado. Ello ahonda en la dificultad de 

identificar las fuentes de emisión, es decir, aquellos agricultores responsables de las 

emisiones de contaminantes al agua.
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4.4.2. Características del BPe Agua-calidad y del BPp 
Emisión de contaminantes al agua

El BPe Agua en su acepción cualitativa (BPe Agua-calidad) es un BP puro, en la me-

dida que presenta plenamente características de no rivalidad y no exclusión. Su área 

de influencia o escala es variable, dependiendo fundamentalmente de la extensión 

de las masas de aguas afectadas. Puede abarcar desde una escala local (p. ej., cuando 

afecta a un acuífero), hasta diferentes países (p. ej., en caso de afectar a una cuenca 

hidrográfica transnacional). De cualquier manera, predominan las escalas locales y 

regionales (masas de aguas concretas y sub-cuencas). El suministro de BPe Agua-ca-

lidad depende de la producción del BPp Emisión de contaminantes al agua, el cual, en 

todo caso, se considera como un MP. Efectivamente, la producción de este BPp pro-

voca siempre una disminución del bienestar social (deterioro del BPe Agua-calidad).

La relación de la producción de este BPp con la producción de bienes privados 

es de carácter complementario negativo; a mayor producción de bienes privados, 

mayor producción del MP.

4.5. Consumo de agua de riego

Este BPp se puede definir como la cantidad de agua consumida para riego, conse-

cuencia de la evapotranspiración producida en las explotaciones agrarias de regadío 

por los cultivos. No se considera el consumo ganadero de agua por ser este despre-

ciable frente a los consumos agrícolas. Incide sobre el BPe Agua al reducir la canti-

dad de esta disponible para el medio natural y el resto de usos humanos, pudiendo 

alterar, asimismo, la morfología de las masas de agua superficiales y subterráneas.

4.5.1. Influencia de la actividad agraria sobre el BPe 
Agua-cantidad

La agricultura modifica cuantitativamente el estado del BPe Agua (BPe Agua-canti-

dad) al realizar un uso consuntivo del agua, fundamentalmente a través de dos for-

mas: i) sobre la cantidad de agua disponible para el resto de usos (consuntivos o no) 

y/o usuarios de la demarcación (sub-cuenca, acuífero, etc.), y ii) sobre el régimen 
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hidrológico, modificando los flujos de aguas superficiales y subterráneas. A conti-

nuación, se explican en detalle cada una de ellas.

Variación del agua disponible para el resto de usuarios

El regadío es una de las actividades económicas que más agua consumen. En el 

caso de España, aproximadamente el 60% de las extracciones de agua se destinan al 

regadío (EC, 2015), siendo la principal actividad consuntiva de agua.

Es habitual que las regiones áridas y semiáridas adolezcan de escasez de recursos 

hídricos (Rijsberman, 2006). Sin embargo, esta escasez se ve agravada en muchos 

países desarrollados localizados en estas zonas (p. ej., España) cuando sus economías 

del agua entran en fase de madurez, que se caracteriza por una demanda de agua 

elevada y creciente, una oferta inelástica en el largo plazo, unas infraestructuras hi-

dráulicas obsoletas, una fuerte competencia entre usuarios, y la aparición de exter-

nalidades ambientales negativas (Randall, 1981; Gómez-Limón et al., 2012). En esta 

fase, las políticas de oferta de agua se encuentran agotadas (no es posible incrementar 

la cantidad de agua disponible), por lo que se deben implementar políticas de deman-

da, orientadas a satisfacer las nuevas demandas (usos ambientales, usos urbanos, usos 

recreativos, etc.) reduciendo la cantidad consumida por los actuales usuarios (p. ej., 

el regadío). Así, esta nueva orientación política obliga a un uso más eficiente del 

agua por parte del regadío (menor uso de agua por superficie regada, manteniendo 

los rendimientos productivos), de manera que se “liberen” recursos que puedan ser 

utilizados por el resto de usuarios (Molden et al., 2010). Esto es, que mediante la 

mejora de la eficiencia en el uso del agua los regantes sean capaces de aumentar la 

disponibilidad del recurso agua a nivel de cuenca y, por lo tanto, se mejore el estado 

del BPe Agua-cantidad (disminución de las presiones cuantitativas sobre las masas de 

agua).

Por consiguiente, las explotaciones agrarias de regadío de una demarcación (o 

sub-cuenca), en la medida que reduzcan o aumenten la cantidad de agua que consu-

men, pueden perjudicar o beneficiar al resto de usuarios de la demarcación dismi-

nuyendo o aumentando la cantidad de recursos disponibles para estos, sea tanto para 
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actividades económicas (p. ej., usos urbanos y recreativos) como para actividades no 

económicas (p. ej., usos ambientales).

Alteración del régimen hidrológico de los flujos de agua

El consumo de agua realizado por las explotaciones de regadío presenta como 

resultado alteraciones en los regímenes hidrológicos de las masas de agua, tanto su-

perficiales como subterráneas. En relación con las primeras, resulta evidente que la 

gestión del agua superficial empleada para el riego exige su almacenamiento durante 

los meses húmedos (otoño e inverno), para posibilitar su uso durante los periodos 

más secos y cálidos (primavera y verano). Esta gestión provoca una alteración de 

los flujos naturales de agua en los cauces fluviales. En regiones áridas y semiáridas, 

donde los ríos muestran una acusada estacionalidad, de no ser por el agua circulante 

necesaria para riego muchos de los ríos permanecerían prácticamente secos du-

rante los meses estivales. Por otro lado, el almacenamiento del agua durante otoño 

e invierno también produce alteraciones en los flujos hidrológicos, reduciendo su 

caudal, pudiendo perjudicar a los ecosistemas naturales dependientes de estos. En el 

caso de las aguas subterráneas, las alteraciones se constatan cuando las extracciones 

son superiores a las recargas (sobreexplotación de acuíferos), fenómeno que funda-

mentalmente provoca (UN, 2012): i) el aumento de la profundidad del nivel de agua 

(incremento de costes de extracción), ii) la disminución de los aportes naturales a 

las masas de agua superficiales, y iii) el aumento del riesgo de intrusión salina en los 

acuíferos costeros.

4.5.2. Características del BPe Agua-cantidad y del BPp 
Consumo de agua de riego

El BPe Agua en su acepción cuantitativa (BPe Agua-cantidad) puede ser considerado 

como un BP puro (no rival y no exclusivo). Sin embargo, al contrario que el BPe 

Agua-calidad, su carácter de bien público es menos intuitivo, por lo que se requiere 

una explicación más detallada sobre este aspecto.

Desde una perspectiva micro, a nivel de las explotaciones agrarias de regadío, 

el agua de riego se caracteriza por ser un factor de producción que, a semejanza 
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del resto de factores (p. ej., fertilizantes, fitosanitarios, mano de obra, maquinaria, 

etc.), presenta características de bien privado (rivalidad y exclusión en su consu-

mo). Es decir, la gestión del agua en la agricultura exige determinar cómo esta se 

reparte entre las explotaciones de regadío mediante las correspondientes infraes-

tructuras de transporte y distribución de riego (característica de exclusión); una 

vez el agua llega a las explotaciones de regadío, esta es utilizada y dejará de estar 

disponible para otros usuarios, ya que se trata de un uso consuntivo (característica 

de rivalidad). De esta manera los beneficios que confiere el consumo de agua serán 

exclusivos del titular de la explotación de regadío (regante).

Sin embargo, desde una perspectiva macro, a nivel de demarcación hidrográfica, 

la conceptualización del agua es diferente, y debe considerarse como un activo eco-

nómico y social (Aguilera Klink, 1994), concepto que integra tanto su condición de 

factor productivo para las actividades económicas (agricultura, industria y servicios) 

como de componente del patrimonio natural y social asociada al territorio. Esta 

conceptualización más amplia del agua justifica que esta sea considerada normal-

mente, como es el caso de España, parte del patrimonio público (UNESCO, 2012). 

En este sentido resulta evidente que el uso del agua por parte de las actividades eco-

nómicas (p. ej., regadío) determina la cantidad de agua disponible en la cuenca para 

usos no consuntivos con características de bienes públicos (no exclusión y no riva-

lidad), tales como las actividades recreativas (pesca, baño, deportes acuáticos, etc.) 

y los usos ambientales (mantenimiento de ecosistemas acuáticos y otros asociados 

a las masas de agua). Desde esta perspectiva, la abundancia (o escasez) de recursos 

hídricos de una demarcación hidrográfica determinada por el uso del agua en la 

agricultura (BPe Agua-cantidad), la disfruta (o padece) toda la sociedad residente en 

la misma, sin que exista rivalidad ni exclusión para el disfrute (o padecimiento) de 

los usos no consuntivos de carácter recreativo y ambiental de este recurso natural. 

Así, si las explotaciones de regadío de una zona regable consumiesen menos (más) 

agua, todos los residentes de la demarcación disfrutarían (padecerían) de una mayor 

(menor) disponibilidad de agua para usos no consuntivos, mejorando (empeorando) 

con ello el bienestar social asociado al uso del agua.
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El área de influencia o escala del BPe Agua-cantidad es también variable, depen-

diendo igualmente de la extensión de las masas de aguas afectadas. Puede abarcar 

desde una escala local (p. ej., acuífero), hasta diferentes países (p. ej., cuenca hi-

drográfica transnacional). No obstante, predominan las escalas locales y regionales.

De lo comentado anteriormente, resulta evidente que el BPp Consumo de agua 

de riego se considera estrictamente un MP, porque siempre que las explotaciones 

agrarias consuman agua estarán reduciendo la disponibilidad de agua para usos re-

creativos y ambientales, es decir, se estará impactando negativamente sobre el BPe 

Agua-cantidad. Sin embargo, debe tenerse en cuenta que existe un nivel de pro-

ducción de MP aceptado por la sociedad, que se corresponde con los derechos de 

uso del agua (concesiones) otorgados legalmente a los regantes. En todo caso, una 

reducción en el consumo de agua por parte del regadío, motivada por un uso más 

eficiente del recurso (menos cantidad de agua para producir la misma cantidad de 

alimentos y fibras), facilitaría que se pudiesen transferir derechos de los regantes a 

otros usos, lo que podría generar un aumento de la disponibilidad de agua (mejora 

del BPe Agua-cantidad) y con ello el bienestar de la sociedad.

En cuanto a la producción conjunta de este BPp con la producción de bienes pri-

vados, en general es de carácter complementario negativo, si bien, la mayor o me-

nor eficiencia en el uso del agua en parcela hace variar la intensidad de esta relación.

4.6. Prácticas que influyen en el nivel de riesgo de 
inundación

Este BPp se refiere a las prácticas y técnicas que se realizan en las explotaciones 

agrarias que inciden en el BPe Riesgos naturales-inundación, bien aumentando dicho 

riesgo, como es el caso del laboreo tradicional (que favorece una mayor escorrentía 

al permanecer el suelo desnudo durante gran parte del año), bien disminuyéndolo, 

como por ejemplo las prácticas de agricultura de conservación (que favorecen una 

mayor infiltración del agua en el suelo y, por tanto, una menor escorrentía). 
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4.6.1. Influencia de la actividad agraria sobre el BPe 
Riesgos naturales-inundación

Por frecuencia y niveles de daño, el riesgo natural más importante es el de inun-

daciones. En efecto, se estima que más de dos tercios de las víctimas producidas por 

riesgos naturales corresponden a inundaciones (el resto corresponden a terremotos, 

tsunamis, etc.) (Blaikie et al., 1994), mayoritariamente en países en desarrollo. En 

los países desarrollados el número de víctimas es muy reducido, si bien las inunda-

ciones causan igualmente enormes daños materiales.

La mayoría de las inundaciones son causadas por lluvias fuertes y/o duraderas. 

Por ejemplo, esta causa supuso el 65% de las inundaciones producidas a nivel global 

entre 1985 y 2003 (el 75% en el caso de Europa) (Douben, 2006). Asimismo, está 

previsto que el cambio climático haga que este tipo de fenómenos sea más frecuente 

y grave (IPCC, 2013).

En general, cada país articula planes para la mitigación y prevención de inun-

daciones. En estos planes, la agricultura presenta un papel activo. En efecto, te-

niendo en cuenta que esta actividad suele realizarse en una porción importante del 

terreno de las cuencas (y subcuencas) hidrológicas, buena parte de las medidas de 

prevención del riesgo de inundaciones se realizan en el ámbito de las explotaciones 

agrarias y su entorno más próximo. Entre ellas, las medidas más destacables son las 

relativas a (EC, 2003, 2011): i) la conservación de los ríos y otros cursos de agua; ii) 

el manteniendo de la vegetación de ribera; iii) la minimización de la compactación 

de los suelos a través, por ejemplo, de prácticas relativas a la agricultura de conser-

vación, favoreciendo con ello la infiltración del agua en vez de su escorrentía; y iv) 

el mantenimiento de los setos en los límites de las parcelas. De cualquier forma, las 

prácticas de prevención de riesgos de inundación deben adoptarse por la mayoría de 

los agricultores de una determinada cuenca (o subcuenca) para que esta prevención 

sea efectiva (Cooper et al., 2009).
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4.6.2. Características del BPe Riesgos naturales-
inundación y del BPp Prácticas que influyen en el 
nivel de riesgo de inundación

El BPe Riesgos naturales-inundación se trata de un BP plenamente no rival y no ex-

clusivo (BP puro). En efecto, aunque los individuos de una población expuesta a la 

amenaza de las inundaciones pueden presentar diferentes niveles de vulnerabilidad 

(a menudo asociados a su nivel de renta, como apuntan De Wrachien et al., 2011), 

todos ellos se encuentran afectados por el riesgo de que estas ocurran. Normal-

mente, las inundaciones suelen ocurrir a escala local o regional, siendo pues este el 

ámbito o escala de este BPe.

El hecho de que el agricultor pueda adoptar prácticas que disminuyan el riesgo 

de inundaciones (p. ej., la mayoría de las que se realizan en agricultura de conserva-

ción) o que lo aumenten (p. ej., sobrelaboreo, que puede producir compactación y 

mayores niveles de erosión), hace que el BPp Prácticas que influyen en el nivel de riesgo 

de inundación pueda comportarse como BP o MP, respectivamente, según las prác-

ticas adoptadas.

Finalmente debe comentarse que no existe una relación clara entre en la pro-

ducción de este BPp y la de los bienes privados en las explotaciones agrarias. De 

hecho, existen numerosos estudios (Gould et al., 1989; Saltiel et al., 1994; Knowler 

y Bradshaw, 2007, entre otros) que evidencian que la adopción de técnicas de agri-

cultura de conservación no afecta a los niveles de producción, incluso que supone 

una mejora de la rentabilidad de la explotación al reducir los costes de producción.

4.7. Prácticas que influyen en el nivel de riesgo de 
incendios

Este BPp se refiere a las prácticas que se realizan en las explotaciones agrarias y 

que modifican el riesgo de incendios (fundamentalmente, forestales), incidiendo en 

el BPe Riesgos naturales-incendios.
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4.7.1. Influencia de la actividad agraria sobre el BPe 
Riesgos naturales-incendios

Los incendios forestales afectan, por término medio, a varios cientos de millo-

nes de hectáreas al año en todo el mundo (Schultz et al., 2008). Los impactos sobre 

esta superficie son dramáticos, reduciendo el bienestar de la sociedad al afectar a 

la salud pública, llegando a provocar incluso la pérdida de vidas humanas, y por los 

enormes daños materiales y sobre los ecosistemas (Bassi y Kettunen, 2008). A ello 

debe sumarse el hecho de que a través de estos incendios se producen importantes 

cantidades de emisiones de CO2 (relacionado con el BPe Clima global) y pérdidas de 

biodiversidad cuando afecta a zonas con endemismos y de alto valor natural (rela-

cionado con el BPe Biodiversidad).

El ser humano suele estar detrás de las causas de la mayoría de los incendios 

forestales, ya sea por negligencia (fumadores, hogueras, etc.) o intencionadamente 

(Vélez, 2000). Las quemas de rastrojos y residuos agrícolas, sean negligentes o ile-

gales (lo cual se considera intencionado), son una de las principales causas de estos 

incendios, sobre todo en regiones áridas y semiáridas (por ejemplo, en el sureste 

estadounidense, como evidencian McCarty et al., 2007; o en el sur de Europa, como 

se señala en JRC, 2010). En España, la quema de restos agrícolas es la principal cau-

sa de incendios dentro del tipo de negligencias y accidentes (es decir, excluyendo 

los intencionados y las causas naturales), representando el 22,4% del total en el año 

2013 (MAGRAMA, 2015).

Por otro lado, la actividad ganadera extensiva tiene un papel importante en la 

prevención de incendios (Cooper et al., 2009), ya que el pastoreo en el que se basa 

(al menos parcialmente) la alimentación de los animales permite un control efectivo 

de la vegetación, especialmente del matorral, contribuyendo a la reducción de la 

carga de combustible de los bosques (Jáuregui et al., 2007). Como consecuencia, en 

algunas regiones de la cuenca mediterránea se han establecido programas de preven-

ción de incendios basados en estas prácticas ganaderas (Ruiz-Mirazo et al., 2011).
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4.7.2. Características del BPe Riesgos naturales-incendios 
y del BPp Prácticas que influyen en el nivel de 
riesgo de incendios

El BPe Riesgos naturales-incendios es un BP puro (plenamente no rival y no exclu-

sivo). Los incendios forestales suelen ocurrir a escala local (solo los muy grandes 

alcanzan la escala regional), por lo que la escala o ámbito de este BPe es predo-

minantemente local. En cualquier caso, debe indicarse que existen ciertos efectos 

asociados a estas catástrofes que pueden afectar globalmente, como por ejemplo las 

emisiones de CO2 o la pérdida de biodiversidad.

El hecho de que el agricultor pueda adoptar prácticas que disminuyan el riesgo 

de estos incendios forestales (p. ej., mantener desnudos los márgenes de las parce-

las), o que lo aumenten (p. ej., quema de rastrojos y residuos agrícolas), hace que el 

BPp Prácticas que influyen en el nivel de riesgo de incendios pueda comportarse como BP 

o MP, respectivamente, según las prácticas adoptadas. Por último, debe comentarse 

que apenas existe relación de dependencia entre la producción de este BPp y la de los 

bienes privados en las explotaciones agrarias, ya que la realización de las prácticas 

antes referidas poco afecta a la producción de bienes privados.

4.8. Prácticas que varían la biodiversidad de las tierras 
agrarias

Este BPp comprende las prácticas, técnicas y planes de cultivo que se aplican en 

las explotaciones agrarias y que afectan al BPe Biodiversidad. Efectivamente, a través 

de la gestión de la producción agraria se puede repercutir sobre la biodiversidad de 

los territorios donde esta se localiza, ayudando a reducirla, aumentarla o mantener-

la. Así, los agricultores pueden influir sobre uno o varios de los niveles que engloban 

la biodiversidad (Primack, 1993): i) diversidad genética de especies cultivadas; ii) 

diversidad biológica de otras especies; y iii) diversidad de hábitats agrarios.
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4.8.1. Influencia de la actividad agraria sobre el BPe 
Biodiversidad

La pérdida de biodiversidad es una cuestión que concierne a la sociedad tanto a 

escala global como local (EEA, 2010). Esto se puso de manifiesto en el Convenio 

sobre la Diversidad Biológica (CDB) firmado en la Cumbre de la Tierra de Río de 

Janeiro de 1992, en el cual se hizo apoyo expreso al desarrollo sostenible promo-

viendo el bienestar humano y natural, reconociendo que la biodiversidad es la base 

de todos los servicios asociados a los ecosistemas (servicios ecosistémicos), desde 

la provisión de alimentos, hasta la de energía, pasando por fibras y medicamentos, 

los mecanismos de regulación tales como los ciclos de nutrientes y del agua, la re-

gulación del clima, la formación y retención del suelo, la polinización y el control 

de plagas y enfermedades en la agricultura, entre otros (MEA, 2005a; de Groot et 

al., 2010).

Según la definición del CDB, la biodiversidad o diversidad biológica es “la varia-

bilidad de organismos vivos de cualquier origen, incluyendo, entre otros, los de los 

ecosistemas terrestres y marinos y otros ecosistemas acuáticos y los complejos eco-

lógicos de los que forman parte; comprende la diversidad dentro de cada especie, 

entre las especies y de los ecosistemas”. Así, la biodiversidad asociada a los sistemas 

agrarios debe entenderse como la diversidad inter e intra especies que viven en los 

agroecosistemas, incluyendo: i) la biodiversidad planificada o domesticada, es decir, 

la diversidad de especies de cultivo y ganaderas, así como las de sus variedades y 

razas; ii) la diversidad biológica del resto de especies de plantas y animales que ha-

bitan en los agrosistemas; y iii) la diversidad de hábitats agrarios que constituyen el 

soporte de las especies antes comentadas.

La presión de la agricultura sobre la biodiversidad puede ser directa, cuando 

afecta a la biodiversidad de los territorios donde operan las explotaciones agrarias, 

o indirecta, cuando impacta sobre la biodiversidad más allá de los límites de las 

explotaciones agrarias (tierras no agrarias). Ambos efectos determinan el nivel de 

provisión del BPe Biodiversidad, y con ello el nivel de bienestar social. Dentro de la 

tipología adoptada en este documento, el BPp Prácticas que varían la biodiversidad de 
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las tierras agrarias se refiere únicamente a aquellas prácticas que producen presiones 

directas; es decir, aquellas que favorecen (o perjudican) el nivel de biodiversidad 

dentro de la explotación agraria. Los efectos indirectos de la agricultura sobre la 

biodiversidad ya son tratados a través de otros BPp, como por ejemplo la Emisión de 

contaminantes al agua, el Consumo de agua de riego, la Emisión de contaminantes atmosféri-

cos o las Prácticas que influyen en el nivel de riesgo de incendios que, como se ha comen-

tado, generan efectos indirectos sobre la biodiversidad de ecosistemas acuáticos, 

forestales y otros no asociados a los agrarios. Así, en caso de adoptarse las medidas 

necesarias para que estos otros BPp se produjesen en cantidad tal que provocasen 

efectos indirectos positivos (o al menos neutros) sobre la biodiversidad fuera de las 

tierras agrarias, se mejoraría igualmente el nivel de producción del BPe Biodiversidad. 

Esta circunstancia evidencia la interconexión existente en la provisión de BB.PP. 

producidos por la actividad agraria mediante procesos de producción conjunta (ver 

apartado 3.1 de este mismo libro), así como la necesidad de tener en cuenta estos 

fenómenos a la hora de diseñar las políticas que fomenten un adecuado nivel de 

provisión para el conjunto de estos BB.PP.

Por la complejidad que entraña el BPe Biodiversidad (incluyendo abundantes es-

pecies de flora y fauna, con características muy diferentes –tanto en tamaño, como 

en radio de acción–, residentes en hábitats heterogéneos y presentando diversos 

tipos de relaciones inter e intra especie), no suele haber información sistemática y 

detallada del estado de este BP a nivel macro, ni de sus cambios en el tiempo. Un 

intento a reseñar en este sentido es el indicador Farmland Bird Index (FBI), empleado 

para evaluar el estado de la biodiversidad agraria, que consiste en un índice sinté-

tico que mide el cambio en las poblaciones de aves que dependen de la agricultura 

para su alimentación o su anidación, y que no pueden subsistir en otros hábitats 

(EC, 2015). Los resultados obtenidos en los últimos años para este índice apuntan 

a una reducción en la diversidad de aves asociadas a los sistemas agrarios a nivel 

comunitario. En concreto, en 2013 este índice alcanzó un valor de 84,4, respecto 

al valor 100 correspondiente al año 2000 (EC, 2015). La situación no es mejor en 

España. Las poblaciones de las especies que dependen en mayor o menor medida 

de la agricultura han visto cómo se reducían sus poblaciones de forma sistemática 



98

La producción de bienes públicos por parte de los sistemas agrarios

entre 1998 y 2009, especialmente en los sistemas agrarios tradicionales de secano. 

Este hecho contrasta con las especies de aves asociadas a los sistemas forestales, en 

las que se ha observado un incremento de poblaciones, y las asociadas a los mato-

rrales, donde las poblaciones de aves se han mantenido (SEO/Birdlife, 2010). Estos 

datos apuntan a que durante la última década los impactos directos de la agricultura 

sobre la biodiversidad (BPp Prácticas que varían la biodiversidad de las tierras agrarias) se 

han agravado, reduciendo la biodiversidad en las tierras agrarias, mientras que los 

impactos indirectos (medidos a través de otros BPp) se han moderado, permitiendo 

una recuperación de la biodiversidad en otros ecosistemas.

Como comenta SEO/Birdlife (2010), las principales amenazas para las especies 

de aves relacionadas con la agricultura (i. e., BPp Prácticas que varían la biodiversidad 

de las tierras agrarias) son los cambios en la gestión de sistemas agrícolas y ganaderos, 

hacia sistemas más productivos, y el abandono de la actividad agraria con el conse-

cuente cambio en el uso del suelo. Particularmente relevante en este sentido es la 

intensificación de la agricultura. Estos procesos suponen un incremento en el uso 

de insumos (fertilizantes, pesticidas, piensos, maquinaria, etc.), que favorece la pro-

ducción de las especies cultivadas o criadas en detrimento las poblaciones de flora 

arvense y (micro y macro) fauna salvaje tradicionalmente asociada a cada sistema 

agrario. Así, se han simplificado y homogenizado los ecosistemas agrarios, afectando 

negativamente a las comunidades de aves.

Aparte de los procesos de intensificación, el empleo de ciertas prácticas agrarias 

determina en buena medida el mayor o menor nivel de biodiversidad. La menor di-

versidad de cultivos (p. ej., por el abandono de rotaciones tradicionales de cultivos), 

el déficit en el cuidado de praderas y pastos o su conversión a tierras de labor, el uso 

de fertilizantes y pesticidas, así como la homogenización de los paisajes agrarios, tie-

nen un impacto negativo sobre la biodiversidad suministrada por las explotaciones 

agrarias (EEA, 2010). Finalmente, también es destacable la dependencia directa o 

indirecta de algunos hábitats no agrarios de prácticas agrarias tales como el pastoreo 

o la siega. Entre estos hábitats se encuentran los brezales, humedales, bosques, e 

incluso las dunas de arena (Halada et al., 2011).
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4.8.2. Características del BPe Biodiversidad y del BPp 
Prácticas que varían la biodiversidad de las tierras 
agrarias

El BPe Biodiversidad es plenamente no rival y no exclusivo (BP puro). Aunque 

este documento se haya centrado en la biodiversidad dentro de las explotaciones 

agrarias, resulta evidente que cualquier pérdida de biodiversidad (agraria o no agra-

ria) presenta una dimensión planetaria, circunstancia que justifica su consideración 

como BP global.

Dentro del ámbito de las explotaciones agrarias, este BPe queda determinado 

por el BPp Prácticas que varían la biodiversidad de las tierras agrarias (técnicas y planes 

de cultivo, manejo del ganado), que pueden aumentar (disminuir) su biodiversidad, 

aumentando (disminuyendo) por tanto el bienestar social. Por este motivo este BPp 

debe considerarse dual, actuando como BP o MP según las prácticas realizadas.

Respecto a la relación de producción conjunta de este BPp y los bienes privados, 

resulta arriesgado establecer un patrón general. No obstante, a menudo suele des-

tacarse la relación entre el tipo de producción conjunta y el nivel de intensidad pro-

ductiva, pasando de complementaria a competitiva conforme aumenta la provisión 

de bienes privados (alimentos y fibras) (Romstad et al., 2000; Wossink y Swinton, 

2007). Es decir, hasta un cierto nivel de intensificación, la relación sería comple-

mentaria; a mayor producción agraria, mayor biodiversidad. A partir de la supera-

ción de dicho nivel de intensidad crítico, la relación pasa a ser de tipo competitiva; a 

mayor producción, menor biodiversidad. Así, de forma general se puede considerar 

que la producción conjunta de este BPp y de los bienes privados es del tipo comple-

mentaria-competitiva. Cabe apuntar igualmente en este sentido que, para un mismo 

sistema agrario, dependiendo de las técnicas agrarias empleadas, ese nivel de inten-

sidad crítico es variable. De esta manera, es de esperar que la relación complemen-

taria de producción se dé para un rango más amplio de provisión de bienes privados 

para técnicas de producción integrada (es decir, se alcance dicho nivel crítico a un 

nivel de provisión mayor) que para técnicas de producción convencional.
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4.9. Prácticas que modifican la fertilidad de los 
suelos agrarios

Este BPp se define como las prácticas y técnicas agrarias implementadas en las 

explotaciones que modifican la fertilidad de sus suelos, tanto en el corto como en 

el largo plazo. Estas presiones modifican la fertilidad del suelo agrario de diversas 

formas: favoreciendo o impidiendo los procesos erosivos, variando el contenido de 

materia orgánica, cambiando la estructura del suelo o modificando el contenido de 

nutrientes y otros elementos (hasta el extremo de llegar a contaminarlo). Existen, 

por tanto, prácticas que mejoran la fertilidad (p. ej., la rotación con leguminosas, 

las cubiertas vegetales, el mínimo laboreo, etc.), y otras que la empeoran (p. ej., el 

riego con aguas con elevado contenido de sales, el monocultivo, el uso intensivo de 

agroquímicos, etc.).

4.9.1. Influencia de la actividad agraria sobre el BPe Suelo

El suelo se define como la capa superior de la corteza terrestre, formada de 

partículas minerales, materia orgánica, agua, aire y organismos vivos (EC, 2006). 

Constituye la interfaz entre la tierra, el aire y el agua, y alberga la mayor parte de 

la biosfera. Un ejemplo típico de suelo comprende 45% de compuestos minerales, 

25% de agua, 25% de aire y 5% de materia orgánica, aunque estas proporciones 

pueden variar sustancialmente (Jones et al., 2012). Entre los servicios que propor-

ciona el suelo se encuentran el hecho de (Louwagie et al., 2011): i) ser un hábitat y 

una fuente de recursos genéticos; ii) servir de soporte para las actividades humanas 

(como la agricultura), el paisaje y el patrimonio; y iii) actuar como proveedor de 

materias primas. Así, un suelo saludable y fértil es central para el correcto desarro-

llo de la actividad agraria, y por ende el abastecimiento alimentario de la población 

(Jones et al., 2012), así como para la provisión de los diferentes servicios ecosisté-

micos (Clothier et al., 2011).

Como se apunta en la Estrategia Temática del Suelo de la UE (EC, 2006), el 

suelo es un recurso natural que está sujeto a una serie de procesos de degradación 

y amenazas que comprometen su fertilidad en el largo plazo. Estos procesos son, 
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fundamentalmente: la erosión, la pérdida de materia orgánica, la contaminación 

puntual y difusa, el sellado o compactación, la reducción de la diversidad biológica, 

la salinización, las inundaciones y los deslizamientos de tierras. Asimismo, se advier-

te que, en condiciones climáticas áridas o semiáridas, la combinación de varias de 

estas amenazas puede dar lugar a la desertificación, consistente en la desaparición del 

recurso (MEA, 2005b).

En todos los procesos de degradación mencionados, la actividad agraria presenta 

un papel más o menos activo. No obstante, cabe destacar el papel protagonista que 

esta actividad presenta respecto a algunos de ellos, concretamente: la erosión, la 

pérdida de materia orgánica, la compactación y la salinización10. Las interrelaciones 

existentes entre todos estos procesos dificultan el tratamiento diferenciado de cada 

uno. En cualquier caso, teniendo en cuenta tal circunstancia, a continuación, se pro-

cede a describir brevemente estos cuatro procesos, de forma que sirva para conocer 

mejor en qué medida este BPp puede afectar al BPe Suelo.

La erosión se entiende como el fenómeno físico que resulta en el desplazamiento 

de partículas de suelo a través del agua y el viento, fundamentalmente, pero también 

por la acción del hielo o la gravedad (Eckelmann et al., 2006; Jones et al., 2012). 

En el contexto de España, la primera, es decir, la erosión hídrica, es con diferencia 

la más relevante (Gómez Calero y Giráldez, 2009). La erosión hídrica es un pro-

ceso natural complejo, básicamente dependiente del tipo del suelo, su pendiente, 

el régimen de precipitaciones, la vegetación presente (espontánea o cultivada) y su 

manejo, y el manejo antrópico del suelo (labores y prácticas culturales) (Montgo-

mery, 2007). Se explica así que este proceso pueda acelerarse enormemente por la 

intervención del hombre, sobre todo por el manejo del suelo y el manejo de cultivo 

(rotaciones y tratamientos) (Montgomery, 2007; Verheijen et al., 2009) y, en su 

caso, por el manejo del riego (Boulal et al., 2011).

10	 Otros procesos que amenazan al recurso suelo, como la reducción de la diversidad biológica, las 
inundaciones y la contaminación puntual y difusa, ya han sido abordados directa o indirectamen-
te en anteriores apartados.



102

La producción de bienes públicos por parte de los sistemas agrarios

La erosión supone el principal proceso de degradación de los suelos agrarios, 

y se considera uno de los problemas ambientales más importantes globalmente, 

comprometiendo gravemente la capacidad productiva de alimentos a nivel mundial 

(Lal, 2003; Pimentel, 2006; Montgomery, 2007). De hecho, es usual encontrar esti-

maciones de pérdidas en suelos agrarios de entre 10 y 20 t/ha·año (Verheijen et al., 

2009), es decir superiores a la tolerancia máxima establecida por el Departamento 

de Agricultura de Estados Unidos (USDA), de 10 t/ha·año (Louwagie et al., 2011), 

y muy superiores a la tasa media de formación del mismo (de 0,3 a 1,4 t/ha·año 

en Europa, según Verheijen et al., 2009). La zona mediterránea concentra las zonas 

agrarias con mayores riesgos de erosión a nivel europeo, ya que estos territorios 

presentan una particular propensión a sufrir este proceso, debido a los largos perío-

dos secos a los que suele estar sujeta y a la elevada erosividad de sus lluvias (Jones et 

al., 2012). Se estima que en España el 9,6% de la superficie agraria (2,67 millones 

de ha) están afectadas por una erosión hídrica moderada o severa, con una mayor 

incidencia en las tierras arables y de cultivos permanentes (EC, 2015).

La compactación del suelo ocurre cuando se reduce el espacio de los poros a través 

de un aumento de la densidad aparente del suelo. Este proceso de degradación im-

plica la reducción de la porosidad y la permeabilidad del suelo, un incremento de su 

resistencia, así como otros cambios en la estructura del suelo y en sus características 

(Soane y van Ouwerkerk, 1994). La compactación puede producirse superficial-

mente o en el subsuelo, refiriéndose a esta última como la “suela de labor”. Tanto 

una como otra suele conducir a una reducción de la actividad biológica y de la per-

meabilidad del suelo, acelerando, por tanto, los procesos de erosión y favoreciendo, 

además, la emisión de contaminantes y el riesgo de inundación (Hamza y Anderson, 

2005; Stoate et al., 2009). El efecto de la compactación en el subsuelo se manifiesta 

asimismo por una menor permeabilidad a raíces, agua y oxígeno, reduciéndose la 

funcionalidad del suelo y el rendimiento agronómico.

Como apunta Jones et al. (2012), en los suelos agrarios la principal causa de que 

se produzca su compactación es el paso de maquinaria pesada durante las labores 

agrícolas, especialmente en condiciones de humedad elevada en el suelo y, en menor 
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medida, el paso de ganado para pastar. A estas causas se unen la propia propensión 

de ciertos suelos a compactarse, caso de suelos francos y, sobre todo, arcillosos 

(Louwagie et al., 2009). Existe una gran variabilidad de las estimaciones disponibles 

en relación con la superficie agraria que sufre este tipo de degradación del suelo. 

Varias de ellas coinciden en señalar que cerca de 33 millones de hectáreas sufren 

compactación en Europa (Hamza y Anderson, 2005; Stoate et al., 2009; Jones et al., 

2012), lo que representa cerca de una quinta parte de su superficie agraria.

La materia orgánica juega un papel primordial en muchas de las funciones del 

suelo, dada su influencia sobre su estructura, su estabilidad, la retención de agua, 

la biodiversidad y la disponibilidad de nutrientes (Reeves, 1997). Está ampliamen-

te documentado que globalmente la actividad agraria ha supuesto una pérdida de 

la materia orgánica en el suelo, ya sea por su expansión territorial, transformando 

ecosistemas naturales en superficie agraria, o por la intensificación de sus procesos 

productivos (Matson et al., 1997; Lal, 2004). De hecho, en Europa, cerca del 45% 

de los suelos europeos presenta poco o muy poco contenido de materia orgánica 

(0-2% de carbono orgánico) (Jones et al., 2012). España, con un contenido medio 

del 1,44% de carbono orgánico en el suelo, es el Estado miembro de la UE con un 

menor contenido medio de materia orgánica en el suelo (EC, 2015).

Aparte del tipo de suelo y de las condiciones climáticas, entre los factores que 

más influyen en el contenido de materia orgánica en el suelo agrario cabe destacar la 

intensidad de laboreo, la elección de rotaciones de cultivo, el manejo de los residuos 

de las cosechas y el manejo del abonado orgánico e inorgánico (Paustian et al., 1997; 

Van den Bygaart et al., 2003). Así, entre las causas de pérdida de materia orgánica 

en suelos agrarios pueden señalarse el laboreo intensivo, la elección de rotaciones 

inadecuadas y las reducidas entradas de carbono orgánico, ya sea por la eliminación 

de los residuos de cosecha o por escasa aplicación de abonos orgánicos. Cabe unir a 

estas causas la erosión de los suelos agrarios, pues ambos procesos de degradación 

están íntimamente interrelacionados; al erosionarse el suelo se arrastra materia or-

gánica, a la vez que los suelos con elevado contenido de materia orgánica suelen 

presentar una menor erosión (Lal, 2001).



104

La producción de bienes públicos por parte de los sistemas agrarios

La salinización es la acumulación de sales solubles en agua en el suelo hasta ni-

veles que impactan sobre la producción agraria, el medio ambiente y el bienes-

tar económico (Rengasamy, 2006). Este proceso de degradación suele ocurrir con 

más frecuencia en zonas áridas y semiáridas (especialmente en tierras regadas), si 

bien ninguna región está libre de sufrirlo. Así, si bien la severidad de este proceso 

de degradación es especialmente grave en el norte de África o Asia central (Jo-

nes et al., 2012), en Europa la importancia de estos fenómenos también resulta ser 

significativa, afectando a aproximadamente 3,8 millones de hectáreas, localizadas 

fundamentalmente en el sur del continente. Elevados niveles de salinidad pueden 

imposibilitar el crecimiento de vegetación, a consecuencia del efecto osmótico, que 

reduce la habilidad de la planta para absorber agua del suelo, y del exceso de iones, 

que afecta negativamente la fisiología de las plantas. Aparte de las fuentes naturales 

de salinización (fundamentalmente, precipitación, meteorización y flujos del agua 

subterránea), la principal fuente antropogénica es el riego de tierras agrarias con 

aguas de mala calidad (Rengasamy, 2006).

4.9.2. Características del BPe Suelo y del BPp Prácticas 
que modifican la fertilidad de los suelos agrarios

El suelo es un factor de producción para las explotaciones agrarias, por lo que 

desde esta escala micro el BPe Suelo no cumple las características de no rivalidad y no 

exclusión y, por tanto, no debería considerarse como un BP. Sin embargo, al igual 

que pasaba con el caso del BPe Agua-cantidad, desde una perspectiva macro, a escala 

regional y superior, el suelo puede considerarse un recurso natural renovable con 

fuertes implicaciones sociales, tal y como apuntan Cooper et al. (2009) y Louwagie 

et al. (2011). Existe una conciencia social en relación con este recurso natural, en 

particular por el mantenimiento de su capacidad para producir alimentos de forma 

indefinida, así como de su función de sustento de los distintos ecosistemas (pro-

visión de servicios ecosistémicos). Efectivamente, los agricultores no solo deben 

considerase usuarios temporales del suelo agrario (factor productivo), sino también 

gestores de este recurso natural, por el que deben velar por su mantenimiento de 

cara a permitir que las próximas generaciones puedan seguir usándolo igualmente. 
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De este modo, desde esta perspectiva social a largo plazo, cabe entender el suelo 

agrario como un BP, el cual ya sí presenta las características propias de no rivalidad 

y no exclusión.

Este BPe puede considerarse de carácter local y regional fundamentalmente, ya 

que los individuos que pueden beneficiarse o perjudicarse directamente por el gra-

do de fertilidad del suelo son solo aquellos que habitan en las proximidades de las 

explotaciones agrarias consideradas. En todo caso también es cierto que una ma-

yor o menor fertilidad de las tierras de las explotaciones agrarias puede influir de 

manera indirecta a nivel global, en la medida que presentará una mayor o menor 

capacidad para producir alimentos. No obstante, esta circunstancia entra dentro del 

ámbito del BPe Seguridad alimentaria que, como se comenta en un apartado posterior, 

sí tiene una dimensión global.

La fertilidad del suelo a largo plazo dependerá básicamente de las prácticas agra-

rias adoptadas en las explotaciones agrarias (BPp Prácticas que modifican la fertilidad de 

los suelos agrarios), de forma que el agricultor puede adoptar prácticas que la mejo-

ren, en cuyo caso este BPp se consideraría como un BP, o que la empeoren, conside-

rándose en este caso como un MP.

Finalmente, en cuanto a la relación de producción de BPp y bienes privados, no 

parece haber un patrón claro. En particular, parece que esta relación dependerá más 

de la adecuación de las prácticas de manejo del suelo empleadas (tipo de laboreo) 

a las condiciones biofísicas del terreno (p. ej., tipo de suelo, pendiente, etc.) que 

del nivel de producción agroalimentaria (bienes privados). Un ejemplo claro de tal 

circunstancia se puede encontrar en la comparación entre el laboreo convencional y 

el laboreo mínimo, ya que en el corto plazo la producción de bienes privados apenas 

difiere ya sea utilizando uno u otro, mientras que la producción de este BPp es clara-

mente superior en el segundo caso.
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4.10. Creación de empleo en el medio rural
La vitalidad del medio rural debe entenderse como la viabilidad social y demo-

gráfica de las comunidades rurales, que resulta íntimamente ligada al BPp Creación 

de empleo en el medio rural. La provisión de este BPp depende de la cantidad de em-

pleo generado por la actividad agraria, tanto de forma directa (dentro de las ex-

plotaciones agrarias) como indirecta (en sectores asociados a la agricultura, como 

agroindustria, empresas de comercialización de productos agrarios o empresas de 

suministros y servicios agrarios), así como de su calidad. Esta última depende fun-

damentalmente de la temporalidad que presenten los puestos de trabajo y de cómo 

dicha generación contribuye a la fijación de población. En este sentido, los puestos 

de trabajo más efectivos son los de baja estacionalidad y los ocupados por mujeres 

y/o jóvenes.

4.10.1. Influencia de la actividad agraria sobre el BPe 
Vitalidad del medio rural

Tener unos territorios rurales viables económica y socialmente presenta impor-

tantes beneficios para la sociedad, como es la posibilidad de disfrutar de dichos 

territorios y del conjunto de su patrimonio histórico y cultural, bien sean por las ge-

neraciones actuales o por las futuras. Asimismo, estos territorios contribuyen a una 

sociedad más diversa (Romstad et al., 2000). A ello cabe sumar el hecho de que un 

medio rural adecuadamente poblado suele implicar una mejor distribución regional 

de la población (p. ej., reduciéndose los efectos de congestión que a menudo carac-

terizan a las grandes ciudades), tal y como apunta la OECD (2001). No sorprende, 

por tanto, que la sociedad en su conjunto aspire a tener un medio rural viable y vivo, 

como contrapeso de la vida urbana (Cooper et al., 2009).

El mayor impacto de la agricultura sobre la vitalidad de los territorios rurales 

se produce a través de la creación de empleo (directo e indirecto) y renta, lo cual 

permite a la población ocupada permanecer en dichos territorios y participar en la 

vida económica y social de las comunidades rurales (OECD, 2001). La contribución 

de la agricultura en términos de porcentaje sobre el total de empleo generado es 
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variable y suele estar relacionado con el nivel de desarrollo. Por ejemplo, el empleo 

agrario representa menos del 5% del total en los países desarrollados, mientras que 

supone el 65% en el África Sub-sahariana, entre el 38 y el 48% en Asia, el 33% en 

el norte de África, el 19% en América Latina y Caribe, y el 17% en Oriente Medio 

(ILO, 2008). En la UE, el empleo agrario supone el 4,4% del empleo total, por-

centaje que se reduce al 3,9% en el caso de España (EC, 2015). En cualquier caso, 

estos porcentajes aumentan significativamente en caso de considerar únicamente a 

las zonas rurales. Así, en la mayoría de las zonas rurales de los países menos desarro-

llados el empleo agrario supone más del 50% del total (Haggblade et al., 2005). En 

la UE, si bien también se observa una mayor importancia del empleo agrario en las 

zonas rurales, este ya no es la ocupación mayoritaria, ocupando apenas el 12% del 

total (Copus et al., 2006).

La tendencia general observada indica que la agricultura presenta un peso cada 

vez menor en las zonas rurales en términos de empleo. Este proceso de “desagrari-

zación” se observa tanto en países occidentales (Schuh et al., 2016), como en países 

en desarrollo (Bryceson, 2002). A ello ha contribuido de forma crucial el avance 

tecnológico producido dentro del sector, lo que ha hecho que la agricultura sea más 

intensiva en insumos de capital y menos en trabajo. Además, la acusada temporali-

dad que caracteriza las labores agrarias, junto a las propias características de dichas 

labores, no ha hecho sino reducir el atractivo que dicha ocupación presenta para la 

población rural, sobre todo en comparación con otras actividades menos estaciona-

les y, a menudo, menos “fatigosas” (p. ej., dentro del sector servicios).

En España (y en la UE en general) se está produciendo una reestructuración del 

sector agrario hacia un menor número de explotaciones de mayor tamaño, y con 

una menor mano de obra empleada por unidad de superficie. Las últimas reformas 

de la PAC, encaminadas a una mayor liberalización del sector, han acentuado esta 

tendencia, afectando de forma negativa al empleo agrario en las zonas rurales, sin 

que se haya compensado con un incremento del empleo en otros sectores (Schuh et 

al., 2016). En el caso de España, el desacoplamiento de las ayudas en sectores con 
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alta demanda de mano de obra como el algodón o el tabaco ha intensificado este 

proceso (Schuh et al., 2016).

En el caso concreto del empleo agrario femenino, en general, existe una tenden-

cia decreciente en Europa. Los fenómenos de masculinización de las zonas rurales y 

la reducción del peso de la agricultura familiar parecen estar detrás de la tendencia 

de reducción del peso de la mujer en el empleo agrario en la UE (Copus et al., 2006; 

Camarero, 2009). Como apuntan Gálvez Muñoz y Matus López (2010), casi el 90% 

de las mujeres ocupadas en las zonas rurales de Andalucía trabajan en el sector ser-

vicios, mientras que solo el 4,7% lo hacen en el sector agrario. Ello contrasta con 

los datos registrados para los hombres, entre los cuales cerca del 60% trabajan en el 

sector servicios y el 8,4% en el agrario. Según estos autores, la situación es similar 

a escala nacional. Igualmente, tanto a escala nacional como autonómica, se suele se-

ñalar la elevada precariedad laboral de la mujer en el medio rural (Camarero, 2009; 

Gálvez Muñoz y Matus López, 2010). Como indica Camarero (2009), aparte de esta 

precariedad que –al contrario de lo que suele suceder en el ámbito urbano– no des-

aparece a medida que la mujer gana experiencia laboral, cabe destacar dos puntos 

que determinan en gran medida las trayectorias de las mujeres en el ámbito rural 

español. Por un lado, el hecho de que buena parte de los empleos desarrollados por 

las mujeres rurales consisten en tareas similares al trabajo doméstico no remunera-

do (p. ej., limpieza, cuidados a personas dependientes, etc.), que tradicionalmente 

ya realizaban. Por otro lado, la movilidad en el desarrollo laboral de las mujeres 

rurales parece presentar una elevada importancia, de manera que la posibilidad de 

desplazarse fuera del pueblo suele aumentar las oportunidades de empleo y sus 

condiciones laborales.

Sobre el empleo agrario de los jóvenes, no parece que existan tendencias defi-

nidas dentro de la UE. Para las mujeres jóvenes, lo apuntado en el párrafo anterior 

parece prevalecer. Sin embargo, para los hombres jóvenes, la cuestión no está clara. 

No obstante, en general parece que el aumento de la formación superior entre 

los jóvenes tiene un impacto considerable en las zonas rurales, tanto por su efecto 

relativo a la menor predisposición a trabajar en la actividad agraria, como por las 
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menores oportunidades de ocupación para estos titulados que existen en el resto de 

sectores del medio rural.

Aparte del papel de la agricultura como generadora de empleo rural, esta acti-

vidad está ligada a otras actividades en los sectores secundario y terciario, que con-

tribuyen igualmente al empleo en el medio rural. Según Copus et al. (2006), este 

vínculo se produce principalmente de tres formas:

a)	Vínculos transaccionales: también conocidos como vínculos “aguas arriba” (p. 

ej., suministradores de insumos para el sector agrario como semillas, fertilizan-

tes o maquinaria) y “aguas abajo” (procesado y comercialización de productos 

agrarios).

b)	Segundos trabajos: la agricultura y el resto de la economía rural está también 

vinculada estrechamente a través de la pluriactividad que representa la agricul-

tura a tiempo parcial, la cual, cada vez es más frecuente en las zonas rurales con 

alternativas de empleo en actividades del sector secundario o terciario.

c)	Escisiones de otras industrias: el atractivo del paisaje agrario y el modo de vida 

rural (incluyendo su patrimonio cultural) resulta un reclamo para el turismo, 

haciendo las zonas rurales más atractivas para la migración de personas y los 

negocios (nuevos nichos de empleo).

Finalmente, la agricultura contribuye también al empleo en las zonas rurales a 

través del consumo. Los hogares cuyas rentas proceden de la agricultura consumen 

productos y servicios intensivos en mano de obra producidos dentro de las zonas 

rurales. Es decir, los ingresos agrarios favorecen este consumo, por lo que tienen el 

potencial de fomentar el empleo no agrario en las zonas rurales a través del consu-

mo de estos bienes y servicios (Copus et al., 2006).

4.10.2. Características del BPe Vitalidad del medio rural y 
del BPp Creación de empleo en el medio rural

El BPe Vitalidad del medio rural se comporta como un BP no rival y no exclusivo 

(BP puro). Este BPe presenta ambivalencia respecto al ámbito territorial en el que 
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este se disfruta/padece. Por una parte, existe una dimensión estrictamente local, 

en la que son los residentes de las propias zonas rurales los primeros beneficiados 

de la viabilidad social y económica de su zona. No obstante, existe otra dimen-

sión superior, de ámbito regional o nacional, de posibles beneficiarios de este BP. 

Efectivamente, la mayor vitalidad de las zonas rurales repercute sobre el bienestar 

del conjunto de los ciudadanos de la sociedad regional/nacional en la medida que 

constituyen potenciales beneficiarios de la misma, pudiendo disfrutar de estas zonas 

de forma temporal como turistas, o de forma permanente como futuros residentes, 

entre otros aspectos.

El BPe Vitalidad del medio rural depende en buena medida del desempeño socioe-

conómico del sector agrario, especialmente como sector generador de empleo di-

recto e indirecto capaz de fijar población (BPp Creación de empleo en el medio rural). 

Así, dicha contribución dependerá de las características del empleo generado (can-

tidad y precariedad, fundamentalmente) y de en qué medida se empleen a mujeres y 

jóvenes. En cualquier caso, este BPp debe considerarse como un BP, ya que la gene-

ración empleo siempre genera un efecto positivo sobre el BPe Vitalidad del medio rural.

La producción conjunta de bienes privados y de este BPp es del tipo complemen-

tario; es decir a mayor producción agraria, más generación de empleo. No obstan-

te, esta relación tiene presumiblemente rendimientos decrecientes. Efectivamente, 

como señalan OECD (2001), los cambios tecnológicos y estructurales suelen hacer 

que esta relación de complementariedad se atenúe a medida que se intensifica la 

producción agraria.

4.11. Contribución al abastecimiento alimentario

Este BPp se define como la producción de alimentos en las explotaciones agrarias 

de un país, con el objeto de satisfacer las necesidades alimentarias de su población. 

Lógicamente, dicha producción interna deberá estar encaminada a satisfacer las ne-

cesidades alimentarias tanto en cantidad (food security) como en calidad (food safety), 

entendiendo esta última como los estándares mínimos sanitarios. De manera más 

concreta, este BPp se centra únicamente en la primera de estas dos dimensiones; la 
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producción interna de alimentos en cantidad suficiente (food security), mientras que 

la segunda (food safety) se tratará en el siguiente apartado. De esta forma, según esta 

dimensión cuantitativa de la seguridad alimentaria, la producción interna de alimen-

tos se entiende que actúa como “red de seguridad” –a escala nacional– frente a crisis 

alimentarias (Romstad et al., 2000). Aunque como cabe presumir los países en de-

sarrollo son mucho más vulnerables al riesgo de crisis alimentarias, los países desa-

rrollados deben prestar igualmente atención a este aspecto. En efecto, como ocurre 

con la defensa nacional, la seguridad alimentaria es un bien público de importancia 

estratégica para la soberanía de las naciones y que, por tanto, debe analizarse cómo 

proveerse de manera adecuada.

4.11.1. Influencia de la actividad agraria sobre el BPe 
Seguridad alimentaria-cantidad

La conceptualización del BPe Seguridad alimentaria estaría alineada con la defini-

ción de seguridad alimentaria propuesta por la FAO (ver FAO, 1996). Según esta 

definición, existe seguridad alimentaria cuando todas las personas que componen 

la sociedad analizada tienen en todo momento acceso físico, social y económico a 

la cantidad suficiente de alimentos para satisfacer sus necesidades alimenticias y sus 

preferencias en cuanto a los alimentos a fin de llevar una vida activa y sana. En esta 

definición se distinguen las cuatro dimensiones de la seguridad alimentaria, que son: 

i) la disponibilidad, ii) el acceso, iii) la utilización, y iv) la estabilidad. De estas cuatro 

dimensiones, en general, la agricultura del propio país presenta un papel importan-

te en cuanto a la disponibilidad y la estabilidad, en la medida que este sector puede 

producir alimentos suficientes para satisfacer la demanda interna (disponibilidad) de 

manera continuada en el tiempo (estabilidad), que es lo que trata de cuantificar el 

BPp Contribución al abastecimiento alimentario. Por su parte, las otras dos dimensiones 

(acceso y utilización), ya no dependen del desempeño del sector agrario sino de la 

organización económica y política de la cadena alimentaria, entre otros aspectos.

En todo caso debe aclararse que la autosuficiencia alimentaria (producción del 

100% de los alimentos demandado internamente) no es condición ni necesaria ni 
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suficiente para garantizar la seguridad alimentaria de un país (Schmidhuber y Tubie-

llo, 2007). Como señala la OECD (2001), el objetivo a perseguir por los diferentes 

países no debe ser la autosuficiencia alimentaria, sino el preservar la capacidad pro-

ductiva de alimentos, de modo que se puedan satisfacer las necesidades alimentarias 

de la población durante una situación de crisis.

4.11.2. Características del BPe Seguridad alimentaria-
cantidad y del BPp Contribución al 
abastecimiento alimentario

Aunque los alimentos son bienes privados en sentido estricto (presentan carac-

terísticas de exclusión y rivalidad en el consumo y se comercializan a través de 

mercados), es la producción agregada de estos la que presenta características de bien 

público. Efectivamente, el BPe Seguridad alimentaria-cantidad presenta características 

de no exclusión (toda la sociedad disfruta/padece la “red de seguridad” frente a una 

posible crisis), pero sí de rivalidad en el consumo (los alimentos consumidos por 

un individuo dejan de estar disponibles para el resto de la sociedad). Se trata este 

por tanto de un BP impuro. Tal y como se ha definido, este BPe se considera que se 

consume a escala nacional, si bien se reconoce en él también una dimensión global 

(Kaul et al., 1999; FAO, 2011). Asimismo, cabe reconocer que existen casos –tal 

como la UE– donde se podría decir que este BPe se consume a escala supranacional.

La agricultura contribuye al correcto suministro del BPe Seguridad alimenta-

ria-cantidad mediante el BPp Contribución al abastecimiento alimentario. En este senti-

do, este BPp se considera estrictamente como un BP; es decir, mientras mayor sea la 

producción interna de alimentos, mayor será la aportación a la seguridad alimenta-

ria del país (no se considera que puedan producirse efectos negativos sobre el bien-

estar por una excesiva dependencia de la producción interna). Finalmente, como 

resulta evidente por lo comentado con anterioridad, cabe afirmar que la producción 

conjunta de bienes privados y de este BPp es del tipo complementario.
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4.12. Contribución a la salud pública

Este BPp se define como las prácticas agrarias que influyen en la salud pública, 

principalmente en lo relativo a la inocuidad o calidad sanitaria de los alimentos (food 

safety), bien previniendo la presencia de sustancias tóxicas (p. ej., restos de sustancias 

biocidas) o la presencia de patógenos que propagan enfermedades infectocontagio-

sas al ser humano (p. ej., enterobacterias de la salmonela).

4.12.1. Influencia de la actividad agraria sobre el BPe 
Seguridad alimentaria-salubridad

La seguridad alimentaria en su aspecto cualitativo (BPe Seguridad alimentaria-salu-

bridad) puede definirse como la probabilidad de no contraer una enfermedad como 

consecuencia de consumir un determinado alimento (Ritson y Mai, 1998). Resulta 

obvio pues la relevancia del sector agrario en el nivel de provisión de este BP, puesto 

que, junto al sector pesquero (con un peso muy inferior al agrario), son los sectores 

suministradores de alimentos. La contribución agraria a este BPe se ha establecido 

mediante el BPp Contribución a la salud pública.

El sector agrario se ha visto envuelto históricamente en crisis sanitarias con un 

elevado impacto social. En este sentido cabe citar como ejemplos la crisis de las vacas 

locas, derivada de la transmisión de la Encefalopatía Espongiforme Bovina a huma-

nos (que produce la Enfermedad de Creutzfeldt-Jakob), y la crisis de los pollos 

contaminados por dioxinas (Grunert, 2005). Más recientemente, también ha sido 

objeto de seguimiento mediático y de alarma social la mal denominada crisis de los 

pepinos, en la que se atribuyó erróneamente un brote virulento de E. coli al consumo 

de pepinos producidos en Andalucía. Finalmente, se determinó que el origen del 

brote epidemiológico estuvo en semillas de fenogreco o alholva procedentes de 

Egipto que se emplearon en la confección de ensaladas.

Las consecuencias de este tipo de incidentes pueden llegar a ser graves para la 

salud pública, produciendo problemas de enfermedades e incluso muertes. Sin em-

bargo, los efectos adversos a menudo se amplifican debido a la forma de gestionarlo 

de cara a la opinión pública, reduciendo por tanto la confianza del consumidor y 
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ocasionando un importante perjuicio económico a los sectores productores (World 

Bank, 2005). Por ejemplo, la mal llamada crisis de los pepinos, ocurrida en 2011, 

llegó a afectar a 782 personas, de las cuales 29 murieron (ELIKA, 2012). Sin em-

bargo, lo llamativo es que la mala gestión de la crisis por parte de las autoridades 

alemanas (que inicialmente culparon a los pepinos andaluces de ser el origen de la 

epidemia) provocó graves pérdidas en el sector español de frutas y hortalizas, que la 

Federación Española de Asociaciones de Productores Exportadores de Frutas, Hor-

talizas, , Flores y Plantas Vivas (FEPEX) cifró en casi 600 millones de euros.

A nivel mundial, se han establecido estándares normativos que permiten gestio-

nar los riesgos asociados a la propagación de enfermedades y plagas animales y vege-

tales, así como la incidencia de patógenos y contaminantes en los alimentos (World 

Bank, 2005). En este sentido, en la UE se ha establecido un enfoque de trazabilidad 

de la granja a la mesa (from the farm to the fork), que permite hacer un seguimiento 

de los productos alimentarios desde su producción primaria hasta la distribución, 

posibilitando determinar el origen de las posibles crisis alimentarias. Asimismo, se 

ha establecido un sistema de alerta temprana de forma que, ante cualquier incidente 

a nivel comunitario, se puedan establecer las medidas preventivas necesarias y de 

controles públicos para detectar anticipadamente los posibles riegos (EC, 1999). 

Prueba de la relevancia política del tema en la UE ha sido la creación en el año 2002 

de la Agencia Europea de Seguridad Alimentaria (EFSA por sus iniciales en inglés: 

www.efsa.europa.eu).

La gestión de las explotaciones agrarias tiene un papel determinante en la salud 

pública asociada a los alimentos. La gestión de la producción agrícola (p. ej., manejo 

de pesticidas y demás agroquímicos) y ganadera (p. ej., tratamientos veterinarios 

y alimentación animal), así como el manejo de la producción postcosecha, tienen 

un papel importante para prevenir la presencia de residuos tóxicos y patógenos en 

los productos y, con ello, evitar episodios de intoxicaciones alimentarias y brotes 

epidémicos. De esta forma, además de cumplir con los estándares nacionales y 

comunitarios establecidos a tal efecto, muchas explotaciones agrarias han optado 

por implementar certificaciones voluntarias que implican un mayor control de los 
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procesos productivos y, por consiguiente, un mayor nivel de seguridad (inocuidad) 

de los alimentos. Entre estas certificaciones destacan algunas de carácter público 

como la Producción Ecológica y la Producción Integrada, estando sin embargo más 

desarrolladas las de carácter privado, tales como la ISO 22000, la FSSC 22000, 

los protocolos de residuo cero, así como protocolos elaborados por cadenas de 

distribución alimentaria (p. ej., el BRC-Global Standard for Food Safety desarrollado 

por el British Retail Consortium, o el IFS-International Food Standard desarrollado por 

un consorcio de la distribución –mayoristas y minoristas– alemana y francesa), 

que resultan obligatorios para poder comercializar la producción a través de estos 

canales (AGAPA, 2015).

Los sectores ganaderos tienen una mayor incidencia sobre el BPe Seguridad ali-

mentaria-salubridad, debido a los mayores riesgos que presentan los productos ani-

males en la transmisión de enfermedades a los seres humanos (p. ej., zoonosis como 

la brucelosis, la triquinosis, la tuberculosis o la salmonelosis). Por este motivo, el 

cumplimiento de las normas sanitarias supone unos controles más estrictos y una 

mayor carga burocrática en el caso de las explotaciones ganaderas en comparación 

con las agrícolas. Este hecho ha llevado en España al surgimiento de las Agrupacio-

nes de Defensa Sanitaria Ganadera (ADSG), que han permitido actuar a los gana-

deros de forma colectiva para el cumplimiento de estos requisitos (OECD, 2013).

4.12.2. Características del BPe Seguridad alimentaria-
salubridad y del BPp Contribución a la salud 
pública

El BPe Seguridad alimentaria-salubridad se considera que no presenta caracterís-

ticas de exclusión ni de rivalidad, por lo que puede considerarse un BP puro. El 

hecho, por ejemplo, de que todas las explotaciones agrarias implantasen un sistema 

de trazabilidad y estándares de salubridad más estrictos (mayor suministro del BPp 

Contribución a la salud pública) implicaría un menor riesgo de intoxicación alimenta-

ria y de transmisión de enfermedades (un mayor nivel BPe Seguridad alimentaria-salu-

bridad) para toda la población. En este sentido, el ámbito de disfrute o padecimiento 
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de este BPe puede ser local, regional, nacional o incluso global, en función de la 

distancia recorrida por los alimentos en sus canales comercialización.

Por lo comentado anteriormente, se evidencia igualmente que el BPp Contribución 

a la salud pública puede considerarse BP o MP según si las prácticas agrarias emplea-

das contribuyen a reducir o a aumentar los riesgos de salubridad de los alimentos.

Finalmente, en cuanto a la producción conjunta de este BPp con los bienes priva-

dos, no cabe establecer ningún tipo de relación, pues los problemas sanitarios afec-

tan tanto a los sistemas extensivos como intensivos. Más que el nivel de intensidad 

de la producción, el determinante de los riesgos sanitarios es la correcta implanta-

ción (o no) de sistemas de control con este propósito. En este sentido cabe destacar 

la proliferación de sistemas de certificación adicionales a los estándares obligatorios, 

tanto en explotaciones extensivas como intensivas.

4.13. Acciones que modifican el patrimonio cultural 
agrario

Este BPp se define como las acciones realizadas por los productores en sus 

explotaciones agrarias que repercuten sobre el BPe Patrimonio cultural. Según 

ICOMOS (2002), el patrimonio cultural se define como la expresión de los modos 

de vida desarrollados por el hombre y transmitidos entre generaciones, incluyendo 

costumbres y tradiciones, prácticas, lugares, objetos, expresiones artísticas y valores. 

Dentro del mismo, se distinguen fundamentalmente los patrimonios material e 

inmaterial (UNESCO, 2003).

4.13.1. Influencia de la actividad agraria sobre el BPe 
Patrimonio cultural

El importante papel de la actividad agraria en la conservación del patrimonio 

cultural está ampliamente reconocido (Abler, 2004; Knickel et al., 2004). Así, 

se puede hablar específicamente de patrimonio cultural agrario como aquel 
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íntimamente asociado a dicha actividad, y que se vería seriamente amenazado en 

caso de cesar esta. Este patrimonio se compone de (Castillo, 2015)11:

a)	Elementos tangibles –o materiales– del patrimonio cultural, tales como los uten-

silios empleados en las actividades agrarias (aperos y herramientas utilizadas en 

las actividades de labranza, transporte, etc.), las construcciones (casas de labor, 

molinos, graneros, etc.) o las infraestructuras productivas (terrazas, muros en 

las lindes, pozos, norias, etc.) tradicionales asociados a la agricultura. Estos ele-

mentos están vinculados frecuentemente al paisaje agrario (Van Huylenbroeck, 

2001);

b)	La producción de alimentos tradicionales (p. ej., los certificados a través de figu-

ras como la DOP, Especialidad Tradicional Garantizada –ETG–, entre otras), los 

cuales se pueden considerar como elementos tangibles perecederos;

c)	Elementos intangibles –o inmateriales– del patrimonio relativos a las costumbres, 

tradiciones, ritos, conocimientos, etc., relacionados con la actividad agraria (por 

ejemplo, los tribunales de regantes de Valencia y Murcia, declarados patrimonio 

cultural inmaterial por la UNESCO).

Los elementos del patrimonio presentan, entre otros, valores históricos, arqueo-

lógicos, simbólicos y, sobre todo, de identidad (Romstad et al., 2000). Por ello, no 

es de extrañar que, a menudo, este patrimonio se ponga en valor sirviendo de atrac-

tivo turístico y de recreo (Cooper et al., 2009).

Los procesos de “modernización” agraria, normalmente asociados a la 

intensificación productiva, suelen implicar la pérdida de patrimonio cultural material 

e inmaterial. En el caso del patrimonio material, es fácil que se pierdan edificios y/o 

elementos constructivos, debido a que ya no cumplan adecuada y eficientemente 

las funciones que la agricultura moderna requiere de ellos (Van Huylenbroeck, 

2001; Abler, 2004). De forma semejante, estos procesos favorecen la desaparición 

11	 Este autor incluye también dentro del patrimonio cultural el patrimonio genético (variedades vege-
tales y razas ganaderas autóctonas). Sin embargo, estos elementos se relacionan de forma directa 
con la biodiversidad de las tierras agrarias, por lo que no se han incluido en este apartado.
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de modelos de gestión del territorio y de procesos de elaboración de alimentos 

tradicionales, además de su conocimiento asociado, importantes desde el punto 

de vista del patrimonio cultural agrario. Por esto, es habitual la actuación de las 

instituciones públicas de cara a la conservación de ambos tipos de patrimonio. Así, 

un ejemplo paradigmático de conservación del patrimonio inmaterial lo suponen 

las figuras de calidad diferenciada en la UE, especialmente las DOP y las ETG, 

o el reconocimiento de los Sistemas Ingeniosos del Patrimonio Agrícola Mundial 

(SIPAM) por parte de la FAO12.

4.13.2. Características del BPe Patrimonio cultural y 
del BPp Acciones que modifican el patrimonio 
cultural agrario

El BPe Patrimonio cultural es un BP no rival y no exclusivo (BP puro). En general, 

el bienestar asociado a este BP se deriva del disfrute directo del patrimonio, bien por 

parte de los residentes o de los visitantes de los territorios donde este se localiza. 

En este sentido, cabría considerar este BPe como un BP local. No obstante, hay que 

tener en cuenta que la sociedad también se beneficia de la simple existencia de este 

patrimonio (valores de no uso), por lo que la escala de BPe Patrimonio cultural puede 

llegar a ser global; el reconocimiento de elementos de este patrimonio por parte de 

organismos internacionales, como la UNESCO o la FAO, así lo avala.

Por su parte, el BPp Acciones que modifican el patrimonio cultural agrario se puede 

considerar tanto un BP como un MP ya que, dependiendo de cuáles sean las prácti-

cas realizadas por el agricultor, este podrá mejorar o empeorar el nivel de provisión 

del BPe Patrimonio cultural.

12	 Los SIPAM se definen como “sistemas destacables de uso de la tierra y paisajes, ricos en diver-
sidad biológica, de importancia mundial, que evolucionan a partir de la coadaptación de una 
comunidad con su ambiente y sus necesidades y aspiraciones, para un desarrollo sostenible”. El 
objetivo de esta iniciativa de la FAO es identificar y salvaguardar estos sistemas junto con sus 
paisajes, biodiversidad agrícola y sistemas de conocimiento asociados, estableciendo un progra-
ma a largo plazo para apoyar tales sistemas e incrementar los beneficios mundiales, nacionales y 
locales derivados, a través de su conservación dinámica, manejo sostenible e incremento de su 
viabilidad (Koohafkan y Altieri, 2011).
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En cuanto a la relación de producción existente entre este BPp y los bienes pri-

vados, cabe apreciar normalmente fenómenos de competencia. Efectivamente, los 

procesos de intensificación de la producción tienden a sustituir elementos materia-

les asociados a la producción agraria que suponen pérdida de patrimonio. Asimismo, 

estos procesos suelen afectar negativamente al patrimonio inmaterial, ya que las 

técnicas de producción más modernas y productivas vienen a sustituir las formas de 

gestión tradicional de los recursos agrarios y de producción (técnicas de cultivo, de 

manejo de ganado –pastoreo, trashumancia– y elaboración de alimentos).

4.14. Acciones que modifican el paisaje agrario

Este BPp se refiere a los cultivos, técnicas y prácticas que se realizan en las explo-

taciones agrarias y que implican una variación del BPe Paisaje, repercutiendo, entre 

otros elementos, sobre la diversidad de cultivos, la cobertura vegetal, o sobre la 

presencia de elementos singulares como setos o terrazas (Arriaza et al., 2004).

4.14.1. Influencia de la actividad agraria sobre el BPe 
Paisaje

El Convenio Europeo del Paisaje define el paisaje como “cualquier parte del te-

rritorio tal como la percibe la población, y cuyo carácter es el resultado de la in-

teracción de factores naturales y/o humanos”. Como explica Arriaza (2010), esta 

definición lleva implícita una triple visión del paisaje: i) estética, representando una 

combinación de formas, colores y texturas del territorio; ii) ecológica, compren-

diendo los ecosistemas naturales y artificiales que lo configuran y sus interrelacio-

nes; y iii) cultural, suponiendo el escenario en donde el ser humano desarrolla su 

actividad vital. En este documento, la conceptualización del BPe Paisaje se centra en 

la dimensión estética del paisaje, asumiendo que, en buena medida, las otras dos 

dimensiones quedan incluidas en otros BB.PP. (fundamentalmente, BPe Biodiversidad 

y BPe Patrimonio cultural). De esta manera, implícitamente se adopta aquí el término 

paisaje como el paisaje percibido y, por lo tanto, como la impresión subjetiva del 

mismo (Muir, 1999), analizándose de qué manera este influye sobre el bienestar del 

conjunto de la sociedad.
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El paisaje está en continua evolución, ya sea lentamente, de forma natural, o más 

bruscamente, por la mano del ser humano (Arriaza, 2010). A lo largo de la historia, 

el hombre ha expandido la agricultura alrededor del mundo, transformando los pai-

sajes naturales con el objeto fundamental de producir alimentos. Ello ha dado como 

resultado la existencia de un amplio espectro de hábitats asociados a esta actividad, 

configurando los paisajes de buena parte de los territorios habitados, circunstancia 

que resulta especialmente evidente en las zonas rurales. Este espectro de paisaje va-

ría desde paisajes poco antropizados y de aspecto semi-naturales (p. ej., los sistemas 

agrarios de dehesa), hasta paisajes altamente modificados claramente artificiales (p. 

ej., los sistemas de plantaciones frutales intensivas o de invernaderos). La mayoría 

de estos paisajes agrarios subsisten debido a la continuidad de la actividad agraria 

(Romstad et al., 2000), y son a menudo apreciados por la sociedad como un rasgo 

propio de cada territorio (Cooper et al., 2009). De hecho, está bien documentada la 

pérdida de calidad visual asociada al abandono de las tierras cultivadas (Sayadi et al., 

2009; Stoate et al., 2009; Arriaza, 2010). Incluso, manteniendo la actividad agraria, 

también resulta evidente que este BPe puede verse afectado de forma significativa 

por la actuación de los productores agrarios en el seno de sus explotaciones (OECD, 

2001; Lefebvre et al., 2015), motivo por el cual cabe centrar el análisis en el desem-

peño del BPp Acciones que modifican el paisaje agrario.

Básicamente, los factores que interfieren en una mayor o menor calidad visual 

de los paisajes agrarios se pueden agrupar en los relativos a los propios atributos 

del paisaje y a las características socioeconómicas de los individuos que lo disfrutan. 

Entre los primeros, suele haber consenso en que los paisajes agrarios presentan una 

mayor calidad visual cuando hay presencia de: i) agua; ii) vegetación en abundancia; 

iii) un bajo nivel de modificación del ecosistema natural; iv) contraste de colores 

(y, muy asociado a este, la diversidad de cultivos); y v) elementos antropogénicos 

positivos (y ausencia de negativos) (Arriaza et al., 2004). Estos atributos varían 

en función del tiempo o la estación del año, habiéndose observado que la propia 

naturaleza de estacionalidad o temporalidad también es valorada positivamente 

por los individuos (Vouligny et al., 2009). Entre los segundos, es decir, los factores 
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socioeconómicos que influyen en la percepción de una mayor calidad visual del 

paisaje, cabe señalar: i) la cercanía o familiaridad que presente el individuo con 

el paisaje (Soini y Aakkula, 2007; Sayadi et al., 2009), lo cual parece ser crítico 

en el caso de paisajes agrarios ordinarios o más comunes (Vouligny et al., 2009); 

ii) el grupo social al que pertenezca (p. ej., el hecho de ser o no agricultor, como 

muestran Soini y Aakkula, 2007); y iii) las funciones sociales o ambientales que se 

asocien al paisaje agrario en cuestión (Soini y Aakkula, 2007; Arriaza, 2010).

En Europa, los paisajes rurales han sufrido en las últimas décadas procesos de 

degradación tanto cuantitativa como cualitativa, siendo especialmente severos en 

la Europa mediterránea (Sayadi et al., 2009; Arriaza, 2010). Estos procesos pare-

cen haber ocurrido en todos los sistemas agrarios, si bien parece haber sido más 

brusco en aquellos de carácter más tradicional. Básicamente, se pueden destacar los 

siguientes procesos de degradación (Stoate et al., 2009; Arriaza et al. 2004; Arriaza, 

2010):

a)	Simplificación, fundamentalmente consecuencia del mayor tamaño de las explo-

taciones y de la tendencia al monocultivo.

b)	Homogeneización, debido a la implantación de sistemas de producción similares 

(globalización de las técnicas de agricultura convencional).

c)	Empobrecimiento de la calidad visual del paisaje por la desaparición de elemen-

tos singulares (árboles, setos, muros, canales, etc.), la reducción de caminos ru-

rales y el crecimiento de construcciones que presentan un impacto visual nega-

tivo (carreteras, líneas eléctricas, industrias, etc.).

Resulta pues evidente la relevancia del BPp Acciones que modifican el paisaje agrario, 

en la medida que el comportamiento de los agricultores en relación con el tamaño 

de la explotación y de las parcelas, la elección de cultivos/ganados, la densidad de 

plantación y carga ganadera, el grado de estabulación y régimen de pastoreo, el ma-

nejo del suelo, la conservación de elementos singulares (p. ej., setos, terrazas), etc., 

determina la calidad visual del paisaje agrario del que forman parte (BPe Paisaje).
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4.14.2. Características del BPe Paisaje y del BPp Acciones 
que modifican el paisaje agrario

El BPe Paisaje agrario es un BP puro, pues resulta evidente que presenta caracte-

rísticas de no rivalidad y no exclusión en el consumo. No obstante, sí puede llegar 

a estar sujeto a efectos de congestión cuando el número de individuos que tratan 

de disfrutar del mismo sobrepasa unos determinados límites. En general, se puede 

considerar un BPe de carácter local, ya que su disfrute será principalmente por los 

habitantes y visitantes de las zonas en las que se localiza. Sin embargo, como ya se 

apuntaba en relación con el patrimonio agrario, existen algunas excepciones, en 

las que su singularidad ha sido reconocida por organismos internacionales como la 

UNESCO (Castillo y Martínez, 2014), y los han convertido en destinos turísticos a 

nivel mundial. Ejemplos de este tipo son los arrozales de montaña del sudeste asiáti-

co con su clásica disposición en bancales o los viñedos en pendiente del Alto Douro.

El desempeño de la actividad agraria por parte de los agricultores, como ya se 

ha comentado, puede suponer una contribución positiva o negativa a la calidad vi-

sual del paisaje (BPp Acciones que modifican el paisaje agrario). Así pues, este BPp puede 

comportarse como BP (prácticas que mejoran el paisaje) o como MP (prácticas que 

lo empeoran). No parece que exista una relación simple en la producción conjunta 

de este BPp con los bienes privados (Cooper et al., 2009). En efecto, el hecho de que 

la calidad visual del paisaje dependa de numerosas y diversas variables parece im-

posibilitar la identificación de una única relación de producción verificada en todos 

los sistemas agrarios. No obstante, sí es cierto que la intensificación en el uso de la 

tierra con el objetivo de incrementar la producción y la rentabilidad de la actividad 

agraria suele conllevar una reducción de la calidad visual del paisaje, ya que estos 

procesos provocan normalmente una tendencia hacia el monocultivo, la reducción 

de los terrenos no productivos dentro de la explotación (lindes y márgenes, elimi-

nando sus setos y vegetación de ribera, etc.) y la eliminación de las cubiertas vege-

tales y otros elementos que no contribuyen directamente a la producción (OECD, 

2001). Teniendo en cuenta esto, la producción conjunta de este BPp con los bienes 

privados podría ajustarse a una del tipo competitivo.
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4.15. Prácticas ganaderas relacionadas con el 
bienestar animal

Se incluyen dentro de este BPp las prácticas ganaderas que modifican el BPe Bien-

estar animal. El bienestar animal implica la forma en la que los animales hacen frente 

a las condiciones en las que viven. Un animal se encuentra en un estado de bienestar 

si está sano, confortable, bien alimentado, seguro, puede expresar su comporta-

miento innato, y no sufre de estados desagradables como dolor, miedo o angustia 

(OIE, 2016). La ganadería, en la medida que supone una actividad productiva basada 

en la cría de animales, afecta a estos aspectos, modificando de esta forma el bien-

estar de los animales. Conviene matizar que, entre los diferentes aspectos a tener 

en cuenta en lo relativo a este BPp, no se incluyen las prácticas relativas a la sanidad 

animal, ya que se consideran incluidas en el BPp Contribución a la salud pública.

4.15.1. Influencia de la actividad agraria sobre el BPe 
Bienestar animal

En la UE existe una demanda generalizada de unos niveles elevados de bienestar 

animal, que evite cualquier sufrimiento innecesario a los animales, y que tenga en 

cuenta sus necesidades fisiológicas y conductuales (Eastwood, 1995; Cooper et al., 

2009). De hecho, el 64% de la población comunitaria considera que el bienestar 

animal es una cuestión importante (EC, 2012). Esta conciencia social se ha hecho 

patente en el propio Tratado de Funcionamiento de la UE que, en su artículo 13, 

reconoce este hecho estableciendo que los animales son seres sensibles y que han de 

tenerse plenamente en cuenta las exigencias en materia de su bienestar a la hora de 

formular y aplicar las políticas de la UE (EC, 2012).

El bienestar animal está relacionado con la producción ganadera, ya que la mayor 

parte de los animales se crían como alimento. En este contexto, tradicionalmente 

el bienestar de los animales ha estado en un segundo plano en el ámbito ganadero 

frente a la obtención de una máxima productividad por animal. Sin embargo, 

paulatinamente se ha ido pasando de un planteamiento de eficacia económica hacia 

uno basado en la eficiencia, ya que las condiciones más eficaces para el logro de la 
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máxima producción no siempre son las más eficientes si se tienen en cuenta todos los 

costes y se consideran, además, los efectos indirectos que provocan determinados 

modelos de ganadería (Moyano et al., 2015).

El bienestar animal se basa en las conocidas como las “cinco libertades del bienes-

tar animal” (Moyano et al., 2015): i) no pasar sed ni hambre; ii) no estar en situación 

de incomodidad; iii) estar libres de dolor, lesiones y enfermedad, debiendo ser pre-

venidas o tratadas con rapidez; iv) tener libertad para comportarse de forma normal 

con espacio y recursos adecuados para ello; y v) ausencia de miedo y estrés en tra-

tamientos que eviten sufrimiento psíquico. En las explotaciones ganaderas, la apli-

cación de estas directrices está determinada por (OECD, 2001): i) los edificios en 

los que los animales están alojados; ii) las oportunidades de acceso a espacios al aire 

libre; iii) la alimentación; y iv) las prácticas de transporte y sacrificio de animales.

En contraste con la demanda social creciente al respecto, la tendencia de la mo-

derna producción ganadera hacia sistemas intensivos a gran escala supone un mayor 

grado de estrés y empeoramiento de las condiciones de vida de los animales, espe-

cialmente en los no rumiantes (ganado porcino y aviar). Para corregir este desfase, 

la UE tiene un amplio corpus legislativo sobre la cría de animales en el ámbito 

ganadero relativo al bienestar animal. Esta legislación establece una serie de están-

dares de obligado cumplimiento para las actividades ganaderas (p. ej., condiciones 

de estabulación –jaulas–, sistemas de ventilación e iluminación, niveles máximos de 

exposición al ruido, limitaciones a la castración, condiciones de transporte, etc.), lo 

cual supone un coste adicional para los productores europeos respecto a sus com-

petidores internacionales con menores exigencias en este sentido. Tales sobrecostes 

se han estimado en un 2% del valor de la producción de los sectores ganaderos (EC, 

2012). Este hecho es fundamental ya que, si no existiese este coste adicional, el pro-

blema del bienestar animal sería de fácil solución, y la imposición de tales estándares 

no serían rechazados por los ganaderos (Petherick, 2005).

Además de las normas obligatorias antes comentadas, existen otras de carácter 

voluntario que fomentan un mayor nivel de bienestar animal (Veissier et al., 2008). 



Capítulo 4. Principales bienes públicos producidos por la agricultura

125

Un ejemplo son las relativas a la producción ecológica, que refuerzan los requisitos 

anteriores con condiciones más estrictas (EC, 2012).

4.15.2. Características del BPe Bienestar animal y del BPp 
Prácticas ganaderas relacionadas con el bienestar 
animal

El BPe Bienestar animal es un BP puro, al tener características de no rivalidad y no 

exclusión. En cuanto al ámbito de este BPe existen ciertas dudas. En teoría, teniendo 

en cuenta que el valor que este representa es de no-uso, cabría pensar que tiene 

una dimensión global, pues la mejora de las condiciones de vida de los animales 

en cualquier parte del mundo debería generar un incremento del bienestar en una 

parte significativa de los ciudadanos del planeta. Sin embargo, parece probable que 

los ciudadanos muestren un mayor interés porque se alcancen unos estándares más 

elevados de bienestar animal en las explotaciones de su entorno más próximo. Por 

este motivo parece razonable asumir que la dimensión regional y nacional es predo-

minante para este BPe.

En principio, el BPp Prácticas ganaderas relacionadas con el bienestar animal podría 

considerarse tanto BP como MP dependiendo de las prácticas utilizadas en la ex-

plotación, que pueden mejorar o empeorar el bienestar del ganado. Sin embargo, la 

existencia de una amplia normativa de carácter obligatorio a nivel comunitario hace 

que, en el contexto español, pueda considerarse predominantemente un BP, más 

allá de que puedan existir diferencias según los sectores. Asimismo, la adopción de 

normas de carácter voluntario por parte de las explotaciones ganaderas potenciaría 

este carácter de BP.

Finalmente, en cuanto a la relación entre la producción de este BPp y los bienes 

privados no existe evidencia suficiente al respecto. Existen diferencias importantes 

entre el bienestar animal asociado a los sistemas ganaderos extensivos e intensivos 

(Waterhouse, 1996; Petherick, 2005). Empero, si bien intuitivamente parece que 

los sistemas intensivos son menos propicios para el bienestar animal, no resulta del 

todo claro que esto siempre ocurra así. La cría extensiva de ganado soluciona en 
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gran parte los problemas conductuales. Sin embargo, las condiciones más “natura-

les” asociadas a estos sistemas crean otro tipo de problemas, principalmente asocia-

dos a un menor uso de insumos externos, tales como estrés térmico o una nutrición 

más pobre (Petherick, 2005). Por lo tanto, el nivel de provisión de este BPp parece 

depender básicamente del manejo concreto de la explotación (p. ej., la adopción 

o no de otras normas de carácter voluntario), más que de su nivel de intensidad 

productiva.



Capítulo 5
El papel del Estado 

en la provisión de 
los bienes públicos 
procedentes de la 

agricultura

Como se ha visto hasta ahora, existen numerosos BB.PP. que la agricultura produce 

y que la sociedad demanda, pero que en ausencia de medidas correctoras apropiadas 

para minimizar los fallos de mercado resulta altamente improbable que la primera 

satisfaga (en cantidad y calidad) la demanda de la segunda. Ello abre la puerta a 

la implementación de medidas, esencialmente desde la iniciativa pública dadas las 

características de estos bienes, para el aseguramiento de una provisión adecuada de 

estos. Teniendo en cuenta esto, resulta pertinente analizar cuál debe ser el papel 

del Estado a la hora de implementar estas medidas. En concreto, conviene aclarar, 

primero, cuáles deberían ser los objetivos de la intervención pública; segundo, qué 

papel juega el análisis económico en el diseño óptimo de los instrumentos políticos 
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orientados a asegurar una adecuada provisión de BB.PP. agrarios; tercero, aspectos 

que deben ser tenidos en cuenta a la hora de diseñar las políticas públicas, como son 

los derechos de propiedad y los costes de transacción; cuarto, los tipos de mecanis-

mos de gobernanza de los que dispone el Estado para este propósito; y quinto, dado 

el contexto del presente estudio, cuáles son los instrumentos actualmente aplicados 

dentro de la PAC orientados a adecuar esta provisión a las demandas sociales. Todos 

estos puntos son abordados en el presente capítulo.

5.1. Objetivo de la intervención pública

Dada la importancia de la intervención pública en lo que se refiere a los BB.

PP. agrarios, conviene tener claro el objetivo de esta intervención, así como las 

condiciones que justifican el intervencionismo estatal como vía recomendable para 

adecuar la provisión de estos bienes. De esta forma, en este apartado se resumen y 

aclaran algunos conceptos ya apuntados a lo largo del documento.

El objetivo de la intervención pública debería ser la corrección de los fallos de 

mercado asociados a BB.PP. determinados. Es decir, el objetivo de dicha intervención 

sería incentivar que los productores agrarios pasen de emplear unas determinadas 

combinaciones de factores de producción considerando únicamente la producción 

de bienes privados, a emplear otras teniendo en cuenta no solo la producción de 

estos, sino también la provisión de bienes públicos. Por lo tanto, el principal desafío 

de la intervención pública es incorporar la producción de bienes públicos en la 

función de producción de los agricultores.

Gráficamente, este objetivo se representa en la Figura 4. Las opciones de pro-

ducción por parte de los agricultores están representadas por la frontera de posi-

bilidades de producción (FPP). En el caso de no existir intervención pública, estos 

optarán por la alternativa de producción que maximice su beneficio, señalada en la 

figura como el punto A, donde produciría mix de bienes productos privados y pú-

blicos representados como Qºbp y QºBP, respectivamente. No obstante, esta cartera 

de productos no resulta óptima desde una perspectiva social, pues el conjunto de la 

sociedad valoraría más la cartera donde se produjese una mayor cantidad de bienes 
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públicos (caso típico de infraproducción de BB.PP.). Así el objetivo de la interven-

ción pública sería incentivar que los productores pasasen de producir en el punto 

A, al punto B, donde la cartera de bienes producidos (Q*bp y Q*BP) resulta óptima 

desde una perspectiva social, puesto que esta es la combinación de productos posi-

bles más valorados por la sociedad (máximo bienestar).

Figura 4. Margen para la intervención pública en la provisión de BB.PP.

Fuente: Gómez-Limón et al. (2012).

5.2. El papel del análisis económico en el diseño 
óptimo de la intervención pública

Inicialmente, una vez se conoce la existencia de un determinado BP en la 

provisión agraria, debe analizarse si ocurre un fallo de mercado asociado a él; 

es decir, si las cantidades –y/o calidades– ofertadas del mismo difieren de las 

demandadas por el conjunto de la sociedad. En caso de que sea así, se abre la puerta 

a una posible intervención pública, la cual solo se debería efectuar en caso de que 

las ganancias esperadas de la intervención (incrementos en la valoración social del 

mix de productos obtenidos de la actividad agraria) sean mayores a las pérdidas 
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de producción (FPP)
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QºBP
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intervención pública

(ÓPTIMO SOCIAL)Curvas de indiferencia
de la sociedad

A

B
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asociadas a esta (costes asociados a la implementación de políticas: pérdidas de 

eficiencia económica y costes de transacción). Por consiguiente, el diseño adecuado 

de mecanismos de gobernanza para el fomento de una provisión adecuada de BB.PP. 

por parte de los sistemas agrarios requiere de la valoración tanto de los costes de 

provisión de estos (análisis de la oferta), como de la ganancia esperada de la mejora 

en esta provisión, resultado de la implementación de estos mecanismos (análisis de la 

demanda). Así, resulta fundamental la valoración a través de ambos análisis, de oferta 

y de demanda, para el diseño eficiente de mecanismos de gobernanza orientados en 

este sentido.

Teniendo en cuenta lo dicho, resulta fundamental conocer en qué momento es 

especialmente importante contar con los resultados de la valoración de la oferta y 

demanda de BB.PP. provistos por los sistemas agrarios en el contexto del proceso de 

decisiones políticas. Para ello, es necesario entender el proceso de decisiones polí-

ticas relativo al diseño de mecanismos de gobernanza para la mejora de la provisión 

de estos bienes.

El diseño de políticas públicas es el resultado de un proceso complejo que inclu-

ye, idealmente, cuatro fases (Jann y Wegrich, 2007; Knoepfel et al., 2007; Howlett y 

Giest, 2013): i) configuración de la agenda; ii) formulación; iii) implementación; y 

iv) evaluación. La configuración de la agenda se corresponde con la consideración por 

parte del gobierno de las numerosas demandas realizadas por los diversos grupos 

políticos, económicos o sociales (o incluso por parte de las propias administracio-

nes). Las prioridades establecidas en la configuración de la agenda se concretan en 

la fase de formulación. En esta fase se fijan los objetivos generales de la política y 

la asignación presupuestaria. Estos objetivos políticos y el presupuesto asociado se 

traducen posteriormente en objetivos operacionales o metas específicas, así como 

en el diseño de mecanismos de gobernanza concretos para alcanzarlos (Latacz-Loh-

mann, 2001; Van Tongeren, 2008). Posteriormente, en la fase de implementación, los 

mecanismos seleccionados se adaptan a las situaciones concretas, mientras que en la 

fase de evaluación los resultados de la política se evalúan a posteriori. Nosotros ahora 

nos centramos en la segunda de las fases anteriores, la de formulación, puesto que es 
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dentro de ella donde interviene el análisis económico (valoración) como elemento 

informativo que sirva de soporte de la toma de decisiones políticas (ver Figura 5).

Como se muestra en la Figura 5, se pueden distinguir básicamente dos enfoques 

a la hora de formular políticas relativas a la provisión de BB.PP. por parte del sector 

agrario: el enfoque basado en el presupuesto y el enfoque basado en objetivos. En 

el enfoque basado en el presupuesto (estrategia coste-beneficio), el presupuesto viene fijado 

de antemano por parte de los decisores políticos en base al grado de prioridad otor-

gado en la fase anterior de configuración de la agenda. A partir de este presupuesto, 

los decisores políticos deben explorar los distintos mecanismos de gobernanza que 

pueden implementarse con los recursos presupuestarios dispuestos, y seleccionar 

aquel con el que se obtiene un mejor resultado; es decir, una mayor provisión de 

BB.PP. (análisis de oferta). Finalmente, se debería evaluar ex-ante la ganancia neta 

de bienestar social asociada a este cambio en la provisión de BB.PP. motivada por la 

implementación del mecanismo elegido, la cual se obtendría comparando el presu-

puesto gastado (es decir, el coste del mecanismo seleccionado) con el incremento 

del bienestar social asociado al incremento de provisión de BB.PP. (análisis de la 

demanda). De esta forma, esta comparación podría confirmar si el beneficio supera 

el coste de implementación del mecanismo seleccionado y, por tanto, que dicho 

mecanismo resulta eficiente para mejorar el bienestar social. Si esta condición no 

se cumple (beneficios menores que los costes), sería necesario rediseñar la política 

hasta encontrar un mecanismo que con la limitación presupuestaria establecida sí la 

cumpla.

Por otro lado, está el enfoque basado en objetivos, o estrategia coste-eficacia, que suele 

emplearse menos por parte de los gobiernos para el diseño de políticas orientadas 

a mejorar la provisión de BB.PP. por parte del sector agrario. Para este enfoque, 

los decisores políticos fijan de antemano los objetivos que se quieren alcanzar en 

cuanto a la provisión de estos BB.PP. y, a continuación, exploran los mecanismos de 

gobernanza que permitirían alcanzar estos objetivos al menor coste. El presupuesto 

se fijaría teniendo en cuenta el coste total necesario para la implementación de estos 

mecanismos capaces de alcanzar los objetivos fijados previamente. Como en el caso 
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anterior, los decisores políticos deberían comprobar si la implementación de estos 

mecanismos supone una ganancia neta para la sociedad, evaluando el bienestar social 

asociado con los objetivos alcanzados (análisis de la demanda) y el presupuesto nece-

sario para ello (análisis de la oferta). Como ya se comentaba en el enfoque anterior, 

si no se cumple tal condición, se debe rediseñar la política hasta que se consiga que 

la implementación de los mecanismos de gobernanza elegidos resulte eficaz para 

mejorar el bienestar social (beneficios superiores a los costes).

Figura 5. Estrategias de decisiones políticas en relación con la
mejora en la provisión de bienes y males públicos: basadas en el

presupuesto y en objetivos

Fuente: elaboración propia a partir de Villanueva et al. (2016).

Con el objetivo de ilustrar mejor los dos enfoques del diseño de políticas, así como 

la importancia de la valoración de la oferta y de la demanda de los BB.PP. producidos 

por los sistemas agrarios, se expone a continuación un ejemplo ilustrativo asociado 
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al BPe Clima global. En este caso los decisores políticos, siguiendo el enfoque basado 

en el presupuesto, podrían fijar un presupuesto para la provisión de este BP por parte 

del sector agrario de acuerdo con las prioridades políticas establecidas en la fase 

de configuración de la agenda. Sobre la base de este presupuesto, deberían estudiarse 

los diferentes mecanismos de gobernanza disponibles para su implementación en 

el sector agrario (p. ej., derechos de emisión, estándares ambientales, impuestos 

al empleo de combustibles fósiles, pagos por captura de carbono, etc.) con el 

objetivo de mejorar la provisión de este BP, seleccionando aquellos que permiten, 

con el presupuesto disponible, una mayor reducción de emisiones de GEI o una 

mayor captura de carbono (o una combinación de ambos) por parte de los sistemas 

agrarios. Se trataría en definitiva de realizar un análisis de la oferta de los BB.PP. 

considerados, al objeto de concretar los incrementos en su provisión derivados de la 

potencial implementación de cada uno de los mecanismos disponibles. Finalmente, 

sería necesario evaluar el incremento del bienestar de la sociedad (valoración de la 

demanda) asociado a la mejora de este BP, tanto por la reducción de emisiones como 

por el aumento de la captura de carbono. Así, si el incremento de bienestar obtenido 

es inferior al presupuesto destinado a estos mecanismos, sería necesario el rediseño 

de la política, fijando un nuevo presupuesto y una nueva selección de mecanismos, 

hasta que se verifique que los mecanismos de gobernanza a implementar supongan 

a priori una ganancia neta de bienestar social.

Alternativamente, siguiendo el enfoque basado en objetivos, los decisores políticos 

podrían fijar unos objetivos de reducción de emisiones de GEI (o de fijación de car-

bono) por parte del sector agrario (p. ej., reducción de emisiones de GEI en un 20% 

para el año 2020). De esta forma, deberían estudiarse los diferentes mecanismos de 

gobernanza disponibles, seleccionando aquellos que permitan reducir las emisiones 

o aumentar la captura en la medida establecida por los objetivos a un menor coste 

(análisis de la oferta). Al igual que en el caso anterior, sería necesario igualmente 

realizar un análisis de la demanda de cara a valorar el incremento del bienestar 

social asociado al cumplimiento de este objetivo, de forma que pueda compararse 

este incremento con el coste total de los mecanismos seleccionados. En caso de que 
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el coste de estos mecanismos fuese superior al incremento del bienestar estimado, 

sería necesario un rediseño de la política, fijando unos nuevos objetivos y realizando 

una nueva selección de mecanismos para alcanzarlos que permitiese una mejora neta 

de bienestar social.

A pesar de la utilidad evidente del uso del análisis económico (valoración de la 

oferta y de la demanda) en el diseño de política orientadas a la provisión óptima de 

bienes públicos, debe comentarse que este tipo de evaluación ex-ante (previa a la im-

plementación efectiva de los mecanismos de gobernanza seleccionados) raramente 

se realiza en el mundo real, bien por falta de voluntad de los decisores políticos (que 

suelen priorizar el impacto de la mecanismos de gobernanza sobre los sectores más 

afectados que sobre el conjunto de la sociedad), bien por su elevado coste. En cual-

quier caso, aunque en la práctica no se consigan decisiones políticas eficientes (que 

mejoren el bienestar social), no está de más que los académicos y técnicos reivindi-

quen la forma más adecuada de evaluar ex-ante el diseño de las políticas públicas, tal 

y como se propone en este documento.

5.3. Derechos de propiedad y costes de transacción

Además de lo comentado en el apartado anterior, existen múltiples aspectos a 

considerar en la intervención pública. Por ejemplo, aspectos como los derechos de 

propiedad y los costes de transacción deben ser tenidos en cuenta si se desea una 

intervención pública eficiente y aceptable socialmente. Este subapartado describe 

brevemente algunos de estos aspectos relevantes para el diseño de políticas públicas 

orientadas a mejorar la provisión de bienes públicos.

5.3.1. Derechos de propiedad

Un aspecto fundamental en el diseño de la intervención pública en relación con los 

BB.PP. agrarios son los derechos de propiedad, como instituciones sociales en torno 

a los cuales gira la relación agricultura-medio ambiente-sociedad, y que determina 

en buena medida si debe compensarse económicamente o no a los productores de 

dichos BB.PP. por una mejora en su provisión (Ortiz-Miranda y Ceña, 2002).
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Desde un punto de vista económico, los derechos de propiedad son la facultad 

que tienen los individuos de exigir legalmente (de manera coercitiva apoyada por la 

autoridad) un flujo de ingresos a través de la imposición de deberes al resto de in-

dividuos de la sociedad que pueda codiciarlo o, de alguna forma, interferir en dicho 

flujo de ingresos (Bromley, 1991). Como apunta este autor, la “propiedad” se refiere 

al flujo de ingresos, mientras que el “derecho” se refiere a la facultad del individuo 

de exigir para sí dicho flujo.

En el caso de la agricultura, los titulares de las tierras tienen la facultad legal 

(derecho) de apropiarse de la cosecha obtenida de ella (propiedad o bien privado). 

Pero no solo eso, sino que también tienen derecho a emplear los recursos naturales 

asociados a la propiedad de la tierra (suelo, agua, fauna y flora, etc.) como mejor 

consideren al objeto de obtener su cosecha (bien privado), sin que el resto de indi-

viduos de la sociedad puedan reclamar los perjuicios derivados de las externalidades 

negativas causadas por los cambios en la provisión de bienes públicos (p. ej., erosión, 

pérdida de biodiversidad, etc.). En este sentido, cabe decir que hasta la fecha los 

derechos de propiedad sobre la tierra y el resto de recursos naturales empleados 

por la agricultura han recaído exclusivamente en los agricultores, y que por ello 

se ha tenido que compensar económicamente cualquier mejora en la provisión de 

estos bienes públicos. Tan solo recientemente ha comenzado a aplicarse (de manera 

aún bastante tímida) el principio del “quien contamina, paga”, lo que obliga a los 

agricultores a internalizar las externalidades negativas que producen. La aplicación 

de este principio supone, por tanto, una limitación de los derechos de propiedad de 

los agricultores en los términos que antes se comentaba.

Es importante destacar que los derechos de propiedad son el resultado de 

una relación social, que define al poseedor de la propiedad con respecto a algo 

de valor (es decir, a algo que genera un flujo de ingresos o beneficios) frente al 

resto de individuos pertenecientes a la sociedad. Consecuentemente, los derechos 

de propiedad son convenciones sociales y, por lo tanto, fluyen a partir del colectivo 

(la sociedad). A la vez dichos derechos son variables instrumentales; esto es, si la 

sociedad no admite la utilidad social de una particular exigencia de propiedad, 
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entonces quedará deslegitimada debido a su carácter no instrumental o no útil para 

ella (Bromley, 1991). Dicho de otra forma, los derechos de propiedad emanan 

de la sociedad y son limitados o condicionales a que sean útiles para esta (Vera-

Toscano et al., 2008). Así, los derechos de propiedad evolucionan a medida que lo 

hace la sociedad. Tal evolución puede observarse fácilmente en la agricultura, donde 

durante las últimas dos décadas la normativa ambiental está limitando las decisiones 

de los productores respecto de los recursos naturales que utilizan (limitación de los 

derechos de propiedad absolutos que tenían hasta entonces).

Los derechos de propiedad determinan el umbral a partir del cual debe com-

pensarse al productor como consecuencia de la implementación de un determinado 

mecanismo de gobernanza que implique un cambio en su forma de producir enca-

minado a mejorar la provisión de BB.PP. Así, desde la perspectiva de la intervención 

pública, el análisis de los derechos de propiedad sirve para identificar el umbral o 

el nivel a partir del cual el agricultor debe ser compensado por la sociedad (nivel 

mínimo de provisión del BP sin compensación) o, por el contrario, el nivel a partir 

del cual este debe compensar a la sociedad (nivel máximo de provisión del MP sin 

penalización).

Lo apuntado en el párrafo anterior en relación con la provisión de BB.PP. aparece 

representado gráficamente en la Figura 6. La agricultura produce un determinado 

BP al nivel de referencia (B) y el Estado, en representación de la sociedad, pretende 

que lo produzca al nivel objetivo (C), que idealmente estará cerca del óptimo social 

(A). Si la sociedad reconoce que los derechos de propiedad de producir dicho BP 

pertenecen al agricultor hasta el nivel de referencia B (dicho nivel de producción es 

“aceptable”), el Estado deberá compensar al agricultor por pasar de B a C. Si, por 

el contrario, la sociedad considera que le corresponden a ella los derechos de pro-

piedad en relación con la producción de este BP hasta el nivel objetivo C (el nivel 

de producción B no es “aceptable”), el agricultor deberá pasar de B a C obligatoria-

mente, sin tener derecho a compensación alguna. El caso de la producción de un MP 

sería análogo a lo apuntado para BB.PP.
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Figura 6. Marco de intervención pública sobre la producción de
BB.PP. en relación con la estructura de derechos de propiedad

 

Fuente: elaboración propia.

Puede observarse, por tanto, cómo los mecanismos de gobernanza a implemen-

tar deben ser diferentes según sea la estructura de los derechos de propiedad. Así, 

en el primer caso (derechos de propiedad en manos de los agricultores), el Estado 

debería emplear incentivos económicos, como las subvenciones, para pasar del nivel 

de referencia al objetivo. Por el contrario, en el segundo caso (derechos de propie-

dad en manos de la sociedad) debería emplear mecanismos coercitivos (command and 

control en terminología anglosajona), como los estándares ambientales de obligado 

cumplimiento (imposición de multas en caso de incumplimiento), o mecanismos 

económicos como impuestos o tasas. Se evidencia así que el Estado, cuando diseña 

instrumentos políticos encaminados a resolver fallos de mercado en la provisión de 

BB.PP., debe establecer claramente (de manera explícita o implícita) la titularidad 

de los derechos de propiedad afectados por los mismos (Bromley, 1991).

Hasta ahora, en los BB.PP. agrarios ha sido usual encontrar cierta asimetría en 

cómo la sociedad percibe la estructura de derechos de propiedad, según se trate de 

bienes o males públicos (Vera-Toscano et al., 2008). En el caso de los MM.PP. existe 

cierta dualidad en la asignación de derechos. Así, existen ejemplos de provisión de 

MM.PP. donde socialmente se admite que los derechos de propiedad recaen en 

los agricultores (y, por tanto, cualquier acción que disminuya su nivel de provisión 

requiere la compensación a estos) y otros en los que se considera que los derechos 
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de propiedad recaen en la sociedad (y, por tanto, se acepta un nivel de provisión 

máximo del MM.PP. a partir del cual se pueden imponer penalizaciones). Un 

ejemplo del primer tipo podría ser la erosión provocada por la actividad agraria, 

dado que se admite que el agricultor pueda producir esta externalidad negativa, 

de manera que toda disminución implicaría compensarle por ello. Un ejemplo del 

segundo tipo podría ser la contaminación del agua por agroquímicos, en la medida 

de que existe una percepción generalizada de que los derechos de propiedad recaen 

sobre la sociedad y que, por tanto, la generación de tal externalidad exige que los 

productores compensen al conjunto de la sociedad (siguiendo el principio de “quien 

contamina, paga”).

El caso de la provisión agraria de MM.PP. contrasta con el de la de BB.PP., don-

de existe más uniformidad en la percepción de derechos de propiedad, recayendo 

estos generalmente sobre los agricultores. Este hecho justifica que toda acción en-

caminada a la mejora de provisión de tales BB.PP. requiera de una compensación a 

los agricultores (siguiendo el principio de “quien provee, recibe”). Un ejemplo de 

este tipo podría ser el uso de prácticas agrarias encaminadas a la conservación de 

biodiversidad.

5.3.2. Costes de transacción

El concepto de los derechos de propiedad está íntimamente ligado al de costes 

de transacción. No en vano, estos se pueden definir como los recursos utilizados 

para establecer y mantener los derechos de propiedad (Allen, 1991). Desde esta 

perspectiva, las políticas públicas deben entenderse como una forma de ratificar 

legalmente la estructura de derechos de propiedad existente, imponiendo derechos 

y obligaciones a los agentes en relación con los flujos de beneficios (propiedad) que 

ocasione el desarrollo de cualquier actividad productiva. Así pues, los costes en los 

que incurre la sociedad por la aplicación de tales políticas son realmente costes de 

transacción asociados a los derechos de propiedad que son regulados por estas. En 

esta línea, McCann et al. (2005) distinguen entre los siguientes costes: i) de investi-

gación y recogida de información; ii) de elaboración de la legislación; iii) de diseño 
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e implementación de la política; iv) de apoyo y administración de los programas en 

ejecución; v) de contratación, que incluyen costes adicionales de información, de 

negociación y de decisión; vii) de vigilancia y detección; y vii) de ejecución, estímulo 

y resolución de conflictos, en los que se puede incurrir en caso de no cumplimiento.

El análisis y cuantificación de los costes de transacción es de extremada impor-

tancia a la hora de diseñar la política orientada a la mejora de la provisión de BB.PP. 

Efectivamente, su elevada cuantía puede hacer que un fallo de mercado no merezca 

la pena ser corregido por el Estado, dado que el beneficio social derivado de la co-

rrección tal fallo sea menor a los costes de la intervención pública (OECD, 2001). 

Esta circunstancia es relativamente frecuente, habida cuenta de los elevados costes 

de transacción de las políticas agroambientales y de desarrollo rural articuladas con 

el propósito de solucionar fallos de mercado en la provisión de BB.PP., y la especi-

ficidad (complejidad) técnica de tales políticas. Esta situación contrasta con aquella 

que presentan las políticas agrarias productivistas imperantes hasta tiempos rela-

tivamente recientes, que presentan unos costes de transacción significativamente 

más reducidos. Como conclusión de ello, cabe destacar la necesidad de incorporar 

la cuestión de los costes de transacción en el análisis y el diseño de toda política 

encaminada a la mejora de la provisión de BB.PP., al objeto de determinar en qué 

circunstancias concretas resulta desaconsejable la intervención pública (costes ma-

yores de los beneficios sociales, lo que deriva en pérdida de bienestar).

5.4. Instrumentos para la provisión agraria de BB.PP.

Como se ha comentado en apartados precedentes, el Estado presenta un papel 

esencial en la implementación de instrumentos que aseguren la adecuada provisión 

de BB.PP. por parte de la agricultura. Sin embargo, existen también iniciativas no 

gubernamentales que pueden conseguir este objetivo igualmente. Cabe por tanto 

dividir los principales instrumentos para la provisión de BB.PP. por parte de los 

sistemas agrarios según el carácter de la iniciativa, distinguiendo entre intervención 

pública e iniciativas no gubernamentales, tal y como se dispone en la Tabla 5. Dentro 

de las primeras, se clasifican tres tipos de instrumentos: i) aquellos que consideran 
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la producción conjunta de bienes privados y públicos por parte de las actividades 

agrarias y, por tanto, tratan de mejorar la provisión de BB.PP. incentivando cambios 

en las técnicas productivas de este sector; ii) aquellos que se basan en la provisión 

no agraria de BB.PP.; y iii) aquellos que consideran indistintamente de la vía de 

provisión (agraria o no agraria). Dentro de las segundas, destacan: i) las iniciativas 

no gubernamentales basadas en los mercados de bienes privados, y ii) otros tipos 

de iniciativas (p. ej., actuaciones a través de asociaciones y fundaciones). A conti-

nuación, se realiza una breve descripción de los instrumentos mostrados en la tabla.

A la hora de implementar instrumentos para la mejora de la provisión de BB.PP. 

por parte de los sistemas agrarios, el Estado debe dar respuesta primeramente a la 

cuestión de qué resulta más eficiente, si dirigir su actuación a promover la provisión 

agraria de estos bienes, o si dirigirla a promover su provisión no agraria. Como se 

ha mencionado anteriormente, el hecho de dirigir la implementación de instrumen-

tos a la producción agraria o a la no agraria vendrá supeditado fundamentalmente 

al grado de producción conjunta de bienes privados y públicos, la posibilidad de 

disociación en la producción de ambos tipos de bienes, y la distribución de los de-

rechos de propiedad. En este sentido, cabe afirmar que la mayoría de BB.PP. que 

provee la agricultura presentan un elevado grado de producción conjunta, hecho 

que hace que esta actividad sea altamente competitiva en la provisión de los mismos. 

Tal circunstancia, junto al hecho de que los agricultores generalmente detentan los 

derechos de propiedad relevantes en dicha provisión, hace que los instrumentos po-

líticos más eficientes para mejorar la provisión de BB.PP. sean por lo general aque-

llos que incentivan cambios en las técnicas de producción agraria. Por este motivo, 

este tipo de instrumentos suelen ser preferidos por los gobiernos a los dirigidos a la 

producción no agraria de BB.PP. En cualquier caso, a continuación se comentan los 

diferentes tipos de instrumentos de iniciativa pública a través de ambas vías, agraria 

y no agraria.
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Tabla 5. Tipología de instrumentos para la mejora de la
provisión de los bienes públicos por parte de la agricultura

Intervención 
pública

Mediante la vía 
de la provisión 
agraria existente 
(producción 
conjunta)

Interviniendo 
sobre el BP 
(incentivos directos)

• Pagos agroambientales
• Pagos condicionados 

(condicionalidad)

Interviniendo sobre 
el bien privado 
(incentivos indirectos)

• Ayudas acopladas (por superficie 
o cabeza de ganado)
• Políticas de precios y mercados
• Impuestos sobre el 
uso de insumos

Mediante vías de provisión no agrarias 
(disociación factible)

• Pagos para la forestación 
de tierras agrarias
• Instrumentos para la 

diversificación de actividades 
(a través de programas 
de desarrollo rural)

Indistintamente de la vía de provisión

• Estándares ambientales
• Extensión agraria y forestal
• Fomento del desarrollo 

tecnológico
• Otros instrumentos económicos 

(permisos negociables, 
depósitos reembolsables, etc.)

Iniciativa 
no guber-
namental

Mediante el uso de mercados
• Eco-etiquetado y otras etiquetas, 

campañas de concienciación 
del consumidor, etc.

Mediante otras formas de canalización 
de la iniciativa privada

• Actuaciones de asociaciones, 
fundaciones, trusts, etc.

Fuente: elaboración propia a partir de Atance et al. (2001) y Atance (2007).

Dentro de la intervención pública basada en la provisión agraria se pueden distinguir 

entre las actuaciones directamente orientadas a la producción de bienes públicos 

(incentivos directos) o a la producción de bienes privados (incentivos indirectos). 

Un ejemplo de incentivo directo serían los pagos agroambientales, dirigidos espe-

cíficamente a la producción de determinados BB.PP. ambientales. Un ejemplo de 

incentivo indirecto podrían ser las ayudas acopladas por superficie o por cabeza de 

ganado, en caso de que la producción del BP estuviese vinculada al mantenimiento 

de una producción agraria concreta (caso de la ganadería extensiva).

Por su parte, la intervención pública basada en la provisión no agraria de BB.PP. 

tradicionalmente provistos por la agricultura trata de fomentar que los objetivos 
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de provisión se puedan alcanzar mediante la producción de los mismos por otros 

sectores económicos. Entre los ejemplos de este tipo de medidas pueden destacarse 

las medidas de forestación de tierras agrarias (para la mejora de varios BPe de carácter 

ambiental como clima global, biodiversidad, etc.), o los programas que persiguen 

la diversificación económica en las zonas rurales (actuando en este caso sobre el BPe 

Vitalidad del medio rural).

Respecto a los instrumentos de la intervención pública que actúan por igual para 

ambas vías de provisión, agraria y no agraria, destacan los instrumentos de regulación, 

cuyo caso más representativo la imposición normativa de estándares ambientales a 

los productores (estrategia de command and control en la terminología anglosajona). 

También cabe reseñar dentro de este tipo los instrumentos económicos como los 

permisos negociables o los depósitos reembolsables que, si bien hasta el momento 

raramente han sido aplicados a la agricultura, presentan un elevado interés potencial 

(p. ej., en lo relativo a los permisos de emisión de CO2). Igualmente, se incluyen en 

este tipo de instrumentos las actuaciones orientada a la extensión agraria (difusión 

del conocimiento técnico-productivo entre los productores agrarios) o al fomento 

del desarrollo tecnológico (política de I+D+i agraria).

Finalmente cabe mencionar las iniciativas no gubernamentales. Dentro de estas, 

Atance et al. (2001) distinguen entre las iniciativas que hacen uso directo de 

mercados existentes y aquellas de carácter asociativo. Dentro de las primeras, entre 

otras, se hallan iniciativas como el eco-etiquetado y otras etiquetas y campañas de 

concienciación del consumidor. Dentro de las segundas, cabe destacar la creación 

de asociaciones, fundaciones y trusts para la conservación y mejora de la provisión 

de BB.PP., fundamentalmente ambientales. Cabe apuntar que en ambos tipos de 

iniciativas no gubernamentales suele existir un apoyo por parte del Estado, si bien 

de una forma menos activa que para los instrumentos que se han clasificado dentro 

de la intervención pública. Así, el Estado puede favorecer el desarrollo del eco-

etiquetado, e igualmente puede fomentar el asociacionismo, incluso bajo un sistema 

de costes compartidos entre los agentes privados y públicos.
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5.5. La PAC y los bienes públicos

Al objeto de adecuar la producción de BB.PP. por parte de los sistemas agra-

rios a la demanda social existente, los instrumentos más relevantes son claramente 

aquellos incluidos dentro de la política agraria. Así pues, teniendo en cuenta que 

esta política está centralizada a nivel de la Unión Europea, el conjunto de mecanis-

mos aplicados actualmente en este sentido se incluye dentro de la Política Agraria 

Común (PAC). Esta política ha experimentado una evolución en paralelo a los cam-

bios graduales que han sufrido las demandas de la sociedad europea. Así, la PAC en 

sus orígenes se configuraba fundamentalmente como una política de intervención 

de mercados, orientada en especial al objetivo de provisión estable de alimentos a 

precios asequibles para la población europea, objetivo que se consiguió a través de 

la intensificación de las prácticas agrarias que propiciaron la producción de MM.

PP. ambientales (contaminación de las aguas, degradación de los suelos, pérdida de 

biodiversidad, etc.). Por el contrario, en décadas recientes la PAC ha evolucionado 

hacia un modelo más multifuncional orientado al objetivo de la sostenibilidad en sus 

tres dimensiones: económica, social y ambiental13 (Blanco y Bardají, 2014). En este 

modelo, el objetivo de la provisión de BB.PP. (ambientales principalmente, pero 

también socioculturales) ha ido ganando protagonismo sin dejar de lado el objetivo 

alimentario (que lógicamente se relaciona con la provisión de bienes privados).

Buena prueba de lo anterior es la inclusión entre los objetivos de la última refor-

ma de la PAC, aprobada en 2013 y que entró en vigor en 2015, la “gestión sostenible 

de los recursos naturales y acción por el clima”, dentro del cual se incluye el objetivo 

específico de “garantizar prácticas de producción sostenibles y mejorar el suminis-

tro de bienes públicos medioambientales, ya que muchos de los beneficios públi-

cos generados por la agricultura no están remunerados a través del funcionamiento 

normal de los mercados” (EC, 2010). En consecuencia, esta nueva PAC difiere de la 

13	 Concretamente, los objetivos actuales de la PAC en el largo plazo son: a) la provisión alimentaria 
viable (que se correspondería con la dimensión económica de la sostenibilidad), b) gestión soste-
nible de los recursos naturales (i. e., dimensión ambiental), y c) desarrollo territorial equilibrado 
(i. e., dimensión social) (EC, 2013a).
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primigenia en la medida de que muestra una gran variedad de instrumentos, entre 

los que se incluyen no solo los de intervención de mercados (cuya aplicación está 

sujeta ahora a mayores condicionantes), sino sobre todo instrumentos relativos a 

incentivos económicos positivos directos e indirectos (básicamente pagos condicio-

nados, agroambientales y acoplados) y medidas de carácter coercitivo relacionados 

con la provisión de BB.PP. ambientales. A ello debe sumarse la aplicación de un 

conjunto de instrumentos más heterogéneos incluidos fundamentalmente en la po-

lítica de desarrollo rural (diversificación de actividades económicas, promoción de 

productos agroalimentarios, etc.), que tratan de mejorar la provisión de BB.PP. de 

carácter sociocultural.

Si bien la última reforma de la PAC ha traído una cierta reestructuración en los 

instrumentos aplicados, se mantiene su configuración dentro de dos pilares: primer 

pilar de ayudas a las rentas agrarias y gestión de mercados, y segundo pilar de desa-

rrollo rural14. A continuación se repasan los instrumentos incluidos en ambos pilares 

y que tratan, de forma directa o indirecta, de mejorar la provisión de BB.PP.

5.5.1. El primer pilar de la PAC

Dentro del primer pilar, el pago básico sustituye al anterior régimen de pago 

único como principal instrumento y está basado, al igual que el anterior, en un siste-

ma derechos asignados individualmente. Este pago está orientado al mantenimiento 

de las rentas agrarias, lo que permite que buena parte de las explotaciones sea viable 

y, por tanto, que estas sigan proveyendo de bienes privados y públicos a la sociedad 

(Cooper et al., 2009). Por ello, el régimen de pago básico puede considerarse leve-

mente ligado a la producción de BB.PP., dado que estos pagos están condicionados 

al cumplimiento de una serie de normas (generalmente no demasiado exigentes) 

relativas a dicha producción, a través de la denominada condicionalidad. En todo caso, 

14	 No obstante, la dotación presupuestaria del primer pilar sigue siendo notablemente superior a 
la del segundo. En concreto, del total presupuestario de la PAC en el período 2014-2020, que 
asciende a 408.313 millones de euros, el 75,6% corresponde al Pilar I (y, dentro del mismo, 
alrededor del 95% se dirige a pagos directos) y el 24,4% restante al Pilar II (PE, 2017).
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cabe apuntar que el presupuesto del pago básico se ha reducido de forma significa-

tiva respecto del que presentaba el pago único.

Esta reducción presupuestaria ejemplifica de manera ostensible el acomodo de la 

PAC a la intensificación gradual de las preferencias de la población europea respecto 

de la provisión de BB.PP. por parte de la agricultura. Así, buena parte del montante 

presupuestario “liberado”, esto es, de la diferencia entre el presupuesto del pago 

único y el del pago básico, se destina al pago para prácticas beneficiosas para el clima y 

el medio ambiente (más conocido como “pago verde” o greening). La finalidad de este 

nuevo instrumento radica en promover la provisión de BB.PP. ambientales por parte 

de los sistemas agrarios. En concreto, este pago supone el 30% del presupuesto de 

los pagos directos y se trata –al igual que el pago básico– de un pago desacoplado 

(i. e., independiente del tipo de producción), condicionado a la realización de tres 

prácticas agrarias dirigidas a mejorar la provisión de estos bienes. Estas prácticas 

son:

•	 Diversificación de cultivos, de forma que las explotaciones con más de 10 hec-

táreas de tierra arable deberán cultivar al menos 2 cultivos, y las que posean más 

de 30 hectáreas de tierra arable al menos 3;

•	 Mantenimiento de un 5% de la superficie de tierra arable como superficie de in-

terés ecológico, dentro de la cual se encuentran los barbechos, setos, bancales y 

otros elementos estructurales, así como cultivos fijadores de nitrógeno y cultivos 

intermedios; y

•	 Mantenimiento de la superficie de pastos permanentes.

La aplicación de estas prácticas es obligatoria para todos los beneficiarios del 

pago básico en la medida en que sean de aplicación en su explotación. El pago es 

homogéneo para todos los agricultores de una misma región, si bien se permite a los 

EE.MM. calcularlo a nivel individual como un porcentaje del importe del pago bási-

co, siendo esta última opción la elegida en España. En cualquier caso, el importe del 

pago es independiente del coste que supone para el agricultor la aplicación de estas 

prácticas, o del número y tipo de prácticas que sean de aplicación en su explotación 

(Matthews, 2016). Existen además numerosas excepciones a estas prácticas que, sin 
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embargo, no impiden percibir este pago. Dentro de estas excepciones destaca la de-

dicada a los cultivos leñosos (p. ej., el olivar), cuya superficie está exenta de cumplir 

estas prácticas para percibir el importe íntegro de este pago.

La principal ventaja del pago verde radica en los reducidos costes de transacción 

que conlleva. En efecto, el tipo de prácticas sencillas y fácilmente aplicables, así 

como el carácter de pago desacoplado independiente del coste de la implementa-

ción de las mismas, reduce de forma significativa el coste de aplicar este instrumen-

to por parte de la administración y de los agricultores. Por el contrario, este tipo de 

medidas poco específicas, aplicables de forma uniforme a muchos tipos de explota-

ciones diferentes sin tener en cuenta las particularidades territoriales y sectoriales, 

así como las numerosas excepciones que se han previsto, hace que el impacto poten-

cial en cuanto a la mejora de la provisión de BB.PP. se antoje reducido. Pese a estas 

deficiencias, la introducción de un pago específicamente orientado a la producción 

de BB.PP. puede suponer en el futuro una oportunidad para su desarrollo, de forma 

que se transforme en un instrumento realmente eficaz para promover adecuada-

mente esta producción (Matthews, 2016).

Tal y como se comentaba en el apartado anterior, tanto el régimen de pago bási-

co sujeto a la condicionalidad como el pago verde son incentivos políticos directos 

para la provisión agraria (producción conjunta) de BB.PP.

Otro instrumento incluido en el primer pilar con un impacto potencial en la 

producción de BB.PP. son los pagos asociados voluntarios, los cuales se destinan prin-

cipalmente al mantenimiento de la actividad en sectores que, debido a sus condicio-

nes socioeconómicas o medioambientales, se encuentran en riesgo de abandono. Su 

relación con los BB.PP. radica en la posibilidad de destinarlo a sistemas agrarios en 

riesgo de abandono y que proveen BB.PP. de forma significativa. Así, permitiendo 

su viabilidad económica, se pretende el mantenimiento de la producción de estos 

BB.PP. El caso más significativo en este sentido son las ayudas destinadas a los secto-

res ganaderos extensivos.

Siguiendo la tipología desarrollada en el apartado anterior, estos pagos asociados 

son también incentivos políticos orientados a mejorar la provisión agraria de BB.PP. 
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mediante procesos de producción conjunta pero, a diferencia de la condicionalidad 

o del pago verde, se trata de incentivos de carácter indirecto.

Finalmente, cabe realizar una breve mención al régimen de pequeños agriculto-

res, que supuso una novedad en la última reforma. Los agricultores cuyo importe 

total de pagos sea inferior a 1.250 € pueden adscribirse a este régimen y así seguir 

percibiendo los pagos que percibían con anterioridad a la reforma, pasando a su 

vez a beneficiarse de una serie de ventajas administrativas y de gestión adicionales. 

Dentro de estas ventajas, cabe destacar que bajo este régimen los agricultores pasan 

a ser considerados automáticamente agricultor activo, no tienen que aplicar obliga-

toriamente las prácticas agrícolas beneficiosas para el clima y el medio ambiente, y 

están exentos de controles y de la aplicación de sanciones por condicionalidad. Es 

evidente que, desde la perspectiva de la provisión de BB.PP., este instrumento no 

resulta útil, fundamentalmente por las menores exigencias ambientales (exención 

respecto de las exigencias del pago verde) y ausencia de inspección y sanciones rela-

tivas al cumplimiento de la condicionalidad.

5.5.2. El segundo pilar de la PAC

En el segundo pilar es donde aparecen los instrumentos orientados de una mane-

ra más directa a la provisión de BB.PP., tanto ambientales como socioculturales. En 

relación con la provisión de BB.PP. ambientales destacan claramente dos medidas: 

la de agroambiente y clima, continuación de las medidas agroambientales del marco 

anterior, y la de fomento de la agricultura ecológica. Estas medidas compensan a los 

agricultores por los costes adicionales y la pérdida de ingresos que supone el aplicar 

determinadas prácticas beneficiosas para el medio ambiente y el clima. Es decir, se 

trata de un incentivo directo positivo para la producción de BB.PP., a través del cual 

se exige un desempeño medioambiental superior en comparación a las medidas del 

primer pilar. La literatura especializada suele recomendar el uso de estas medidas 

para fomentar la producción de BB.PP., dado que permiten una orientación más 

precisa de los incentivos, teniendo en cuenta las particularidades del sistema agrario 

o región a la que se dirige la intervención (OECD, 2001). No obstante, este ins-

trumento suele adolecer de mayores costes de transacción (Mettepenningen et al., 
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2011), dado que la mayor precisión en su implementación requiere un mayor es-

fuerzo de gestión, tanto para la administración como para los agricultores. Históri-

camente, los BB.PP. que han focalizado en mayor medida este tipo de instrumentos 

son el paisaje y la biodiversidad, si bien el rango de BB.PP. a los que se dedican estas 

medidas ha ido aumentado. Asimismo, cabe apuntar que, con frecuencia, el diseño 

de este instrumento ha sido deficiente, socavando su efectividad a la hora de mejorar 

la provisión de BB.PP. (ECA, 2011; Batáry et al., 2015).

Como se comentaba anteriormente, dentro del segundo pilar existe una cierta 

heterogeneidad de instrumentos. Dentro de estos, además de las medidas ya men-

cionadas, desde el punto de vista de la provisión de BB.PP. ambientales pueden 

señalarse los pagos a las zonas con desventajas naturales significativas, la medida de apoyo 

a inversiones no productivas, así como diversas medidas dirigidas a la provisión no agra-

ria de este tipo de bienes públicos. Respecto de los pagos a las zonas con desventajas 

naturales significativas, aun no siendo su principal propósito la mejora de la provisión 

de BB.PP., entre sus objetivos se hace referencia a la mejora de la sostenibilidad de 

la agricultura y al refuerzo del capital natural, de manera que tienen el potencial de 

financiar acciones que den como resultado la mejora de la calidad ambiental (Coo-

per et al., 2009). Estos pagos, además de las implicaciones positivas sobre el medio 

ambiente, también ayudan a mejorar el BPe Viabilidad del medio rural a través del efec-

to indirecto sobre el mantenimiento de empleo en las zonas rurales. Respecto de la 

medida de inversiones no productivas, estas se encaminan fundamentalmente al man-

tenimiento y mejora de infraestructuras de carácter medioambiental como muros, 

setos, bancales, terrazas, etc., las cuales tienen un impacto significativo sobre BB.PP. 

de tipo medioambiental como biodiversidad, paisaje o suelo. Sin embargo, cabe 

señalar que, en la práctica, la falta de concreción que caracteriza frecuentemente el 

diseño de ambas medidas suele limitar su impacto respecto de la provisión de BB.PP.

Como se apuntaba anteriormente, existen asimismo otras medidas destinadas 

a la producción no agraria de BB.PP., entre las que destacan las de reforestación y 

forestación y la de servicios silvoambientales y climáticos y de conservación de los bosques. 

Estas medidas están destinadas específicamente a mejorar la provisión de varios 
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BB.PP. de carácter medioambiental, como biodiversidad o clima global, a través 

de la implantación y mejora de la gestión de los bosques. Asimismo, las medidas 

de diversificación económica de las zonas rurales y la de servicios básicos y renovación de 

poblaciones en las zonas rurales pueden tener una incidencia significativa en la provisión 

BB.PP. de carácter sociocultural, en particular la del BPe Viabilidad del medio rural a 

través de la provisión no agraria de empleo rural y de la mejora de los servicios en 

estas zonas. Finalmente, pueden encontrarse otras medidas independientes del tipo 

de provisión (agraria y no agraria), como es el caso de las medidas de formación y 

asesoramiento, así como las medidas destinadas a la innovación en el sector agrario 

incluidas en la Asociación Europea para la Innovación “Productividad y sostenibilidad 

agrícolas” (EIP-AGRI).

En cuanto a las iniciativas de tipo no gubernamental que podrían estar apoyadas 

a través de la PAC, cabe señalar las medidas de cooperación o la de regímenes de calidad 

de los productos agrícolas y alimenticios. Sin embargo, en España no están desarrolladas 

al nivel de otros países de nuestro entorno, como el Reino Unido o los países escan-

dinavos. El éxito de este tipo de iniciativas en los países mencionados está justificado 

por la existencia de importantes agentes de la sociedad civil (organizaciones no 

gubernamentales como grupos ambientalistas y conservacionistas del medio rural), 

circunstancia que contrasta con la situación en España, donde la práctica totalidad 

de iniciativas para la mejora de la provisión de BB.PP. es de carácter gubernamental.

Como puede observarse, si bien las sucesivas reformas de la PAC han ido dando 

un mayor protagonismo a la provisión de BB.PP. por parte de los sistemas agrarios 

dentro del primer pilar, sigue siendo en el segundo donde se hallan los instrumentos 

con un mayor potencial de mejora de esta provisión. En todo caso, conviene tener en 

cuenta que los instrumentos del primer pilar se aplican de forma más generalizada 

en la mayor parte de la superficie agraria de la UE, por lo que, aunque su impacto 

(por hectárea) en cuanto a la producción de BB.PP. sea sustancialmente inferior, 

a nivel agregado para toda la superficie de la UE sí pueden suponer una mejora 

significativa en cuanto a esta provisión.





Capítulo 6
 El olivar de 

montaña en Andalucía 
y su provisión de 

bienes públicos

En este capítulo se analiza con mayor profundidad la contribución del olivar de 

montaña a la producción de bienes públicos, como caso de estudio ilustrativo de 

lo analizado en capítulos anteriores. En primer lugar, se realiza una caracterización 

general de este sistema agrario, en la que se justifica su importancia desde el punto 

de vista de esta producción. A continuación, se describe cómo cada uno de los BPp 

producidos por el olivar de montaña andaluz impactan en el BPe correspondiente. 

En este sentido cabe comenzar advirtiendo de la escasa información existente res-

pecto de muchos de estos BB.PP. En todo caso, este apartado trata de recopilar la 

información disponible, al objeto de analizar el nivel de provisión actual de cada 

BP, haciendo hincapié en las principales prácticas agrarias que pueden afectar dicha 

provisión. Asimismo, para los principales BB.PP. producidos por el olivar de mon-

taña, se proponen una serie de indicadores a través de los cuales poder conocer, 

aunque sea de forma aproximada, el nivel de provisión de cada BP y su evolución en 
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el tiempo, de cara a que puedan ser utilizados para la implementación de políticas 

orientadas a la mejora del nivel de provisión.

6.1. Caracterización del olivar de montaña

El olivar es el agrosistema más representativo y simbólico de Andalucía, repre-

sentando un elemento importante en la generación de empleo y rentas en las zonas 

rurales donde se localiza y contribuyendo a la configuración de zonas de alto valor 

medioambiental y paisajístico. Ocupa más de 1,5 millones de hectáreas, suponiendo 

más del 30% de la superficie agraria de la región. Se ubica principalmente en la 

provincia de Jaén, el sur de Córdoba, el noroeste de Granada, el norte de Málaga y 

el sudeste de Sevilla. Estas zonas conforman el llamado “eje del olivar”, existiendo 

en ellas numerosos municipios en los que predomina ampliamente el monocultivo 

de olivar (CAPDR, 2015).

La vasta implantación del olivar en Andalucía muestra a su vez un sector 

heterogéneo. En efecto, dentro del sistema de olivar puede distinguirse una amplia 

diversidad de sistemas agrarios en función de su orientación productiva (aceituna 

para aceite o de mesa), régimen de secano o regadío, posibilidades de mecanización, 

densidad de plantación, etc. Así, incluso a escala municipal, con frecuencia pueden 

identificarse explotaciones de olivar con reducidos niveles de intensificación 

productiva (p. ej., olivares con baja densidad de plantación y varios pies por árbol en 

régimen de secano), coexistiendo con explotaciones cuyos niveles de intensificación 

productiva son considerablemente superiores (p. ej., olivares con elevada densidad 

de plantación, un pie por árbol y régimen de regadío). En consecuencia, existe 

una acusada heterogeneidad no solo respecto de la producción de bienes privados 

de las explotaciones de olivar (i. e., la rentabilidad), sino también respecto de su 

producción de BB.PP.

Dentro de los sistemas agrarios asociados al olivar, el olivar de montaña puede 

considerarse uno de los más significativos en cuanto a la provisión de BB.PP. 

(Kallas et al., 2006; 2007; Arriaza y Nekhay, 2010; Gómez-Limón y Arriaza, 2011; 
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Rocamora-Montiel et al., 2014c; Villanueva et al., 2017a), circunstancia que justifica 

su análisis pormenorizado en este capítulo.

No existe una conceptualización única del olivar de montaña, pudiéndose 

encontrar diversas definiciones de este sistema en la bibliografía especializada. Por 

ejemplo, la Asociación Española de Municipios del Olivo (AEMO) se refiere al 

mismo como el olivar tradicional no mecanizable, caracterizado por estar localizado en 

terrenos con elevada pendiente (mayor del 20%) y suelos pobres y poco profundos, 

cultivarse en régimen de secano, presentar una reducida densidad de plantación 

(usualmente menor de 120 olivos/ha), y tener serias dificultades para la mecanización 

(AEMO, 2012). Stroosnijder et al. (2008), dentro del proyecto OLIVERO, define el 

sistema de olivar en pendiente tradicional como olivares localizados en terrenos de más 

del 7% de pendiente, con densidad de plantación de alrededor de 100 olivos/ha, 

con olivos de más de 50 años y un rendimiento indicativo inferior a los 1.250 kg/ha. 

En el caso de la Consejería de Agricultura y Pesca de la Junta de Andalucía (CAyP) 

se define el olivar de secano tradicional en alta pendiente con un umbral de pendiente 

del 15% y una densidad máxima de 140 árboles/ha (CAyP, 2008). Guzmán y 

Navarro (2008) definen un tipo de olivar marginal a partir de una combinación de 

pendiente y tipos de suelo, considerando dentro de esta categoría todos los olivares 

con pendiente superior al 30%, así como olivares con pendientes situadas entre el 

10% y el 30% con condiciones de suelo desfavorables. Estas definiciones de olivar de 

montaña coinciden en parte con las categorías del Plan Director del Olivar Andaluz 

(CAPDR, 2015) de olivar de bajos rendimientos (aquel localizado en zonas con malas 

condiciones edafoclimáticas y/o altas pendientes y con rendimientos menores 

de 775 kg aceituna/ha), y de olivar de alta pendiente (aquel con pendiente igual o 

superior al 20% y localizado en suelos con mejores condiciones agronómicas).

Dada la variedad de definiciones existentes, junto con el hecho de que no haya 

ninguna definición comúnmente preferida, para este estudio se ha optado por una 

caracterización propia del olivar de montaña a través de la cual se circunscriba 

de forma homogénea un tipo de olivar que presenta una rentabilidad reducida, 

fundamentalmente a consecuencia de los condicionantes biofísicos (en especial 
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orográficos) que lo caracterizan. Así, se considera olivar de montaña aquel olivar 

cultivado en régimen de secano en zonas con pendientes elevadas (superiores al 

15%) y suelos pobres y poco profundos, que condicionan que los rendimientos 

medios sean inferiores a los 2.500 kg de aceituna/ha. Puede verse cómo, a través de 

la inclusión del criterio de rendimiento medio máximo, se evita considerar olivar 

de montaña aquel que, aun estando localizado en terrenos con pendiente elevada, 

presenta suelos mejores y más profundos, resultando en niveles de rentabilidad 

superiores15. De esta forma, se puede afirmar que la definición propuesta está 

alineada con la definición de zonas de montaña según la normativa europea16.

El sistema de olivar de montaña así definido cubre en Andalucía aproximada-

mente 211.000 hectáreas, lo que supone cerca del 14% de la superficie de olivar 

andaluz. En la Figura 7 se representa la distribución espacial del olivar de montaña y 

del olivar en general. Observando esta figura, se percibe claramente como el olivar 

de montaña se encuentra muy concentrado en determinados enclaves, especialmen-

te en Sierra Morena (especialmente en Sevilla y Córdoba) y en el valle de los Pedro-

ches (Córdoba) y, en menor medida, en las sierras de Málaga y Cádiz.

15	 En efecto, como muestran Rodríguez-Entrena et al. (2016), existen explotaciones de olivar 
tradicional de secano localizadas en terrenos con pendientes superiores al 15% que presentan 
rendimientos considerables. De hecho, el “olivar de alta pendiente” definido en CADPR (2015) 
presenta un rendimiento medio de 3.356 kg de aceituna/ha, lo que constata la presencia de 
olivares altamente productivos con pendientes elevadas. En el contexto de este estudio, se ha 
delimitado el umbral entre este olivar en pendiente productivo y el olivar de montaña (con bajos 
rendimientos) en 2.500 kg de aceituna/ha de rendimiento medio.

16	 La normativa comunitaria relativa a agricultura y desarrollo rural sigue empleando la definición 
de “zonas de montaña” establecida en el Art. 18 del Reglamento (CE) n° 1257/1999, por la cual 
se consideran “aquellas que se caractericen por una limitación considerable de las posibilidades de utilizar 
la tierra y por un aumento apreciable de los costes necesarios para trabajarla a causa de: i) la existencia, 
debido a la altitud, de unas condiciones climáticas duras que acorten sustancialmente la temporada de cul-
tivo; ii) la presencia, a más baja altitud y en la mayor parte de la zona considerada, de pendientes que sean 
demasiado pronunciadas para el uso de maquinaria o que requieran la utilización de equipos especiales muy 
costosos; o iii) una combinación de estos dos factores cuando, siendo menor la dificultad resultante de cada 
uno de ellos por separado, tal combinación dé lugar a una dificultad de grado equivalente”.
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Figura 7. Localización del olivar de montaña en Andalucía

Fuente: elaboración propia a partir de Modelo de Olivar, Dpto. de Prospectiva 
(AGAPA).

La Figura 8 muestra la distribución provincial del olivar de montaña. En la misma 

se observa visiblemente como Córdoba es la provincia con mayor superficie de este 

tipo de olivar, con algo más de 60.000 hectáreas (i. e., casi el 30% de la superficie de 

olivar de montaña andaluz). Le siguen Málaga y Jaén, con aproximadamente 35.000 

hectáreas cada una (16% de la superficie de olivar de montaña cada una), Granada, 

con 31.000 hectáreas (15%), y Sevilla, con 27.000 hectáreas (13%). Por otro lado, 

en la provincia de Cádiz es reseñable que, si bien la superficie de olivar de montaña 

es reducida (en torno a 10.000 hectáreas), este tipo de olivar representa el 45% de 

la superficie total de olivar.
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Figura 8. Distribución del olivar de montaña por provincias

Fuente: elaboración propia a partir de Modelo de Olivar, Dpto. de Prospectiva 
(AGAPA).

Debido a los condicionantes característicos del olivar de montaña, el rendimien-

to medio de este olivar es reducido. En efecto, por término medio se sitúa en torno 

a 1.500 kg de aceituna/ha, significativamente por debajo del rendimiento medio 

del conjunto de olivar de secano andaluz (3.500 kg/ha, según CAyP, 2008). Asimis-

mo, la escasa calidad de los suelos suele dificultar el uso de elevadas densidades de 

plantación, por lo que es usual encontrar densidad reducida en este tipo de olivar. 

En particular, el olivar de montaña presenta una densidad media de plantación de 

120 árboles/ha, por debajo de la media del sector que se sitúa en 132 árboles/ha 

(CAPDR, 2015).
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La superficie de olivar de montaña en Andalucía se reparte entre 78.000 explota-

ciones17. El tamaño medio de las explotaciones con olivar de montaña es de 11 ha/

explotación, ligeramente por encima del tamaño medio en el conjunto del sector (8 

ha/explotación, según CAPDR, 2015). Pese a ello, son frecuentes las explotaciones 

de reducido tamaño. Este hecho se puede observar en la Figura 9, donde se repre-

senta la distribución de las explotaciones de olivar según su tamaño, distinguiendo el 

olivar de montaña. Así, el 55% de estas explotaciones presenta una superficie total 

de olivar inferior a 5 hectáreas, y un 76% una superficie inferior a 10 hectáreas.

En cualquier caso, debe ponerse de manifiesto que en estas explotaciones el 

olivar de montaña supone un porcentaje variable de su superficie agraria. Solo en el 

20% de las mismas el olivar de montaña es el único sistema de olivar. Aproximada-

mente el 80% de las explotaciones con olivar de montaña tienen, además, parcelas 

con otros tipos de olivar. Como promedio en las explotaciones con olivar de monta-

ña, este tipo de olivar representa el 40% de la superficie total de olivar. En cualquier 

caso, como se observa igualmente en la Figura 9, existe una relación inversa entre el 

tamaño de explotación y la proporción de olivar de montaña respecto a la superficie 

total de olivar (a medida que disminuye el tamaño de explotación, el porcentaje de 

olivar de montaña se incrementa). De esta forma, en las explotaciones con menos 

de 5 hectáreas, el 76% de su superficie de olivar es de montaña, mientras que en las 

explotaciones con más de 50 hectáreas de olivar tan solo el 32% de esta superficie 

es de montaña.

17	 Se trata esta de la cifra oficial de explotaciones, establecida sobre la base de la titularidad legal 
de la superficie agraria (explotación como suma de las parcelas declaradas por un único titular). 
No obstante, es frecuente que, en la realidad, determinados olivicultores gestionen explotacio-
nes que pertenecen a diferentes titulares (generalmente, familiares y conocidos), hecho que no 
queda reflejado en las estadísticas oficiales. Por este motivo, el tamaño real de las explotaciones 
desde el punto de vista económico (explotación como suma de las parcelas gestionadas como un 
único gestor) es mayor (Gómez-Limón y Arriaza, 2011).
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Figura 9. Distribución de las explotaciones con olivar de
montaña por tamaño de explotación

 

Fuente: elaboración propia a partir de Modelo de Olivar, Dpto. de Prospectiva 
(AGAPA).

Asimismo, es relevante comentar que, aunque el olivar de montaña representa 

como media el 40% de la superficie de olivar de las explotaciones, este solo repre-

senta el 21% de la producción total de aceituna. Ello no hace sino constatar el me-

nor rendimiento del olivar de montaña en comparación con otros tipos de olivares, 

lo que, desde una perspectiva económica, se traduce en su menor peso dentro de la 

explotación olivarera, dada su menor contribución a la renta agraria.

A modo de resumen puede concluirse afirmando que los condicionantes del oli-

var de montaña le confieren un carácter de agricultura extensiva de baja productivi-

dad y elevados costes (labores no mecanizables −o mecanizables difícilmente− por 

la elevada pendiente), circunstancias que provocan serios problemas de viabilidad 

económica que pueden derivar en el abandono de la actividad agraria. Asimismo, se 

trata de un sistema agrario en el que las dificultades para intensificar la producción 

han permitido la continuidad de plantaciones (olivares más longevos que el resto del 

olivar), lo cual, unido al mantenimiento de elementos tradicionales como muros, 
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setos, vegetación de ribera, etc., y la menor intensidad en las labores y el uso de 

agroquímicos, favorece la provisión de BB.PP. de tipo ambiental (Gómez-Limón y 

Arriaza, 2011). En todo caso, desde esta perspectiva debe señalarse igualmente los 

serios problemas de erosión que todavía se observan en buena parte de este sistema 

(en especial, donde la pendiente es más elevada), que ensombrecen considerable-

mente la producción de estos BB.PP., a la par que condicionan la sostenibilidad de 

la actividad.

Una vez descritas las principales características del olivar de montaña en Anda-

lucía, a continuación se abordan de forma detallada los BB.PP. producidos por este 

sistema agrario, empezando por los BB.PP. ambientales y siguiendo por los BB.PP. 

socioculturales. En ambos casos, se realiza especial énfasis en los principales BB.PP. 

que produce este sistema, esto es: biodiversidad, suelo, agua, clima global y, en me-

nor medida, riesgos naturales y aire, en el caso de los BB.PP. ambientales; y vitalidad 

de las zonas rurales, paisaje, patrimonio cultural y, en menor medida, seguridad ali-

mentaria y bienestar animal, en el caso de los BB.PP. socioculturales. En esta línea, 

dentro de cada ámbito se han ordenado los BB.PP. por orden de importancia.

6.2. Provisión de bienes públicos ambientales

6.2.1. Biodiversidad

Provisión actual del BPe Biodiversidad

Las características estructurales del olivar de montaña y su reducido nivel de in-

tensificación han permitido el mantenimiento de la flora y la fauna tradicionalmente 

asociada a los olivares (Gómez-Limón y Arriaza, 2011), por lo que este sistema 

agrario suele llevar asociado una elevada provisión del BPe Biodiversidad.

Como se apuntó en el Capítulo 4, la biodiversidad se puede medir en tres nive-

les (Primack, 1993): i) diversidad genética (variedades de olivar en nuestro caso), 

ii) diversidad biológica (variedad de especies asociadas al olivar), y iii) diversidad 

de hábitats (variedad de ecosistemas asociados al olivar). Respecto al primero de 

estos niveles (diversidad genética), cabe comentar que el material vegetal del olivo 
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cultivado en Andalucía se caracteriza por estar compuesto por una gran cantidad 

de variedades, ya que se cultivan más de 120 variedades de olivo, cada una de ellas 

adaptadas a las condiciones edafoclimáticas de las diferentes zonas de cultivo. No 

obstante, la tendencia de los últimos años ha sido la simplificación varietal, con una 

fuerte tendencia hacia plantaciones monovarietales, especialmente de las variedades 

más productivas, como la picual en secano y la arbequino en regadío. Esta tendencia 

ha provocado que existan numerosas variedades locales en peligro de extinción, ya 

que su superficie de cultivo se ha reducido de manera alarmante. A diferencia de 

los sistemas de olivar más modernizados, la tendencia antes descrita ha sido menos 

intensa en los sistemas de olivar de montaña, los cuales presentan una mayor riqueza 

varietal, siendo usual la presencia de múltiples variedades en la misma explotación 

(Gómez-Limón y Arriaza, 2011).

En lo referente a la diversidad biológica, el olivar generalmente se caracteriza por 

una elevada diversidad de especies asociadas al cultivo, destacando la presencia de 

especies arvenses, artrópodos, reptiles y aves (Duarte et al., 2009). De todo el oli-

var, es en el de montaña donde esta diversidad biológica es más evidente. Varios 

factores explican este hecho. Quizá el más relevante es la mayor heterogeneidad 

ambiental, mayor parcelación del cultivo y menor intensidad en el manejo, que 

favorece la presencia de una mayor densidad, diversidad y riqueza de especies que 

otros tipos de olivares más intensivos. Otro factor relevante es la presencia de olivos 

viejos, que está correlacionada positivamente con biodiversidad de aves, fundamen-

talmente por el aprovechamiento de los troncos huecos, y de la estructura vegetal 

asociada, entre otros (Muñoz-Cobo et al., 2001; Rey, 2011). También la disponibi-

lidad de aceituna como alimento para las aves permite la existencia de una elevada 

población de especies frugívoras en estos olivares (Rey, 2011). En este sentido, el 

hecho de que la cosecha se realice pasado el periodo de cría de la mayoría de las 

aves tiene un impacto significativo sobre la población de estas especies en el olivar 

(Duarte et al., 2014).
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Igualmente, en los olivares de montaña parece encontrarse una mayor variedad 

de artrópodos que en otros tipos de olivar, probablemente debido a que el perio-

do estival está más suavizado en las zonas de sierra (Ruiz y Montiel, 2000, 2001). 

Carpio et al. (2016) sugieren también una mayor riqueza de anfibios en este tipo de 

olivares frente a los de campiña. Asimismo, se ha encontrado una mayor frecuencia 

de paso del lince ibérico por el olivar de montaña frente a otros sistemas agrarios 

(p. ej., cultivos de regadío y olivares de campiña), sin que existan diferencias signi-

ficativas con respecto a sistemas forestales (Gastón et al., 2016).

En lo que se refiere a la diversidad de hábitats, también el sistema agrario del olivar 

de montaña presenta un mejor desempeño que los olivares de campiña, pues en los 

primeros es frecuente encontrar setos, linderos, bosquetes isla o ribazos, elementos 

que proporcionan refugio y alimento a especies de interés (Gómez-Limón y Arria-

za, 2011; Bartolomé et al., 2015). Esta situación contrasta con las grandes superfi-

cies ininterrumpidas de monocultivo de olivar que caracteriza las zonas olivareras 

de campiña.

La elevada contribución de este sistema a la biodiversidad se ve reflejada en su 

importante presencia dentro de zonas Natura 2000 en Andalucía. En efecto, como 

se muestra en la Figura 10, buena parte del olivar de montaña se localiza en zonas 

Natura 2000, siendo destacable la notable superficie de este tipo de olivar en Sierra 

Morena, especialmente de Córdoba y Sevilla (principalmente en Cardeña-Montoro 

y Guadalmellato en Córdoba y Sierra Norte en Sevilla). Así, un 24% de la superficie 

de olivar de montaña está situado en zonas Natura 2000, mientras que en el resto de 

olivar esta proporción se reduce al 7%. Este hecho implica que, pese a representar 

tan solo el 14% de la superficie de olivar, el olivar de montaña supone el 34% de 

todo el olivar ubicado en estas zonas protegidas.



162

La producción de bienes públicos por parte de los sistemas agrarios

Figura 10. Distribución del olivar de montaña 
y zonas Natura 2000 en Andalucía

 

Fuente: elaboración propia a partir de Modelo de Olivar, Dpto. de Prospectiva 
(AGAPA) y datos de la CMAOT.

Prácticas que varían la biodiversidad del olivar de montaña

Entre las prácticas asociadas al olivar de montaña que permiten el mantenimien-

to y la mejora en la provisión del BPe Biodiversidad destaca la implantación de cubiertas 

vegetales (Duarte et al., 2009; Castro-Caro et al., 2014). Las cubiertas vegetales be-

nefician la diversidad de algunos organismos tales como los artrópodos, tanto en el 

suelo como en la cubierta, así como de especies avícolas (Castro-Caro et al., 2014). 

El manejo de la cubierta presenta también un impacto significativo sobre este bien 

público. Por ejemplo, el manejo mecánico de la misma resulta más recomendable 

que el manejo a base de herbicidas, dado que estos productos biocidas impactan 

negativamente en la población de insectos presentes en la cubierta, lo que a su vez 

reduce los recursos alimenticios de las aves, especialmente las insectívoras (Duarte 

et al., 2014).
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La otra práctica agraria que condiciona de manera decisiva la biodiversidad de 

los olivares de montaña son los tratamientos pesticidas (Gómez-Limón y Arriaza, 

2011), tanto para el manejo del suelo (herbicidas) como para el tratamiento de las 

enfermedades y plagas (fungicidas e insecticidas), ya que, debido a su poder biocida, 

suponen una merma de las poblaciones de diferentes tipos de organismos presentes 

en los olivares (p. ej., artrópodos), alterando las cadenas tróficas que posibilitan 

el manteamiento de la macrofauna (aves y mamíferos, principalmente) asociada al 

cultivo.

Otras prácticas que pueden mejorar la provisión de este BP en el olivar de mon-

taña son (Duarte et al., 2009; Gómez-Limón y Arriaza, 2011; Rey, 2011; Villanueva 

et al., 2014b):

•	 Apilar las varetas tras la poda, lo que genera zonas de refugio para determinadas 

especies de animales.

•	 Mantener aceitunas en los olivos tras la cosecha, de forma que quede a disposi-

ción de la fauna para su alimentación.

•	 Mantener superficies dedicadas a otros cultivos dentro de las explotaciones de 

olivar.

•	 Mantener la superficie no cultivada en las explotaciones de olivar (bosques islas, 

riberas de ríos y arroyos, afloramientos rocosos, etc.), en la medida que diversi-

fica el paisaje, haciendo este más heterogéneo y complejo.

•	 Mantener los olivos viejos, aun habiendo pasado su periodo óptimo de produc-

ción, pues como se ha comentado anteriormente, actúan como lugar de nidifica-

ción de aves y de pequeños mamíferos.

•	 Mantener las diferentes variedades a nivel local, ya que suelen tener diferentes 

fechas de recolección, lo que incrementa el tiempo en el que las aceitunas están 

disponibles para las aves.

•	 Mantener en las lindes de las parcelas especies vegetales nativas (preferentemen-

te constituyendo setos) que produzcan frutos, incrementándose la diversidad de 

alimentos.
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Indicadores de la biodiversidad en el olivar de montaña

La cuantificación precisa del BPe Biodiversidad de un ecosistema exige la realización 

de censos pormenorizados de todas las especies vegetales y animales presentes en 

el mismo, así como de un análisis de las relaciones existentes entre las mismas (p. 

ej., de las cadenas tróficas). Dada la complejidad técnica y el elevado coste de este 

tipo de estudios, es normal utilizar proxies o indicadores de este BPe que informen 

de manera simple y sintética, aunque sea de forma aproximada, sobre el estado de 

este bien público. En el caso de los olivares, el Número total de aves (densidad) y el 

Número de especies de aves diferentes (riqueza) suelen emplearse como indicadores 

asociados al BPe Biodiversidad. Ello se debe a la especial sensibilidad de estas especies 

a los cambios ambientales del agrosistema. Efectivamente, al estar ubicadas estas 

especies animales en los últimos eslabones de la cadena alimentaria, su población 

y diversidad son extremadamente sensibles a los efectos acumulados a lo largo de 

la mencionada cadena (p. ej., la existencia de contaminantes ambientales) (Heath y 

Raymem, 2003; Gregory et al., 2005).

Sin embargo, obtener información relativa a estos indicadores con frecuencia 

resulta complejo y costoso, ya que requiere realizar un censo frecuente de aves en 

diversas localizaciones para poder obtener su valor y su evolución a lo largo del 

tiempo. Por este motivo, a nivel de explotación se ha propuesto el empleo de otros 

indicadores proxies de cálculo más sencillo, asociados a las prácticas realizadas en la 

explotación que inciden sobre la biodiversidad (indicadores del BPp Prácticas que 

varían la biodiversidad de las tierras agrarias). Entre estos indicadores podemos destacar 

en primer lugar el Riesgo de pesticidas. Como se ha comentado anteriormente, la 

biodiversidad en el olivar de montaña está influenciada directamente por los 

tratamientos químicos aplicados al cultivo (herbicidas, fungicidas e insecticidas). 

Todos ellos tienen en común su poder biocida, por lo que su uso supone una merma 

de las poblaciones de diferentes tipos de organismos que comparten estos territorios 

con el olivo (Gómez-Limón y Arriaza, 2011). Este indicador cuantifica el potencial 

biocida de las materias activas empleadas en estos tratamientos, resultando sencillo 
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de calcular a nivel de explotación a partir de las dosis de cada sustancia activa 

empleada en los tratamientos y la toxicidad de las mismas.

Otro indicador proxy adecuado para evaluar la provisión de este BP por parte de 

las explotaciones con olivar de montaña es el Porcentaje de superficie no cultivada. Este 

indicador se define como el porcentaje de superficie de la explotación que no está 

destinada a ningún cultivo, lo que permite cuantificar la diversidad de hábitats no 

agrarios tales como bosques islas, riberas de ríos y arroyos, afloramientos rocosos, 

etc., existentes en la explotación de olivar, y que pueden servir de soporte vital 

para determinados organismos que, estando asociados al olivar, no habitan dentro 

del mismo (Gómez-Limón y Arriaza, 2011). El cálculo de este indicador a nivel 

de explotación no supone ninguna complejidad, requiriendo tan solo conocer la 

superficie destinada a estos usos dentro de la explotación.

Finalmente, como se puede deducir de lo comentado anteriormente, el Porcentaje 

de cubierta vegetal resulta igualmente un indicador proxy adecuado para evaluar este 

BP. Este indicador se define como el porcentaje de superficie de olivar dentro de 

la explotación que presenta cubierta vegetal, bien sea cultivada o espontánea. Al 

igual que en los anteriores, la simplicidad en el cálculo es un atributo a destacar 

de este indicador. No obstante, para obtener una información más representativa 

del nivel de provisión de biodiversidad a través de este indicador, se recomienda 

complementar con información relativa a la duración de la cubierta y a su manejo.

6.2.2. Suelo

Provisión actual del BPe Suelo

El principal problema medioambiental asociado a la agricultura mediterránea 

es la erosión del suelo (Boulal y Gómez-MacPherson, 2010). Ello es especialmente 

ostensible en el cultivo del olivo (Barranco et al., 2008; Gómez Calero y Giráldez, 

2009). Así, para el caso del olivar andaluz las pérdidas de suelo se estiman en más 

de 50 millones de toneladas al año (CAyP, 2008). Además, debe tenerse en cuenta 

que dichas pérdidas se corresponden con los horizontes superficiales más ricos en 

nutrientes y materia orgánica de estas explotaciones agrícolas. En el largo plazo 
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estos fenómenos erosivos son insostenibles en la medida que suponen un deterioro 

continuado de la capacidad productiva de los suelos, limitando de esta manera su 

funcionalidad para la producción agrícola o cualquier otro uso del mismo como 

soporte del medio natural y primer eslabón de la cadena alimentaria. En las últimas 

décadas, este problema se ha acentuado, con la expansión del cultivo del olivar 

hacia suelos con características especialmente desfavorables para la producción 

agraria (altas pendientes, alta erodabilidad de los suelos y alta torrencialidad de la 

lluvia), en conjunción con una inadecuada gestión por parte de los agricultores, 

en especial la sistemática destrucción de la vegetación espontánea (manteniendo el 

suelo permanentemente desnudo) (Gómez-Limón y Arriaza, 2011).

El problema de la erosión es especialmente relevante en el olivar de montaña. 

Efectivamente, la localización de este sistema agrario en terrenos con elevada 

pendiente hace que este tipo de olivar suela registrar tasas de pérdida de suelo 

superiores a las registradas en el resto de olivares (Francia et al., 2006; Xiloyannis 

et al., 2008). Así, en este sistema puede llegar a triplicarse la tasa de erosión en 

comparación con olivares de pendientes más moderadas, tales como el olivar de 

campiña (Gómez-Limón y Arriaza, 2011). De hecho, según se observa en la Figura 

11, en la que se representan las pérdidas de suelo anuales por hectárea a nivel 

autonómico, el olivar concentra en buena medida las zonas donde estas pérdidas son 

mayores. Entre estas zonas olivareras donde se registran elevadas pérdidas de suelo 

es usual encontrar una elevada proporción de olivar de montaña. Este es el caso del 

valle del Guadalmellato, la Sierra de Cazorla y las sierras del sur de Málaga.
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Figura 11. Pérdidas de suelo en Andalucía.
Media del periodo 1992 – 2011

Fuente: elaboración propia a partir de datos de CMAOT.

En la Figura 12 se puede observar como la proporción de olivar de montaña con 

pérdidas de suelo altas (entre 50 y 100 t/ha·año) y muy altas (mayores de 100 t/

ha·año) es claramente superior a la del resto de olivar, sumando ambas categorías el 

30% de la superficie de este tipo de olivar. Por el contrario, en el resto de olivar más 

de la mitad de la superficie tiene una pérdida de suelo baja (menor de 12 t/ha·año).
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Figura 12. Proporción de superficie de olivar de montaña y del
resto de olivar según el nivel de pérdida media de suelo en el

periodo 1992 – 2011

Fuente: elaboración propia a partir de Modelo de Olivar, Dpto. de Prospectiva 
(AGAPA) y datos de la CMAOT.

Otro aspecto importante relacionado con BPe Suelo es la fertilidad del mismo. 

Como se ha indicado anteriormente, la erosión de los suelos afecta principalmente a 

los horizontes más superficiales que son, a su vez, los más ricos en materia orgánica 

y nutrientes. Por este motivo, las elevadas tasas de erosión que presenta el olivar de 

montaña provocan que los suelos sobre los que se localiza este agrosistema tengan 

un contenido deficiente en estos elementos, circunstancia que lastra la productivi-

dad agraria (bajos rendimientos). Sin embargo, Gómez Calero y Giráldez (2009) 

sugieren que, con la información disponible, aun limitada, no puede hablarse de un 

deterioro excesivo de la calidad de los suelos, exceptuando casos extremos. Por lo 

tanto, la capacidad de recuperación de muchos de los suelos de los olivares es aún 

notable, aunque no ilimitada. Efectivamente, como apuntan estos autores, muchos 

olivares (especialmente los de montaña) están sometidos a un minado progresivo 

de la fertilidad de sus suelos, proceso que, de continuar en el tiempo, puede afectar 

negativamente a su capacidad de recuperación.
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Finalmente, conviene apuntar que otros fenómenos de degradación del suelo 

tales como la compactación y la salinización pueden aparecer de forma muy residual 

en el olivar de montaña andaluz. Respecto de la compactación, las importantes difi-

cultades para realizar labores mecanizadas (especialmente con maquinaria pesada 

–p. ej., para la recolección) en este tipo de olivar hacen que el riesgo de encontrar 

este tipo de fenómenos sea reducido. Respecto de la salinización, el hecho de ser el 

olivar de montaña un sistema agrario de secano, junto a su localización en zonas con 

elevada pendiente (que dificultan el almacenamiento de agua y la precipitación de 

sales en el suelo), implica que el riesgo de concentración de sales en sus suelos sea 

prácticamente despreciable.

Prácticas que modifican la fertilidad de los suelos del olivar de 
montaña

El manejo de las explotaciones de olivar tiene una incidencia notable en la 

provisión del BPe Suelo. En particular, el empleo de técnicas de conservación del 

suelo reduce de forma significativa el riesgo de erosión (Gómez Calero y Giráldez, 

2009), contribuyendo a su vez a mejorar su fertilidad mediante el aumento del 

contenido de materia orgánica (Castro et al., 2008; Repullo-Ruibérriz de Torres 

et al., 2012a), así como del de nitrógeno y potasio (Nieto et al., 2013; Ordóñez-

Fernández et al., 2014). Existe un amplio abanico dentro de este tipo de prácticas, 

si bien el uso de cubiertas vegetales destaca especialmente por su utilidad a la hora 

de prevenir la erosión, a la par que mejorar otros aspectos agronómicos del suelo 

(contenido de materia orgánica y nutrientes) (Castro et al., 2008; Gómez Calero 

et al., 2009; Burguet et al., 2016). No obstante, conviene tener en cuenta diversos 

aspectos que determinan la efectividad de las cubiertas vegetales respecto de la 

provisión de este BP. Entre estos aspectos cabe destacar el tipo de cubierta vegetal 

(espontánea o sembrada), su extensión (en las calles, con anchos mayores o menores, 

o en toda la parcela), su manejo (empleando herbicidas, con labores mecánicas, 

mediante ganado) y el periodo de implantación durante el año (Barranco et al., 

2008; Alcántara et al., 2011). Así, si bien se observa un uso cada vez más extendido 

de las cubiertas vegetales en el olivar de montaña (Rodríguez-Entrena y Arriaza, 
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2013; Villanueva et al., 2017b), todavía existe un importante margen de mejora, 

fundamentalmente en lo relativo a su adecuado manejo.

Otra práctica relevante respecto de la provisión del olivar de montaña en rela-

ción con el BPe Suelo atañe al manejo de los restos de poda. En concreto, su picado e 

incorporación al suelo tiene un efecto importante para frenar la erosión y mejorar el 

contenido de materia orgánica y de nutrientes del suelo (Castro et al., 2008; Repu-

llo-Ruibérriz de Torres et al., 2012b; Nieto et al., 2013; Ordóñez-Fernández et al., 

2014). No obstante, la elevada pendiente del terreno que caracteriza a este sistema 

agrario, al igual que para el resto de las labores de mecanización, puede suponer un 

hándicap a la hora de realizar esta práctica.

Otras prácticas que pueden contribuir a la mejora de la provisión de este BP son 

(Beltrán et al., 2006; Fleskens y Stroosnijder, 2007; Garrido et al., 2009; Gómez 

Calero y Giráldez, 2009):

•	 Implantación de filtros de vegetación en cabecera de pequeñas cárcavas y pro-

tegiendo ríos, arroyos y cauces de agua efímeros. Estos filtros pueden ser de 

vegetación herbácea, o bien de vegetación leñosa en forma de setos.

•	 Mantener las estructuras tradicionales como bancales, terrazas, gaviones, etc., 

que ayudan a retener el terreno y disminuir la escorrentía de agua de lluvia.

•	 Reducir las labores, y realizarlas de forma paralela a las curvas de nivel, for-

mando surcos, lo que obliga al agua de escorrentía a seguir un camino con 

mucha menor pendiente. Sin embargo, esta práctica no parece ser efectiva para 

pendientes muy elevadas.

•	 Inserción de pozas o lunetas, excavadas aguas arriba de cada olivo, que acumu-

lan el agua y permiten evacuar la sobrante de forma controlada.

•	 Emplear fertilizantes orgánicos, lo que mejora el contenido en materia orgáni-

ca y nutrientes, así como la estructura del suelo.

Cuando el nivel de degradación del suelo es elevado, es frecuente la aparición de 

regueros y cárcavas. El principal problema asociado a las cárcavas es, además de la 
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pérdida de una gran cantidad de suelo, tanto de capas superficiales como subsuperfi-

ciales, que estas dificultan la realización de las labores normales de cultivo, debido a 

que la irregularidad del terreno impide la circulación de la maquinaria (Blanco-Can-

qui y Lal, 2008). En estos casos suele requerirse actuaciones de mayor envergadura, 

dirigidas a frenar el crecimiento de las cárcavas (y, cuando sea posible, a rellenarlas 

y restaurarlas), tales como (Gómez Calero et al., 2011):

•	 Mejorar las condiciones de la zona desde donde vierte el agua a la cárcava para 

reducir la escorrentía (p. ej., aumentando la cobertura por vegetación).

•	 Desviar, si fuera necesario, toda o parte de la escorrentía que entra en la cárca-

va. Un ejemplo donde esto puede ser necesario es en cárcavas formadas a causa 

de cunetas mal diseñadas.

•	 Estabilizar la cárcava mediante medidas estructurales (diques de retención) y 

revegetación.

Según el tamaño y profundidad de las cárcavas, será necesario realizar unas ac-

tuaciones u otras. Así, las cárcavas de menor tamaño se pueden controlar con diques 

de retención más pequeños y de materiales menos resistentes, mientras que en las 

cárcavas de mayor tamaño se requieren diques de retención de mayor tamaño y más 

resistentes, con estructuras para que el agua rebose sin provocar daños (Gómez 

Calero et al., 2011).

Indicadores de la fertilidad de los suelos en el olivar de montaña

Para la cuantificación del BPe Suelo en el olivar de montaña en sus diversos aspec-

tos sería necesaria la realización de análisis físico-químicos de una amplia muestra de 

suelo extraída de todo el territorio que abarca este sistema. Dada la complejidad y 

coste de esta cuantificación, al igual que en el caso del BPe Biodiversidad, se recomien-

da como alternativa el uso de indicadores proxies que permiten obtener información 

del estado de este BP de forma aproximada y más simple. En su mayoría estos proxies 

están asociados a las prácticas realizadas en la explotación que inciden sobre el suelo 

(indicadores del BPp Prácticas que modifican la fertilidad de los suelos).
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Para evaluar la erosión de los suelos es posible emplear la Ecuación Universal de 

Pérdida de Suelo actualizada (Renard et al., 1997). Esta ecuación permite estimar la 

cantidad de suelo erosionada (expresada en t/ha·año) de las explotaciones de olivar a 

partir del empleo de los siguientes factores:

a)	La erosividad de la lluvia, que depende de la energía y duración de las 

precipitaciones.

b)	La erodabilidad del suelo, que depende del tipo de suelo.

c)	La topografía del terreno, dependiente de la longitud y pendiente del terreno.

d)	El tipo de cultivo y el método de manejo del suelo.

e)	Las medidas de conservación implementadas para el control de la erosión.

Los tres primeros factores, que reflejan las características estructurales de las ex-

plotaciones, pueden obtenerse de fuentes secundarias (estadísticas oficiales y biblio-

grafía existente). Por su parte, los dos últimos factores, que caracterizan el manejo 

del suelo por parte de los agricultores, deben calcularse necesariamente sobre la 

base de la información primaria suministrada por los propios productores.

Por otro lado, como se ha visto anteriormente, la presencia o no de cubiertas 

vegetales supone una de las principales prácticas que influyen sobre la erosión de 

los suelos en el olivar, así como otros aspectos relativos a la fertilidad de los suelos, 

como el contenido de materia orgánica y de nutrientes. De esta forma, el Porcentaje 

de suelo cubierto con vegetación puede utilizarse igualmente como un indicador proxy 

adecuado para evaluar este BP. Este indicador se define como el porcentaje de su-

perficie de olivar dentro de la explotación cubierta bien por la vegetación arbórea 

(olivo), bien por cubierta herbácea (sea cultivada o espontánea). El cálculo de este 

indicador es sencillo, si bien debe completarse con información relativa a la dura-

ción de la cubierta, especialmente al hecho de cubrir o no todo el periodo de lluvias.

Otro indicador de utilidad para evaluar la fertilidad de los suelos en las explo-

taciones con olivar de montaña es el Número de labores de cultivo, ya que existe una 
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relación inversa entre estas labores y el contenido en materia orgánica del suelo 

(Gómez-Limón y Arriaza, 2011).

6.2.3. Agua

Provisión actual del BPe Agua

Como se ha visto en el Capítulo 4, dentro del BPe Agua en relación con la agri-

cultura pueden diferenciarse dos aspectos: Cantidad (uso de agua para riego, redu-

ciendo su disponibilidad para el medio natural y para otros usos humanos) y Calidad 

(contaminación del agua por sustancias químicas de origen agrario). Dado que el 

olivar de montaña es prácticamente en su totalidad un sistema agrario de secano, su 

incidencia sobre el BPe Agua-cantidad es despreciable, por lo que en este apartado se 

consideran tan solo los aspectos relativos al BPe Agua-calidad, centrándose en la emi-

sión de contaminantes al agua que se producen en el sistema de olivar de montaña.

Los principales contaminantes de las masas de agua de Andalucía son de origen 

agrario: nitratos, fitosanitarios y sólidos en suspensión (CHG, 2012). Así, los siste-

mas agrarios de olivar contribuyen a la menor calidad de las masas de agua como 

resultado fundamentalmente del uso de fertilizantes y fitosanitarios (herbicidas y, 

en menor medida, otros biocidas como insecticidas, acaricidas, fungicidas, etc.), 

así como del arrastre por escorrentía de sólidos en suspensión provenientes de la 

erosión del suelo (Gómez Calero, 2009). Aunque el arrastre de partículas sólidas 

provenientes de la erosión supone uno de los impactos más reseñables de la activi-

dad olivarera sobre este BPe, favoreciendo fenómenos de turbidez en el agua (con 

el consiguiente impacto sobre la fauna y flora fluvial) y de arrastre de otros con-

taminantes, este fenómeno se ha abordado con mayor profundidad en el apartado 

relativo al BPe Suelo del presente capítulo. Así, este apartado se centra en la emisión 

de contaminantes relativos al uso de fertilizantes y fitosanitarios en las explotaciones 

olivareras de montaña.

El uso de productos químicos por parte del cultivo del olivar, fundamentalmente 

fertilizantes y herbicidas, ha dado como resultado problemas de contaminación 
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difusa tanto de las aguas superficiales (ríos y embalses) como de las subterráneas 

(acuíferos) (Gómez-Limón y Arriaza, 2011). Respecto del uso de fertilizantes, cabe 

destacar el empleo de abonos nitrogenados y, en menor medida, fosforados, dada 

la significativa concentración de nitrógeno y fósforo en las masas de agua andaluzas 

(CMA, 2008; Vidal-Abarca y Suárez, 2011). El nitrógeno y el fósforo son nutrientes 

esenciales para el olivo, si bien el aporte de una cantidad excesiva de este elemento en 

los suelos puede generar serios problemas ambientales (Fernández-Escobar, 2008). 

Los métodos de abonado utilizados en el olivar y las características meteorológicas 

de las zonas olivareras, caracterizadas por chubascos de fuerte intensidad, provocan 

que se registren elevadas pérdidas de fertilizantes, las cuales pueden producirse a 

través del proceso de drenaje de agua en los suelos, o bien mediante procesos de 

erosión y escorrentía. Estos elementos disueltos en el agua son arrastrados corriente 

abajo, produciendo fenómenos de contaminación difusa, que a su vez derivan en el 

enriquecimiento de nutrientes o eutrofización de las masas de agua receptoras de 

tales flujos (Hermosín et al., 2009). Dicho enriquecimiento de nutrientes provoca 

un crecimiento excesivo de microrganismos y algas, que agotan el oxígeno presente 

en el agua y hace inviable la existencia de la mayoría de las especies que previamente 

formaban el ecosistema (p. ej., de los peces), suponiendo en última instancia un 

empobrecimiento de la biodiversidad. Este hecho se traduce en que una elevada 

proporción de masas de agua existentes aguas abajo de las zonas olivareras presenten 

un estado eutrófico, o se encuentren en un proceso hacia dicho estado (Hermosín 

et al., 2009).

Respecto del uso de fitosanitarios, cabe señalar que el cultivo de olivar es muy 

dependiente del uso de biocidas debido a las condiciones edafoclimáticas en las que 

se desarrolla, que favorecen la presencia de plagas y malas hierbas (Hermosín et 

al., 2013). En este sentido, debe destacarse el uso de herbicidas en el olivar, dados 

los numerosos episodios acaecidos en Andalucía de contaminación de embalses y 

acuíferos, los cuales han resultado en importantes problemas para el medio ambiente 

y la salud pública, así como la consecuente alarma social (Álvarez-Benedi y Muñoz-

Carpena, 2005). Entre los ejemplos de masas de agua localizadas aguas abajo de las 
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mayores zonas productoras de olivar y afectadas por contaminación por herbicidas, 

cabe citar los casos de los embalses de Rumblar y Dañador en Jaén, Iznájar en 

Córdoba, José Torán en Sevilla o Guadalteba en Málaga, cuyos impactos ambientales 

se han hecho notar sustancialmente en años de sequía. Estos episodios han sido 

especialmente críticos en los casos de masas de agua usadas para el abastecimiento 

de agua potable, ya que la presencia de herbicidas dificulta de forma significativa el 

proceso de potabilización (Hermosín et al., 2009).

No obstante, la situación actual respecto del uso de herbicidas en el olivar ha 

cambiado en la última década, reduciendo las presiones producidas por este sistema 

agrario sobre el BPe Agua-calidad. Por una parte, se puede decir que la crisis de ren-

tabilidad del cultivo de los últimos años ha propiciado la adopción de estrategias em-

presariales de reducción de costes (reportada por Gómez-Limón y Arriaza, 2011, 

entre otros autores), que ha provocado un impacto positivo respecto de este BPe 

en la medida que ha favorecido la reducción en el uso de herbicidas. En esta misma 

dirección, cabría indicar igualmente la mejora en el manejo de los herbicidas (y de 

los biocidas en general) por parte de los olivicultores como consecuencia de la rea-

lización de actividades formativas específicas a este respecto, orientadas a la mejora 

de la eficiencia de los tratamientos fitosanitarios. Estas actividades se han acompa-

sado con medidas coercitivas como la obligatoriedad de poseer una licencia para la 

realización de tales tratamientos. Finalmente, debe señalarse que también durante 

los últimos años se ha producido la prohibición progresiva del uso de los herbicidas 

más contaminantes, tales como la simazina (año 2003) o el diurón (año 2007), y 

las restricciones cada vez más severas en el empleo de otros como la terbutilazina 

(Gómez-Limón y Arriaza, 2011).

A pesar de lo comentado en el párrafo anterior, el peligro de contaminación de 

las aguas por herbicidas procedentes de las zonas olivareras sigue siendo relevante. 

En este sentido debe apuntarse que, si bien la difusión de prácticas de laboreo de 

conservación en el cultivo del olivar (laboreo mínimo, no laboreo y empleo de 

cubiertas vegetales) ha ayudado al menor arrastre de sólidos en suspensión (y de 

los contaminantes asociados), en muchos casos también ha provocado un mayor 
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uso de herbicidas de cara a limitar la competencia de las malas hierbas por el agua 

y los nutrientes. Esta circunstancia, junto con la naturaleza de muchos suelos de 

olivar –pobres en materia orgánica, capaz de absorber los agroquímicos– y el calen-

dario de tratamientos herbicidas –coincidente en buena medida con los meses más 

lluviosos–, sigue favoreciendo la aparición de procesos de percolación o lixiviación 

de los productos fitosanitarios que afectan a las aguas subterráneas (Hermosín et 

al., 2009), así como de escorrentías que pueden transportar herbicidas que acaban 

vertiendo en ríos y embalses (Hermosín et al., 2013).

Respecto al caso concreto del olivar de montaña, cabe apuntar que sus elevadas 

pendientes asociadas pueden agravar los procesos de contaminación de agua comen-

tados anteriormente, fundamentalmente debido a un mayor arrastre de solutos por 

fenómenos de erosión y escorrentía (Hermosín et al., 2009). Respecto de la emisión 

de nitratos, al efecto producido por la mayor pendiente hay que añadir una ferti-

lización excesiva –especialmente nitrogenada– del cultivo del olivo en Andalucía 

(Fernández-Escobar et al., 2012; Hidalgo et al., 2013). De hecho, los resultados de 

Gómez-Limón y Arriaza (2011) sugieren incluso un balance de nitrógeno más ne-

gativo para el caso del olivar de montaña en comparación con el olivar de campiña. 

A pesar de ello, los territorios olivareros en general, y los de olivar de montaña en 

particular, no suelen corresponderse con las zonas vulnerables a contaminación por 

nitratos, tal y como se observa en la Figura 13. Esta circunstancia indica que el ries-

go de contaminación por fertilizantes en este sistema no es significativo, al menos en 

comparación con otros sistemas, especialmente los propios de regadío.
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Figura 13. Distribución del olivar de montaña y zonas
vulnerables a contaminación por nitratos en Andalucía

 

Fuente: elaboración propia a partir de Modelo de Olivar, Dpto. de Prospectiva 
(AGAPA) y datos del MAPAMA.

En cuanto a la contaminación por herbicidas derivada de explotaciones de olivar 

de montaña, Gómez-Limón y Arriaza (2011) observan también una mayor utiliza-

ción de herbicidas en el olivar de montaña en comparación con el olivar campiña 

(donde el control de las malas hierbas se realiza predominantemente mediante labo-

reo). Este hecho, unido a la elevada pendiente comentada anteriormente, aumenta 

de forma significativa el riesgo de contaminación de las aguas por herbicidas. Así, 

en el embalse de José Torán, ubicado en la Sierra Morena sevillana, zona en la que la 

presencia de olivar de montaña es importante, se han detectado herbicidas a concen-

traciones superiores a los límites establecidos (Hermosín et al., 2009). Asimismo, 

en el municipio de Montoro (Córdoba), donde el olivar de montaña es también 

de importancia, se ha observado una concentración de herbicidas –tanto en aguas 

superficiales como subterráneas– muy superior a la de otros lugares en los que el 

olivar presenta pendientes más reducidas (Hermosín et al., 2013).
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Prácticas que influyen en la emisión de contaminantes al agua por 
parte del olivar de montaña

El olivar de montaña es susceptible de emitir contaminantes a las aguas super-

ficiales y subterráneas debido a las prácticas agrarias empleadas en el cultivo. En 

concreto, las prácticas con mayor capacidad de generar contaminación en las aguas, 

y por lo tanto más asociadas a este BPp, son (Hermosín et al., 2009):

•	 La fertilización, especialmente la nitrogenada.

•	 La aplicación de biocidas, especialmente herbicidas para el control de malas 

hierbas.

•	 El laboreo del suelo.

En el caso de la fertilización nitrogenada, una aplicación de una dosis de este 

nutriente superior a la extracción por parte del cultivo, genera un exceso que puede 

disolverse en el agua de lluvia y contaminar tanto las aguas superficiales como las 

subterráneas (Hermosín et al., 2009). Asimismo, el momento de aplicación de los 

fertilizantes resulta determinante, siendo mayor el riesgo de contaminación de las 

aguas por este nutriente cuando la aplicación se realiza durante el periodo de reposo 

invernal, ya que en este periodo el olivo es incapaz de absorber los nutrientes y 

la probabilidad de precipitaciones es más elevada. Por el contrario, una aplicación 

fraccionada, adecuada a las demandas del cultivo en cada momento, reduce este 

riesgo (Fernández-Escobar, 2009).

En cuanto a la aplicación de herbicidas, al igual que en el caso de la fertilización, 

su capacidad para contaminar las masas de agua está influenciada básicamente por el 

tipo de materia activa (herbicidas más o menos residuales), la dosis y el momento 

de aplicación (Hermosín et al., 2009). Respecto del momento de aplicación, la po-

sibilidad de contaminación por estos productos se incrementa de forma significativa 

cuando los tratamientos se realizan en periodos lluviosos, en los que el riesgo de 

erosión y escorrentía es mayor (Hermosín et al., 2013). Por otro lado, se ha obser-

vado que la incorporación al suelo de residuos orgánicos del propio olivar (p. ej., los 

restos de poda) incrementa la materia orgánica del suelo, minimizando con ello la 
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emisión de herbicidas al entorno (Cox et al., 2001; Albarrán et al., 2003) y, conse-

cuentemente, la contaminación difusa con estos productos. Asimismo, se ha obser-

vado que las prácticas de laboreo de conservación, en comparación con el laboreo 

convencional, incrementan igualmente la materia orgánica del suelo, favoreciendo 

una mayor retención y degradación de ciertos herbicidas (Hermosín et al., 2009).

Finalmente, cabe reseñar que son los procesos de erosión-escorrentía los que 

tienen una mayor incidencia en la emisión de contaminantes al agua por parte del 

olivar de montaña, especialmente teniendo en cuenta las elevadas pendientes que 

caracterizan este sistema. Por lo tanto, un manejo adecuado del suelo que reduzca 

los procesos erosivos resulta determinante en este sentido (Hermosín et al., 2009). 

De esta forma, se remite al lector al apartado 6.2.2, correspondiente al BPe Suelo, 

donde se analizan tales prácticas.

Indicadores de la calidad del agua en el olivar de montaña

La cuantificación del BPe Agua-calidad en el olivar de montaña presenta, además 

del coste asociado a la toma de muestras y análisis de aguas superficiales y subterrá-

neas, la dificultad añadida a los procesos de contaminación difusa, es decir, la com-

plejidad de determinar el origen exacto de los contaminantes que pudiera contener 

el agua. En cualquier caso, pueden emplearse como alternativa otros indicadores 

proxies asociados a las prácticas realizadas en la explotación y que tienen incidencia 

sobre el nivel de calidad de las aguas (es decir, indicadores del BPp Emisión de conta-

minantes al agua).

En primer lugar, resulta de interés el Balance de nitrógeno, propuesto por la Agen-

cia Europea de Medio Ambiente (EEA, 2005) para valorar las consecuencias de la 

utilización de este nutriente por parte de la actividad agraria. Este indicador puede 

considerarse un proxy de la cantidad de este elemento que es liberado al medio am-

biente, con los correspondientes efectos perjudiciales sobre la calidad de las aguas. 

Dicho balance puede calcularse de forma simple como la diferencia entre nitrógeno 

aportado a la explotación a través de la fertilización y la cantidad del mismo extraído 

en forma de cosecha u otros subproductos (Gómez-Limón y Arriaza, 2011). Esta 
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diferencia representa el nitrógeno liberado en el medioambiente y que puede llegar 

a contaminar las masas de agua.

Otro indicador de interés en este sentido es la Cantidad de herbicidas aplicados. 

Este indicador mide la capacidad potencialmente biocida derivada del uso de los 

herbicidas en el olivar de montaña. Su cálculo se realiza a partir de la dosis de herbi-

cidas aplicada y la concentración de materia activa del herbicida. Con el objetivo de 

poder comparar la capacidad contaminante sobre las masas de agua de las distintas 

materias activas empleadas en el olivar de montaña, puede emplearse diferentes 

coeficientes de equivalencias, como puede ser la DL50 (Dosis Letal 50%, la dosis 

de materia activa necesaria para provocar la mortalidad de la mitad de un conjunto 

de animales de prueba).

En el apartado correspondiente al BPe Suelo se detallan indicadores relativos a 

la erosión del suelo que, como se ha comentado, son igualmente relevantes para la 

calidad de las aguas.

6.2.4. Clima global

Provisión actual del BPe Clima global

El olivar de montaña ejerce una presión sobre el BPe Clima global a través del 

balance de GEI (BPp Balance de GEI) producido en sus explotaciones. Como se men-

cionaba en el Capítulo 4, este BPp es el resultado tanto de las emisiones de dióxido 

de carbono (CO2) y otros GEI por el consumo de energías fósiles para la producción 

de insumos y la realización de labores, como del secuestro de carbono asociado a 

la actividad agraria (fijación duradera de carbono en el suelo y en cultivos leñosos). 

Según prevalezcan las primeras o el segundo, se obtendrá un balance negativo (fa-

vorece el cambio climático) o positivo (mitiga el cambio climático), respectivamen-

te. Dada la falta de información específica respecto del olivar de montaña, en este 

apartado se trata de ilustrar el desempeño de este sistema agrario haciendo uso de 

trabajos que analizan sistemas de olivar parecidos.
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Respecto de las emisiones de GEI, conviene comenzar contextualizando las emisio-

nes de GEI por parte de la agricultura respecto de las producidas en otros sectores 

económicos. Así, de los cerca de 50 Mt CO2-equivalente emitidas anualmente en 

Andalucía, la gran mayoría corresponde a las producidas en los sectores energé-

tico y de transporte, mientras que solo alrededor del 10% corresponde al sector 

agrario (CMAOT, 2015). A priori, sin tener en cuenta otro criterio diferente al de 

superficie, es de esperar una escasa relevancia respecto de la emisión de GEI por 

parte de un sistema agrario como el del olivar de montaña, dado que apenas supo-

ne el 5% de la SAU en Andalucía. No obstante, otros aspectos específicos de este 

sistema hacen prever un impacto aún menor en términos de emisiones de GEI. En 

concreto, los reducidos niveles de intensificación productiva y de uso de maquinaria 

que lo caracterizan hacen prever unas menores emisiones asociadas al empleo de 

fertilizantes nitrogenados (N2O) y al consumo de combustibles fósiles (emisiones 

de CO2) en comparación con la gran mayoría de sistemas agrarios existentes en 

Andalucía. Respecto del empleo de fertilizantes nitrogenados, aunque las dosis em-

pleadas suelen ser menores a las de otros sistemas de olivar, parece haber potencial 

para la reducción de emisiones de N2O, dado que todavía parecen emplearse dosis 

excesivas de estos fertilizantes (Hidalgo et al., 2013). En cualquier caso, trabajos 

previos sugieren que la mayor parte de emisiones de GEI en olivares tradicionales 

corresponde a labores con maquinaria relativas al manejo del suelo y a la recolección 

(López-Bellido et al., 2016)18.

Respecto del secuestro de carbono, las evidencias encontradas en estudios centrados 

en sistemas agrarios de olivar señalan que, además de que los sistemas agrarios de 

cultivos permanentes albergan importantes reservas de carbono en la fracción leñosa 

del cultivo (IPCC, 2014c), el mayor margen para el secuestro de este elemento en 

los sistemas de olivar parece hallarse en el suelo (Lal, 2004; Smith et al., 2008). 

18	 El estudio de López-Bellido et al. (2016) incluye una amplia selección de plantaciones, si bien la 
mayor parte de las mismas son olivares intensivos y superintensivos (con 18 de las 22 plantacio-
nes con densidades por encima de 200 olivos/ha). Por ello, los resultados señalados en el texto 
se refieren a las plantaciones que, por localización (Subbética) y densidad de plantación (80 a 100 
olivos/ha), se asemejan más a las plantaciones de olivar de montaña.
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Por ejemplo, los resultados obtenidos por López-Bellido et al. (2016) muestran un 

secuestro de 32,8 Mg C/ha·año para el caso de olivares tradicionales de secano, 

evidenciando que dos tercios de esta cantidad corresponden al carbono secuestrado 

en el suelo. Así, entre los principales factores antrópicos que parecen influir en 

el secuestro de carbono en el olivar de montaña cabe señalar el manejo del suelo 

(Castro et al., 2008; González-Sánchez et al., 2012; Márquez-García et al., 2013; 

Nieto et al., 2013) y de la fertilización, especialmente el aporte de estiércol y otros 

materiales orgánicos (Aranda et al., 2011; Fernández-Romero et al., 2016), así como 

la edad y la densidad de plantación (López-Bellido et al., 2016). Parece además que 

el empleo de técnicas de producción ecológica resulta en un mayor secuestro de 

carbono en el olivar de montaña (Aguilera et al., 2014; Parras-Alcántara y Lozano-

García, 2014). No se observa acuerdo, sin embargo, sobre si el secuestro de carbono 

en el suelo para el caso del olivar de montaña es superior al de otros usos no agrarios 

(fundamentalmente bosque mediterráneo), encontrándose estudios que avalan esta 

tesis (p. ej., Willaarts et al., 2016) y otros que la contradicen (p. ej., Lozano-García 

et al., 2017).

A la hora de considerar ambos aspectos del balance de GEI, emisiones y 

secuestro, no existe consenso respecto de hasta qué punto las explotaciones de 

olivar andaluz presentan un secuestro neto de este tipo de gases. Efectivamente, al 

no haber disponibles mediciones para el caso específico del olivar de montaña, se 

indican aquí los resultados respecto del balance de GEI en otros tipos de olivares 

andaluces obtenidos por López-Bellido et al. (2016) y Aguilera et al. (2014). López-

Bellido et al. (2016) obtienen un balance positivo (i. e., secuestro prevalece sobre 

emisiones) para los olivares estudiados, siendo mayor para olivares intensivos que 

para tradicionales (2,0-4,1 frente a 0,4 Mg C/ha y año, respectivamente). Por su 

parte, Aguilera et al. (2014) encuentran que el olivar tradicional bajo técnicas de 

producción convencional presenta un balance de GEI negativo, lo que contrasta con 

el balance positivo al emplear técnicas de producción ecológica. Dado el carácter 

contradictorio de los resultados precedentes, parece evidente que debe esperarse a 

futuras investigaciones para conocer en qué condiciones se obtiene efectivamente 
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secuestro neto de carbono en plantaciones de olivar, en general, y de olivar de 

montaña en particular.

Prácticas que varían el balance de gases de efecto invernadero 
(GEI) en el olivar de montaña

Como se ha comentado, el olivicultor de montaña presenta diversas opciones 

para mejorar su desempeño respecto del BPp Balance de GEI. Estas opciones pasan 

fundamentalmente por aumentar el secuestro de carbono, ya que parece existir un 

estrecho margen para la reducción de emisiones de GEI, habida cuenta del carácter 

manifiestamente extensivo de este sistema agrario. El hecho de que las plantaciones 

de olivar de montaña se caractericen por una elevada edad, junto a la dificultad de 

variar la densidad de plantación sugiere que las acciones para mejorar en la provisión 

de este BP no deben centrarse en aumentar el secuestro de carbono en el vuelo, 

sino en el suelo. Así, las opciones del olivicultor en este sentido están asociadas 

básicamente con el manejo del suelo y de la fertilización, así como de la gestión de 

los residuos agrarios. A continuación, se comenta con más detalle las principales 

prácticas que pueden mejorar dicho secuestro.

Muchas de las prácticas de manejo del suelo que se han destacado como positivas 

en los apartados correspondientes a otros BB.PP. (p. ej., para el BPe Biodiversidad o 

BPe Suelo) se erigen también como las principales prácticas para mejorar la provisión 

del BPe Clima global por parte del olivar de montaña. Así, las principales prácticas 

de conservación de suelo, como son –especialmente– el uso de cubiertas vegetales, 

pero también la incorporación al suelo de los restos de poda, el arreglo de cárcavas, 

el mantenimiento de vegetación de ribera y de islas de vegetación, etc., pueden 

mejorar el contenido de carbono orgánico en el suelo. En todo caso, cabe detenerse 

en el uso de cubiertas vegetales, al ser esta la práctica con un mayor potencial en 

este sentido.

Numerosos estudios muestran cómo puede producirse un secuestro neto de car-

bono en el suelo a través del uso de cubiertas vegetales en olivar (Castro et al., 2008; 

Nieto et al., 2010; González-Sánchez et al., 2012; Márquez-García et al., 2013). Las 
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estimaciones de secuestro de carbono como consecuencia de emplear esta práctica 

en el cultivo del olivo muestran valores diferentes según el estudio. Valgan como 

ejemplos los trabajos de Márquez-García et al. (2013) y Repullo-Ruibérriz de Torres 

et al. (2012a), que reportan tasas anuales de secuestro superiores a 4 Mg/ha·año, 

caso del primero, y en el rango de 1,2-2,6 Mg/ha·año, caso del segundo. Así, si bien 

la bibliografía especializada muestra que el uso de cubiertas vegetales en olivar suele 

resultar en un secuestro neto de carbono en el suelo, se ha puesto de manifiesto que 

las tasas de secuestro dependen en gran medida de las condiciones edafoclimáticas y 

del manejo en la explotación. Respecto de las primeras, trabajos previos muestran 

el efecto del tipo de clima (González-Sánchez et al., 2012), el tipo de suelo (Aranda 

et al., 2011), y la pendiente (Márquez-García et al., 2013) sobre el secuestro de car-

bono efectivo resultante del empleo de cubiertas vegetales.

Teniendo en cuenta el sistema agrario que nos ocupa, cabe detenerse en cómo la 

pendiente parece acentuar el efecto de cubiertas vegetales respecto de dicho secues-

tro. En este sentido, Márquez-García et al. (2013) muestran que en plantaciones con 

pendiente superior al 15% las tasas de secuestro de carbono fueron positivas cuando 

se emplearon cubiertas vegetales, mientras que al emplear laboreo convencional las 

tasas de secuestro fueron negativas. Por el contrario, en las plantaciones con pen-

dientes inferiores al 15% estos autores reportan tasas positivas para ambos manejos, 

aunque con superioridad de los casos en los que se emplearon cubiertas vegetales. 

Ello sugiere que el uso de cubiertas vegetales en olivar de montaña resulta más 

importante si cabe respecto de la provisión de este BP en comparación con olivares 

localizados en zonas con menor pendiente.

Además de las condiciones edafoclimáticas, existe una amplia bibliografía 

que señala la elevada influencia del tipo de manejo de cubiertas vegetales en el 

secuestro de carbono en el suelo. Así, dependiendo esencialmente de las decisiones 

del olivicultor respecto de la extensión de la cubierta (bandas estrechas o anchas, 

en paralelo o cruzadas, invadiendo ruedos o no), el tipo de cubierta (espontánea 

o sembrada y, dentro de estas últimas, según especies), y el manejo de la misma 

(empleo del laboreo superficial, herbicidas, desbrozadora o siega a diente), su 
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provisión del BPp Balance de GEI diferirá (Castro et al., 2008; Repullo-Ruibérriz de 

Torres et al., 2012a).

En el caso concreto del olivar de montaña, los resultados obtenidos de una en-

cuesta reciente a olivicultores de las comarcas de La Sierra y Los Pedroches (Córdo-

ba) y Sierra Norte (Sevilla) (Villanueva et al., 2017a) muestran un uso generalizado 

de cubiertas vegetales (95% de las explotaciones analizadas las emplean, presentan-

do de media un 57% de extensión de la cubierta vegetal respecto de la superficie de 

cultivo), de las cuales prácticamente todas emplean cubiertas espontáneas, aunque 

presentan una amplia variedad de manejos (desde no manejo, hasta siega a dien-

te, pasando por herbicidas –estos últimos, sobre todo, en los ruedos). Teniendo en 

cuenta estos datos, parece que todavía existe margen de mejora respecto del secues-

tro de carbono en el suelo en el olivar de montaña, bien aumentando la extensión 

de la cubierta, bien empleando cubiertas sembradas de ciertas especies vegetales 

(p. ej., Repullo-Ruibérriz de Torres et al. (2012a) muestran un desempeño superior 

de ciertas cubiertas vegetales sembradas respecto de las espontáneas en olivar de 

campiña), o bien cambiando el manejo de la cubierta en aquellas explotaciones que 

empleen no laboreo y mínimo laboreo (González-Sánchez et al., 2012).

Aparte de la cubierta vegetal, el olivicultor de montaña puede hacer uso de 

diversos residuos agrarios para mejorar el secuestro de carbono en el suelo. Por ejem-

plo, varios estudios ponen de manifiesto cómo el picado y esparcido de restos de 

poda en el olivar hace que aumente este secuestro (Castro et al., 2008; Nieto et al., 

2010; Repullo-Ruibérriz de Torres et al., 2012b). Dado el escaso uso de esta técnica 

en el olivar de montaña, donde está generalizada la quema de los restos de poda, 

parece claro que existe potencial para la mejora en este sentido.

También el aporte de residuos orgánicos de origen animal, fundamentalmente estiér-

col, resulta una práctica que favorece el aumento de carbono secuestrado en el suelo 

en olivar (Vicente-Vicente et al., 2016). En el caso del olivar de montaña, si bien 

existe una parte importante de explotaciones que también presenta actividad gana-

dera y que, por tanto, puede hacer uso de los residuos ganaderos producidos en su 

explotación, habría cierto margen para que las explotaciones agrícolas donde no se 
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empleen enmiendas orgánicas adopten esta práctica. Asimismo, otra prometedora 

opción representa la incorporación de residuos de almazara (tales como alperujo o ho-

jas extraídas del limpiado de la aceituna) para la mejora en el secuestro de carbono 

en olivar (Sánchez-Monedero et al., 2008; Fernández-Romero et al., 2016).

Por último, es importante reseñar que la cantidad de carbono que puede secues-

trar el suelo no es ilimitada (González-Sánchez et al., 2012). Por ejemplo, Nieto et 

al. (2010) encuentran elevadas tasas anuales de incremento (de cerca de 25 Mg/

ha·año) en el contenido de carbono en el suelo después de 5-6 años de emplear 

prácticas de conservación de suelo en olivar tradicional, llegando, no obstante, a 

mostrar tasas anuales ligeramente decrecientes durante los 20 años posteriores del 

estudio. Vicente-Vicente et al. (2016) arrojan resultados parecidos derivados de un 

meta-análisis para diferentes cultivos (olivar, almendro y vid), con elevadas tasas 

anuales de aumento de carbono secuestrado en los primeros años y tasas anuales 

reducidas –aunque positivas– en años posteriores. En definitiva, ello sugiere que 

existe potencial para que buena parte de los olivicultores de montaña mejoren su 

provisión de este BP hasta un punto, a partir del cual su misión se limitaría a mante-

ner el stock de carbono secuestrado en el suelo en el largo plazo.

Indicadores del balance de gases de efecto invernadero (GEI) en el 
olivar de montaña

Medir la provisión del BPp Balance de gases de efecto invernadero (GEI) en el olivar 

de montaña requeriría de análisis específicos de las emisiones y secuestros de estos 

gases en todos los ámbitos de la explotación. Lógicamente, como en otros BB.PP., la 

complejidad y el coste de estas mediciones imposibilitan en la práctica el empleo del 

indicador directamente asociado a este BP, es decir, el balance de GEI en la explota-

ción. Tal circunstancia hace necesario el empleo de indicadores proxies. Así, al igual 

que en otros BB.PP. como BPe Biodiversidad y BPe Suelo, parece factible el empleo de 

proxies asociados a las características de las plantaciones de olivar de montaña y a su 

manejo.
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Vista la importancia del secuestro de carbono en el suelo en los sistemas de 

olivar, parece recomendable centrar el uso de indicadores en aquellos que puedan 

ilustrar mejor el nivel de secuestro (neto) a este respecto. En este sentido, el indi-

cador de Porcentaje de superficie con cubierta vegetal puede servir para evaluar el nivel 

de provisión de este BP. Este indicador se define como el porcentaje de la superficie 

de olivar donde se emplea la práctica de cubierta vegetal. Otros indicadores que 

podrían servir en esta dirección serían el Uso de la práctica de picado y esparcido de restos 

de poda y el Uso de enmiendas orgánicas en el suelo. Dentro de las prácticas a incluir en 

este último indicador entraría tanto el aporte de estiércol como de residuos orgáni-

cos procedentes de almazaras (p. ej., alperujo). Idealmente sería conveniente medir 

estos indicadores, no de forma dicotómica de uso o no uso de estas prácticas, sino 

en cantidad de residuos (de poda y otros materiales orgánicos) aportada al suelo.

De forma complementaria a los indicadores previamente señalados para medir 

el secuestro de carbono en el suelo, cabría mencionar otros indicadores relativos al 

secuestro de carbono en las partes leñosas de las plantaciones de olivar de montaña 

y a las emisiones de GEI en dichas plantaciones. Respecto de los primeros, dada la 

relación existente entre edad y densidad de plantación con el secuestro de carbono 

en estas partes, podría complementarse el uso de los indicadores anteriormente 

apuntados con otros (Edad de plantación y Densidad de plantación) que ofrecerían in-

formación del potencial secuestro esperado en las partes leñosas de los olivos per-

tenecientes a la explotación.

En relación con las emisiones de GEI, un indicador simple que podría ofrecer 

información a este respecto podría ser el Número de labores realizadas, que indicaría 

todas las veces que el agricultor opera en la explotación (para manejo del suelo, 

fertilización, recolección, poda, etc.). Asimismo, respecto de las emisiones de GEI, 

en caso de disponer de información suficiente puede emplearse el indicador Balance 

de energía (tal y como proponen Gómez-Limón y Arriaza, 2011), dada la estrecha 

relación entre emisiones y consumo de energía.
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6.2.5. Riesgos naturales

A pesar de la escasa –por no decir nula– información disponible, cabe comentar 

que el olivar de montaña tiene un efecto significativo en relación con el BPe Riesgos 

naturales, tanto en lo relativo al riesgo de incendios (BPp Prácticas que influyen en el 

nivel de riesgo de incendios), como al riesgo de inundaciones (BPp Prácticas que influyen 

en el nivel de riesgo de inundaciones). Así, en este apartado se tratan de esbozar los 

principales factores relacionados con la gestión del olivar de montaña que afectan al 

riesgo de incendios y de inundaciones. En todo caso debe aclararse desde un prin-

cipio que la importancia de las presiones producidas por el olivar de montaña sobre 

este BPe se antoja reducida en comparación con la de otras presiones abordadas en 

el presente capítulo.

Respecto de la presión relativa al riesgo de incendios, existen tres aspectos que ha-

cen prever una acentuada relación entre la gestión del olivar de montaña y el riesgo 

de incendios en su entorno. El primero concierne a la localización de este sistema 

agrario, ya que la gran mayoría de la superficie de olivar de montaña andaluz se en-

cuentra dentro de las “zonas de peligro” de incendios forestales (delimitadas según 

el Decreto 371/2010 de 14 de septiembre, véase Figura 14). Dentro de estas zonas, 

existen restricciones respecto de la quema de residuos agrícolas, tanto en tiempo 

(período del año) como en forma (vigilancia de la quema, perímetros de seguridad, 

etc.), siendo más estrictas cuando el olivar se encuentra en “zonas de influencia fo-

restal” (i. e., zonas circundantes a los terrenos forestales en una franja de 400 m)19.

19	 Para conocer más concretamente las restricciones a las que se hace referencia, puede consultarse 
el tríptico informativo “Uso del fuego en actividades agrícolas y forestales. Prevención de incen-
dios forestales”, elaborado por la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio, y 
disponible en www.juntadeandalucia.es/medioambiente/site/rediam.
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Figura 14. Olivar de montaña y las zonas con riesgos de
incendios forestales en Andalucía

 

Fuente: elaboración propia a partir de Modelo de Olivar, Dpto. de Prospectiva 
(AGAPA) y datos de la CMAOT.

El segundo aspecto está relacionado con la práctica de quema de residuos agríco-

las, especialmente de restos de poda, que sigue siendo ampliamente utilizada en el 

olivar de montaña. Este hecho contrasta con la situación en el resto de sistemas de 

olivar, donde el quemado de los restos de poda se ha sustituido en buena medida por 

su picado, esparcido e incorporación al terreno (Gómez-Limón y Arriaza, 2011). La 

dificultad en el uso de picadoras en terrenos con elevada pendiente es la causa de la 

baja adopción de esta práctica en el olivar de montaña.

El tercer y último aspecto a resaltar en relación con el riesgo de incendios se refiere 

al elevado riesgo de abandono que presenta este tipo de olivar (como se abunda en 

el apartado 6.3.1 Vitalidad del medio rural), ya que existe una estrecha relación entre 

el nivel de abandono de explotaciones de olivar y el riesgo de incendios (Arriaza 

y Nekhay, 2010). Tal y como muestra Beaufoy (2001) para el caso de Liguria (no-

roeste de Italia), en regiones en las que estas explotaciones sufren importantes tasas 
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de abandono, se ha observado un incremento de los incendios forestales, lo que 

contribuye posteriormente al incremento de los procesos erosivos. Esta relación se 

explica porque el abandono del olivar suele producir un incremento notable de la 

carga de combustible sobre el terreno, tanto por la proliferación de vegetación es-

pontánea –al estar ausentes las prácticas propias de la gestión del olivar– como por 

la permanencia del fruto no recolectado (Duarte et al., 2008; de Graaff et al., 2010). 

Todos estos aspectos pueden verse exacerbados en el caso del olivar de montaña 

debido a la orografía: la mayor facilidad de propagación del fuego a favor de la pen-

diente, por la mayor intensidad del viento en estas zonas, y la menor accesibilidad 

para los equipos de extinción (Duarte et al., 2008).

La conjunción de todos los factores antes comentados hace que este BPp Prácticas 

que influyen en el nivel de riesgo de incendios sea una de las presiones a tener en cuenta 

dentro de las producidas por los olivicultores de montaña.

Respecto del riesgo de inundaciones, si bien el olivar de montaña andaluz no se sue-

le encontrar en zonas donde exista una elevada incidencia de inundaciones (CHG, 

2012), las prácticas que en él se realizan pueden influir en el nivel de este riesgo 

aguas abajo. En concreto, las fuertes pendientes que caracterizan al olivar de mon-

taña, unidas a las elevadas tasas de erosión que por norma general presentan estas 

explotaciones, suponen una presión que incrementa el riesgo de inundación signi-

ficativamente (Stroosnijder et al., 2008). En este sentido, el uso de terrazas puede 

contribuir a reducir la velocidad del agua y mejorar su infiltración, disminuyendo 

así este riesgo (Beaufoy, 2001), si bien esta práctica suele ser demasiado costosa y, 

por tanto, raramente adoptada. También debe destacarse el uso de prácticas de con-

servación de suelos, especialmente cubiertas vegetales, que reducen la velocidad del 

agua y aumentan la infiltración de la misma en el suelo (Stroosnijder et al., 2008). 

Dada esta relación del riesgo de inundaciones con el BPe Suelo, se remite al lector al 

apartado 6.2.2, donde se tratan con mayor profundidad los procesos erosivos por 

arrastre del agua, así como las prácticas que favorecen la conservación de suelos, la 

mayoría de las cuales también ayudan a reducir el nivel de riesgo de inundaciones.
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6.2.6. Aire

El olivar de montaña, como toda actividad agraria, puede generar emisiones de 

gases y partículas (i. e., BPp Emisión de contaminantes atmosféricos) que reduzcan la 

calidad del BPe Aire. No obstante, la escasez de información disponible no permite 

sino especular sobre la verdadera contribución que realiza este sistema en relación 

con este BP.

Posiblemente, la principal característica que condiciona el desempeño del oli-

var de montaña respecto de este BPp sea su elevada pendiente, la cual determina 

su reducida aptitud para la mecanización. Así, muchas de las labores que en otros 

tipos de olivar se realizan de forma mecanizada (tratamientos fitosanitarios y ferti-

lizantes, recolección, etc.), en el olivar de montaña se realizan de una manera más 

manual, haciendo uso solo de las alternativas de mecanización disponibles en estas 

circunstancias (p. ej., vibrador de rama, mochilas de tratamientos, etc.). En este 

sentido, se puede presumir que el olivar de montaña emite una menor cantidad de 

contaminantes atmosféricos (fundamentalmente, monóxido de carbono, compues-

tos orgánicos volátiles y partículas en suspensión20) como resultado de la quema de 

combustibles fósiles.

No obstante, las limitaciones para la mecanización que presenta este tipo de 

olivar pueden derivar en algún caso en el uso de prácticas que van en detrimento 

del buen desempeño respecto de este BPp. Tal es el caso de la quema de residuos de 

poda, la cual se da en buena medida como resultado de la dificultad para usar ma-

quinaria para su picado y esparcido. Como se apuntaba anteriormente, a diferencia 

del resto de sistemas de olivar, donde el picado y esparcido de restos de poda se está 

generalizando (Gómez-Limón y Arriaza, 2011), en el olivar de montaña la quema 

de estos restos sigue siendo la práctica habitual, resultando en consecuencia en la 

emisión de contaminantes atmosféricos, tales como monóxido de carbono, amonia-

co y partículas en suspensión.

20	 Conviene recordar que dentro este BPp no se incluye a los GEI, que han sido tratados en el apar-
tado relativo al BPe Clima global.
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Además de los aspectos relativos a la mecanización, en relación con la provisión 

de este BPp por parte del olivar de montaña conviene igualmente mencionar aque-

llos relativos a las emisiones resultantes de la aplicación de materias activas en los 

tratamientos fitosanitarios y de fertilizantes nitrogenados en los tratamientos de 

abonado. Respecto de los primeros, este tipo de olivar suele presentar un uso limi-

tado respecto de tratamientos de insecticidas en comparación con otro tipo de oliva-

res. Así lo sugieren los resultados de Gómez-Limón y Arriaza (2011), que muestran 

un menor nivel de riego de contaminación por uso de insecticidas al comparar el 

olivar de montaña con olivares de campiña. Respecto de los tratamientos fertili-

zantes, si bien las dosis son menores en el olivar de montaña, fundamentalmente 

por su menor rendimiento, Gómez-Limón y Arriaza (2011) reportan un balance de 

nitrógeno más negativo en comparación con los olivares de campiña. Ello apuntaría 

a una sobrefertilización en las explotaciones de olivar de montaña, lo que supondría 

unas mayores emisiones de amoniaco derivadas de la degradación de fertilizantes 

nitrogenados.

Teniendo en cuenta las escasas evidencias existentes, no parece posible determi-

nar si el desempeño del olivar de montaña respecto del BPp Emisión de contaminantes 

a la atmósfera es mayor o menor que en otros sistemas de olivar. En cualquier caso, 

conviene recordar que las emisiones a la atmósfera de la actividad agrícola son redu-

cidas en comparación con las de otras actividades (EEA, 2015). Por ello, no parece 

que la contribución del olivar de montaña a este BP sea significativa.

6.3. Provisión de bienes públicos socioculturales

6.3.1. Vitalidad del medio rural

Provisión actual del BPe Vitalidad del medio rural

El olivar de montaña se encuentra ubicado principalmente en zonas remotas, 

caracterizadas generalmente por la presencia de menores servicios públicos, mayor 

distancia a los centros de consumo, déficit de infraestructuras, y otros factores que 

resultan en desventajas competitivas para las actividades económicas que se localizan 
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en estas zonas. Esta situación suele suponer unas menores oportunidades de empleo 

y una menor calidad de vida para los residentes, lo que con frecuencia deriva en un 

declive en la población y una creciente tendencia hacia el envejecimiento en estos 

territorios. Así, se puede afirmar que en las zonas donde se localiza mayoritariamen-

te el olivar de montaña la provisión del BPe vitalidad del medio rural es moderada o 

baja. Seguidamente se ofrece información apoyando esta afirmación.

En la Tabla 6 se muestran indicadores de la vitalidad de algunos municipios con 

elevada presencia de olivar de montaña21, en comparación con los mismos indicado-

res medios para el conjunto de Andalucía. En ella puede observarse que en todos los 

municipios seleccionados existe una clara tendencia al despoblamiento, mostrán-

dose una reducción de la población entre 2005 y 2015. Destacan especialmente los 

casos de Pruna (Sevilla) y Almogía (Málaga), en los que la reducción de población es 

superior al 10%. Este hecho contrasta con la tendencia general de Andalucía, donde 

en el mismo periodo la población se ha incrementado un 7%. Asimismo, se observa 

un envejecimiento mayor en estos municipios que en el conjunto de Andalucía, ya 

que en todos los casos el porcentaje de población menor a 40 años es inferior al 

46%, frente a la media del 49% de Andalucía. En lo referente a la importancia de 

la población femenina, la situación es dispar según los municipios. En los casos de 

Olvera (Cádiz), Villanueva de Córdoba y Cazalla de la Sierra (Sevilla) se observa que 

el porcentaje de población femenina se sitúa en valores similares a la media de Anda-

lucía, siendo ligeramente superior al 50%. Por el contrario, en Adamuz (Córdoba), 

Almogía y Pruna la población femenina representa menos del 49% de la población 

total, observándose por tanto un proceso de “masculinización” de su población. Fi-

nalmente, la renta en estos municipios, estimada a partir de la renta neta declarada 

por habitante22, es claramente inferior a la media andaluza. Así, en el municipio de 

21	 Se han seleccionado municipios que dispongan de al menos 2.000 hectáreas de superficie de 
olivar de montaña, y que esta superficie suponga al menos el 15% de la Superficie Agraria Útil 
del municipio. De entre los municipios que cumplen estos criterios se han excluido aquellos que 
son cabeza de partido judicial.

22	 Este indicador incluye el total de rentas declaradas en las declaraciones del IRPF. Es necesario ad-
vertir que no se incluye la renta de aquellos contribuyentes que no han presentado su declaración 
de IRPF por no alcanzar el umbral mínimo de ingresos necesario. Por este motivo, dada la mayor 
tasa de desempleo en los municipios donde se localiza el olivar de montaña (contribuyentes no 
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Almogía el valor de este indicador se sitúa en el 41% de la media de Andalucía. En 

situación similar se encuentran Pruna y Adamuz con el 52% y el 64% de la renta 

media andaluza, respectivamente, mientras que el resto de municipios selecciona-

dos se sitúa en el rango de 73-81% en comparación con dicha media.

  Tabla 6. Indicadores de vitalidad de municipios con elevada
presencia de olivar de montaña y en Andalucía

Provincia Municipio

% Variación 
de la 

población 
2005 - 2015

% 
Población 
< 40 años 
en 2015

% 
Población 
femenina 
en 2015

Renta neta 
declarada/
hab. en 2013

Cádiz Olvera -3,5 43,5 50,7 4.673,9

Córdoba Adamuz -2,8 45,9 48,7 3.678,3

Córdoba Villanueva de 
Córdoba -5,9 43,5 50,5 4.201,8

Málaga Almogía -11,3 44,9 48,6 2.345,3

Sevilla Cazalla de la Sierra -3,0 44,7 50,8 4.267,0

Sevilla Pruna -11,9 45,3 48,6 2.996,2

Media de Andalucía 7,0 49,2 50,7 5.736,4

Fuente: elaboración propia a partir del Sistema de Información Multiterritorial de 
Andalucía (SIMA).

En conclusión, queda constatado que la viabilidad socioeconómica de las zonas 

en las que se ubica el olivar de montaña está comprometida, especialmente por 

problemas de despoblamiento, envejecimiento, desempleo y menor renta. A este 

hecho hay que añadir la masculinización de algunas zonas, lo que condiciona aún 

más la viabilidad a largo plazo de estas comunidades. Ello sugiere un nivel de pro-

visión moderado o bajo del BPe Vitalidad de las zonas rurales, por lo que se presume 

obligados a declarar), es de suponer que las diferencias señaladas en términos de renta por habi-
tante sean realmente mayores.
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necesario preservar aquellas actividades económicas que puedan mantener el em-

pleo y la renta en estas zonas, al objeto de minimizar el éxodo de su población. En 

este contexto debe entenderse la actividad productiva del olivar de montaña como 

una importante presión (BPp Creación de empleo en el medio rural) sobre este BPe, en la 

medida que representa una de las escasas alternativas económicas posibles en estas 

zonas que puedan generar empleo y, con ello, favorecer la fijación de la población 

al territorio rural.

Creación de empleo en el medio rural por parte del olivar de 
montaña

Es ampliamente reconocido que el olivar es uno de los cultivos que genera más 

empleo en Andalucía, lo que le ha llevado a recibir el apelativo de “cultivo social”. 

Buena muestra de ello es la demanda directa de mano de obra por parte de este sec-

tor. Así, se estima que el olivar en Andalucía genera una media de más de 100.000 

UTA23 al año, las cuales representan en torno al 40% de la mano de obra de todo el 

sector agrario. Este empleo es principalmente familiar, ya que más de la mitad del 

empleo total generado por el sector corresponde al titular de la explotación y a los 

miembros de su familia. En cuanto a la mano de obra asalariada, se trata de un em-

pleo mayoritariamente eventual (80% del empleo asalariado), y está condicionado 

en gran medida por la producción de la campaña, al ser la recolección la práctica que 

requiere una mayor mano de obra (CAPDR, 2015).

Otra fuente importante de empleo por parte del sector olivarero es el trans-

formador. La obtención de aceite de oliva es un proceso que requiere una trans-

formación industrial, a lo que hay que añadir el procesado posterior de algunos 

subproductos generados en dichas transformaciones. Estas industrias se encuentran 

integradas en el medio rural, en el mismo entorno del sector productor, dada la ne-

cesidad de evitar mermas de calidad por el transporte (CAPDR, 2015). En efecto, la 

generación de empleo por campaña asociada a las principales industrias olivareras se 

23	 UTA (Unidad de Trabajo Agrario). 1 UTA equivale 1.826 horas en 228 jornadas de 8 horas; es 
decir, un puesto de trabajo a tiempo completo.
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estima en 1,74 millones de jornales (equivalente a 7.630 puestos de trabajos a tiem-

po completo), distribuidos entre el sector almazarero (que genera 1,45 millones de 

jornales) y, en menor medida, los sectores envasador y de refinado (CAPDR, 2015). 

De esta forma, el subsector de “aceites y grasas” es, dentro del conjunto de la agroin-

dustria andaluza, el que genera una mayor cantidad de puestos de trabajo, siendo 

responsable del 15% del empleo total asociado a este sector en 2014 (IECA, 2014).

Asimismo, conviene apuntar que, al empleo generado por el sector productor y 

transformador, habría que añadir la generación de empleos en actividades relacio-

nadas con el cultivo, tales como la producción de material vegetal, fitosanitarios, 

fertilizantes, prestación de servicios, maquinaria, etc. No obstante, no se disponen 

de datos oficiales que permitan cuantificar el empleo generado por el olivar en di-

chas actividades.

Lo comentado de forma general para el conjunto del olivar andaluz puede 

extrapolarse al olivar de montaña, si bien conviene destacar dos características que 

condicionan notablemente su provisión del BPp Creación de empleo en el medio rural, 

sobre todo en comparación a la de otros sistemas de olivar. Estas características son 

la elevada pendiente donde se localiza el olivar de montaña y su carácter extensivo. 

En relación con este BPp, la elevada pendiente resulta especialmente destacable por 

su impacto sobre el uso de mano de obra en términos unitarios (i. e., por kilogramo 

de aceituna), mostrando fundamentalmente dos efectos hasta cierto punto 

contrapuestos. Por un lado, la elevada pendiente suele dificultar en gran medida 

la recolección mecanizada (p. ej., vibrador de tronco) en el olivar de montaña, lo 

que conlleva un incremento en el uso de mano de obra por kilogramo de aceituna 

recogida. Este incremento resulta a su vez en mayores costes de recolección por 

kilogramo de aceituna, comprometiendo considerablemente la viabilidad de estas 

explotaciones (es decir, poniendo en riesgo el mencionado uso de mano de obra). 

Por otro lado, el carácter extensivo del cultivo y sus reducidos rendimientos 

influyen especialmente en la cantidad de mano de obra empleada por unidad de 

superficie en el olivar de montaña, siendo en general inferior a la empleada en 

otros sistemas de olivar con mayores producciones. La combinación de ambos 
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factores supone que el olivar de montaña presente unas necesidades de mano de 

obra sensiblemente inferiores al conjunto del sector olivarero. En efecto, la media 

del empleo directo generado por el conjunto del sector (incluida la mano de obra 

familiar) se estima en 11,3 jornales/ha de media (CAPDR, 2015), mientras que la 

del olivar de montaña se sitúa en 9,8 jornales/ha24. Esta circunstancia resulta más 

evidente si se compara la generación de empleo del olivar de montaña con el olivar 

en pendiente con rendimientos superiores a los 2.500 kg/ha, que se eleva hasta 

18,8 jornales/ha. Se confirma así que el efecto de las limitaciones productivas (bajos 

rendimientos) resulta más relevante que la dificultad de mecanización de este olivar 

(elevada pendiente).

Conviene destacar asimismo que las explotaciones de olivar de montaña presen-

tan una rentabilidad significativamente inferior a la media del sector agrario andaluz. 

Además de los condicionantes biofísicos ya comentados, esta rentabilidad depende 

en gran medida de dos factores externos al propio sector, como son los precios del 

aceite de oliva y las ayudas de la PAC. El olivar de montaña presenta unos menores 

ingresos por venta de la producción y es más dependiente de las ayudas de la PAC 

que otros tipos de olivar (Gómez-Limón y Arriaza, 2011)25. No debe extrañar, por 

tanto, que se registre un elevado riesgo de abandono en este tipo de explotaciones, 

hasta el punto de que en el 88% de ellas la continuidad a largo plazo no está asegu-

rada (según datos de Gómez-Limón y Arriaza, 2011).

En contra de lo que cabría extraer de lo comentado anteriormente, cabe afirmar 

que la importancia relativa del uso de mano de obra derivado de la presencia del 

olivar de montaña es normalmente muy superior a la importancia que supone la 

presencia de olivar en otras zonas con mejores aptitudes para la producción agraria 

24	  Elaboración propia a partir de Modelo de Olivar, Dpto. de Prospectiva (AGAPA).
25	 Según ilustran estos autores, el 34,9% de los ingresos totales de la explotación proceden de las 

subvenciones de la PAC en el caso del olivar de montaña, mientras que en el caso del olivar de 
regadío semi-intensivo este porcentaje sería del 32,6%, y del 33% en el caso del tradicional de 
campiña. Este hecho se traduce en que, en ausencia de estas ayudas, el 36% de las explotaciones 
de olivar de montaña tendrían una rentabilidad negativa, frente a un 28% en el caso del olivar 
tradicional de campiña y un 16% del olivar de regadío semi-intensivo.
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(campiñas y valles). Este hecho se debe a que, en las zonas marginales donde se 

asienta el olivar de montaña, los usos alternativos de territorio (p. ej., pastos, 

actividades forestales y/o cinegéticas, etc.) se caracterizan por unos requerimientos 

de mano de obra muy inferiores a los del olivar (Gómez-Limón y Arriaza, 2011). 

Este hecho contrasta con la situación de los territorios donde se localizan otros 

sistemas de olivar (p. ej., campiña de secano o regadíos), zonas más favorables para 

la producción agraria, en las cuales es posible encontrar otras actividades agrarias 

alternativas al olivar, con un mayor uso de mano de obra por unidad de superficie.

En cuanto al empleo generado por la agroindustria asociada, en la Figura 15 y en 

la Figura 16 se muestra la distribución territorial de las almazaras y envasadoras de 

aceite en Andalucía. En estas figuras se puede observar la presencia de este tipo de 

establecimientos industriales en zonas de Sierra Morena, Pedroches y en las sierras 

de Cádiz y Málaga, zonas donde la presencia de olivar de montaña es significativa. 

Estas industrias suponen igualmente una fuente de empleo en estas zonas, en 

las cuales, como ya se ha comentado, existen pocas alternativas económicas. No 

obstante, es destacable que su presencia no es comparable a la de las zonas olivareras 

más productivas, especialmente de Jaén y sur de Córdoba, donde se observa una 

densidad de establecimientos muy superior.
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Figura 15. Distribución de las almazaras andaluzas en
la campaña 2013/14

Fuente: CAPDR (2015).

Figura 16. Distribución de las envasadoras de aceite de oliva
andaluzas en la campaña 2013/14

Fuente: CAPDR (2015).
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Como resumen de lo señalado arriba, cabe indicar que si bien la actividad pro-

ductiva del olivar de montaña presenta problemas de viabilidad económica (bajos 

rendimientos productivos debido a las deficientes condiciones edafoclimáticas y 

elevados costes de producción derivados de la alta pendiente), este sistema supone 

una fuente de empleo y renta para los residentes de las zonas rurales donde este se 

localiza. Efectivamente, en estos territorios, en general con graves problemas de 

despoblamiento y con escasas alternativas de diversificación de rentas, la actividad 

productiva del olivar de montaña contribuye a minimizar el éxodo rural que afecta 

a estas zonas.

Indicadores del empleo generado por el olivar de montaña

A diferencia de otros BB.PP., sí existe la posibilidad de evaluar el estado del 

BPe Vitalidad del medio rural a partir de estadísticas oficiales, tal y como se ha visto 

en el apartado de Provisión actual del BPe Vitalidad del medio rural. La existencia del 

padrón municipal, que cuantifica la población registrada a nivel municipal de forma 

continua, permite valorar los movimientos de población en todos los municipios, 

incluido como es lógico los municipios rurales en los que la presencia de olivar de 

montaña es significativa. De esta forma es posible calcular la Variación de población 

rural en un periodo determinado, lo que permite valorar el estado de este BP.

Asimismo, esta misma fuente estadística recoge otras variables que pueden ser 

de interés para cuantificar el nivel de provisión de este BP, como son el Porcentaje de 

población menor de 40 años y el Porcentaje de población femenina, que indican el grado 

de envejecimiento (el primero) y de masculinización de la población (el último), 

factores ambos que influyen notablemente en las perspectivas futuras de evolución 

de las dinámicas poblacionales.

Finalmente, el mantenimiento de la población rural está determinado por las 

perspectivas económicas de su población. En este caso no existen indicadores 

precisos sobre los ingresos o las rentas disponibles por los habitantes del medio 

rural. No obstante, es posible recurrir a indicadores proxy, como puede ser el caso 

de la Renta neta declarada por habitante, que se obtiene a partir de las declaraciones de 
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IRPF de los habitantes de cada municipio y la población total de dicho municipio, 

si bien no incluye la renta de aquellos contribuyentes que no han presentado su 

declaración de IRPF por no alcanzar el umbral mínimo de ingresos necesario.

En cuanto al BPp Empleo generado por el olivar de montaña, la cantidad de Empleo 

generado por las explotaciones puede utilizarse como un indicador válido para 

cuantificar la contribución de este sistema agrario al mantenimiento de la vitalidad 

del medio rural. Este indicador cuantifica la cantidad total de mano de obra ocupada 

en las explotaciones de olivar de montaña, contabilizándose con independencia de 

su tipo, incluyendo pues tanto la mano de obra familiar como ajena, bien sea o 

no remunerada, o tenga carácter fijo o eventual (Gómez-Limón y Arriaza, 2011). 

Dependiendo del caso puede resultar más conveniente realizar el cálculo del 

indicador bien por explotación, bien por unidad de superficie.

Otro indicador de utilidad es el Riesgo de abandono de la actividad agraria, obtenido 

a partir de las posibilidades de sucesión en la explotación tras la jubilación del titular 

actual. El abandono de la actividad provoca la pérdida de potencial productivo la 

actividad, así como del stock de capital humano presente en el territorio en el que se 

encuentra la explotación agraria, mermando por tanto las posibilidades de viabilidad 

de las comunidades rurales (Gómez-Limón y Arriaza, 2011). No obstante, cabe 

reconocer que la disponibilidad de información relativa a este indicador es escasa, 

debiendo recurrirse a menudo al uso de encuestas para su estimación.

6.3.2. Paisaje

Provisión actual del BPe Paisaje

Como se ha apuntado, el olivar, con 1,5 millones de hectáreas, representa el 

principal uso agrario en Andalucía (35% de su superficie agraria útil, SAU). Es 

claramente el agrosistema más representativo y simbólico de la región, llenando 

con frecuencia el horizonte con su característica geometría lineal. No en vano, el 

Plan Director del Olivar se refiere a este cultivo como un elemento configurador 

que determina el paisaje de numerosas comarcas agrarias de Andalucía (CAPDR, 

2015). Buena prueba de la importancia del paisaje asociado este cultivo es la 
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reciente aprobación por parte del Consejo de Patrimonio Histórico español de la 

candidatura del paisaje del olivar en Andalucía a la lista de Patrimonio Mundial de la 

Humanidad de la UNESCO26. 

No obstante, más allá de ciertos elementos comunes, como pueden ser la men-

cionada linealidad o la presencia de unas tonalidades de verde distintivas, la super-

ficie de olivar a menudo muestra una elevada heterogeneidad, fruto fundamental-

mente de la orografía, su asociación (o no) con otros cultivos y/o con terrenos no 

cultivados, el manejo por parte del agricultor, etc. Así, dentro del olivar es fácil 

reconocer al olivar de montaña, ya que presenta unas características comunes que lo 

diferencian del resto de agrosistemas de olivar, definiendo unidades territoriales cla-

ramente diferenciadas (CITEREA, 2012). Pese a que es cierto que buena parte del 

olivar de montaña actual es consecuencia de la gran expansión del cultivo durante 

la segunda mitad del siglo pasado, el olivar situado en las laderas montañosas (i. e., 

el olivar de montaña) constituye uno de los arquetipos del olivar andaluz (Guzmán 

y Zoido, 2013). A continuación se muestran las principales características, relevan-

tes desde el punto de vista paisajístico, que aparecen de forma más habitual en este 

sistema de olivar.

A diferencia de otras zonas en las que el olivar es prácticamente un monocultivo, 

en las zonas en las que predomina el olivar de montaña, este suele estar asociado 

con otros usos del suelo, tanto agrarios como no agrarios, circunstancia que genera 

un denominado “efecto mosaico”, que favorece la calidad visual del paisaje (Arriaza 

et al., 2004). En efecto, tal y como se observa en la Figura 17, en la se muestra el 

porcentaje de olivar con respecto a la SAU a nivel municipal, el olivar de montaña se 

localiza en zonas en las que este cultivo representa entre el 10 y el 50% de la SAU de 

estos municipios. Estas zonas contrastan con otras zonas olivareras, como la campiña 

de Jaén y la Cordillera Subbética, en las que el cultivo supera ampliamente el 50% 

de la superficie agraria.

26	 Los paisajes del olivar en Andalucía, incluidos en la lista indicativa de Patrimonio Mundial de España (Eu-
ropa Press, 7 de octubre de 2016).
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Figura 17. Porcentaje de olivar respecto a la Superficie Agraria 
Utilizada (SAU) a nivel de municipio

Fuente: CAPDR (2015).

Junto al hecho de presentar una menor intensidad de monocultivo, otro aspecto 

que determina la notable provisión del olivar de montaña respecto de este BPe es 

su menor potencial productivo, que ha supuesto que los procesos de intensificación 

experimentados por otros sistemas (dentro y fuera del olivar) hayan ocurrido con 

menor intensidad. Ello ha permitido, por ejemplo, la permanencia dentro de este 

agrosistema de elementos que mejoran la calidad del paisaje, tales como elementos 

de carácter estructural (muros, setos, terrazas, etc.) y el uso de vegetación en las calles de 

cultivo durante buena parte del año (Gómez-Limón y Arriaza, 2011). En la misma 

línea, cabe apuntar que el olivar de montaña presenta habitualmente un menor ni-

vel de modificación antrópica, que se manifiesta en una mayor diversidad de otras 

especies vegetales, así como elementos y discontinuidades dentro del paisaje, y una 

menor presencia de elementos negativos (carreteras, líneas eléctricas, tuberías, 

etc.), aspectos todos ellos que mejoran el estado de este bien público (Arriaza et 

al., 2004).
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Como se apuntaba, otro factor que favorece la mayor calidad paisajística del oli-

var de montaña es la mayor irregularidad orográfica de los terrenos donde se localiza 

(Arriaza et al., 2004). Así, es habitual encontrar plantaciones de este tipo de olivar 

comprendidas entre cursos de agua con mayor o menor pendiente, los cuales llevan 

aparejados normalmente vegetación de ribera. En efecto, al contrario que en otros 

sistemas de olivar donde estos otros elementos del paisaje se han reducido drás-

ticamente (Gómez-Limón y Arriaza, 2011), los olivicultores de montaña no han 

seguido un proceso tan intenso de eliminación de este tipo de elementos (Villanueva 

et al., 2017b).

Finalmente, la ubicación de este tipo de olivar en zonas elevadas, así como la 

densidad de caminos y rutas que recorren estos territorios, le confieren al olivar de 

montaña una extraordinaria visibilidad (Guzmán y Zoido, 2013), lo que incrementa 

la importancia del paisaje asociado a este sistema.

Todos estos aspectos (menor tendencia al monocultivo y a la intensificación, y 

mayores irregularidades orográficas y presencia de elementos relacionados positiva-

mente con la calidad visual del paisaje) contribuyen a un paisaje más diversificado, 

complejo y heterogéneo, todo asociado a una elevada calidad visual (Stoate et al., 

2009; Arriaza, 2010). De esta forma, puede considerarse que el olivar de montaña 

es uno de los sistemas agrarios en el que los paisajes son de mayor valor ambiental 

y cultural (Pérez y Pérez et al., 2013). De hecho, estudios recientes como el de 

Rodríguez-Entrena et al. (2017) evidencian cómo la valorización de su elevada cali-

dad del paisaje puede derivarse en efectos positivos (directos e indirectos) sobre la 

economía local.

Acciones que modifican el paisaje del olivar de montaña

La calidad visual de los olivares de montaña en Andalucía (BPe Paisaje) está am-

pliamente condicionada por factores estructurales como la orografía, que no pue-

den modificarse. Sin embargo, la calidad de este BPe también resulta afectada por las 

decisiones de los agricultores referentes al manejo de la explotación (BPp Acciones que 
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modifican el paisaje agrario). A continuación se comentan los principales BPp asociados 

al paisaje del olivar de montaña.

En primer lugar, un impacto significativo del olivar de montaña sobre el paisaje 

se debe a procesos de expansión y abandono del cultivo. Estos procesos afectan a la cali-

dad visual del paisaje, pudiendo reducir o incrementar su complejidad y diversidad. 

Así, cabe señalar que una mayor expansión del cultivo en detrimento de usos del 

suelo con una alta calidad visual, tales como dehesas y bosques, tendría un efecto 

negativo sobre la calidad visual del paisaje de los olivares de montaña. Asimismo, un 

abandono descontrolado del cultivo podría tener un impacto igualmente negativo 

sobre el paisaje, en la medida que la ausencia de un manejo mínimo del cultivo daría 

lugar a la invasión por parte de especies colonizadoras, mayoritariamente en forma 

de matorral, que reduciría la calidad visual del paisaje.

El establecimiento y mantenimiento de elementos tradicionales, tales como muros, se-

tos, terrazas y cortijos, tiene un elevado impacto sobre la calidad visual del paisaje 

del olivar de montaña, pues la combinación de estos elementos con los olivos permi-

te un contraste de colores y texturas, que incrementan su valor (Arriaza et al., 2004; 

Pérez y Pérez et al., 2013), añadiendo complejidad y heterogeneidad al paisaje. Por 

el contrario, el establecimiento y mantenimiento de elementos negativos, como carreteras, 

líneas eléctricas y construcciones no tradicionales (por ejemplo, naves industriales) 

reduce la calidad del paisaje asociado a este sistema (Arriaza et al., 2004).

Más importante si cabe es la presencia de cubierta vegetal en las calles del cultivo 

(Arriaza, 2010; Pérez y Pérez et al., 2013; Nekhay y Arriaza, 2016), siendo este 

aspecto el más valorado en relación con el paisaje del olivar de montaña (Rodrí-

guez-Entrena et al., 2017). Estas cubiertas mejoran el grado de naturalidad del 

paisaje y el porcentaje de vegetación visible, aspectos relacionados con una mayor 

calidad visual (Arriaza et al., 2004). En este sentido, la extensión de esta cubierta 

(porcentaje de superficie que ocupa) y el periodo de tiempo en la que está presente 

suponen también un aspecto determinante a la hora de conseguir una mayor calidad 

del paisaje asociado a este sistema agrario (Gómez-Limón y Arriaza, 2011).
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Indicadores del paisaje del olivar de montaña

La valoración del BPe Paisaje resulta compleja, ya que está asociado a un importan-

te grado de subjetividad. Sí resulta posible, por el contrario, establecer indicadores 

proxies sobre las prácticas y características de las explotaciones de olivar de montaña 

que están asociadas a un paisaje más valorado, es decir indicadores correspondientes 

al BPp Acciones que modifican el paisaje del olivar de montaña.

Un indicador proxy adecuado para evaluar la provisión de este BP por parte de 

las explotaciones con olivar de montaña es el Porcentaje de superficie de la explotación 

cubierta por otros cultivos o usos (bosques isla, afloramientos rocosos, cursos de agua, 

etc.). Con ello se determina el grado de ruptura del monocultivo del olivar en la ex-

plotación, y por ende su contribución paisajística (Gómez-Limón y Arriaza, 2011). 

El cálculo de este indicador a nivel de explotación no supone ninguna complejidad, 

requiriendo tan solo conocer la superficie destinada a estos usos dentro de la ex-

plotación. Relacionado con este indicador, resulta también de interés el Porcentaje de 

superficie de olivar ocupada por elementos estructurales (setos, muros, terrazas, cortijos, 

etc.), elementos que reflejan la complejidad del paisaje (Rey, 2011) y que se rela-

cionan igualmente con su calidad.

El otro elemento que contribuye positivamente a la valoración del paisaje de 

olivar es la presencia de cubierta vegetal en las calles, bien sea esta espontánea o 

cultivada. Como consecuencia, otro indicador proxy adecuado para evaluar el des-

empeño del olivar de montaña en relación con este BP es el Número de días al año 

en que las calles presentan cubierta vegetal. Los olivares de montaña que presentan las 

calles cubiertas por vegetación durante todo el año presentan una mayor calidad pai-

sajística, mientras que, en el extremo opuesto, las explotaciones en las que las calles 

se encuentran desnudas la mayor parte del año su calidad paisajística será inferior. 

El cálculo de este indicador es sencillo, si bien debe completarse con información 

relativa a la extensión de la cubierta (porcentaje de superficie de olivar que presenta 

esta cubierta).
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6.3.3. Patrimonio cultural

Provisión actual del BPe Patrimonio cultural

El cultivo del olivar y todo lo que le rodea ha constituido tradicionalmente un 

elemento distintivo de Andalucía. De hecho, su importancia histórica y cultural para 

el conjunto de la región obliga a considerarlo como algo más que un cultivo destina-

do a la producción de aceite (Millán et al., 2015). En efecto, la presencia continuada 

de este cultivo a lo largo de los siglos (remontándose en algunos casos a la época 

romana) ha marcado en buena medida el paisaje, la economía y la cultura de nume-

rosas comarcas de la Comunidad Andaluza (Guzmán, 2004). Se puede afirmar, por 

tanto, que la existencia de los olivares, en muchas ocasiones en régimen de mono-

cultivo, ha condicionado el modo de vida de buena parte de la población regional 

(CAyP, 2002). Como resultado de ello, gran parte de sus tradiciones, fiestas, artesa-

nía y gastronomía están impregnadas del legado del aceite de oliva, dando lugar a un 

abundante y variado patrimonio cultural, de interés artístico, ambiental, histórico, 

arqueológico, documental, científico y técnico (CAPDR, 2015). Por todo ello, re-

sulta evidente que la funcionalidad histórico-cultural del cultivo del olivo deba ser 

tenida en cuenta y valorada como un activo social (bien público) de primer orden 

para el conjunto de la Comunidad Autónoma (Guzmán, 2004).

La relevancia del olivar respecto del patrimonio cultural se muestra en los tres 

elementos del patrimonio mencionados previamente, a saber: i) elementos tangi-

bles, ii) elementos intangibles, y iii) producción de alimentos tradicionales.

Respecto de los elementos tangibles, cabe destacar la abundancia de elementos 

constructivos asociados al olivar, tales como cortijos, molinos, muretes, bancales, 

etc. En el caso del olivar de montaña, si bien se puede presumir una menor pre-

sencia de cortijos activos dada su decreciente actividad económica, cabe destacar 

la mayor presencia de otros elementos constructivos tales como terrazas y muros 

de piedra (Gómez-Limón y Arriaza, 2011). Asimismo, dentro del patrimonio cul-

tural tangible, en este caso de carácter natural, cabe incluir los olivos centenarios, 

los cuales están presentes en mayor medida en sistemas de olivar marginales, tales 
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como el olivar de montaña. En este sentido destaca la cierta profusión de este tipo 

de ejemplares en la Sierra de Málaga y en la zona occidental de la provincia de Gra-

nada. Valga como ejemplo dentro de esta última zona los ejemplares de la variedad 

Lucio, que son objeto de una campaña de concienciación específica27. En el caso de 

la Sierra de Málaga, quizá el caso más distinguido sea el de los olivos centenarios del 

Arroyo Carnicero (Casabermeja), ya que uno de sus ejemplares fue reconocido con 

el premio del Mejor Olivo Monumental de España 2013 que otorga la Asociación 

Española de Municipios del Olivo28. En ambos casos, se ofertan aceites de oliva 

virgen extra extraídos exclusivamente de las aceitunas de estos olivos, así como 

actividades de oleoturismo asociadas a este patrimonio natural.

En cuanto a los elementos intangibles del patrimonio cultural, cabe señalar tanto a 

aquellos relativos al conocimiento ligado al cultivo del olivo, como los relacionados 

con las tradiciones y costumbres ligadas al mismo. En relación con los primeros, 

se puede destacar el conocimiento ligado a las labores de poda o de recolección de 

la aceituna en aquellos casos en los que esta no es posible por medios mecánicos 

(como es el caso de los olivares en pendiente y de algunas variedades de aceituna de 

mesa) (CAPDR, 2015). En relación con los segundos, la importancia del olivar en 

determinados territorios ha llevado a un rico patrimonio cultural asociado a fiestas, 

tradiciones y artesanía. Buena prueba de ello es la puesta en marcha de museos y 

centros de interpretación de la cultura del olivar y del aceite de oliva, destacando, 

en el caso del olivar de montaña, el Centro de Interpretación del Olivar de Sierra 

ubicado en el municipio de Adamuz (Córdoba)29.

Por último, respecto de la producción de alimentos tradicionales, cabe destacar dos 

aspectos fundamentales asociados a los productos alimentarios producidos en el 

olivar andaluz (esto es, el aceite de oliva y la aceituna de mesa). Primero, el hecho 

de que estos alimentos forman parte de la Dieta Mediterránea, cuya importancia 

desde la perspectiva del patrimonio cultural ha quedado evidenciada con su reciente 

27	 Se puede consultar: www.olivolucio.com.
28	 Se puede consultar: www.aemo.es.
29	 Se puede consultar: centrodelolivardesierradeadamuz.blogspot.com.es.
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declaración Patrimonio Inmaterial de la Humanidad por parte de la UNESCO, 

siendo el primer bien alimentario que alcanza este reconocimiento (CAPDR, 2015). 

Así, estos alimentos forman parte de la cultura y la forma de vida de los andaluces, 

especialmente en lo tocante a sus hábitos alimenticios. Segundo, el hecho de que 

existen ciertas prácticas culturales tradicionales en los procesos de obtención de 

estos alimentos cuya conservación es valorada positivamente por la sociedad. En 

este sentido sobresalen las numerosas figuras de calidad asociadas al olivar, cuyo 

objetivo es salvaguardar estas prácticas culturales al tiempo que se valorizan en el 

mercado en forma de diferenciación del producto. Efectivamente, en la actualidad, 

existen 12 Denominaciones de Origen Protegidas (DOP)30 de aceite de oliva virgen 

extra y una de aceituna de mesa, las cuales abarcan aproximadamente un tercio de 

la superficie de olivar andaluza (CAPDR, 2015). Como se observa en la Figura 18, 

en la que se muestra la distribución de las DOP de aceite de oliva virgen extra de 

Andalucía, algunas de estas figuras de calidad se sitúan en territorios en los que el 

olivar de montaña es predominante. Este es el caso de las DOP Montoro–Adamuz, 

Sierra de Segura, Sierra de Cazorla, Sierra Mágina o Sierra de Cádiz.

30	 Si bien la normativa comunitaria distingue fundamentalmente tres figuras de calidad asociadas a 
los productos agroalimentarios y los respectivos territorios donde se producen (i. e., DOP, Indi-
cación Geográfica Protegida –IGP– y Especialidad Tradicional Garantizada –ETG), a menudo las 
DOP abarcan no solo la dimensión territorial sino también la dimensión relativa a los procesos 
productivos. Es por ello por lo que se destaca esta figura de calidad como indicativa de la función 
patrimonial del olivar en relación con la producción de alimentos tradicionales.
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Figura 18. Denominaciones de Origen Protegidas (DOP) 
de aceite de oliva virgen extra de Andalucía

 

Fuente: CAPDR.

Asociado a los aspectos del patrimonio cultural en las tres dimensiones mencio-

nadas, se observa un creciente desarrollo del oleoturismo. Esta modalidad de turismo 

rural se desarrolla en los municipios olivareros y se basa en actividades turísticas 

organizadas en torno al aceite de oliva y los recursos asociados al olivar, como por 

ejemplo, visitas a campos de cultivo y almazaras, catas de aceite y degustación de 

platos derivados, la compra de productos, así como la visita a centros de interpre-

tación y/o museos del aceite y el olivo (Cañero et al., 2015). El oleoturismo se 

configura así como una forma de valorización del patrimonio cultural asociado al 

olivar, contribuyendo al desarrollo socioeconómico de estos territorios (Millán et 

al., 2010; Cañero et al., 2015).

El olivar de montaña se beneficia también de este fenómeno. Por ejemplo, Millán 

et al. (2010) han estudiado este tipo de turismo en el ámbito de la DOP Montoro–

Adamuz, en la que el olivar de montaña es predominante. De su estudio concluyen 
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que los alojamientos asociados a la cultura del olivar del aceite de oliva enclavados 

en el territorio de la DOP presentan un elevado grado de ocupación, llegando a 

alcanzar por ejemplo el 100% en las fechas navideñas, y una elevada valoración por 

parte de los visitantes.

Acciones que modifican el patrimonio cultural del olivar de 
montaña

La contribución del olivar de montaña al BPe Patrimonio cultural se circunscri-

be fundamentalmente a dos aspectos: el mantenimiento de la actividad productiva 

(producción de alimentos tradicionales) y la conservación y puesta en valor de ele-

mentos antropogénicos (elementos tangibles e intangibles). Respecto del primero, 

resulta evidente que el mantenimiento de la actividad productiva es fundamental para la 

provisión de este BP, ya que la desaparición de la actividad en las zonas productoras 

llevaría aparejada la desaparición de las prácticas culturales y las tradiciones asocia-

das a este cultivo, así como los productos de calidad procedentes del olivar en estos 

territorios. En este sentido conviene recordar, como ya se hecho en el apartado 

sobre la vitalidad del medio rural, que el mantenimiento de la actividad productiva 

del olivo en las zonas de montaña está amenazado por la falta de rentabilidad del cul-

tivo. Así, el abandono del mismo conllevaría, además de pérdida de la vitalidad de las 

zonas rurales circundantes, una pérdida patrimonial para el conjunto de la región.

Respecto de la conservación y puesta en valor de los elementos antropogénicos, dentro 

las explotaciones de olivar de montaña existen ciertos elementos –especialmente 

tangibles– que son valorados de forma positiva por la sociedad. Como se comenta-

ba, entre estos elementos cabe destacar los olivos centenarios, haciendas y molinos 

antiguos, terrazas, muros de piedra, setos, etc. (Gómez-Limón y Arriaza, 2011). 

Así, el hecho de que muchos de estos elementos hayan desaparecido prácticamente 

del resto de sistemas de olivar, confiere a la función de conservación de los mismos 

por parte del olivar de montaña una importancia singular en favor de una adecuada 

provisión del BPe Patrimonio cultural.
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Finalmente, la actividad agraria relacionada con el cultivo del olivo puede con-

tribuir positivamente a las actividades relacionadas con el oleoturismo, favoreciendo 

el desarrollo de actividades turísticas en las explotaciones y en sus inmediaciones. 

Estas actividades, además de ofrecer una fuente adicional de ingresos ligados a la 

explotación, que favorece el mantenimiento de la actividad, también contribuye al 

mantenimiento de las técnicas tradicionales de producción de aceite de oliva y del 

patrimonio cultural asociado al cultivo del olivo (Cañero Morales et al., 2015). Un 

ejemplo de ello supone la organización de visitas a los campos de cultivo de olivares 

centenarios, en la medida que contribuye al mantenimiento y puesta en valor de 

este patrimonio cultural.

Indicadores del patrimonio cultural del olivar de montaña

El BPe Patrimonio cultural, por sus características, es difícil de cuantificar. No exis-

te por tanto un indicador que pueda ser ampliamente aceptado para este BPe. En el 

caso del BPp Prácticas que modifican el patrimonio cultural del olivar de montaña sí sería 

posible encontrar indicadores proxy que permiten evaluar, al menos parcialmente, 

algunos aspectos parciales de este BPp.

Un indicador proxy adecuado para este BPp sería el Número de elementos antropo-

génicos tradicionales asociados al cultivo del olivar (olivos centenarios, haciendas y 

molinos antiguos, terrazas, muros de piedra, setos, etc.), si bien además de su nú-

mero, sería necesario valorar su estado de conservación y su grado de modificación 

respecto de las construcciones más tradicionales.

Por otro lado, como indicadores de la contribución a la elaboración de productos 

tradicionales, sería necesario considerar la Presencia de la explotación en una zona 

amparada por una Denominación de Origen Protegida y el Porcentaje de aceite de oliva virgen 

extra producido en la explotación respecto al total de aceite de oliva producido. En 

el primer caso, se estaría evidenciando la capacidad de producir alimentos (aceite de 

oliva) con la calidad y tradicionalidad demandada (Gómez-Limón y Arriaza, 2011). 

En cuanto al segundo, tendría en cuenta que, para la preservación de la calidad y la 

tipicidad de los productos del olivar, no solo es necesario producir en determinadas 
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zonas con potencial de calidad (DOP), sino que también los productores deben 

poner de su parte, esmerándose en la realización de las labores de cultivo y la 

recolección al objeto de obtener una cosecha con la mayor calidad posible (Gómez-

Limón y Arriaza, 2011).

Finalmente, teniendo en cuenta que el mantenimiento del patrimonio cultural 

asociado al olivar de montaña depende en gran medida del mantenimiento de la 

actividad productiva, resulta como indicador igualmente de interés el Riesgo de aban-

dono de la actividad agraria, obtenido a partir de las posibilidades de sucesión en la 

explotación tras la jubilación del titular actual. No obstante, como ya se ha indicado 

en el apartado de Vitalidad del medio rural, la disponibilidad de información relativa 

a este indicador es escasa, debiendo recurrirse a menudo al uso de encuestas para 

su estimación.

6.3.4. Seguridad alimentaria

El olivar de montaña contribuye al BPe Seguridad alimentaria en la medida en que 

produce alimentos. Como se ha visto en el Capítulo 4, dentro de este BP pueden 

diferenciarse dos vertientes: la relativa a la cantidad, encaminada a satisfacer las ne-

cesidades alimentarias en cantidad (food security), y la relativa a la calidad, entendida 

como el cumplimiento de unos estándares sanitarios mínimos (food safety). En rela-

ción con la vertiente de cantidad de alimentos, parece evidente que el olivar de mon-

taña no presenta una contribución significativa. Como se ha visto al inicio de este 

capítulo, este tipo de olivicultura presenta unos rendimientos productivos significa-

tivamente inferiores a los del conjunto del olivar en Andalucía. Así, mientras que el 

rendimiento medio del olivar de montaña se sitúa en torno a 1.500 kg de aceituna/

ha, el conjunto del olivar de secano andaluz presenta un rendimiento medio cercano 

a los 3.500 kg de aceituna/ha (CAyP, 2008). En definitiva, las condiciones edafo-

climáticas de los territorios en los que se asienta este sistema limitan su producción 

de alimentos por lo que, a la hora de garantizar este suministro, es más conveniente 

confiar en otros territorios con mejores condiciones productivas.
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En relación con la vertiente de calidad –sanitaria– de los alimentos, pueden 

destacarse dos aspectos: i) la ausencia (o presencia) de patógenos que puedan 

provocar enfermedades en el ser humano, y ii) la ausencia (o presencia) de sustancias 

tóxicas procedentes del manejo del cultivo, tales como herbicidas o insecticidas. 

En el primer caso, el aceite de oliva, principal producto alimentario asociado al 

olivar de montaña, ha demostrado ser un potente antimicrobiano. En efecto, se han 

encontrado en el aceite de oliva compuestos polifenólicos como la oleuropeína y el 

hidroxitirosol que, según los estudios realizados, se han revelado como inhibidores 

del crecimiento de los principales patógenos encontrados habitualmente en los 

alimentos (Bisignano et al., 1999). Este hecho hace que pueda descartarse casi por 

completo la contaminación microbiológica de este producto.

Respecto del segundo aspecto, cabe comentar que sí puede existir un peligro po-

tencial de contaminación por sustancias biocidas empleadas en el manejo del cultivo. 

Sin embargo, la histórica ausencia de alertas derivadas de la contaminación por estas 

sustancias en el aceite de oliva hace suponer que el riesgo es reducido. En todo caso, 

Gómez-Limón y Arriaza (2011) muestran que existe un menor uso de insecticidas 

en el olivar de montaña en comparación con los olivares de campiña, lo que reduce 

el (ya de por sí pequeño) riesgo de contaminación por estas sustancias en el aceite de 

oliva procedente de este sistema. Adicionalmente, la expansión de las certificaciones 

en producción integrada y, especialmente, en producción ecológica en el olivar de 

montaña reducen aún más este riesgo, debido al mayor control existente en cuanto 

a las sustancias utilizadas en las explotaciones amparadas por estas certificaciones. 

En este sentido, cabe apuntar que, según los resultados de una encuesta reciente a 

olivicultores de montaña (comentada previamente −ver Villanueva et al., 2017a), 

el 14% de estas explotaciones se encuentran certificadas en producción integrada 

y el 40% lo están en agricultura ecológica. Ello arroja que más de la mitad de las 

explotaciones de olivar de montaña están certificadas en alguno de estos sistemas 

productivos.

Finalmente, cabe hacer una mención a los fraudes alimentarios relacionados con 

el aceite de oliva, fundamentalmente el de la comercialización como aceite virgen 
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extra aceites de calidad inferior31. En este sentido cabe destacar que estos fraudes 

no afectan a la seguridad alimentaria, ya que los productos comercializados no re-

percuten de forma negativa a la salud humana32. Además, debe especificarse que la 

responsabilidad de estos fraudes no corresponde al sector primario (i. e., olivar de 

montaña), sino en las fases de embotellado y comercialización, dentro de la cadena 

alimentaria.

6.3.5. Bienestar animal

Es evidente que el BPe Bienestar animal, y su correspondiente BPp, se asocia con 

las explotaciones ganaderas. No obstante, en las explotaciones de olivar de montaña 

es habitual encontrar cabañas ganaderas, ya sea formando parte de la explotación 

o permitiendo el acceso de ganado de otras explotaciones. En concreto, según los 

datos de la encuesta a olivicultores de montaña mencionada anteriormente, apro-

ximadamente un 37,5% de las explotaciones de olivar de montaña se encuentran 

asociadas con actividades ganaderas, fundamentalmente de cabaña ovina. Esta aso-

ciación se explica por la posibilidad de utilizar el ganado para el control de la vege-

tación espontánea en el olivar a través del pastoreo de su superficie, especialmente 

en zonas poco accesibles. Las ventajas de esta asociación son varias, ya que supone 

un ahorro de costes para el agricultor al reducir la necesidad de control químico o 

mecánico de esta vegetación, y para el ganadero al aprovechar el pasto del olivar 

como complemento para la alimentación del ganado. Además, con esta asociación 

agroganadera se posibilita la utilización del estiércol animal para la fertilización or-

gánica del olivar.

31	  Valga como ejemplo el estudio de la Organización de Consumidores y Usuarios (OCU), en el 
cual se identificaron 9 marcas –de un total de 40– que supuestamente comercializaban aceite de 
oliva virgen extra, cuando en realidad contenían aceites de peor calidad (ver artículo del diario 
El Mundo, publicado el 25 de octubre de 2012).

32	  El denominado “síndrome tóxico”, causado por la comercialización de aceite de colza con fines 
industriales (en algunos casos como si fuera aceite de oliva), y que provocó 600 muertos en la 
década de los ochenta del siglo pasado, debe considerarse un suceso aislado de envenenamiento 
masivo, difícilmente repetible a día de hoy (véase reportaje en el diario El País de 19 de mayo de 
2016 con motivo del 25 aniversario del “caso de la colza”).
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Las prácticas ganaderas empleadas en estas explotaciones mixtas de olivar y 

ganadería son en general de carácter extensivo, lo que suele estar asociado a mayores 

niveles de bienestar animal, al menos en lo relativo a los aspectos conductuales. 

Adicionalmente, una proporción significativa de estas explotaciones mixtas se 

encuentra en producción ecológica (Guzmán y Alonso, 2008) (según los datos de 

la encuesta realizada, cerca del 57%), cuyas normas presentan unos estándares de 

bienestar animal más elevados que los obligatorios en la producción convencional. 

Por lo tanto, la relación del olivar de montaña respecto al BPe Bienestar animal, en los 

casos en los que se encuentra asociado a ganadería, parece ser positiva.

6.4. Resumen de los indicadores sugeridos
En la Tabla 7 se muestra un resumen de los indicadores propuestos para valorar 

la provisión de BB.PP. por parte de las explotaciones de olivar de montaña. En pri-

mer lugar, se puede observar cómo algunos de los indicadores propuestos pueden 

utilizarse para diferentes BB.PP. Este es el caso por ejemplo del indicador relativo 

al Porcentaje de cubierta vegetal que, con algunas particularidades, es un indicador 

empleado para múltiples BB.PP. como Biodiversidad, Suelo, Clima global o Paisaje. De 

la misma forma, el Porcentaje de superficie con otros usos distintos del olivar (superficie 

no cultivada, otros cultivos o elementos estructurales) puede servir para medir la 

provisión de los BB.PP. Biodiversidad y Paisaje, mientras que el indicador de Riesgo de 

abandono se puede utilizar tanto para el BP Vitalidad de las zonas rurales como para el 

correspondiente a Patrimonio cultural, y el indicador Número de labores de cultivo puede 

utilizarse para los BB.PP. Suelo y Clima global.

Por otro lado, es de destacar que estos indicadores, referidos generalmente a 

la explotación de olivar de montaña, no suelen estar disponibles en las estadísticas 

oficiales, siendo por tanto necesario acudir a encuestas u otros métodos de observa-

ción para su obtención. Ello ocurre fundamentalmente con los indicadores relativos 

a BB.PP. ambientales, pero en algunos casos también en aquellos relativos a BB.PP. 

socioculturales.
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Tabla 7. Resumen de indicadores propuestos para los principales
BB.PP. producidos por el olivar de montaña

BPe Indicador

Biodiversidad
Riesgo de pesticidas
Porcentaje de superficie no cultivada
Porcentaje de cubierta vegetal 

Suelo
Cantidad de suelo erosionada 
Porcentaje de suelo cubierto con vegetación
Número de labores de cultivo

Agua Balance de nitrógeno
Cantidad de herbicidas aplicados

Clima global

Porcentaje de cubierta vegetal
Uso de la práctica de picado y esparcido de restos de poda 
Uso de enmiendas orgánicas en el suelo
Edad de plantación
Densidad de plantación
Número de labores realizadas
Balance de energía

Vitalidad del 
medio rural

Variación de población rural
Porcentaje de población menor de 40 años
Porcentaje de población femenina
Renta neta declarada por habitante
Empleo generado por las explotaciones
Riesgo de abandono de la actividad agraria

Paisaje
Porcentaje de superficie de la explotación cubierta por otros cultivos o usos
Porcentaje de superficie de olivar ocupada por elementos estructurales 
Número de días al año en que las calles presentan cubierta vegetal

Patrimonio 
cultural

Número de elementos antropogénicos tradicionales
Presencia de la explotación en una zona amparada por una Denominación de 

Origen Protegida
Porcentaje de aceite de oliva virgen extra
Riesgo de abandono de la actividad agraria

Fuente: elaboración propia. 
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6.5. Promoción de la provisión de BB.PP. en el olivar 
de montaña a través de la PAC

En lo que va de capítulo se ha puesto de manifiesto la notable variedad de bienes 

y males públicos que produce el sistema de olivar de montaña andaluz. Cabe ahora 

abordar los principales instrumentos de política encaminados a mantener y/o me-

jorar la provisión de estos bienes por parte de este sistema agrario.

Como se mencionaba en el Capítulo 5, al hablar de los principales instrumentos 

orientados a este objetivo, resulta ineludible centrar la discusión en aquellos ins-

trumentos incluidos dentro de la PAC. Así, mientras que aquel capítulo incluía una 

discusión genérica sobre los principales instrumentos de la PAC de cara a promover 

la provisión de BB.PP. por parte de la agricultura, este apartado viene a realizar una 

discusión específica sobre la implementación de estos instrumentos al caso de estu-

dio del olivar de montaña. Al igual que en el capítulo precedente, a continuación se 

estructura la discusión en los dos pilares que componen esta política europea.

6.5.1. Instrumentos del primer pilar de la PAC

Dentro de los instrumentos del primer pilar de la PAC, cabe destacar los pagos 

básico y verde. Respecto del pago básico, es necesario señalar que este está orientado 

fundamentalmente al sostenimiento de la renta de los agricultores, contribuyendo, 

por tanto, al BPe Vitalidad del medio rural. En España este pago se encuentra diferen-

ciado por comarcas en función del tipo de cultivo (cultivos herbáceos de secano, 

cultivos herbáceos de regadío, cultivos permanentes y pastos) y del potencial pro-

ductivo de las comarcas estimado sobre la base de criterios históricos. El hecho 

de que tradicionalmente se haya diferenciado el importe de los pagos directos en 

función del potencial productivo ha supuesto que, dentro de los cultivos leñosos, el 

olivar de montaña presente en la actualidad unos niveles de pago significativamente 

inferiores a los del resto del olivar. Tal y como se observa en la Figura 19, en la que 

se muestra el importe medio del pago básico en cultivos leñosos, las comarcas en 

las que se ubica mayoritariamente el olivar de montaña (La Sierra y Pedroches de 

Córdoba, Sierra Norte de Sevilla, Centro-Sur o Guadalhorce de Málaga) poseen 
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importes medios de ayuda notablemente inferiores a los de otras zonas más pro-

ductivas, como son las campiñas de Jaén y Córdoba, en las que la rentabilidad de la 

actividad agraria es mayor y, por tanto, la vitalidad de las zonas rurales está menos 

comprometida.

Figura 19. Importe medio comarcal de pago básico en
cultivos permanentes

 

Fuente: elaboración propia a partir de MAGRAMA (2014) y FEGA (2015).

Por otro lado, debe comentarse que el valor de los derechos de pago básico de 

los agricultores individuales se aproximará entre 2015 y 2019 al valor medio de cada 

comarca (proceso de ‘convergencia’), debiendo alcanzar al menos un 60% de dicho 

valor medio en 2019. De esta forma, en el caso de los de comarcas donde exista 

una mayor heterogeneidad de rendimientos de olivar (p. ej., la comarca de la Sierra 

Norte de Jaén), es de esperar que los derechos de pago básico asociados al olivar de 

montaña tiendan a incrementarse como resultado de este proceso de convergencia33. 

33	 No obstante, cabe apuntar que los incrementos serían en general modestos. Por ejemplo, imagi-
nemos una comarca con importe medio de los derechos de pago básico de 500 €/ha para cultivos 
permanentes y que una explotación de olivar de montaña presenta un importe medio de 300 €/
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Por el contrario, en el caso de comarcas caracterizadas por rendimientos muy bajos y 

homogéneos (como el caso de la comarca Pedroches), este proceso de convergencia 

tendrá un efecto muy reducido.

Como en cualquier otro sistema agrario, el pago básico está condicionado al cum-

plimiento de determinadas prácticas agrarias y normas de carácter medioambiental 

(condicionalidad). La introducción de este mecanismo ha supuesto la generalización 

de prácticas encaminadas a mejorar la producción de BB.PP. de tipo medioambien-

tal, incidiendo especialmente en reducir la producción de MM.PP. Dentro de estas 

prácticas destaca, por su importancia en el olivar de montaña, la obligatoriedad 

de implantar una cubierta, viva o inerte, de al menos un metro de ancho entre las 

calles de los cultivos leñosos cuya pendiente media sea igual o superior al 15%. 

Según se incluye en las normas de la condicionalidad, la cubierta, en caso de ser de 

tipo vegetal, puede ser espontánea o cultivada. La generalización de esta práctica ha 

tenido un impacto significativo sobre múltiples BB.PP., destacando especialmente 

su impacto sobre la reducción de la erosión (y por consiguiente sobre el BPe Suelo) 

(Gómez-Limón y Arriaza, 2011; Villanueva et al., 2017b). En caso de tratarse de cu-

biertas de tipo vegetal, presenta también una incidencia destacada sobre los BB.PP. 

Biodiversidad, Clima global, Agua y Paisaje, por nombrar los más relevantes. Sin embar-

go, aunque la inclusión de esta práctica dentro de estas normas ha podido suponer 

una mejora significativa en este sentido, parece existir todavía un amplio margen de 

mejora, especialmente en cuanto al ancho de la cubierta, el tipo y el manejo de la 

misma (Villanueva et al., 2017a).

Dentro del primer pilar, el otro instrumento importante desde la perspectiva de 

la provisión de BB.PP. por parte del olivar de montaña es el pago verde o pago para 

prácticas agrarias beneficiosas para el clima y el medio ambiente. No obstante, como se 

comentó en el anterior capítulo, debe comentarse que la efectividad de este ins-

trumento resulta limitada para el conjunto de la actividad agraria, pues el importe 

ha asociados a este cultivo. El importe medio de los derechos de pago básico de esta explotación 
se vería incrementado en 50 €/ha en el año 2019 (con incrementos anuales de 10 €/ha entre 
2015 y 2019) como consecuencia del proceso de convergencia.
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de este pago se obtiene como un porcentaje fijo del valor de los derechos de pago 

básico asignados al agricultor. Así pues, su importe no está relacionado con la provi-

sión efectiva de BB.PP., sino con el importe histórico de ayudas percibido. De esta 

forma, resulta evidente que no supone un incentivo directo para la mejora de la 

provisión de tales bienes.

Además, debe indicarse que los cultivos leñosos están exentos de aplicar las tres 

prácticas incluidas en él (diversificación de cultivos, mantenimiento de superficies 

de interés ecológico y mantenimiento de pastos permanentes), circunstancia que 

motiva que los olivicultores de montaña puedan percibir íntegramente este pago sin 

realizar ninguna práctica adicional. Es decir, estos agricultores reciben este pago de 

forma automática, sin necesidad de modificar sus prácticas habituales, de manera 

que este pago no deriva en ningún cambio en su provisión de BB.PP. En este sentido, 

si bien la aplicación de las medidas de diversificación de cultivos y de mantenimien-

to de pastos permanentes no podían en ningún caso ser de aplicación al olivar de 

montaña, la práctica de superficies de interés ecológico sí podría haberse aplicado 

a través del mantenimiento de elementos estructurales como setos, muros, etc., o 

bien haber incluido alguna práctica específica para estos cultivos como podría haber 

sido la generalización de las cubiertas vegetales en las calles de los cultivos (indepen-

dientemente de la pendiente de la parcela) ampliando su anchura o introduciendo 

aspectos relativos a su manejo o al periodo de implantación. Como muestran Vi-

llanueva et al. (2017b), el cumplir con una superficie mínima de interés ecológico 

moderada (en concreto, del 2% de la superficie de olivar) no hubiese supuesto un 

sobrecoste significativo a los olivicultores de montaña, al igual que tampoco hubiese 

sido especialmente costoso la inclusión de requisitos de superficie de cubierta vege-

tal y de manejo de la misma encaminado a mejorar su provisión de BB.PP.34

Finalmente, cabe realizar una breve mención al régimen de pequeños agricultores, 

dada su repercusión en un sector como el del olivar de montaña. Existe una parte 

34	 No obstante, de acuerdo con los resultados del citado trabajo, la inclusión de estos requisitos en 
otros sistemas de olivar (p. ej., aquellos en campiñas de secano o de regadío) sí hubiese generado 
sobrecostes notables.
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importante de olivicultores de montaña que se han adscrito automáticamente a este 

régimen y que, por lo tanto, están exentos de controles y de la aplicación de sancio-

nes por condicionalidad. Estos agricultores no se han podido beneficiar del aumento 

en el importe de los pagos básicos debido al proceso de convergencia, dado que este 

proceso excluía a los agricultores adscrito a dicho régimen (Colombo et al., 2014). 

Aparte de este agravio monetario, resulta evidente que a través de este instrumento 

no se está fomentando un mayor desempeño del olivar de montaña respecto de la 

provisión de BB.PP.

6.5.2. Instrumentos del segundo pilar de la PAC

En relación con el segundo pilar, una medida destacada en cuanto a la provisión 

de BB.PP. por parte del olivar de montaña es la de Agricultura ecológica. Con esta 

medida se pretende fomentar la conversión de las explotaciones agrarias que realiza 

agricultura “convencional” hacia estas prácticas, así como el mantenimiento de la 

superficie que ya se encuentra bajo esta forma de producción. Existen dos operacio-

nes específicas destinadas al olivar: la operación 11.1.2. Conversión a prácticas de olivar 

ecológico, y la operación 11.2.2. Mantenimiento de prácticas y métodos agricultura ecológi-

ca en olivar, con importes de las primas de 297,48 y 247,90 €/ha, respectivamente. 

Esta medida se enfoca principalmente en la provisión del BPe Biodiversidad, si bien 

las prácticas de agricultura ecológica tienen impacto significativamente positivo en 

otros BB.PP. como Clima global, Suelo, Agua y Paisaje.

La otra medida importante relativa a la producción de BB.PP. dentro del segundo 

pilar es la correspondiente a Agroambiente y clima. En Andalucía, existen dos ope-

raciones directamente relacionadas con el olivar de montaña: la operación 10.1.7. 

Sistemas sostenibles de olivar, y la operación 10.1.12. Agricultura de montaña con orienta-

ción ecológica en olivar. Ambas operaciones están dirigidas principalmente a la mejora 

del BPe Suelo, a través de la reducción de la erosión mediante la implantación de 

cubiertas vegetales, contribuyendo asimismo a los BB.PP. ambientales mencionados 

anteriormente.
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La operación 10.1.7. Sistemas sostenibles de olivar está destinada a recintos de 

olivar con pendiente igual o superior al 8% y que se sitúen en cuencas vertientes 

a embalses para consumo humano o en Red Natura 2000. Las parcelas tienen que 

estar certificadas en producción integrada e implantar y mantener una cubierta 

vegetal (espontánea o sembrada) en las calles del cultivo de 1,8 m o de 3,6 m de 

ancho. La cubierta se deberá manejar prioritariamente mediante medios mecánicos 

o a diente por el ganado, si bien se permite aplicar herbicida dos veces en el periodo 

que dura el compromiso agroambiental (5 años). Adicionalmente, los beneficiarios 

de esta operación pueden aplicar un compromiso voluntario relativo a la gestión de 

los restos de poda, consistente en su triturado y distribución en la parcela, debiendo 

realizarse al menos dos podas durante el periodo de compromiso. El importe anual 

de la prima oscila, dependiendo del tipo de cubierta, la pendiente, el ancho y la 

gestión de restos de poda, entre 110,28 €/ha (cubierta espontánea de 1,8 m sin 

gestión de restos de poda) y 277,15 €/ha (cubierta sembrada de 3,6 m de ancho 

con gestión de restos de poda).

El restringir esta operación a recintos ubicados en cuencas vertientes a embalses 

para consumo humano o en Red Natura 2000 limita su alcance en el caso del olivar 

de montaña. Si bien algunos de los principales territorios en los que se ubica este 

sistema agrario cumplen estos requisitos (el olivar de montaña ubicado en la Sierra 

Norte de Sevilla se ubica en zonas Natura 2000, mientras que el de la sierra de Cór-

doba y el valle de los Pedroches se encuentran en cuencas vertientes a embalses de 

consumo humano), una parte importante de los mismos queda excluida de esta ope-

ración, lo que impide mejorar la provisión de BB.PP. a través de este instrumento.

La operación 10.1.12.  Agricultura de montaña con orientación ecológica en olivar se 

destina a recintos de olivar certificados en agricultura ecológica y que posean una 

pendiente media superior al 20%. Se exige la implantación y mantenimiento de una 

cubierta vegetal espontánea en las calles del cultivo de un ancho mínimo de 3,6 m, 

la cual debe mantenerse exclusivamente mediante medios mecánicos o a diente por 

el ganado, a cambio de una prima anual de 114,14 €/ha. A diferencia de la anterior, 

no existe limitación territorial, más allá del requisito de pendiente media mínima 
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del 20%, que sin embargo sí deja fuera de su alcance a la parte del olivar de montaña 

que, contando con pendientes elevadas (superiores al 15%), no alcanza este umbral. 

Es de destacar que esta operación no está condicionada a la medida de agricultura 

ecológica. Es decir, es posible percibir esta ayuda sin haber solicitado la medida de 

agricultura ecológica, así como percibir la de agricultura ecológica sin necesidad de 

solicitar esta operación, aun presentando una pendiente superior al 20%. Sería con-

veniente vincular ambas medidas, de forma que aquellos agricultores que solicitasen 

esta operación tuviesen preferencia a la hora de percibir la medida de agricultura 

ecológica y viceversa, maximizando de esta forma la producción de BB.PP. por par-

te de estas explotaciones.

En línea con lo apuntado en el anterior capítulo, el olivar de montaña puede be-

neficiarse de otras medidas dentro del segundo pilar encaminadas a la provisión de 

BB.PP. Tal es el caso de la medida de Inversiones no productivas, en la que se financian 

las inversiones en infraestructuras cuyo destino es la mejora de la sostenibilidad 

ambiental, tales como la implantación y mantenimiento de terrazas, muros, setos 

y otros elementos estructurales. A través de ella se financian asimismo acciones 

encaminadas a la corrección y relleno de cárcavas, lo cual resulta especialmente 

de interés en este tipo de olivar. Igualmente, este sistema puede beneficiarse de la 

medida de Zonas con limitaciones naturales u otras limitaciones específicas, al estar ubi-

cado mayoritariamente dentro de estas zonas (bien en zonas de montaña, bien en 

zonas distintas de las de montaña con limitaciones naturales significativas), aunque 

la contribución de esta medida a la provisión de BB.PP. es más difusa, tal y como se 

comentaba en el Capítulo 5.

Finalmente, los territorios en los que se ubica el olivar de montaña pueden be-

neficiarse de las ayudas del segundo pilar de la PAC destinadas a la diversificación 

de la economía rural, medidas que contribuyen de forma significativa al BPe Vitalidad 

del medio rural, si bien en este caso no existe una contribución directa del olivar de 

montaña.

Como conclusión, cabe afirmar que existen diversos instrumentos en la PAC 

encaminados a la provisión de BB.PP. por parte del olivar de montaña. Sin embargo, 
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parecen existir ciertas deficiencias en cuanto a su diseño, en la medida que no pro-

mocionan de forma eficiente la provisión de estos bienes por parte de este sistema. 

En este sentido destaca el caso del Pago para prácticas agrarias beneficiosas para el clima 

y el medio ambiente (greening), el cual se percibe en el caso del olivar de montaña 

sin necesidad de realizar ninguna práctica adicional, o la limitación de la operación 

Sistemas sostenibles de olivar a cuencas vertientes a embalses para consumo humano y 

zonas Natura 2000, que impide que sea de aplicación en una parte importante de 

este sistema agrario. Asimismo, el reducido valor medio de los derechos de pago 

básico, en comparación con otros tipos de olivar, compromete la viabilidad de estas 

explotaciones, poniendo en riesgo su contribución al BPe Vitalidad de las zonas rurales.





Capítulo 7
Conclusiones

7.1. La provisión agraria de BB.PP.: compatibilizando 
la rentabilidad y la sostenibilidad

En la actualidad, los agricultores ya no son vistos solo como los encargados de 

proveer alimentos a la sociedad, sino también como productores de otros bienes y 

servicios que la sociedad igualmente valora. Estos otros bienes presentan caracterís-

ticas de BB.PP., lo cual dificulta enormemente que exista mercado a través del cual 

la sociedad pueda remunerar adecuadamente al agricultor por su provisión. Así, el 

Estado, en su condición de garante del interés general, debe actuar para incentivar 

que los agricultores produzcan estos bienes en la calidad y cantidad demandadas por 

el conjunto de la ciudadanía. De esta forma, a medida que las demandas sociales 

respecto de la provisión de estos bienes han ido creciendo, se ha visto cómo estas 

han ido permeando en las políticas agrarias en forma de mayores exigencias e in-

centivos en favor de un comportamiento de los agricultores más ambiental y en pro 

del desarrollo rural.

La PAC representa un ejemplo paradigmático de esta permeabilidad a las ma-

yores exigencias sociales respecto de la provisión de BB.PP. Efectivamente, en esta 

política europea se observa un cambio gradual en su centro de gravedad; otrora 

girando exclusivamente alrededor de los objetivos relacionados con producción de 
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alimentos –sobre todo en cantidad– y de sostenimiento de rentas agrarias, y en 

la actualidad cada vez más equidistante de tales objetivos y los relacionados con 

la adecuada provisión de BB.PP. Así, el agricultor europeo observa ahora cómo es 

remunerado sobre la base de una serie de criterios (básicamente, provisión de ali-

mentos de calidad y la provisión de BB.PP. ambientales y socioculturales) que, al 

contrario de en otros tiempos, pueden entrar en colisión con su objetivo empresa-

rial de maximizar la producción de bienes privados (remunerados por el mercado) 

en su explotación. En este sentido, quizá sea el objetivo de provisión de BB.PP. el 

que mayor conflictividad presenta, habida cuenta de que su consecución a menu-

do impone importantes sobrecostes a estos productores. Sin embargo, como se ha 

mostrado a lo largo del libro, en muchos casos estos sobrecostes no son tales si se 

ponen en el –adecuado– plano del largo plazo. En efecto, se puede afirmar que, de 

forma general, las exigencias impuestas al agricultor relativas a la provisión de estos 

bienes van encaminadas a conseguir que la actividad agraria sea sostenible en el largo 

plazo, al tiempo que rentable. Seguramente el principal reto radica en que todas las 

partes implicadas, agricultores, instituciones públicas y privadas y la sociedad civil, 

entiendan la necesidad de implementar los instrumentos políticos adecuados para 

poder alcanzar efectivamente una agricultura sostenible.

Quizá la principal contribución de este libro sea pasar de la generalidad de la 

exigencia de que los agricultores provean BB.PP., a lo específico, sustanciando qué 

BB.PP. proveen estos actualmente y hasta qué punto deben proveerlos en un futu-

ro, así como qué instrumentos de política deben ser empleados para promover de 

forma eficiente su provisión. En este sentido, se ha propuesto un marco teórico 

para el análisis de los principales BB.PP. producidos por los sistemas agrarios, que 

se articula básicamente a partir de la distinción entre los estados de los BB.PP. (i. e., 

atributos del medio natural y sociocultural que determinan el nivel de provisión de 

BB.PP.) y las presiones derivadas de las decisiones de los agricultores en su explota-

ción que impactan sobre tales estados, modificando el nivel de provisión de BB.PP. 

en cantidad y/o calidad. 
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Se considera por tanto que un agricultor produce un bien público (presión) 

cuando se modifica la cantidad y/o calidad de un atributo (estado) del medio natural 

y sociocultural y, con ello, el bienestar de la sociedad varía a consecuencia de tal 

cambio. Cuando se produce un cambio positivo, es decir, cuando el bienestar de la 

sociedad aumenta, se considera que el agricultor está produciendo un bien público 

–estrictamente–, y cuando se produce un cambio negativo, es decir, el bienestar 

de la sociedad disminuye, se considera que este está produciendo un mal público. 

Utilizando esta definición, se han podido identificar más claramente los principales 

BB.PP. producidos por los sistemas agrarios, las decisiones del agricultor más 

relevantes respecto de su provisión, y las relaciones de producción entre estos y los 

alimentos (bienes privados). Como resultado de ello, se han identificado once BB.PP. 

producidos por los diferentes sistemas agrarios, clasificados en BB.PP. ambientales 

y socioculturales. Los BB.PP. ambientales se componen de Clima global, Aire, Agua, 

Riesgos naturales, Biodiversidad y Suelo, mientras que los BB.PP. socioculturales se 

componen de Vitalidad del medio rural, Seguridad alimentaria, Patrimonio cultural, Paisaje 

y Bienestar animal.

La utilidad de esta clasificación se ha podido comprobar en el análisis más por-

menorizado de la producción de cada uno de los bienes, tanto en general para los 

sistemas agrarios, como en particular para el caso de estudio ilustrativo del olivar 

de montaña. De forma general, el análisis ha permitido: i) conocer mejor cuándo se 

puede hablar de que el agricultor produce un bien público (p. ej., cuándo se puede 

decir que produce biodiversidad, cuándo que produce paisajes agrarios, etc.), ii) las 

características que determinan la dificultad de que su provisión sea remunerada (i. 

e., grado de rivalidad y exclusión y escala de consumo), y iii) si existe (o no) com-

petencia y/o complementariedad en su producción con la producción de bienes 

privados (i. e., el tipo de producción conjunta de BB.PP. y privados).

Todo ello resulta fundamental para el diseño eficiente de políticas que mejoren 

la provisión agraria de BB.PP. Por ejemplo, la identificación de BB.PP. que son 

de interés para la población en las zonas donde se realiza la actividad agraria (los 

llamados, BB.PP. locales) o para la población de dentro y fuera de Europa (BB.PP. 
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globales), determina en gran medida la escala de actuación política y las instituciones 

públicas –y privadas– que deben implicarse en la corrección de los fallos de mercado 

que pudieran aparecer. Así, mientras que las actuaciones sobre la calidad visual del 

paisaje suelen ser articuladas a nivel local (p. ej., favoreciendo el mantenimiento 

de determinados elementos que aportan calidad visual al paisaje), las actuaciones 

respecto de la lucha frente al cambio climático deben ser articuladas a nivel global 

(p. ej., a través de acuerdos multi-país como el Protocolo de Kyoto o el Acuerdo 

de París). Como se ha puesto de manifiesto en este libro, si bien algunos de los 

BB.PP. se pueden distinguir por su carácter local (paisaje, riesgos naturales) o global 

(estabilidad climática), la mayoría de estos bienes presentan ambivalencia local/

global dependiendo de la relevancia de su provisión. Por ejemplo, la biodiversidad 

es un bien que disfrutan fundamentalmente los habitantes de las zonas circundantes 

(en cuyo caso, debe ser considerado como BP local), pero existen ciertas especies 

de flora y fauna que están en peligro de extinción, cuya conservación puede ser 

de interés global, en cuyo caso, se consideraría como un BP global. Llevado al 

caso de estudio analizado en este libro, cabe comentar que los olivicultores de 

montaña pueden estar impactando positiva o negativamente a especies de fauna cuya 

conservación presenta un interés eminentemente local (p. ej., mochuelo europeo, 

etc.), pero también a otras cuya conservación presenta un interés global por estar 

en peligro de extinción (p. ej., lince ibérico).

Igualmente se ha podido constatar, tanto de forma general como específica para 

el caso de estudio analizado, que la provisión de cada uno de estos BB.PP. está ín-

timamente ligada a la producción agraria de bienes privados, siendo difícil (o muy 

costoso) desvincular la producción de ambos tipos de bienes. Así, aunque determi-

nados BB.PP. como la biodiversidad o la mitigación del cambio climático puedan 

proveerse por parte de otros sectores (p. ej., el forestal), el fenómeno de produc-

ción conjunta de BB.PP. y privados que caracteriza a la actividad agraria hace que 

esta esté en mejor disposición –menores costes de provisión de BB.PP.– a la hora de 

responder a las demandas de la sociedad respecto de la producción de tales bienes. 

No obstante, se ha evidenciado cómo las relaciones de producción entre los BB.PP. 
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y privados dentro de la actividad agraria varían dependiendo del bien público con-

siderado. Así, se ha observado cómo existen BB.PP. para los cuales a medida que 

se aumenta la provisión de bienes privados, su provisión se ve aumentada (caso de 

complementariedad en la provisión), otros en los que se ve disminuida (caso de 

relaciones de competencia en la provisión), y otros que pueden presentar ambos 

tipos de provisión conjunta en función del nivel de provisión de bienes privados. 

Efectivamente, existen algunos BB.PP. (p. ej., seguridad alimentaria o la vitalidad de 

las zonas rurales) donde se aprecia claramente la existencia de relaciones comple-

mentarias de provisión, y otros donde se aprecian de forma igualmente nítida rela-

ciones competitivas de provisión (p. ej., agua). A pesar de ello, para la mayoría de 

BB.PP. se observa que la producción conjunta presenta un carácter complementario 

o competitivo dependiendo del nivel de provisión de bienes privados.

En este sentido, el reto tecnológico que se presenta en la agricultura hoy en 

día es la implementación generalizada de aquellas prácticas agrarias que mejoren 

la complementariedad en la producción de ambos tipos de bienes (tal como se ha 

mostrado en el caso del olivar de montaña mediante el empleo de cubiertas vege-

tales), así como la minoración de aquellas prácticas que fomenten las relaciones 

de carácter competitivo (p. ej., el laboreo convencional). Solo de esta manera se 

podrá conseguir una mejora integral del desempeño del agricultor, tanto desde la 

perspectiva privada (incremento de las rentas agrarias) como desde el punto de vista 

público (incremento del bienestar social por la mejora de la provisión de BB.PP.). 

Por suerte, existen ya muchas prácticas agrarias del primer tipo (p. ej., laboreo de 

conservación, producción integrada, etc.), y otras muchas están desarrollándose en 

los últimos años (p. ej., agricultura de precisión), las cuales influirán positivamente 

en la provisión de BB.PP. Utilizando el ejemplo del olivar de montaña, la provisión 

de los BB.PP. funcionalidad del suelo, biodiversidad, balance de GEI y paisaje, entre 

otros, mejora con el empleo de prácticas como cubiertas vegetales, el picado y es-

parcido de los restos de poda, el mantenimiento de la vegetación de ribera, etc. En 

este sentido, resulta esencial que los poderes públicos proporcionen a los agricul-

tores nuevos conocimientos y tecnologías (investigación, formación y extensión), 
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al tiempo que estos deben adoptar una actitud proactiva para la identificación e 

implementación efectiva de las mejores soluciones respecto de la provisión conjunta 

de bienes privados y públicos.

Asimismo, el análisis del caso particular del olivar de montaña ha permitido 

evidenciar la necesidad de analizar de manera específica la provisión de los diferentes 

BB.PP. por parte de los distintos sistemas agrarios. Así, la comparación del máximo 

desempeño potencial y el actual en relación con la producción de BB.PP., ha 

permitido establecer que este sistema agrario presenta niveles elevados de provisión 

en un número considerable de BB.PP. (fundamentalmente, biodiversidad, paisaje, 

vitalidad del medio rural y patrimonio cultural), otros cuya provisión resulta 

apreciable, aunque en niveles algo menores de los deseables (clima global, agua, 

riesgos naturales y seguridad alimentaria), y otros en los que su provisión resulta 

testimonial (aire y bienestar animal). Esta provisión de BB.PP. se ve empañada por 

las considerables tasas de erosión de suelo que presenta, es decir, por la provisión del 

mal público relativo a funcionalidad del suelo.

Como se ha podido advertir, todo ello viene condicionado por los reducidos 

rendimientos de aceituna por hectárea (provisión de bienes privados), que 

comprometen enormemente la viabilidad de la actividad agraria dentro de este 

sistema, haciendo que exista un elevado riesgo de abandono de la producción. 

Efectivamente, la situación actual en relación con la provisión BB.PP. podría cambiar 

de forma radical si se cumplen las expectativas de abandono. El abandono de la 

producción agraria en el caso de estudio analizado provocaría una reducción de los 

niveles de provisión de buena parte de los BB.PP. antes comentados, especialmente 

los relativos a BB.PP. socioculturales, pero también alguno ambiental como el relativo 

al riesgo de incendios, entre otros. Por contra, se ha puesto igualmente de manifiesto 

cómo el empleo de técnicas más intensivas (mayor producción de aceituna) como 

solución a los problemas de rentabilidad de la actividad podría reducir también los 

niveles de provisión de BB.PP., especialmente los de biodiversidad, paisajes agrarios 

y patrimonio cultural. Ambas evidencias muestran el frágil equilibrio que caracteriza 

al olivar de montaña (como otros muchos sistemas agrarios), así como los problemas 
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derivados tanto del abandono como de la intensificación. Por este motivo, el 

establecimiento de mecanismos políticos que permitiesen la continuidad de una 

actividad agraria mínimamente rentable (intrínsecamente asociada a la provisión 

adecuada de BB.PP. socioculturales), y de carácter extensivo (provisión adecuada de 

BB.PP. ambientales) podría ser una solución eficiente desde una perspectiva pública, 

en la medida que permitiría maximizar el bienestar social asociado a este sistema 

agrario.

7.2. Los BB.PP. y el futuro de la PAC

Las mayores demandas sociales respecto de la provisión de BB.PP. quedan paten-

tes si atendemos a cómo este objetivo ha ido adquiriendo una mayor importancia 

en las sucesivas reformas de la PAC. No en vano, en la última reforma de esta po-

lítica europea (2013), buena parte del debate giró alrededor de este tema, calando 

cada vez con más fuerza el principio de “dinero público a cambio de BB.PP.”. Esta 

tendencia hacia la provisión de BB.PP. se espera que continúe en un futuro, siendo 

posiblemente el elemento que determinará los mayores cambios de las futuras re-

formas de la PAC. Así, es de esperar un mayor peso de los instrumentos de política 

dirigidos al fomento de esta provisión. Sin embargo, más allá de que el objetivo de la 

provisión de BB.PP. juegue un papel activo dentro del debate sobre las reformas de 

la PAC pasada y futura, todavía existe un camino por recorrer para que esta política 

se encuentre perfilada efectivamente para la consecución de este objetivo. Para ello 

todavía es necesario vencer importantes inercias históricas contrarias a la lógica de 

la provisión de BB.PP.

La reforma de la PAC de 2013 ha supuesto una muestra clara de la mayor 

orientación hacia la provisión de BB.PP. (y de las dificultades para implementarla). En 

ella se introdujeron mecanismos encaminados a la provisión de BB.PP., destacando 

en este sentido el pago por prácticas beneficiosas para el clima y el medio ambiente 

(greening) que, por presupuesto y alcance, representaba un salto cualitativo en la 

plasmación de la mejora en la provisión de estos bienes como objetivo fundamental 

de la PAC. Sin embargo, el diseño final de este instrumento, cuyo pago puede 
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cobrarse en muchos casos sin apenas cambios en las prácticas agrarias convencionales, 

y con un gran número de excepciones (p. ej., los cultivos leñosos) que permiten en 

muchos casos cobrar este pago sin requerimiento adicional alguno, ha sido en cierta 

manera decepcionante, haciendo del greening una medida ineficiente para promover 

una mayor provisión de BB.PP. Esta situación se agrava por el hecho de que el 

importe del pago es independiente del coste de las prácticas asociadas o del nivel de 

provisión de BB.PP., siendo en la práctica una extensión del pago básico vinculado 

a una suerte de “condicionalidad reforzada”. Por lo tanto, puede concluirse que la 

introducción de este pago se debe a un intento de justificar la PAC, más que a un 

refuerzo real por mejorar la provisión de BB.PP. por la agricultura europea. No 

sorprende, por tanto, que algunos autores como Matthews (2013) se refieran al 

greening como “green washing” (lavado verde).

A pesar de lo afirmado anteriormente, cabe apuntar que la introducción de este 

pago por prácticas beneficiosas para el clima y el medio ambiente sí puede consi-

derarse un primer paso en la dirección de visibilizar la necesidad de potenciar la 

provisión de BB.PP. por parte de los sistemas agrarios, tanto de cara a la sociedad 

como de cara a los propios agricultores. Dado el primer paso, cabe ahora seguir 

esta senda rediseñando instrumentos de la PAC cada vez más eficientes en la conse-

cución del objetivo de mejorar la provisión de BB.PP. Por ejemplo, una propuesta 

que podría avanzarse en este sentido sería promover la exigencia de una superficie 

moderada de interés ecológico también en cultivos permanentes, los cuales están 

exentos actualmente de cumplir exigencia alguna de este tipo. No parece descabe-

llado establecer una superficie de interés ecológico, por ejemplo, en torno al 2% 

que favorezca el mantenimiento de elementos estructurales como setos, muros, etc. 

Como sugieren los resultados de Gómez-Limón y Arriaza (2011) y Villanueva et al. 

(2017b), tal exigencia no tendría apenas coste para los agricultores en los sistemas 

de leñosos más extensivos (p. ej., el olivar de montaña) y para los de sistemas más 

intensivos supondría incurrir en sobrecostes moderados, sensiblemente menores a 

la cuantía recibida como pago verde. A buen seguro, esta y otras muchas propuestas 

similares serán debatidas (y algunas de ellas aprobadas) durante la negociación que 
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ya ha comenzado de cara a la próxima reforma de la PAC, que debería entrar en 

vigor en 2021.

Otro de los aspectos que avanzan el mayor peso del objetivo de provisión de 

BB.PP. es el énfasis que se está poniendo en aplicar soluciones innovadoras en la im-

plementación de medidas agroambientales (desde la reforma de 2013, denominadas de 

“agroambiente y clima”), las cuales han representado tradicionalmente el principal 

instrumento de la PAC asociado a dicho objetivo. Entre las innovaciones que se están 

explorando en la actualidad, y que la Comisión Europea ya viene deslizando en sus 

documentos de trabajo, destacan su implementación mediante pagos por resultados 

(Keenleyside et al., 2014), así como su implementación a través de contratos colec-

tivos entre agricultores (Colombo y Camacho-Castillo, 2014; Rocamora-Montiel 

et al., 2014c; EC, 2017). Respecto de los pagos por resultados, estos consisten en 

vincular el importe de ayuda a los resultados alcanzados respecto de la provisión 

de BB.PP. (por ejemplo, en función del incremento efectivo en la biodiversidad 

presente en la explotación), en vez de al cumplimiento de determinadas prácticas 

agroambientales, tal y como se viene haciendo hasta la fecha. La implementación de 

estos pagos podría avanzar en una mayor eficiencia del gasto público respecto de la 

promoción de la provisión de BB.PP., aunque para ello deben superarse importan-

tes barreras que condicionan su éxito. Dentro de dichas barreras destacan (Burton 

y Schwarz, 2013): i) la necesidad de medir de manera rápida, barata y precisa los 

resultados realmente conseguidos en la explotación; ii) la individualización de los 

resultados cuando se trate de BB.PP. con carácter difuso (por ejemplo, la calidad 

de las aguas); y iii) la determinación razonable del importe de los pagos asociados a 

dichos resultados teniendo en cuenta los costes de provisión.

Estos tres retos se han señalado a lo largo de este libro, explicitando la necesidad 

de: i) disponer de indicadores que reflejen adecuadamente los niveles de provisión 

de BB.PP.; ii) conocer bien cómo se producen estos y sus implicaciones fuera de 

la explotación; y iii) estimar los costes de provisión por parte de los agricultores y 

su heterogeneidad inter- e intra-sistema. Si bien estas cuestiones son aplicables al 

conjunto de los programas agroambientales, en el caso de los pagos por resultados 



236

La producción de bienes públicos por parte de los sistemas agrarios

la necesidad de proveer información respecto de estas se hace aún más acuciante. En 

especial, a lo largo del Capítulo 6 se ha apuntado la dificultad que entraña obtener 

información a nivel de explotación sobre el nivel de provisión de los BB.PP., siendo 

necesario recurrir al uso de proxies para medir, siempre de forma aproximada, la 

contribución de la actividad agraria individual a este objetivo. Sin duda, habrá que 

mejorar el conocimiento sobre nuevos indicadores que posibiliten una medición 

más barata y exacta de la provisión individual de BB.PP. de cara a la implementación 

de este tipo de pagos por resultados. La utilización de nuevas tecnologías (p. ej., me-

diante el uso de drones o de imágenes por satélite) a buen seguro permitirá avanzar 

de forma significativa en este sentido.

Por su parte, la implementación de medidas agroambientales colectivas representa 

otra alternativa prometedora al objeto de mejorar la provisión de BB.PP. por parte 

de los sistemas agrarios. Entre las ventajas a destacar están la reducción de costes 

de transacción (básicamente públicos, por tener que gestionar menos expedientes, 

con menos inspecciones, etc.), y el mayor impacto esperado de la implementación 

a una escala superior a la de la explotación (Franks, 2011). Para el caso de los 

BB.PP. ambientales, la implementación de contratos agroambientales colectivos 

especialmente debe asegurar la correcta configuración espacial, sobre todo respecto 

de la proximidad de la superficie acogida (Villanueva et al., 2015). Sin embargo, este 

tipo de medidas agroambientales se enfrenta igualmente a importantes barreras para 

su implementación, fundamentalmente asociadas a: i) la creación de los colectivos 

de agricultores; ii) la desconfianza en el cumplimiento del resto de agricultores; y 

iii) el deseo de “independencia” de los agricultores, que prefieren realizar la gestión 

de su explotación de forma individual.

Se espera igualmente que la discusión sobre estos (y otros) instrumentos esté 

presente en el debate de la próxima reforma de la PAC ya que, como se ha comen-

tado, la provisión de BB.PP. por los sistemas agrarios centrará buena parte de las 

nuevas propuestas. En este sentido, es de interés resaltar las discrepancias existentes 

entre los distintos EE.MM. en cuanto al papel que debería tener este aspecto en la 

futura PAC. Así, los países del norte de la UE abogan por un papel más importante 
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de las medidas encaminadas a la mejora de la provisión de BB.PP. (en detrimento 

de los pagos directos), mientras que los países mediterráneos, al igual que los países 

del este, son más proclives a mantener un sistema de apoyo a la actividad agraria 

similar al actual. En cualquier caso, los acontecimientos recientes, especialmente 

el futuro abandono de Reino Unido de la UE (brexit), con el consiguiente impacto 

presupuestario y en el equilibrio de intereses en el seno del Consejo de la UE, in-

troducen una gran incertidumbre en cuanto a la futura reforma de la PAC, tanto 

en lo referente a sus posibles resultados (acuerdos adoptados) como incluso al mo-

mento en el que esta puede producirse. En este sentido, existen voces que abogan 

por una reforma “ligera” para 2021, únicamente encaminada a la simplificación de 

la actual PAC y adaptarla al Marco Financiero Plurianual resultante tras el brexit, 

para posteriormente proceder a una reforma más en profundidad, no sujeta a estos 

condicionantes.

Finalmente, conviene tener presente que la intervención pública mediante nor-

mativa e incentivos es solo una de las alternativas disponibles para la promoción de 

los BB.PP. en los sistemas agrarios. Existen igualmente iniciativas privadas como las 

realizadas por instituciones y fundaciones (trust en los países anglosajones) mediante 

el etiquetado de productos agrarios (p. ej., marcas de garantía vinculadas a medio 

ambiente y al desarrollo rural) o a través de campañas de información y promoción. 

Algunas de estas iniciativas ya han sido llevadas a cabo con éxito por agentes de la 

sociedad civil (normalmente en países del norte de Europa), por lo que también 

deben tenerse en cuenta y potenciarse de cara al futuro.

7.3. Implicaciones para la toma de decisiones 
políticas: necesidades de nuevo conocimiento

Como se ha puesto de manifiesto a lo largo del presente libro, la mayor orienta-

ción de las políticas agrarias hacia la producción “inteligente” de BB.PP. requiere de 

una importante base de conocimiento para el diseño adecuado de los instrumentos 

correspondientes. En efecto, los decisores políticos y, a la postre, la ciudadanía en 

general, demandan de la comunidad científica que esta proporcione la información 
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necesaria para entender cómo (en qué cantidad y calidad) y dónde (qué sistemas 

agrarios y, dentro de ellos, qué tipo de agricultores y explotaciones) se proveen los 

diferentes BB.PP. que la sociedad demanda de la agricultura, para así poder diseñar 

e implementar instrumentos eficientes dirigidos a la mejora de la provisión de estos 

bienes, que idealmente estén adaptados a la diferente casuística de BB.PP. y sistemas 

agrarios. Teniendo en cuenta la gran heterogeneidad de BB.PP., sistemas agrarios, 

explotaciones y agricultores, este apoyo para el diseño de instrumentos de política 

comporta un formidable desafío desde el punto de vista científico y técnico. Para 

afrontar este reto se hace imprescindible el empleo de enfoques multidisciplinares 

de análisis, para así llegar a entender las diversas dimensiones (económica, sociocul-

tural y medioambiental) que coexisten dentro de la provisión de BB.PP. por parte 

de la agricultura, capaces de integrar el conocimiento de manera que pueda ser útil 

para la toma de decisiones políticas. 

En concreto, en lo tocante al ámbito de conocimiento de la Economía, los prin-

cipales retos identificados a lo largo del libro se pueden sintetizar en: i) qué BB.PP. 

produce la agricultura y cómo son producidos por los agricultores; ii) cuáles son los 

beneficios derivados de esta provisión para la sociedad; y iii) cómo diseñar instru-

mentos que adecúen eficientemente la provisión de aquellos a las demandas de esta.

El primer reto implica entender el comportamiento del agricultor como pro-

veedor de BB.PP. Como ya se ha comentado, el agricultor provee de forma conjunta 

bienes privados y públicos, si bien toma sus decisiones orientadas al empleo de los 

factores de producción que maximicen los beneficios obtenidos exclusivamente de 

la provisión de bienes privados, habida cuenta de que, en general, no percibe que 

existan beneficios derivados de la provisión de BB.PP. La intervención pública se 

centra en que el agricultor internalice en su función de beneficios la provisión de 

BB.PP., con el propósito de que, a través de los incentivos necesarios, este provea 

estos bienes en la cantidad y calidad demandada por la sociedad. En este sentido, es 

necesario conocer: i) cuáles son los procesos de producción conjunta que se dan en 

la explotación; ii) cuáles son los principales BB.PP. que se proveen a resultas de estos 

procesos; iii) cuál es la producción actual de BB.PP. y cuál es el potencial de mejora 
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de la provisión de estos sin que la provisión de bienes privados se vea perjudicada 

de manera significativa; y iv) qué factores determinan su producción actual y el 

máximo potencial de producción. El conocimiento de todo ello permitiría obtener 

funciones de costes de provisión de BB.PP. para cada sistema agrario e, idealmente, por 

tipo de explotación. Si se tiene en cuenta que los procesos de producción conjunta 

varían en gran medida de un sistema agrario a otro (y, a veces, dentro de un mismo 

sistema, de una explotación a otra), es fácil suponer lo notable del desafío científico 

planteado, así como la utilidad del conocimiento que podría derivarse para la mejo-

ra de la provisión de BB.PP.

El segundo reto que se plantea se refiere a la valoración de los beneficios sociales 

derivados de esta provisión. En efecto, teniendo en cuenta que los recursos 

presupuestarios de los que disponen los decisores políticos son escasos, parece 

evidente la necesidad de priorizar las actuaciones públicas que consuman tales recursos 

sobre los BB.PP. y sistemas agrarios que se consideren más relevantes socialmente. 

Por lo tanto, es primordial proveer de estimaciones del bienestar asociado de cara a 

priorizar la implementación de instrumentos políticos en aquellos BB.PP. y sistemas 

agrarios donde puedan conseguirse beneficios sociales netos; es decir, aquellos 

donde las ganancias en el bienestar social superen a los costes de provisión incurridos 

por el agricultor. Sin embargo, la estimación de este bienestar social asociado a los 

BB.PP. no está exenta de dificultades, especialmente al tratarse de bienes y servicios 

sin mercado, así como por la heterogeneidad de preferencias sociales (Madureira et 

al., 2013; Villanueva et al., 2016). En este sentido, a la comunidad científica le queda 

todavía mucho trabajo por hacer en esta dirección, dada la diversidad de sistemas 

agrarios y los elevados costes que supone hacer estudios específicos en esta línea. No 

por casualidad se ha elegido al olivar de montaña como caso de estudio en este libro. 

Se trata este de una excepción dentro de la casuística de los sistemas agrarios donde 

existe una amplia variedad de estudios donde se valoran los BB.PP. producidos por 

el mismo (Kallas et al., 2006; Rodríguez-Entrena et al., 2012; Rocamora-Montiel et 

al., 2014a, 2014b; Rodríguez-Entrena et al., 2017), los que sin duda han permitido 

ilustrar la relevancia de este tipo de información para la toma de decisiones políticas. 
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En cualquier caso, debe insistirse que se trata de una excepción, ya que la norma es 

que no existan estimaciones del bienestar social asociado a la provisión de BB.PP. en 

la mayoría de sistemas agrarios.

El tercer y último reto se refiere a la propia intervención pública. En efecto, 

como se ha resaltado previamente, una vez conocidos los costes de la producción 

de BB.PP. y los beneficios esperados de mejorar su provisión, cabe preguntarse por 

los instrumentos de política de los que se dispone para conseguir de forma efectiva 

las mejoras deseadas. Entre los instrumentos disponibles, se deberá elegir aquel que 

maximice el bienestar social neto asociado a su implementación, lo cual básicamente se 

obtiene de restar a la mejora de bienestar asociada a la mejora en la provisión de 

BB.PP. derivada de su implementación, los costes asociados a esta mejora incurridos 

por los agricultores y los costes de implementación del instrumento, incluyendo 

los denominados “costes de transacción”. Por consiguiente, si los anteriores retos se 

centran en los primeros dos términos (costes de provisión de BB.PP. y sus beneficios 

derivados, respectivamente), la estimación del tercer término representa el otro 

reto fundamental al que debe dar respuesta la comunidad científica con el fin de 

apoyar el diseño eficiente de la política agraria.

Las lagunas de conocimiento arriba comentadas ponen claramente de manifiesto 

que hasta la fecha no se ha podido realizar una evaluación mínimamente seria de 

la efectividad de los instrumentos políticos orientados a la provisión de BB.PP. 

Efectivamente, esta falta de información impide, por ejemplo, que en la actualidad 

pueda hacerse en el seno del debate sobre la reforma de la PAC una evaluación ex-

ante del previsible impacto en términos de beneficios netos para la sociedad que 

tendría la implementación de los diversos instrumentos que se están proponiendo 

con este propósito y, por tanto, no pueda hacerse una selección de los mismos 

sobre la base de los criterios técnicos asociados. En este sentido cabría proponer 

como primera medida encaminada a solventar estas carencias el que se realizasen 

evaluaciones ex-post más rigurosas sobre el grado de consecución de los objetivos 

de la PAC, especialmente los de carácter ambiental y social (relacionados con la 

provisión de BB.PP.). Para ello sería muy útil contar con estadísticas oficiales creíbles 
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y robustas relativas a los BB.PP. agrarios (lo cual implica el empleo de indicadores 

suficientemente representativos de su provisión), de forma que los resultados de 

estas evaluaciones reflejen de forma precisa el estado pre- y post-intervención de 

los sistemas agrarios, al objeto de cuantificar la mejora efectiva en la provisión de 

BB.PP.

Finalmente, debe comentarse que, dentro del ámbito de la intervención pública, 

es necesario destacar la necesidad de mejorar el conocimiento relativo a determi-

nados BB.PP. de tipo sociocultural (vitalidad del medio rural, patrimonio cultural, 

etc.) y la forma de mejorar su provisión. Hasta ahora, los BB.PP. de tipo ambiental 

han acaparado una mayor atención, especialmente en el debate en torno a la refor-

ma de la PAC, quedando generalmente los BB.PP. socioculturales relegados a un 

segundo plano. Sin embargo, como se ha comprobado a lo largo de este libro y, en 

particular, en el caso de estudio del olivar de montaña, los sistemas agrarios produ-

cen igualmente este tipo de BB.PP., los cuales deben ser también tenidos en cuenta 

a la hora de diseñar políticas agrarias útiles para mejorar el bienestar del conjunto 

de la sociedad. Asimismo, es necesario investigar posibles formas de remuneración 

de estos BB.PP. a través de las políticas públicas, tanto a través de la PAC como de 

otras políticas de carácter nacional o comunitario pues, como se ha apuntado en el 

Capítulo 5, los instrumentos implementados hasta la fecha (p. ej., los pagos des-

acoplados no diferenciados) no son los más adecuados para mejorar la provisión de 

estos BB.PP.
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